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TEMARIO GENERAL

Tema 1

La Constitución Española. Principios generales (Título Preliminar: 
artículos 1-9). Derechos y deberes fundamentales (Título I: artículos 

10-29).

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 29 — 29 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.
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Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
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3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.
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Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
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y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
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1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las 
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, el detenido deberá ser puesto en 
libertad o a disposición de la autoridad judicial:

A) En el plazo máximo de 8 horas.

B) En el plazo máximo de 24 horas.

C) En el plazo máximo de 48 horas.

D) En el plazo máximo de 72 horas.

2. En qué artículo del Capítulo Segundo de la Constitución sobre derechos y libertades, habla del secreto de 
las comunicaciones:

A) Artículo 10

B) Artículo 15

C) Artículo 18

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. El artículo 14 de la Constitución Española declara que "los españoles son iguales ante la ley". ¿Qué 
circunstancia con respecto a la no discriminación NO se cita de forma explícita?

A) Raza.

B) Edad.

C) Opinión.

D) Religión.

4. España se constituye en un Estado…

A) social y democrático de derecho

B) comunista y absolutista

C) social y democrático de hecho

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. Según la Constitución Española, es un derecho fundamental:

A) El derecho a la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

B) El derecho a la propiedad privada y a la herencia.

C) El derecho a la libre elección de profesión u oficio.

D) El derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo.

6. Cuando el artículo 1.3 de la Constitución alude a la Monarquía parlamentaria del Estado español se refiere

A) Ninguna de las demás respuestas es correcta

B) La clase de soberanía,

C) La forma de estado.

D) La forma de gobierno.
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7. El artículo 19 de la Constitución Española de 1978 reconoce el derecho de los españoles a:

A) La integridad física y moral.

B) La propia imagen.

C) Circular por el territorio nacional.

D) Elegir libremente su residencia fiscal.

8. No está garantizado por la Constitución el principio de:

A) Jerarquía normativa

B) Retroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables

C) Seguridad jurídica

D) Legalidad

9. ¿Qué artículo de la Constitución recoge el derecho de Autonomía?

A) El artículo 4.

B) El artículo 2.

C) El artículo 3.

D) Ninguna es correcta.

10. ¿En qué artículo regula la Constitución Española el derecho de asociación?

A) 21

B) 22

C) 19

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 B · 4 A · 5 A · 6 D · 7 C · 8 B · 9 B · 10 B

Te quedan 504 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

Organización territorial del Estado. Las Comunidades Autónomas 
(Capítulo Tercero del Título VIII de la Constitución Española: artículos 

143-158).

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 143 a 158 — 16 incluidos

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO TERCERO De las Comunidades Autónomas

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.
2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.
3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:
a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.
b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.
c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.
2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será elevado
a las Cortes Generales para su tramitación como ley.
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Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de cada
Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.
2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.
b) La delimitación de su territorio.
c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.
3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.
5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.
6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.
7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.
11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.
12.ª Ferias interiores.
13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.
14.ª La artesanía.
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.
16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
20.ª Asistencia social.
21.ª Sanidad e higiene.
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
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1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:
1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio
de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.
2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.
3.ª Relaciones internacionales.
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.
5.ª Administración de Justicia.
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.
7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.
8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.
9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.
19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.
20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.
21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.
22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando su
aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.
23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
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montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.
24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.
25.ª Bases de régimen minero y energético.
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.
28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.
29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.
30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.
31.ª Estadística para fines estatales.
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.
3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.
2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.
3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
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los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.
2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.
2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.
3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.
4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.
5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el
mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.
2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.
3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con fuerza

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 15

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



de ley.
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.
c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.
2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.
2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.
c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.
e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.
3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.
2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2

1. Conforme al artículo 143.2 de la Constitución, ¿a quién corresponde la iniciativa del proceso autonómico?

A) Además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de 
los Municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo 
electoral de cada una de ellas

B) Además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las dos cuartas partes de 
los Municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo 
electoral de cada una de ellas

C) Además por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las dos terceras partes de los 
Municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de 
cada una de ellas

D) Además por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por la mayoría de los Municipios 
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una 
de ellas

2. Conforme al art. 145.1 de la Constitución Española:

A) Excepcionalmente se admitirá la federación de Comunidades autónomas

B) Siempre se admitirá la federación de Comunidades autónomas

C) En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

3. Según el art. 147 de la Constitución Española, los Estatutos de Autonomía deberán contener:

A) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

B) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

C) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso de 
los servicios correspondientes a las mismas.

D) Todas son correctas

4. Según dispone el artículo 153 de la Constitución Española, el control de la actividad de la administración 
autónoma y sus normas reglamentarias se ejercerá:

A) Por el Tribunal Constitucional.

B) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado.

C) Por la jurisdicción contencioso-administrativa.

D) Por el Tribunal de Cuentas.

5. ¿Cuál de los siguientes requisitos deben cumplir las leyes-marco?

A) Que la atribución competencial se haga a todas y cada una de las Comunidades Autónomas.

B) Que se aprueben mediante Ley, Decreto-ley o Decreto legislativo.

C) Que la materia que se transfiera sea de competencia estatal.

D) Todas las respuestas son correctas.
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6. El artículo 152.2 de la Constitución Española indica que una vez sancionados y promulgados los respectivos 
Estatutos de Autonomía, solamente podrán ser modificados:

A) Por mayoría absoluta del Congreso de los Diputados al ser una Ley Orgánica y con referéndum entre los 
electores inscritos en los censos correspondientes.

B) Mediante los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los 
censos correspondientes.

C) Por mayoría absoluta del Congreso de los Diputados y del Senado y con referéndum entre los electores 
inscritos en los censos correspondientes.

D) A iniciativa de la correspondiente Comunidad Autónoma y una vez aprobado con referéndum entre los 
electores inscritos en los censos correspondientes.

7. Indique, según el artículo 149 de la Constitución Española, cuál de las siguientes es una competencia 
exclusiva del Estado:

A) Regulación de las condiciones de homologación de títulos académicos y profesionales.

B) Los montes y aprovechamientos forestales.

C) Asistencia social.

D) Sanidad e higiene.

8. ¿Qué artículos de la Constitución recogen las vías de acceso a la autonomía?

A) Los artículos 143 y 151.

B) Los artículos 143 y 144.

C) Los artículos 151 y 153.

D) Los artículos 146 y 157.

9. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

A) Bases de régimen minero y energético.

B) Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen actividades 
comerciales.

C) Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

D) Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

10. Según el artículo 149.1 de la Constitución Española, el Estado tiene competencia exclusiva sobre la 
siguiente materia:

A) Legislación sobre propiedad intelectual e industrial

B) El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la 
política económica nacional.

C) La artesanía.

D) Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.

SOLUCIONES 1 C · 2 C · 3 D · 4 C · 5 C · 6 B · 7 A · 8 A · 9 B · 10 A

Te quedan 166 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 18

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 3

Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía 
para el País Vasco. De las competencias del País Vasco (Título I: 

artículos 10-23).

LO 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco

EA-PV · BOE-A-1979-30177 · arts. 10 a 23 — 14 incluidos

TÍTULO I De las competencias del País Vasco

Artículo 10.
La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en las siguientes materias:
1. Demarcaciones territoriales municipales, sin perjuicio de las facultades correspondientes a los Territorios
Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Estatuto.
2. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno dentro de las normas del
presente Estatuto.
3. Legislación electoral interior que afecte al Parlamento Vasco, Juntas Generales y Diputaciones Forales, en
los términos previstos por el presente Estatuto y sin perjuicio de las facultades correspondientes a los
Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 del mismo.
4. Régimen Local y Estatuto de los Funcionarios del País Vasco y de su Administración Local, sin perjuicio de
lo establecido en el artículo 149.1.18. a de la Constitución.
5. Conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Foral y especial, escrito o consuetudinario propio
de los Territorios Históricos que integran el País Vasco y la fijación del ámbito territorial de su vigencia.
6. Normas procesales y de procedimientos administrativo y económico-administrativo que se deriven de las
especialidades del derecho sustantivo y de la organización propia del País Vasco.
7. Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma, así
como las servidumbres públicas en materias de sus competencias.
8. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.23. a de la Constitución.
9. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
10. Pesca en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre.
11. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran íntegramente dentro del País
Vasco; instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando este transporte no salga de
su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra provincia o Comunidad Autónoma; aguas minerales,
termales y subterráneas. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.25. a de la Constitución.
12. Asistencia social.
13. Fundaciones y Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y similares, en
tanto desarrollen principalmente sus funciones en el País Vasco.
14. Organización, régimen y funcionamiento de las Instituciones y establecimientos de protección y tutela de
menores, penitenciarios y de reinserción social, conforme a la legislación general en materia civil, penal y
penitenciaria.
15. Ordenación farmacéutica de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1.16. a de la Constitución, e
higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 18 de este Estatuto.
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16. Investigación científica y técnica en coordinación con el Estado.
17. Cultura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución.
18. Instituciones relacionadas con el fomento y enseñanza de las Bellas Artes. Artesanía.
19. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, asumiendo la Comunidad
Autónoma el cumplimiento de las normas y obligaciones que establezca el Estado para la defensa de dicho
patrimonio contra la exportación y la expoliación.
20. Archivos, Bibliotecas y Museos que no sean de titularidad estatal.
21. Cámara Agrarias, de la Propiedad, Cofradías de Pescadores, Cámaras de Comercio, Industria y Navegación,
sin perjuicio de la competencia del Estado en materia de comercio exterior.
22. Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos
36 y 139 de la Constitución. Nombramiento de Notarios de acuerdo con las Leyes del Estado.
23. Cooperativas, Mutualidades no integradas en la Seguridad Social y Pósitos, conforme a la legislación
general en materia mercantil.
24. Sector público propio del País Vasco en cuanto no esté afectado por otras normas de este Estatuto.
25. Promoción, desarrollo económico y planificación de la actividad económica del País Vasco de acuerdo con
la ordenación general de la economía.
26. Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro en el marco de las bases que
sobre ordenación del crédito y la banca dicte el Estado y de la política monetaria general.
27. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, la libre circulación de bienes en el
territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Ferias y mercados interiores.
Denominaciones de origen y publicidad en colaboración con el Estado.
28. Defensa del consumidor y del usuario en los términos del apartado anterior.
29. Establecimiento y regulación de Bolsas de Comercio y demás centros de contratación de mercancías y de
valores conforme a la legislación mercantil.
30. Industria, con exclusión de la instalación, ampliación y traslado de industrias sujetas a normas especiales
por razones de seguridad, interés militar y sanitario y aquellas que precisen de legislación específica para
estas funciones, y las que requieran de contratos previos de transferencia de tecnología extranjera. En la
reestructuración de sectores industriales, corresponde al País Vasco el desarrollo y ejecución de los planes
establecidos por el Estado.
31. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
32. Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable, puertos, helipuertos, aeropuertos y
Servicio Meteorológico del País Vasco, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.20. a de la Constitución.
Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
33. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general o cuya realización no afecte a otros
territorios.
34. En materia de carreteras y caminos, además de las competencias contenidas en el apartado 5, número 1,
del artículo 148 de la Constitución, las Diputaciones Forales de los Territorios Históricos conservarán
íntegramente el régimen jurídico y competencias que ostentan o que, en su caso, hayan de recobrar a tenor del
artículo 3.º de este Estatuto.
35. Casinos, juegos y apuestas, con excepción de las Apuestas Mutuas Deportivas Benéficas.
36. Turismo y deporte. Ocio y esparcimiento.
37. Estadística del País Vasco para sus propios fines y competencias.
38. Espectáculos.
39. Desarrollo comunitario. Condición femenina. Política Infantil, juvenil y de la tercera edad.

Artículo 11.
1. Es de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución dentro
de su territorio de la legislación básica del Estado en las siguientes materias:
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a) Medio ambiente y ecología.
b) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de sus competencias y
sistema de responsabilidad de la Administración del País Vasco.
c) Ordenación del sector pesquero del País Vasco.

2. Es también de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la
ejecución dentro de su territorio, de las bases, en los términos que las mismas señalen, en las siguientes
materias:

a) Ordenación del crédito, banca y seguros.
b) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio, e
intervención de Empresas cuando lo exija el interés general.
c) Régimen minero y energético. Recursos geotérmicos.

Artículo 12.
Corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco la ejecución de la legislación del Estado en las materias
siguientes:
1. Legislación penitenciaria.
2. Legislación laboral, asumiendo las facultades y competencias que en este terreno ostenta actualmente el
Estado respecto a las relaciones laborales; también la facultad de organizar, dirigir y tutelar, con la alta
inspección del Estado, los servicios de éste para la ejecución de la legislación laboral, procurando que las
condiciones de trabajo se adecuen al nivel del desarrollo y progreso social, promoviendo la cualificación de los
trabajadores y su formación integral.
3. Nombramiento de Registradores de la Propiedad, Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de Comercio.
Intervención en la fijación de las demarcaciones correspondientes en su caso.
4. Propiedad intelectual e industrial.
5. Pesas y medidas; contraste de metales.
6. Ferias internacionales celebradas en el País Vasco.
7. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que tendrá participación en los
casos y actividades que proceda.
8. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión directa.
9. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino dentro del territorio de la
Comunidad Autónoma, aunque discurran sobre las infraestructuras de titularidad estatal a que hace referencia
el número 21 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, sin perjuicio de la ejecución directa que se
reserve el Estado.
10. Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del Estado
correspondientes al litoral vasco.

Artículo 13.
1. En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, la Comunidad Autónoma
del País Vasco ejercerá, en su territorio, las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan, reserven o atribuyan al Gobierno.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales, el derecho de gracia y la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 14.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de casación y de revisión en las
materias del Derecho Civil Foral propio del País Vasco.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de casación y de
revisión.
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c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados cuando se trate de actos dictados
por la Administración del País Vasco en las materias cuya legislación exclusiva corresponde a la
Comunidad Autónoma, y, en primera instancia, cuando se trate de actos dictados por la Administración del
Estado.
d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales del País Vasco.
e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho privativo vasco que deban tener
acceso a los Registros de la Propiedad.

2. En las restantes materias se podrán interponer ante el Tribunal Supremo los recursos que, según las leyes,
procedan. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y de jurisdicción entre los
órganos judiciales del País Vasco y los demás del Estado.

Artículo 15.
Correspondo al País Vasco la creación y organización, mediante Ley, de su Parlamento, y con respeto a la
institución establecida por el artículo 54 de la Constitución, de un órgano similar que en coordinación con
aquélla ejerza las funciones a las que se refiere el mencionado artículo y cualesquiera otras que el Parlamento
Vasco pueda encomendarle.

Artículo 16.
En aplicación de lo dispuesta en la Disposición adicional primera de la Constitución, es de la competencia de
la Comunidad Autónoma del País Vasco la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y
especialidades, sin perjuicio del artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollen, de las
facultades que atribuye al Estado el artículo 149 1.30ª de la misma y de la alta inspección necesaria para su
cumplimiento y garantía.

Artículo 17.
1. Mediante el proceso de actualización del régimen foral previsto en la disposición adicional primera de la
Constitución, corresponderá a las Instituciones del País Vasco, en la forma que se determina en este Estatuto,
el régimen de la Policía Autónoma para la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden
público dentro del territorio autónomo, quedando reservados en todo caso a las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado los servicios policiales de carácter extracomunitario y supracomunitario, como la
vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida en territorio
nacional de españoles y extranjeros, régimen general de extranjería, extradición y expulsión, emigración e
inmigración, pasaportes y documento nacional de identidad, armas y explosivos, resguardo fiscal del Estado,
contrabando y fraude fiscal al Estado.
2. El mando supremo de la Policía Autónoma Vasca corresponde al Gobierno del País Vasco, sin perjuicio de
las competencias que pueden tener las Diputaciones Forales y Corporaciones Locales.
3. La Policía Judicial y Cuerpos que actúen en estas funciones se organizarán al servicio y bajo la vigilancia de
la Administración de Justicia en los términos que dispongan las Leyes procesales.
4. Para la coordinación entre la Policía Autónoma y los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado existirá una
Junta de Seguridad formada en número igual por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma.
5. Inicialmente, las Policías Autónomas del País Vasco estarán constituidas por:

a) El Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de Álava, existente en la actualidad.
b) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes dependientes de las Diputaciones de Vizcaya y Guipúzcoa que se
restablecen mediante este precepto. Posteriormente, las Instituciones del País Vasco podrán acordar
refundir en un solo Cuerpo los mencionados en los apartados anteriores, o proceder a la reorganización
precisa para el cumplimiento de las competencias asumidas. Todo ello sin perjuicio de la subsistencia, a los
efectos de representación y tradicionales, de los Cuerpos de Miñones y Miqueletes.

6. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán
intervenir en el mantenimiento del orden público en la Comunidad Autónoma en los siguientes casos:

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 22

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



a) A requerimiento del Gobierno del País Vasco, cesando la intervención a instancias del mismo.
b) Por propia iniciativa, cuando estimen que el interés general del Estado esté gravemente comprometido;
siendo necesaria la aprobación de la Junta de Seguridad a que hace referencia el número 4 de este artículo.
En supuestos de especial urgencia y para cumplir las funciones que directamente les encomienda la
Constitución, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán intervenir bajo la responsabilidad
exclusiva del Gobierno, dando éste cuenta a las Cortes Generales. Las Cortes Generales, a través de los
procedimientos constitucionales, podrán ejercitar las competencias que les corresponda.

7. En los casos de declaración del estado de alarma, excepción o sitio, todas las fuerzas policiales del País
Vasco quedarán a las órdenes directas de la autoridad civil o militar que en su caso corresponda, de acuerdo
con la legislación que regule estas materias.

Artículo 18.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en
materia de sanidad interior.
2. En materia de Seguridad Social corresponderá al País Vasco:

a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que
configuran el régimen económico de la misma.
b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.

3. Corresponderá también al País Vasco la ejecución de la legislación del Estado sobre productos
farmacéuticos.
4. La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines, y dentro de su territorio, todos los
servicios relacionados con las materias antes expresadas y ejercerá la tutela de las instituciones, entidades y
fundaciones en materia de Sanidad y de Seguridad Social, reservándose el Estado la alta inspección
conducente: al cumplimiento de las funciones y competencias contenidas en este artículo.
5. Los poderes públicos vascos ajustarán el ejercicio de las competencias que asuman en materia de Sanidad y
de Seguridad Social a criterios de participación democrática de todos los interesados, así como de los
Sindicatos de Trabajadores y Asociaciones empresariales en los términos que la Ley establezca.

Artículo 19.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado en materia de medios de
comunicación social, respetando en todo caso lo que dispone el artículo 20 de la Constitución.
2. La ejecución en las materias a que se refiere el párrafo anterior se coordinará con la del Estado, con respeto
a la reglamentación específica aplicable a los medios de titularidad estatal.
3. De acuerdo con lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, el País Vasco podrá regular, crear y
mantener su propia televisión, radio y prensa, y, en general, todos los medios de comunicación social para el
cumplimiento de sus fines.

Artículo 20.
1. El País Vasco tendrá competencias legislativas y de ejecución en las demás materias que por Ley Orgánica le
transfiera o delegue el Estado según la Constitución, a petición del Parlamento Vasco.
2. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá dictar la correspondiente legislación en los términos del
artículo 150.1 de la Constitución, cuando las Cortes Generales aprueben las Leyes marco a que se refiere dicho
precepto.
3. El País Vasco ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias atribuidas a su
competencia en este Estatuto. Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atribuciones y competencias del
País Vasco si no es mediante el procedimiento del artículo 152.2 de la Constitución, salvo lo previsto en el
artículo 93 de la misma.
4. Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma del País Vasco en aquellas
materias que no sean de su competencia exclusiva, comprende la potestad de administración, así como, en su
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caso, la de dictar reglamentos internos de organización de los servicios correspondientes.
5. El Gobierno Vasco será informado en la elaboración de los tratados y convenios, así como de los proyectos
de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de específico interés para el País Vasco.
6. Salvo disposición expresa en contrario, todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y
otros del presente Estatuto se entienden referidas al ámbito territorial del País Vasco

Artículo 21.
El Derecho emanado del País Vasco en las materias de su competencia exclusiva es el aplicable con
preferencia a cualquier otro y sólo en su defecto será de aplicación supletoria el Derecho del Estado.

Artículo 22.
1. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la gestión y
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La celebración de los citados
convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales,
o alguna de las Cámaras, manifestaran reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la
comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo tercero de este artículo. Si
transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio, entrará en vigor.
2. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otro Territorio Histórico foral para la gestión y
prestación de servicios propios correspondientes a las materias de su competencia, siendo necesaria su
comunicación a las Cortes Generales. A los veinte días de haberse efectuado esta comunicación, los convenios
entrarán en vigor.
3. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con otras Comunidades
Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.

Artículo 23.
1. La Administración Civil del Estado en el territorio Vasco se adecuará al ámbito geográfico de la Comunidad
Autónoma.
2. De conformidad con el artículo 154 de la Constitución, un Delegado nombrado por el Gobierno la dirigirá y
la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de la Comunidad Autónoma.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, la Comunidad Autónoma 
del País Vasco ejercerá en su territorio:

A) Las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial atribuyan 
directamente al Consejo General del Poder Judicial.

B) Todas las facultades relacionadas con la Administración de Justicia, incluida la jurisdicción militar.

C) Las facultades que las Leyes Generales atribuyan directamente al Estado en materia de Administración de 
Justicia.

D) Las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial 
reconozcan, reserven o atribuyan al Gobierno.
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2. Inicialmente, las Policías Autónomas del País Vasco estarán constituidas por:

A) El Cuerpo de Miñones de Álava y los Cuerpos de Miqueletes de Vizcaya y Guipúzcoa, todos ellos de nueva 
creación.

B) El Cuerpo de Miñones de Álava, ya existente, y los Cuerpos de Miñones y Miqueletes de Vizcaya y Guipúzcoa, 
que se restablecen.

C) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes de las tres Diputaciones Forales, todos ellos restablecidos mediante el 
Estatuto.

D) El Cuerpo de Miñones de Álava y los cuerpos policiales dependientes de las Corporaciones Locales de 
Vizcaya y Guipúzcoa.

3. En relación con la Administración Civil del Estado en el territorio vasco, señale la opción correcta:

A) Se adecuará al ámbito provincial y será dirigida por un representante nombrado por el Gobierno Vasco.

B) Se adecuará al ámbito geográfico de la Comunidad Autónoma y será coordinada siempre por el Gobierno 
Vasco.

C) Se mantendrá organizada conforme al ámbito estatal y será dirigida por un Delegado nombrado por el 
Parlamento Vasco.

D) Se adecuará al ámbito geográfico de la Comunidad Autónoma y será dirigida por un Delegado nombrado por 
el Gobierno, que la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de la Comunidad Autónoma.

4. En relación con la competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco, señale la afirmación 
correcta:

A) En el orden civil, la competencia alcanza a todas las instancias y grados, excepto los recursos de casación y de 
revisión sobre Derecho Civil Foral vasco.

B) En los órdenes penal y social, la competencia comprende todas las instancias y grados, incluidos los recursos 
de casación y de revisión.

C) En el orden contencioso-administrativo, la competencia alcanza a todas las instancias y grados respecto de 
los actos dictados por la Administración del Estado.

D) La competencia comprende los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho privativo 
vasco que deban acceder a los Registros de la Propiedad.

5. El ejercicio de las competencias asumidas en materia de Sanidad y de Seguridad Social se ajustará por los 
poderes públicos vascos a criterios de:

A) Coordinación técnica de las entidades sanitarias y de las organizaciones profesionales, conforme a la 
normativa estatal.

B) Participación democrática de todos los interesados, así como de los Sindicatos de Trabajadores y 
Asociaciones empresariales, en los términos que la ley establezca.

C) Participación exclusiva de las organizaciones sindicales y empresariales reconocidas legalmente, conforme a 
la normativa autonómica.

D) Gestión directa por la Administración vasca, con exclusión de la participación de entidades privadas y 
representantes sociales.

6. La competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma del País Vasco sobre colegios profesionales y 
ejercicio de las profesiones tituladas comprende asimismo:

A) El nombramiento de Notarios conforme exclusivamente a la normativa propia del País Vasco.

B) La regulación de todas las profesiones, incluidas las no tituladas, sin limitación constitucional alguna.

C) El nombramiento de Registradores y Notarios con independencia de las Leyes del Estado.

D) El nombramiento de Notarios de acuerdo con las Leyes del Estado.
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7. La competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco se extiende a los recursos sobre 
calificación de documentos:

A) Referentes a cualquier materia jurídica que deban tener acceso a los Registros de la Propiedad.

B) Referentes al Derecho privativo vasco que deban tener acceso a cualquier registro público.

C) Referentes al Derecho privativo vasco que deban tener acceso a los Registros de la Propiedad.

D) Referentes al Derecho civil común que deban tener acceso a los Registros de la Propiedad.

8. La ejecución de las competencias del País Vasco en materia de medios de comunicación social:

A) Se coordinará con la del Estado, respetando la reglamentación específica aplicable a los medios de titularidad 
estatal.

B) Se ejercerá exclusivamente por el País Vasco, sin coordinación con la del Estado.

C) Se coordinará con la del Estado, aplicándose únicamente la reglamentación vasca a los medios de titularidad 
estatal.

D) Corresponderá al Estado, sin intervención del País Vasco en su ejecución.

9. El desarrollo legislativo y la ejecución dentro del territorio del País Vasco, de las bases, en los términos que 
las mismas señalen, comprende la competencia autonómica sobre:

A) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio, e 
intervención de empresas cuando lo exija el interés general

B) Medio ambiente y ecología

C) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de sus competencias

D) Ordenación del sector pesquero del País Vasco

10. El órgano creado por el País Vasco como institución similar a la establecida para la defensa de los 
derechos constitucionales ejercerá sus funciones:

A) Con subordinación jerárquica a la institución estatal de defensa de los derechos.

B) Bajo la dirección exclusiva del Gobierno Vasco y sin relación con la institución estatal.

C) De forma independiente, sin coordinación con la institución estatal de defensa de los derechos.

D) En coordinación con la institución estatal de defensa de los derechos.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 D · 4 D · 5 B · 6 D · 7 C · 8 A · 9 A · 10 D

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco. Personal al 
servicio de las administraciones públicas vascas (Título II: artículos 
26-30). Adquisición y pérdida de la condición de personal empleado 

público (Título V: artículos 63-72).

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco

LEP-PV · BOE-A-2023-353 · arts. 26 a 30 · arts. 63 a 72 — 15 incluidos

TÍTULO II Personal al servicio de las administraciones públicas vascas

CAPÍTULO I Personal al servicio de las administraciones públicas vascas. personal funcionario y

Artículo 26. Clases de personal empleado público.
1. Es personal empleado público el que ejerce funciones profesionales retribuidas en puestos de trabajo de las
administraciones públicas vascas.
2. El personal empleado público, en función de las peculiaridades de su régimen jurídico, se encuadra en las
siguientes clases:

a) Personal funcionario de carrera.
b) Personal funcionario interino.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 27. Personal funcionario de carrera.
Es personal funcionario de carrera el que, en virtud de nombramiento legal, desempeña servicios
profesionales retribuidos de carácter permanente, y se encuentra vinculado a las administraciones públicas
vascas por una relación estatutaria regulada por el derecho público.

Artículo 28. Personal funcionario interino.
1. Es personal funcionario interino el que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, es
nombrado para el desempeño de funciones reservadas a personal funcionario de carrera cuando se dé alguna
de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por personal funcionario de carrera.
b) La sustitución transitoria de la persona que desempeñe el puesto de trabajo, bien como titular de la plaza
bien como funcionario interino.
c) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de seis meses, dentro de un período de doce meses,
contados a partir del momento en que se produzcan dichas causas.
d) En el supuesto de reducción de jornada, de acciones formativas del personal funcionario u otros
supuestos de ausencia parcial.
e) La ejecución de programas de carácter temporal, conforme a lo siguiente:
1) Los órganos de gobierno de las administraciones públicas vascas podrán aprobar la ejecución de
programas de carácter temporal, siempre que las tareas vinculadas a dichos programas no puedan ser
atendidas por el personal existente y se trate de actividades no habituales o del lanzamiento de nuevas
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actividades no estructurales de la Administración.
2) Con carácter general, la duración de los programas de carácter temporal no podrá exceder de tres años,
prorrogable, en caso de necesidad justificada, hasta un máximo de otro año. La prórroga requerirá informe
previo favorable de los departamentos u organismos competentes en materia de hacienda y empleo público
de la administración correspondiente y audiencia a la representación de personal. Superado el plazo de
cuarenta y ocho meses, no será posible aprobar un nuevo programa con idénticas o similares funciones.

2. El cese del personal funcionario interino se producirá cuando desaparezcan las circunstancias que
motivaron su nombramiento o transcurran los plazos previstos en el apartado anterior, y, en todo caso, en los
siguientes supuestos:

a) Por la finalización de programas temporales, en el momento que estos finalicen, y, en cualquier caso, a
los cuarenta y ocho meses como máximo de producirse su nombramiento.
b) Por el reingreso o la reasignación de personal funcionario de carrera sin derecho a reserva de puesto de
trabajo.
c) Por la provisión reglamentaria del puesto de trabajo por medio de la oferta de empleo público o de
alguno de los procedimientos de movilidad del personal funcionario legalmente establecidos. En el
supuesto de la letra a) del apartado 1 de este artículo, las plazas vacantes desempeñadas por personal
funcionario interino deberán incluirse en la oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se
produce el nombramiento o, si no fuera posible, en la siguiente, salvo que se decida su amortización.
d) Por la amortización del puesto de trabajo.
e) Desaparición de las razones de necesidad y urgencia; la adscripción provisional de funcionario de
carrera, y el incumplimiento sobrevenido de los requisitos del desempeño del puesto.

3. El cese del personal interino se producirá asimismo por las mismas causas que para la pérdida de la
condición de personal funcionario de carrera.
4. Al personal funcionario interino le será aplicable, en cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición y
en los términos previstos en esta ley, el régimen general del personal funcionario de carrera.

Artículo 29. Personal laboral.
1. Es personal laboral al servicio de las administraciones públicas vascas el que en virtud de contrato de
trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las modalidades de contratación de personal previstas en la
legislación laboral, desempeña puestos de trabajo o plazas dotadas presupuestariamente.
2. El personal laboral, en función de la duración del contrato, podrá tener la condición de fijo, por tiempo
indefinido a consecuencia de sentencia o temporal.
3. La selección del personal laboral fijo y temporal se hará de acuerdo con los sistemas previstos en esta ley,
respetando en todo caso los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como los de
publicidad y de libre concurrencia.
4. La contratación del personal laboral temporal y su cese se regirá por la legislación laboral aplicable a cada
modalidad contractual.
5. El personal laboral de carácter directivo se encontrará sometido a la relación laboral de carácter especial de
alta dirección y será designado atendiendo a los principios establecidos en esta ley. Asimismo, le será de
aplicación lo dispuesto en esta ley en materia de evaluación del desempeño, de retribuciones variables y de
determinación de las condiciones de empleo del personal directivo público profesional.
6. Al personal que adquiera la condición de personal laboral por tiempo indefinido, en cumplimiento de
sentencia judicial, se le aplicarán las previsiones contenidas en la disposición adicional vigesimoctava de esta
ley.

CAPÍTULO II Personal de confianza y asesoramiento especial

Artículo 30. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, realiza
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exclusivamente funciones calificadas de modo expreso como de confianza o asesoramiento especial, siendo
retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. El personal eventual no podrá desempeñar funciones directivas ni ejecutivas, ni tampoco las reservadas a
personal funcionario o laboral, en el seno de las administraciones públicas vascas.
3. Únicamente las personas que ocupen el puesto de lehendakari, diputado o diputada general, alcalde o
alcaldesa, vicelehendakari, consejero o consejera y diputado o diputada foral, presidente o presidenta del
Tribunal Vasco de Cuentas Públicas y rector o rectora de la Universidad del País Vasco podrán designar
personal eventual. El Gobierno Vasco y los órganos de gobierno de las diputaciones forales y de los
ayuntamientos determinarán en cada caso el número máximo de personal eventual y su adscripción orgánica,
de acuerdo con lo previsto en su propia normativa y atendiendo al principio de economía del gasto público.
4. Los puestos de trabajo del personal eventual, así como sus retribuciones, se recogerán en las relaciones de
puestos de trabajo o en los instrumentos de ordenación similares y se publicarán en el «Boletín Oficial del País
Vasco» o, en su caso, en el boletín oficial del territorio histórico correspondiente.
5. El nombramiento y el cese del personal eventual serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se
produzca el de la autoridad a la que preste su función de confianza o de asesoramiento.
6. La condición de personal eventual no será mérito para acceder al empleo público ni para la promoción
interna.
7. Al personal eventual, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, le será aplicable el régimen
general del personal funcionario de carrera.

TÍTULO V Adquisición y pérdida de la condición de personal empleado público

CAPÍTULO I Adquisición y pérdida de la relación de servicio

Artículo 63. Adquisición de la condición de personal funcionario de carrera y de personal laboral fijo.
1. La condición de personal funcionario de carrera y de personal laboral fijo de las administraciones públicas
vascas se adquiere por el cumplimiento sucesivo de los siguientes requisitos:

a) Superación del proceso selectivo, incluidos, en su caso, los correspondientes períodos de prácticas o
pruebas.
b) Nombramiento por el órgano o autoridad competente, que será publicado en el «Boletín Oficial del País
Vasco» o, en su caso, en el boletín oficial del territorio histórico correspondiente.
c) Acto en virtud del cual se manifieste que se acata el ordenamiento jurídico.
d) Toma de posesión dentro del plazo que se establezca o, en su caso, formalización del contrato laboral fijo
por el órgano o autoridad competente.

2. No podrá ser nombrado personal funcionario o contratado como personal laboral fijo y quedarán sin efecto
las actuaciones relativas, quien no acredite, una vez superado el proceso selectivo, que reúne los requisitos y
condiciones exigidos en la convocatoria.
3. El personal funcionario y el personal laboral de otras administraciones públicas que accedan a las
administraciones públicas vascas en virtud de transferencia adquirirán la condición de personal funcionario
propio o personal laboral propio de la administración de destino, con el mismo carácter que tuviese en la
administración de origen. En el caso del personal funcionario de carrera se respetará el grupo o subgrupo del
cuerpo o escala de procedencia, así como los derechos inherentes al grado personal o a la posición en la
carrera que tuviera reconocido y su antigüedad. Al personal laboral se le respetará el grupo profesional y la
antigüedad que tuviera reconocidos.

Artículo 64. Causas de pérdida de la condición de personal funcionario de carrera y del vínculo de 
personal laboral fijo.
1. Son causas de pérdida de la condición de personal funcionario de carrera:

a) La renuncia a la condición de funcionario.
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b) La pérdida de la nacionalidad.
c) La jubilación total de la persona funcionaria.
d) La sanción disciplinaria de separación del servicio que tuviere carácter firme.
e) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere
carácter firme.
f) El fallecimiento.

2. El vínculo contractual del personal laboral fijo se extinguirá en aplicación de las mismas causas de pérdida
de la condición de personal funcionario de carrera descritas en los apartados anteriores, por la pérdida de la
condición de residente legal y por las circunstancias previstas en la normativa del orden laboral que conlleven
dicha extinción.

Artículo 65. Renuncia a la condición de personal funcionario.
1. La renuncia voluntaria a la condición de personal funcionario habrá de ser manifestada por escrito, y será
aceptada expresamente por la Administración, salvo en lo dispuesto en el apartado siguiente.
2. No podrá ser aceptada la renuncia cuando la persona funcionaria esté sujeta a expediente disciplinario o
haya sido dictado en su contra auto de procesamiento o de apertura de juicio oral por la presunta comisión de
algún delito.
3. La renuncia a la condición de personal funcionario no inhabilita para ingresar de nuevo en la
Administración pública a través del procedimiento de selección establecido.

Artículo 66. Pérdida de la condición de personal funcionario como consecuencia de la pérdida de la 
nacionalidad.
La pérdida de la nacionalidad española, o la de cualquier otro estado miembro de la Unión Europea, o la de
aquellos estados a los que, en virtud de tratados internacionales celebrados por la Unión Europea y ratificados
por España, les sea de aplicación la libre circulación de trabajadoras y trabajadores, que haya sido exigida
como requisito para el nombramiento, determinará la pérdida de la condición de personal funcionario, salvo
que simultáneamente se adquiera la nacionalidad de alguno de dichos estados.

Artículo 67. Jubilación del personal funcionario de las administraciones públicas vascas.
1. La jubilación del personal funcionario de las administraciones públicas vascas podrá ser:

a) Voluntaria, a solicitud propia.
b) Ordinaria, al cumplir la edad legalmente establecida.
c) Por la declaración de incapacidad permanente en el grado que imposibilite el ejercicio de las funciones
propias de su cuerpo o escala.

2. Procederá la jubilación voluntaria, a solicitud de la persona interesada, siempre que reúna los requisitos y
las condiciones establecidos en el régimen de previsión social que le sea aplicable.
3. La jubilación ordinaria se declarará de oficio al cumplir la persona funcionaria la edad que se determine
legalmente. No obstante, el personal funcionario podrá solicitar, en el plazo que se establezca
reglamentariamente, la prolongación de la permanencia en el servicio activo, como máximo hasta que cumpla
setenta años de edad y siempre que sea considerado apto para el servicio, en los supuestos que se consignen
en un plan de ordenación del empleo público o en las normas presupuestarias correspondientes. Al personal
funcionario que tenga normas específicas de jubilación no se le aplicará lo dispuesto en este apartado.
4. Procederá la jubilación por incapacidad con reserva del puesto de trabajo que ocupaba a la fecha de la
misma si, en el reconocimiento inicial de la incapacidad, se estableció su revisión por probable mejoría que
permita trabajar en el plazo establecido por el régimen de previsión social que le sea de aplicación.

Artículo 68. Pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público.
1. La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta, cuando hubiere adquirido firmeza la sentencia que
la imponga, produce la pérdida de la condición de personal funcionario respecto de todos los empleos o cargos
que tuviere.
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2. La pena principal o accesoria de inhabilitación especial, cuando hubiere adquirido firmeza la sentencia que
la imponga, produce la pérdida de la condición de personal funcionario respecto de aquellos empleos o cargos
especificados en la sentencia.

Artículo 69. Rehabilitación de la condición de personal funcionario en las administraciones públicas 
vascas.
1. En caso de extinción de la relación de servicios como consecuencia de pérdida de la nacionalidad o
jubilación por incapacidad permanente para el servicio, el personal interesado, una vez desaparecida la causa
objetiva que la motivó, podrá solicitar la rehabilitación de su condición de personal funcionario, que le será
concedida.
2. Los órganos de gobierno de las administraciones públicas podrán conceder, con carácter excepcional, la
rehabilitación, a petición de la persona interesada, de quien hubiera perdido la condición de personal
funcionario por haber sido condenado a la pena principal o accesoria de inhabilitación, atendiendo a las
circunstancias y entidad del delito cometido. Si transcurrido el plazo para dictar la resolución no se hubiera
producido de forma expresa, se entenderá desestimada la solicitud.

CAPÍTULO II Principios y requisitos de acceso al empleo en el sector público vasco

Artículo 70. Principios rectores que informan el acceso al empleo en el sector público vasco.
1. El acceso al empleo en el sector público vasco se regirá por el pleno respeto a los principios constitucionales
de igualdad, mérito, capacidad y publicidad, debiendo desarrollarse los diferentes procesos selectivos de
acuerdo con lo previsto en esta ley y en las normas que la desarrollen.
2. Las administraciones públicas vascas y las entidades que integran su sector público seleccionarán a su
personal funcionario y laboral mediante procedimientos que, además de desarrollarse de acuerdo con lo
previsto en el apartado 1 de este artículo, respeten en todo caso los siguientes principios:

a) Publicidad de las convocatorias, de sus bases y del resto del proceso selectivo mediante su difusión por
medios telemáticos, sin perjuicio de la utilización de otros medios de publicidad en los supuestos previstos
en esta ley.
b) Libre concurrencia, salvo lo previsto para la promoción interna y en las medidas de acción positiva que
se prevén en esta ley.
c) Transparencia en la gestión del proceso selectivo y en el funcionamiento de los órganos de selección.
d) Imparcialidad y profesionalidad de las personas miembros de los órganos de selección.
e) Independencia y discrecionalidad técnica de los órganos de selección.
f) Pertinencia de los instrumentos utilizados para medir la capacidad e idoneidad de las y los aspirantes.
g) Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las tareas a desempeñar en las plazas
convocadas.
h) Agilidad de los procesos de selección, sin perjuicio de la objetividad y el respeto a todas las garantías que
deben acompañar la ejecución de aquellos.
i) Garantía del uso de cualquiera de las lenguas oficiales en el proceso de selección.
j) Carácter unitario de las convocatorias para la realización de los ejercicios y pruebas de los procesos
selectivos, con respeto, en todo caso, del principio de igualdad en el acceso al empleo público.
k) Participación de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los aspirantes.

Artículo 71. Requisitos para el acceso al empleo público vasco.
1. Podrán participar en los procesos selectivos para el acceso al empleo público vasco quienes reúnan los
siguientes requisitos:

a) Ser nacional de un estado miembro de la Unión Europea, con las salvedades previstas en el artículo 72 de
esta ley.
b) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas.
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c) Tener cumplidos los dieciséis años y no exceder de la edad de jubilación ordinaria establecida
legalmente, a salvo de las especificidades reguladas mediante ley en relación con las condiciones de acceso
a determinados cuerpos, escalas, especialidades o agrupaciones profesionales sin requisito de titulación.
d) No haber sido separado, mediante expediente disciplinario, del servicio de cualquiera de las
administraciones públicas o de los órganos constitucionales o estatutarios de las comunidades autónomas,
ni hallarse en inhabilitación absoluta o especial para empleos o cargos públicos por resolución judicial,
para el acceso al cuerpo o escala de personal funcionario, o, en el caso del personal laboral, para ejercer
funciones similares a las que desempeñaban en el empleo o cargo público del que hubiese sido separado o
inhabilitado. En el caso de ser nacional de otro estado, no hallarse inhabilitado o en situación equivalente
ni haber sido sancionado disciplinariamente o equivalente que impida, en su estado, en los mismos
términos, el acceso al empleo público.
e) No haber sido inhabilitado para el ejercicio de funciones similares a las que se desempeñaban, derivada
de una sanción de despido disciplinario de personal laboral por la comisión de una falta muy grave.
f) Poseer la titulación académica oficial exigida.
g) Aquellos otros requisitos específicos previstos en la convocatoria, de conformidad con lo previsto en esta
ley y en la correspondiente relación de puestos de trabajo o instrumentos complementarios de ordenación
del empleo público, así como aquellos requisitos regulados en relación con las condiciones de acceso.

2. Las administraciones públicas vascas informarán, en cada convocatoria, sobre el número de dotaciones de
puestos de trabajo que tienen perfil lingüístico preceptivo, de acuerdo con lo establecido en las relaciones de
puestos de trabajo o instrumentos similares, para cuyo acceso será requisito imprescindible acreditar la
competencia lingüística exigida para el desempeño del puesto convocado. En las bases de las convocatorias se
individualizará qué número de plazas tienen perfil lingüístico con fecha de preceptividad vencida, valorándose
en el resto de plazas el conocimiento del euskera como mérito.
3. En las bases de la convocatoria del proceso selectivo se podrán incluir otros requisitos específicos adecuados
a las funciones y tareas que deban desempeñarse en los puestos de trabajo. Tales requisitos serán fijados con
criterios objetivos y de forma proporcionada.
4. Finalizado el proceso selectivo, la adjudicación de destinos se realizará entre las personas aspirantes que
cumplan los requisitos exigidos, incluido el perfil lingüístico si fuera preceptivo, atendiendo al orden de
puntuación de cada aspirante y a las preferencias manifestadas por ellas. En ningún caso el cumplimiento de
los requisitos exigidos para el acceso a determinados destinos podrá suponer una merma en el derecho de las
personas aspirantes a elegir otros puestos en los que no se exija un requisito acreditado por la persona
aspirante.
5. Los destinos adjudicados tendrán carácter definitivo y se considerarán, a todos los efectos, como obtenidos
por el sistema al que estuviera reservada su provisión. El personal funcionario de nuevo ingreso, por
superación de un proceso selectivo o como consecuencia de un proceso de funcionarización, no podrá tomar
parte en los concursos de traslados que se convoquen dentro de los dos años siguientes a la fecha de toma de
posesión del destino adjudicado en el proceso correspondiente.

Artículo 72. Acceso al empleo público de personas nacionales de otros estados.
1. Las personas nacionales de otros estados miembros de la Unión Europea podrán acceder a la condición de
personal funcionario en las administraciones públicas vascas, salvo en aquellos empleos que directa o
indirectamente impliquen una participación en el ejercicio del poder público o en los que se ejerzan funciones
que impliquen la salvaguardia de los intereses de esas administraciones. Los órganos de gobierno de las
administraciones públicas vascas determinarán, en su caso, las agrupaciones de personal funcionario, las
agrupaciones de puestos de trabajo o los puestos de trabajo concretos a los que no podrán acceder las
ciudadanas y ciudadanos comunitarios en virtud de los criterios recogidos en este apartado.
2. El mismo régimen previsto en el apartado anterior será de aplicación, cualquiera que sea su nacionalidad, al
cónyuge de un nacional de cualquier estado miembro de la Unión Europea, siempre que no estén separados de
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derecho, y a sus descendientes y a los de su cónyuge, siempre que igualmente no estén separados de derecho,
sean menores de veintiún años o mayores de dicha edad dependientes.
3. El acceso al empleo público vasco como personal funcionario se extenderá igualmente a las personas
incluidas en el ámbito de aplicación de los tratados internacionales celebrados por la Unión Europea y
ratificados por España en los que sea de aplicación la libre circulación de personas trabajadoras, en los
términos previstos en el apartado 1 de este artículo.
4. Las ciudadanas y ciudadanos extranjeros que tengan residencia legal en el estado español podrán acceder a
un empleo en el sector público vasco, como personal laboral, siempre que cumplan los requisitos exigidos en
cada convocatoria.
5. Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, por medio de ley del Parlamento Vasco se podrá eximir del
requisito de la nacionalidad por razones de interés general para el acceso a la condición de personal
funcionario en determinados ámbitos o sectores de actividad de las administraciones públicas vascas. En
concreto, teniendo en cuenta las necesidades objetivas, en las diferentes convocatorias de pruebas selectivas
se podrá eximir del requisito de la nacionalidad previsto en el artículo 71 en los ámbitos y sectores que a
continuación se indican:

a) Sistemas y tecnologías de la información y de las comunicaciones.
b) Personal médico especialista y personal de enfermería de Osakidetza-Servicio Vasco de Salud.
c) Plazas de la Ertzaintza y de la policía local que requieran para su provisión el conocimiento de las
lenguas y de la cultura de aquellos sectores de inmigración especialmente implantados en el territorio.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. El personal empleado público de las administraciones públicas vascas se encuadra, en función de las 
peculiaridades de su régimen jurídico, en las siguientes clases (señale la opción correcta):

A) Personal funcionario de carrera, personal funcionario interino, personal laboral fijo y personal eventual.

B) Personal funcionario de carrera, personal funcionario interino, personal laboral fijo, por tiempo indefinido o 
temporal, y personal eventual.

C) Personal funcionario de carrera, personal estatutario, personal laboral temporal y personal directivo público 
profesional.

D) Personal funcionario de carrera, personal funcionario provisional, personal laboral fijo o temporal y 
personal de confianza.

2. La jubilación voluntaria del personal funcionario de las administraciones públicas vascas procederá 
cuando:

A) La solicite la persona interesada y reúna los requisitos y condiciones del régimen de previsión social 
aplicable.

B) La acuerde de oficio la Administración al cumplir la persona funcionaria la edad legalmente establecida.

C) La solicite la persona interesada, aunque no reúna los requisitos del régimen de previsión social aplicable.

D) Se declare una incapacidad permanente que imposibilite el ejercicio de las funciones propias de su cuerpo o 
escala.
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3. ¿A quiénes se aplica el mismo régimen de acceso a la condición de personal funcionario previsto para las 
personas nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea?

A) Al cónyuge, no separado legalmente, de una persona nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, y 
a sus descendientes o a los de su cónyuge menores de veintiún años o mayores dependientes.

B) Únicamente al cónyuge y a los descendientes que tengan nacionalidad de un Estado miembro de la Unión 
Europea, cualquiera que sea su edad y situación familiar.

C) Al cónyuge separado legalmente y a sus descendientes menores de veinticinco años, aunque no dependan 
económicamente de él o de ella.

D) A los ascendientes y descendientes de cualquier persona extranjera residente legalmente en España, sin 
limitación de edad ni requisito de dependencia.

4. Además de la nacionalidad española y la de los Estados miembros de la Unión Europea, ¿qué 
nacionalidades quedan comprendidas a estos efectos?

A) La de cualquier Estado europeo que mantenga relaciones diplomáticas con España.

B) La de los Estados que hayan suscrito un convenio bilateral de empleo público con España.

C) La de aquellos Estados a los que se aplique la libre circulación por tratados celebrados por la Unión Europea y 
ratificados por España.

D) La de cualquier Estado cuya ciudadanía permita residir legalmente en territorio español.

5. Para participar en los procesos selectivos para el acceso al empleo público vasco, en relación con la edad de 
las personas aspirantes, se exige:

A) Tener cumplidos los dieciséis años y no exceder de la edad de jubilación ordinaria establecida legalmente, 
salvo las especificidades previstas mediante ley.

B) Tener cumplidos los dieciocho años y no exceder de la edad de jubilación ordinaria establecida legalmente, 
sin excepciones.

C) Tener cumplidos los dieciséis años, sin que exista límite máximo de edad para participar en los procesos 
selectivos.

D) Tener cumplidos los veintiún años y no haber alcanzado la edad de jubilación forzosa aplicable al personal 
funcionario.

6. En relación con la renuncia voluntaria a la condición de personal funcionario, señale la opción correcta:

A) La renuncia impide volver a ingresar en la Administración pública mediante cualquier procedimiento de 
selección.

B) La renuncia debe manifestarse por escrito y ser aceptada expresamente por la Administración, salvo en los 
supuestos legalmente previstos.

C) La renuncia debe aceptarse aunque la persona funcionaria esté sujeta a expediente disciplinario.

D) La renuncia solo puede formularse después de que finalice cualquier procedimiento penal en curso.

7. La libre concurrencia en los procedimientos de selección del personal funcionario y laboral de las 
administraciones públicas vascas y de las entidades que integran su sector público se exceptúa en los 
supuestos de:

A) Promoción externa y medidas de conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

B) Promoción interna y medidas de acción positiva previstas en la ley.

C) Movilidad voluntaria y medidas de evaluación del desempeño previstas en la ley.

D) Promoción interna y medidas de discrecionalidad técnica de los órganos de selección.
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8. En relación con la extinción del vínculo contractual del personal laboral fijo, además de las mismas causas 
de pérdida de la condición de personal funcionario de carrera, también se contempla:

A) La pérdida de la condición de residente legal.

B) La declaración de incapacidad temporal de la persona trabajadora.

C) La pérdida de la condición de vecino del municipio de destino.

D) La finalización de una comisión de servicios.

9. En los procesos selectivos de las administraciones públicas vascas y de las entidades que integran su sector 
público, constituye un principio rector del acceso al empleo público:

A) La garantía del uso de cualquiera de las lenguas oficiales en el proceso de selección.

B) La garantía del uso exclusivo de la lengua oficial elegida por el órgano de selección.

C) La limitación del uso de las lenguas oficiales a la fase de presentación de solicitudes.

D) La participación de las personas con discapacidad mediante procedimientos diferenciados de carácter 
obligatorio.

10. El personal funcionario de carrera de otras administraciones públicas que acceda a las administraciones 
públicas vascas en virtud de transferencia conservará:

A) El grupo profesional, la antigüedad y las condiciones laborales reconocidas en la administración de origen.

B) El cuerpo o escala de procedencia y únicamente los derechos económicos inherentes a la antigüedad 
reconocida.

C) El grupo o subgrupo de destino, junto con el grado personal y la antigüedad que se determinen tras la 
transferencia.

D) El grupo o subgrupo del cuerpo o escala de procedencia, los derechos inherentes al grado personal o a la 
posición en la carrera y la antigüedad.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 A · 4 C · 5 A · 6 B · 7 B · 8 A · 9 A · 10 D

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco. Situaciones 
administrativas (Título X: artículos 136-160). Derechos, deberes, 
código de conducta, incompatibilidades y responsabilidades del 
personal empleado público vasco (Título IX: artículos 161-171).

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco

LEP-PV · BOE-A-2023-353 · arts. 136 a 171 — 36 incluidos

TÍTULO X Situaciones administrativas del personal en las administraciones públicas vascas

Artículo 136. Situaciones administrativas del personal funcionario.
Criterios generales.
1. El personal funcionario de carrera podrá encontrarse en alguna de las situaciones administrativas
siguientes:

a) Servicio activo.
b) Servicios especiales.
c) Servicio en otras administraciones públicas.
d) Servicio como personal directivo público profesional en el sector público.
e) Excedencia voluntaria por interés particular.
f) Excedencia voluntaria con reserva de puesto y destino.
g) Excedencia voluntaria por agrupación familiar.
h) Excedencia voluntaria por cuidado de familiares.
i) Excedencia voluntaria por motivos de violencia de género.
j) Excedencia voluntaria por motivos de violencia terrorista.
k) Excedencia voluntaria incentivada.
l) Excedencia voluntaria para prestar servicios en el sector público.
m) Expectativa de destino.
n) Excedencia forzosa temporal. ñ) Excedencia forzosa.
o) Suspensión de funciones.

2. Las situaciones administrativas distintas de la de servicio activo surtirán efecto a partir de la fecha que se
determine en la resolución de concesión de las mismas.
3. No podrá concederse la excedencia voluntaria, en cualquiera de sus modalidades, cuando el personal
funcionario prolongue voluntariamente su permanencia en el servicio activo una vez rebasada la edad legal de
jubilación ordinaria.
4. No se concederá la prórroga en el servicio activo al personal funcionario que, al cumplir la edad legal de
jubilación ordinaria, se encuentre en alguna de las distintas opciones de excedencia voluntaria, debiendo, en
dicho supuesto, procederse a la declaración de oficio de su jubilación ordinaria.
5. Los cambios de situación administrativa se acordarán por resolución del órgano competente en materia de
empleo público de la administración u organismo público correspondiente y deberán anotarse en el registro
de personal. Estos cambios de situación podrán efectuarse, si se reúnen los requisitos exigidos para ello en
cada caso, sin necesidad de reingreso al servicio activo.
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6. El personal funcionario que permanezca en situaciones con derecho a reserva de puesto podrá participar en
las convocatorias de provisión de puestos de trabajo y promoción profesional.
7. Los cambios de situaciones administrativas de personal funcionario en situación de servicio en otras
administraciones públicas que no haya sido integrado en las mismas serán efectuados por la administración
de origen y deberán ser comunicados a la administración de destino, una vez anotados en el registro de
personal.

Artículo 137. Servicio activo.
1. El personal funcionario de carrera se halla en situación de servicio activo en las siguientes situaciones:

a) Cuando preste servicios como personal funcionario, con carácter provisional o definitivo, en una plaza
de plantilla dotada presupuestariamente, desempeñe un puesto de trabajo reservado a personal
funcionario o le haya sido conferida una comisión de servicios, cualquiera que sea la administración u
organismo público en el que se encuentre destinado, y no le corresponda quedar en otra situación
conforme a lo previsto en esta ley.
b) Cuando cese en un puesto de trabajo por haber obtenido otro, mediante provisión de puestos de trabajo,
durante el plazo posesorio, que será el que transcurra entre el cese en el anterior puesto y la toma de
posesión en el nuevo.
c) Cuando preste servicios en el sector público y así se establezca por disposición legal.
d) Cuando, con los derechos que en cada caso correspondan, disfrute de vacaciones o permisos, o se
encuentre en las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo o riesgo durante la
lactancia natural.

2. El personal funcionario de carrera en situación de servicio activo goza de todos los derechos inherentes a su
condición de funcionaria o funcionario y queda sujeto a los deberes y responsabilidades derivados de la
misma. Se regirá por las normas de esta ley, la normativa de desarrollo y las condiciones de trabajo de la
administración o entidad del sector público en que preste sus servicios.

Artículo 138. Servicios especiales.
1. El personal funcionario de carrera será declarado en situación de servicios especiales cuando concurra
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando sea nombrado personal miembro del Gobierno Vasco, de los órganos de gobierno de los
territorios históricos, del Gobierno del Estado o de los órganos de gobierno de las asambleas legislativas de
las comunidades autónomas y ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, personal miembro de las
instituciones europeas o de las organizaciones internacionales, o personal alto cargo de cualquiera de esas
administraciones o instituciones citadas.
b) Cuando sea autorizado por su administración para realizar una misión por un período determinado
superior a seis meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o
participe en programas y proyectos de cooperación para el desarrollo o en acciones humanitarias en
calidad de personal cooperante profesional o voluntario, conforme a lo previsto en la Ley 1/2007, de 22 de
febrero, de Cooperación para el Desarrollo.
c) Cuando sea nombrado para desempeñar puestos o cargos en organismos públicos o entidades,
dependientes o vinculados a las administraciones públicas, que, de conformidad con lo que establezca la
respectiva administración pública, estén asimilados en su rango administrativo a alto cargo.
d) Cuando sea adscrito a los servicios del Tribunal Constitucional, del Defensor del Pueblo, del Ararteko, a
los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial o destinado al Tribunal de Cuentas en los
términos previstos en el artículo 93.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril.
e) Cuando sea nombrado personal miembro de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi.
f) Cuando acceda a la condición de personal miembro del Parlamento Vasco, de las juntas generales de los
territorios históricos o de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, salvo en aquellos casos
en los que, no incurriendo en incompatibilidad, opte por permanecer en situación de servicio activo.
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g) Cuando acceda a la condición de diputado o senador de las Cortes Generales, o a la de diputado del
Parlamento Europeo.
h) Cuando se desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las asambleas de las
ciudades de Ceuta y Melilla, en las entidades locales, cuando se desempeñen responsabilidades de órganos
superiores y directivos municipales, y cuando se desempeñen responsabilidades como personal miembro
de los órganos locales para el conocimiento y resolución de las reclamaciones económico-administrativas.
i) Cuando sea designado para formar parte, en calidad de vocal, del Consejo General del Poder Judicial o,
en su caso, de los consejos de justicia de las comunidades autónomas.
j) Cuando sea elegido o designado para formar parte de los órganos constitucionales o de los órganos
estatutarios de la Comunidad Autónoma Vasca o de cualquier otra comunidad autónoma, así como cuando
sea nombrado para cualquier otro cargo de características similares, y cuya elección corresponda al
Parlamento Vasco, a las juntas generales, al Congreso de los Diputados, al Senado, a las asambleas
legislativas de las comunidades autónomas, o al pleno de las entidades locales.
k) Cuando adquieran la condición de personal miembro del Tribunal Vasco de Cuentas Públicas o como
titular de la Secretaría General.
l) Cuando sea designado como personal eventual por ocupar puestos de trabajo con funciones
expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento político.
m) Cuando adquiera la condición de personal funcionario al servicio de organizaciones internacionales o
supranacionales.
n) Cuando sea designado personal asesor de los grupos parlamentarios del Parlamento Vasco, de otras
asambleas legislativas de comunidades autónomas, de los grupos junteros de las juntas generales o de los
grupos parlamentarios del Congreso o del Senado, así como del Parlamento Europeo. ñ) Cuando sea
nombrado para cualquier cargo de carácter político que sea incompatible con el ejercicio de la función
pública.
o) Cuando sea activado como personal reservista voluntario para prestar servicios en las Fuerzas Armadas.
p) En cualesquiera otros supuestos en que así se determine mediante ley del Parlamento Vasco.

2. El personal funcionario de carrera en situación de servicios especiales percibirá las retribuciones del puesto
o cargo efectivo que desempeñe y no las que le correspondan al puesto desempeñado como personal
funcionario de carrera, sin perjuicio del derecho a percibir los trienios que tenga reconocidos en cada
momento como personal funcionario.
3. Las retribuciones por los trienios del personal en situación de servicios especiales serán abonadas por la
administración donde presta sus servicios. Excepcionalmente, y cuando las retribuciones por los trienios que
tuvieran reconocidos no pudieran, por causa legal, ser percibidas con cargo a los correspondientes
presupuestos, deberán ser retribuidas por la administración o entidad pública que declaró los servicios
especiales.
4. El tiempo de permanencia en la situación de servicios especiales se computará a efectos de la carrera
profesional del personal funcionario, del reconocimiento de trienios, de la promoción interna, y de los
derechos en el régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. Estos efectos no le serán reconocidos al
personal funcionario que, habiendo ingresado al servicio de las instituciones comunitarias europeas o al de
entidades y organismos asimilados, ejercite el derecho de transferencia establecido en el Estatuto del Personal
Funcionario de las Comunidades Europeas.
5. El personal funcionario de carrera que se encuentre en situación de servicios especiales tendrá derecho a la
reserva del puesto obtenido por concurso con anterioridad a encontrarse en dicha situación o durante su
permanencia en la misma. La Administración garantizará el reingreso al servicio activo del personal
funcionario, conforme a los derechos que tuviera consolidados y de acuerdo con el sistema de carrera
administrativa vigente en la administración pública a la que pertenezca.
6. El personal funcionario de carrera dispondrá de treinta días naturales desde la fecha del cese para solicitar
el reingreso al servicio activo, y, en caso de no hacerlo, serán declarados de oficio en la situación
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administrativa de excedencia voluntaria por interés particular, situación en la que deberán permanecer un
mínimo de dos años continuados contados a partir del día siguiente a la finalización del plazo establecido para
efectuar la solicitud de reingreso.
7. Durante el período transcurrido entre la pérdida de la condición que originó la situación de servicios
especiales y el reingreso al servicio activo, el personal funcionario continuará en la situación de servicios
especiales.
8. El personal funcionario que tenga la condición de diputado, senador y personal miembro del Parlamento
Vasco, juntas generales de los territorios históricos, asambleas legislativas de otras comunidades autónomas o
del Parlamento Europeo que pierda esta condición por la disolución de las correspondientes cámaras, o por el
fin de su mandato, podrá permanecer en la situación de servicios especiales hasta la constitución de la nueva
cámara.
9. La situación de servicios especiales será declarada de oficio cuando el supuesto que origine el pase a dicha
situación se produzca dentro de la misma administración o entidad pública. En los demás supuestos, se
declarará a instancia del personal funcionario interesado, previa acreditación.
10. La declaración será efectiva a partir de la fecha en que se produzcan los supuestos que dan origen a la
misma.
11. El personal funcionario de carrera que haya sido declarado en la situación de servicios especiales no
sufrirá menoscabo alguno en el derecho a la promoción profesional por haber sido nombrado alto cargo,
miembro del poder judicial o de otros órganos constitucionales o estatutarios o haber sido elegido alcaldesa o
alcalde, retribuidos y con dedicación exclusiva, presidenta o presidente de diputaciones o de cabildos o
consejos insulares, diputada o diputado o senadora o senador de las Cortes Generales, miembro del
Parlamento Vasco o de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, vocal de la Comisión Jurídica
Asesora de Euskadi u órgano consultivo de naturaleza y funciones equivalentes, o Titular del Órgano
Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi. Este personal funcionario
recibirá, en todo caso, el tratamiento previsto en la disposición transitoria quinta de la presente ley, en
relación con el régimen de consolidación de grado. Cualquier otra previsión en materia de progresión de la
carrera profesional del personal funcionario de carrera que ostente la condición de alto cargo de la
Comunidad Autónoma de Euskadi deberá ser expresamente reconocida en la correspondiente ley de
presupuestos generales de la Comunidad Autónoma, que resultará asimismo de aplicación a quienes hayan
sido designados para el desempeño de los cargos relacionados en el párrafo anterior de este apartado.

Artículo 139. Servicio en otras administraciones públicas.
1. El personal funcionario de carrera será declarado en la situación de servicio en otras administraciones
públicas en los siguientes supuestos:

a) Cuando mediante los procedimientos de concurso o libre designación obtengan un puesto de trabajo en
otra administración pública.
b) Cuando, en virtud de los procesos de transferencias o por disposición legal de la administración a la que
acceda, se integren como personal funcionario propio de la misma.
c) Cuando se integren en otra administración pública como consecuencia de supuestos de reasignación de
efectivos o movilidad interadministrativa derivados de un convenio suscrito a partir de un plan de
ordenación del empleo público.

2. La Administración garantizará, en todo caso, el reingreso al servicio activo del personal funcionario,
conforme a los derechos que tuviera consolidados y de acuerdo con el sistema de carrera administrativa
vigente en la administración pública a la que pertenezca.
3. El personal funcionario en situación de servicio en otras administraciones públicas conservará la condición
de personal funcionario de carrera en la administración de origen, sin reserva de puesto ni destino, y se le
aplicará el régimen de la administración en la que esté destinado de forma efectiva.
4. El tiempo de servicios en esta situación será computable a los efectos de trienios y carrera profesional como
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servicio prestado en la administración de origen.
5. El personal funcionario que reingrese al servicio activo en la administración de origen, procedente de la
situación de servicio en otras administraciones públicas, obtendrá el reconocimiento profesional de los
progresos alcanzados en el sistema de carrera profesional y sus efectos sobre la posición retributiva, conforme
al procedimiento previsto en los convenios y demás instrumentos de colaboración suscritos al objeto de
facilitar la movilidad interadministrativa entre las administraciones públicas vascas. En defecto de tales
convenios o instrumentos, el reconocimiento se realizará por la administración o entidad pública en la que se
produzca el reingreso.
6. La situación de servicios en otras administraciones públicas se concederá de oficio cuando sea en virtud de
procesos de transferencias; en los demás casos, se declarará a instancia del personal funcionario interesado.
7. La solicitud de reingreso al servicio activo en la administración de origen deberá realizarse en el plazo de
treinta días naturales desde la fecha del cese en la administración pública de destino. Caso de no hacerlo, será
declarado de oficio en la situación administrativa de excedencia voluntaria por interés particular, situación en
la que deberán permanecer un mínimo de dos años continuados, contados a partir del día siguiente a la
finalización del plazo establecido para efectuar la solicitud de reingreso. En todo caso, si el cese afectara a
personal funcionario en situación administrativa de servicio en otras administraciones públicas que
desempeñe un puesto de libre designación, las circunstancias y condiciones sobre el reingreso se ajustarán a
lo previsto en el artículo 118.5.d) de esta ley.
8. El personal funcionario que se encuentre en la situación de servicio en otras administraciones públicas
como consecuencia de haber obtenido un puesto de trabajo mediante los sistemas de provisión de puestos
previstos en esta ley, conservará el derecho a participar en las convocatorias para la provisión de puestos de
trabajo que se efectúen por la administración de origen.
9. El personal funcionario que sea objeto de un proceso de transferencias o de movilidad en los supuestos
previstos en las letras b) y c) del apartado 1 de este artículo, se integrará plenamente en la administración de
destino y se hallará en la situación de servicio activo en la misma. Le serán reconocidos los derechos
económicos inherentes a la posición en la carrera que tuviese adquirida, así como mantendrá todos sus
derechos en la administración de origen como si estuviera en activo en la misma. Las administraciones
públicas vascas, al proceder a la integración del personal transferido como personal funcionario propio,
respetarán el grupo o subgrupo del cuerpo, escala o agrupación profesional sin requisito de titulación de
procedencia. En los supuestos de cese del personal transferido o de supresión del puesto que desempeña,
dicho personal permanecerá en la administración de destino, la cual deberá asignarle un puesto y destino
conforme a los sistemas de carrera y provisión de puestos vigente en dicha administración. Se reconoce la
igualdad entre el personal funcionario de carrera propio de cada una de las administraciones públicas vascas,
con independencia de su administración de procedencia.

Artículo 140. Servicios como personal directivo público profesional en el sector público.
1. El personal funcionario de carrera que desempeñe puestos directivos en el sector público, conforme a lo
previsto en el artículo 39 de esta ley, pasará a la situación de servicios como personal directivo público
profesional, excepto los que sean declarados en servicios especiales conforme a lo previsto en los apartados h)
y ñ) del artículo 138.1 de esta ley.
2. El personal funcionario de carrera que se encuentre en la situación de servicios como personal directivo
público profesional en el sector público tendrá derecho a la reserva del puesto del que resulta ser titular, bien
por concurso, bien mediante asignación de destino tras el correspondiente proceso de acceso a la condición
de personal funcionario de carrera, con anterioridad a encontrarse en dicha situación o durante su
permanencia en la misma. La Administración garantizará el reingreso al servicio activo del personal
funcionario conforme a los derechos que tuviera consolidados y de acuerdo con el sistema de carrera
administrativa vigente en la administración pública a la que pertenezca.
3. El personal funcionario en situación de servicios como personal directivo público profesional en el sector
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público conservará la condición de personal funcionario de carrera en la administración de origen.
4. El personal funcionario que reingrese al servicio activo en la administración de origen, procedente de la
situación de servicios como personal directivo público profesional en el sector público, obtendrá el
reconocimiento profesional de los progresos alcanzados en el sistema de carrera profesional y sus efectos
sobre la posición retributiva conforme a lo previsto en los convenios o instrumentos de colaboración que
establecen medidas de movilidad interadministrativa. En defecto de tales convenios o instrumentos, el
reconocimiento se realizará por la administración o entidad pública en la que se produzca el reingreso. El
tiempo de servicios en esta situación será computable a los efectos de antigüedad y carrera profesional como
servicio prestado en la administración de origen.
5. El personal funcionario que se encuentre en la situación de servicios como personal directivo público
profesional en el sector conservará el derecho a participar en las convocatorias para la provisión de puestos de
trabajo que se efectúen por la administración de origen.
6. La solicitud de reingreso al servicio activo en la administración de origen deberá realizarse en el plazo de
treinta días naturales desde la fecha del cese en la administración pública de destino y, caso de no hacerlo,
será declarado de oficio en la situación administrativa de excedencia voluntaria por interés particular,
situación en la que deberá permanecer un mínimo de dos años continuados, contados a partir del día
siguiente a la finalización del plazo establecido para efectuar la solicitud de reingreso.

Artículo 141. Excedencia voluntaria por interés particular.
1. El personal funcionario de carrera podrá obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando
haya prestado servicios efectivos de forma continuada en cualquiera de las administraciones públicas o en el
sector público durante un período mínimo de dos años inmediatamente anteriores. Se deberá permanecer un
mínimo de dos años continuados en esa situación para solicitar el reingreso. Una vez reingresado, el personal
funcionario no podrá solicitar otra excedencia voluntaria por interés particular hasta que transcurran un
mínimo de tres años de servicios efectivos. A efectos del cómputo de los plazos indicados, se considerarán
como de servicios efectivos los años de permanencia en las situaciones de servicios especiales, expectativa de
destino, excedencia para el cuidado de familiares, excedencia por motivos de violencia de género, excedencia
por motivos de violencia terrorista, excedencia forzosa temporal y excedencia forzosa. Por el contrario, no
será computable el período de suspensión firme de funciones.
2. La excedencia voluntaria por interés particular se declarará a instancia de parte y quedará subordinada a las
necesidades temporales del servicio, y deberá motivarse en todo caso su denegación. No podrá declararse
cuando al personal funcionario se le instruya expediente disciplinario o se encuentre pendiente del
cumplimiento de una sanción.
3. En todo caso, procederá declarar de oficio la excedencia voluntaria por interés particular, cuando, finalizada
la causa que determinó el pase a una situación distinta a la de servicio activo, se incumpla la obligación de
solicitar el reingreso al servicio activo en el plazo establecido.
4. Quienes se encuentren en situación de excedencia voluntaria por interés particular no mantendrán la
reserva del puesto, no devengarán retribuciones, ni les será computable el tiempo de permanencia en esa
situación a efectos de carrera profesional, trienios y derechos en el régimen de la Seguridad Social que les sea
de aplicación.
5. El personal funcionario que hallándose en esta situación solicitara el reingreso al servicio activo y no
pudiera obtenerlo por falta de vacante continuara en dicha situación hasta tanto se produzca aquella.

Artículo 142. Excedencia voluntaria con reserva de puesto y destino.
1. El personal funcionario de carrera, cuando haya prestado servicios efectivos de forma continuada en
cualquiera de las administraciones públicas o en el sector público como personal funcionario durante un
período mínimo de tres años inmediatamente anteriores, podrá solicitar una excedencia voluntaria con
reserva de puesto, con una duración de entre seis meses y un año. En este caso, no cabrá nueva solicitud hasta
haberse acumulado tres años de servicios efectivos desde la finalización de su disfrute. A efectos del cómputo
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de los plazos indicados, se considerarán como de servicios efectivos los años de permanencia en las
situaciones de servicios especiales, expectativa de destino, excedencia para el cuidado de familiares,
excedencia voluntaria por violencia de género, excedencia voluntaria por motivos de violencia terrorista,
excedencia forzosa temporal y excedencia forzosa. Por el contrario, no será computable el período de
suspensión firme de funciones.
2. La excedencia voluntaria con reserva de puesto y destino quedará subordinada a las necesidades temporales
del servicio, y deberá motivarse en todo caso su denegación. No podrá declararse cuando al personal
funcionario se le instruya expediente disciplinario o se encuentre pendiente del cumplimiento de una sanción.
Tampoco se podrá declarar en el caso de que se haya aprobado un plan de ordenación del empleo público que
suponga, temporal o definitivamente, supresión o reducción de puestos de trabajo en la unidad en la que
preste sus servicios.
3. Quienes se encuentren en situación de excedencia voluntaria con reserva de puesto no devengarán
retribuciones, ni les será computable el tiempo de permanencia en esa situación a efectos de carrera
profesional, trienios y derechos en el régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación.
4. El personal funcionario de carrera dispondrá de treinta días naturales desde la conclusión del período de
permanencia en la situación de excedencia para solicitar el reingreso al servicio activo. Caso de no hacerlo,
será declarado de oficio en la situación administrativa de excedencia voluntaria por interés particular,
situación en la que deberá permanecer un mínimo de dos años continuados, contados a partir del día
siguiente a la finalización del plazo establecido para efectuar la solicitud de reingreso.
5. El disfrute de la excedencia voluntaria con reserva de puesto y destino impedirá desempeñar puestos de
trabajo en el sector público bajo ningún tipo de relación funcionarial o contractual, ya sea esta de carácter
laboral o administrativo, así como desempeñar puestos en calidad de personal eventual o de personal directivo
público profesional.

Artículo 143. Excedencia voluntaria por agrupación familiar.
1. Al personal funcionario de carrera se le podrá conceder la excedencia voluntaria por agrupación familiar
cuando el cónyuge o persona con la que conviva de hecho resida en otra localidad por haber obtenido y estar
desempeñando un puesto de trabajo de carácter definitivo como personal funcionario de carrera o como
laboral fijo en cualquiera de las administraciones públicas, en los organismos públicos y entidades de derecho
público dependientes o vinculados a ellas, en el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas y demás órganos
estatutarios de la Comunidad Autónoma de Euskadi, en la Agencia de Protección de Datos, en el Consejo de
Relaciones Laborales, en las diputaciones forales, en las administraciones locales o en las juntas generales de
los territorios históricos, así como en los órganos constitucionales o del Poder Judicial, órganos similares de
las demás comunidades autónomas, y en la Unión Europea o en organizaciones internacionales.
2. Esta excedencia se concederá a instancia de parte y por una duración mínima de dos años.
3. Para ser declarado en situación de excedencia voluntaria por agrupación familiar, no será necesario haber
prestado servicios efectivos en la Administración pública.
4. La situación de excedencia voluntaria por agrupación familiar no dará lugar a la reserva de puesto. Tampoco
se devengarán retribuciones, ni será computable el tiempo que se permanezca en tal situación a efectos de
carrera profesional, trienios y derechos en el régimen de la Seguridad Social.
5. El personal funcionario de carrera dispondrá de treinta días naturales desde la conclusión del período de
permanencia en la situación de excedencia voluntaria por agrupación familiar, para solicitar el reingreso al
servicio activo. Caso de no hacerlo, será declarado de oficio en la situación administrativa de excedencia
voluntaria por interés particular, debiendo permanecer en dicha situación un mínimo de dos años
continuados, contados a partir del día siguiente a la finalización del plazo establecido para efectuar la solicitud
de reingreso.

Artículo 144. Excedencia voluntaria por cuidado de familiares.
1. El personal funcionario de carrera tendrá derecho a un período de excedencia de duración no superior a
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tres años para atender al cuidado de cada hija o hijo, ya lo sea por naturaleza o por adopción o acogimiento
permanente o preadoptivo, a contar desde la fecha de nacimiento o, en su caso, de la resolución judicial o
administrativa de adopción o acogimiento. También tendrá derecho a un período de excedencia de duración
no superior a tres años para atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo
grado inclusive de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente, enfermedad o discapacidad
no pueda valerse por sí mismo y no desempeñe actividad retribuida.
2. El período de excedencia, que podrá ser disfrutado de manera fraccionada si resultara compatible con las
necesidades del servicio, será único para cada sujeto causante. Cuando un nuevo sujeto causante diera origen
a una nueva excedencia, el inicio del período de la misma pondrá fin al que se viniera disfrutando.
3. Esta excedencia constituye un derecho individual del personal funcionario. En caso de que dos personas
funcionarias generasen el derecho a disfrutarla por el mismo sujeto causante, la Administración podrá limitar
su ejercicio simultáneo por razones justificadas relacionadas con el funcionamiento de los servicios.
4. El tiempo de permanencia en esta situación será computable a efectos de trienios y derechos en el régimen
de la Seguridad Social. Asimismo, será computable a efectos de carrera profesional y se le reservará durante
los tres años el puesto y destino que haya desempeñado con carácter inmediatamente anterior a su
declaración en situación de excedencia voluntaria por cuidado de familiares, salvo que se trate de un puesto de
trabajo reservado a personal eventual o a personal directivo público profesional.
5. El personal funcionario en esta situación podrá participar en los cursos de formación que convoque la
Administración.
6. A la conclusión del período de excedencia concedido, se producirá la reincorporación inmediata del
personal funcionario al puesto y destino que mantiene reservado, previa solicitud de reingreso al servicio
activo. Caso de no hacerlo, será declarado de oficio en la situación administrativa de excedencia voluntaria por
interés particular, y deberá permanecer en dicha situación un mínimo de dos años continuados, contados a
partir del día siguiente a la finalización del plazo establecido para efectuar la solicitud de reingreso.
7. El desarrollo de actividades remuneradas durante el tiempo de permanencia en esta situación se sujetará al
régimen de incompatibilidades aplicable al personal al servicio de las administraciones públicas y no podrá
impedir o menoscabar el cuidado del hijo o hija o familiar.

Artículo 145. Excedencia voluntaria por motivos de violencia de género.
1. Con la finalidad de hacer efectiva su protección o el derecho a la asistencia social integral, las funcionarias
de carrera víctimas de violencia de género tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia, sin que para
ello se requiera haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que sea exigible plazo de
permanencia en la misma.
2. Durante los seis primeros meses de la excedencia las funcionarias tendrán derecho a la reserva del puesto
que desempeñen. Dicho período será computable a efectos de antigüedad, carrera profesional y derechos del
régimen de la Seguridad Social que sea de aplicación. Cuando las actuaciones judiciales lo exijan y con la
finalidad de garantizar la efectividad del derecho de protección de las víctimas, se podrá prorrogar este
período por otros períodos de tres meses, con un límite de dieciocho meses, y con idénticos efectos a los
señalados anteriormente.
3. Durante los seis primeros meses de esta excedencia, la funcionaria tendrá derecho a percibir las
retribuciones íntegras, y, en su caso, las prestaciones familiares por hijas e hijos a su cargo. Los seis meses
siguientes percibirá las retribuciones básicas más los trienios.
4. El reingreso al servicio activo se producirá previa solicitud de la persona interesada.

Artículo 146. Excedencia voluntaria por motivos de violencia terrorista.
1. El personal funcionario de carrera señalado en el artículo 24 de la Ley 4/2008, de 19 de junio, de
Reconocimiento y Reparación a las Víctimas del Terrorismo, tendrá derecho a una excedencia de carácter
excepcional para hacer efectiva su protección o recibir asistencia cuando haya sido víctima de daños
personales físicos o psicofísicos, o amenazas de singular gravedad derivados de acciones terroristas, sin que
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para ello se requiera haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que sea exigible plazo de
permanencia en la misma.
2. Durante los seis primeros meses de esta excedencia se tendrá derecho a la reserva del puesto y destino,
siendo computable dicho período a efectos de antigüedad, carrera profesional y derechos del régimen de la
Seguridad Social que sea de aplicación. Se podrá prorrogar este período por otros períodos de tres meses, con
un límite de dieciocho meses, y con idénticos efectos a los señalados anteriormente.
3. En los seis primeros meses desde la incorporación a esta excedencia se devengarán en su integridad las
retribuciones que se vinieran devengando a la fecha de acceso a la misma. Los seis meses siguientes la
persona percibirá las retribuciones básicas más los trienios.
4. El reingreso al servicio activo se producirá previa solicitud de la persona interesada.

Artículo 147. Excedencia voluntaria incentivada.
1. El personal funcionario de carrera que, como consecuencia de la aplicación de planes de ordenación del
empleo público, se encuentre en el proceso de reasignación de efectivos a que se refiere el artículo 112 de esta
ley, podrá ser declarado, previa solicitud individual de carácter voluntario, en situación de excedencia
incentivada. Igualmente, y previa solicitud al efecto, podrá pasar a esta situación el personal funcionario que
se encuentre en la situación de expectativa de destino o de excedencia forzosa como consecuencia de la
aplicación de los citados programas de ordenación del empleo público.
2. La excedencia voluntaria incentivada podrá solicitarse por una duración de cinco años e impedirá durante
ese período desempeñar puestos de trabajo en el sector público bajo ningún tipo de relación funcionarial o
contractual, ya sea esta de carácter laboral o administrativo, así como desempeñar puestos en calidad de
personal eventual o de personal directivo público profesional.
3. El personal funcionario de carrera dispondrá de treinta días naturales, desde la fecha de conclusión del
período de permanencia en la situación de excedencia voluntaria incentivada, para solicitar el reingreso al
servicio activo. Caso de no hacerlo, será declarado de oficio en la situación administrativa de excedencia
voluntaria por interés particular, y deberá permanecer en la misma un mínimo de dos años continuados,
contados a partir del día siguiente a la finalización del plazo establecido para efectuar la solicitud de reingreso.
4. El personal funcionario que hallándose en situación voluntaria incentivada no pudiera obtener el reingreso
al servicio activo por falta de vacante continuará en dicha situación hasta tanto se produzca dicha vacante.
5. Quienes pasen a la situación de excedencia voluntaria incentivada tendrán derecho a una mensualidad de
las retribuciones básicas y complementarias, excepto las relativas a los objetivos de la gestión y gratificaciones
extraordinarias, así como a la parte proporcional de las pagas extraordinarias, devengadas en el último puesto
de trabajo desempeñado, por cada año de servicios efectivos y con un máximo de veinticuatro mensualidades.
6. Esta excedencia no dará lugar a la reserva del puesto de trabajo y destino, y el tiempo de permanencia en la
misma no se computará a efectos de carrera profesional, trienios y derechos del régimen de la Seguridad
Social que sea de aplicación.
7. El personal funcionario de carrera que se encuentre en situación de excedencia voluntaria incentivada
podrá renunciar al disfrute de la misma, con la obligación de devolver la parte proporcional de la
indemnización percibida.

Artículo 148. Excedencia voluntaria para prestar servicios en el sector público.
1. El personal funcionario de carrera podrá acogerse a la excedencia voluntaria para prestar servicios en el
sector público por encontrarse en servicio activo como personal funcionario de carrera o interino, estatutario
fijo o temporal en otro cuerpo, o escala o agrupación profesional sin requisito de titulación o como personal
laboral fijo o temporal de cualquier administración pública, salvo que hubiese obtenido la oportuna
compatibilidad, o pase a prestar servicios en entidades del sector público y no le corresponda quedar en otra
situación.
2. La excedencia se concederá de oficio en el supuesto de pasar a prestar servicios en otro cuerpo, escala o
agrupación profesional sin requisito de titulación o como personal laboral de la misma administración o
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entidad pública. En los demás casos, se declarará a instancia del personal funcionario interesado.
3. El personal funcionario de carrera podrá permanecer en esta situación en tanto se mantenga la relación de
servicios que dio lugar a la misma.
4. El personal funcionario de carrera dispondrá de treinta días naturales desde la fecha del cese para solicitar
el reingreso al servicio activo. Caso de no hacerlo, será declarado de oficio en la situación administrativa de
excedencia voluntaria por interés particular, y deberá permanecer en la misma un mínimo de dos años
continuados, contados a partir del día siguiente a la finalización del plazo establecido para efectuar la solicitud
de reingreso.
5. El personal funcionario de carrera en situación de excedencia voluntaria para prestar servicios en el sector
público conservará la condición de personal funcionario de carrera en la administración de origen, sin reserva
de puesto ni destino, y se le aplicará el régimen de la administración pública en la que esté destinado de forma
efectiva.
6. En los casos en que la Administración pública proceda a la creación de una entidad instrumental en el
sector público propio, incluidas las reguladas en el artículo 7 de esta ley, o a la adscripción de personal
funcionario a una entidad ya creada, el personal funcionario de carrera que sea asignado a esas entidades o
que vaya a prestar servicios en las mismas a través de programas específicos o convenios suscritos se acogerá a
la situación de excedencia para prestar servicios en el sector público. En estos casos, el tiempo de
permanencia en la misma será computado a efectos de trienios y carrera profesional, y tendrá, asimismo,
derecho a participar en todos los procedimientos de provisión de puestos en la administración en la que se
encuentra en excedencia sin necesidad de renunciar al puesto de trabajo que desempeñe en la citada entidad.
7. El personal funcionario de carrera que preste servicios en organismos o entidades que como consecuencia
del cambio de su naturaleza queden excluidos de la consideración de sector público, a los efectos de la
declaración de la excedencia voluntaria para prestar servicios en el sector público, será declarado en situación
de excedencia por interés particular sin que le sea aplicable la exigencia de un período mínimo de prestación
de servicios efectivos en el sector público. El régimen de permanencia y reingreso se regirá por lo dispuesto
para la excedencia voluntaria para prestar servicios en el sector público.

Artículo 149. Expectativa de destino.
1. El personal funcionario de carrera afectado por un proceso de reasignación de efectivos será declarado en
situación de expectativa de destino.
2. El personal funcionario de carrera en expectativa de destino percibirá las retribuciones básicas, el
complemento de carrera profesional o, en su defecto, el del grado personal consolidado, así como el cincuenta
por ciento del complemento de puesto que le corresponda en el puesto de trabajo que desempeñaba antes de
pasar a esta situación.
3. El personal funcionario de carrera que se encuentre en expectativa de destino vendrá obligado a:

a) Aceptar los destinos en puestos de características similares a las desempeñadas anteriormente siempre
que se le ofrezcan en el ámbito espacial del territorio histórico donde estaba destinado.
b) Desempeñar temporalmente puestos de trabajo de características similares a las que tenía el anterior,
siempre que se requiera por necesidades del servicio. El desempeño temporal de estos puestos
interrumpirá el cómputo del plazo previsto en el apartado cuarto de este artículo.
c) Participar en los concursos de provisión de puestos siempre que se convoquen plazas adecuadas a su
cuerpo, escala, especialidad o agrupación profesional sin requisito de titulación situados asimismo en el
territorio histórico donde estaba destinado.
d) Participar obligatoriamente en los programas evaluados de formación a los que se le convoque con la
finalidad de reforzar sus competencias profesionales.

4. El período máximo de duración de la situación de expectativa de destino será de un año, transcurrido el cual
se pasará a la situación de excedencia forzosa temporal.
5. A los restantes efectos, esta situación se equipara a la de servicio activo.
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Artículo 150. Excedencia forzosa temporal.
1. El personal funcionario de carrera pasará a la situación de excedencia forzosa temporal por el transcurso
del tiempo máximo de permanencia en la situación de expectativa de destino o por el incumplimiento de las
obligaciones derivadas de la misma.
2. La duración máxima de la excedencia forzosa temporal será de tres años, transcurridos los cuales se pasará
a la situación de excedencia forzosa.
3. El personal funcionario de carrera declarado en situación de excedencia forzosa temporal tendrá derecho a
la percepción de las retribuciones básicas y el complemento de carrera profesional o, en su defecto, el grado
personal consolidado. El tiempo de permanencia en tal situación será computable a efectos de trienios,
derechos pasivos y, en su caso, consolidación del grado personal o de nivel de carrera profesional.

Artículo 151. Excedencia forzosa.
1. El personal funcionario de carrera pasará a la situación de excedencia forzosa en los siguientes supuestos:

a) En los supuestos en los que debiendo procederse a la adscripción provisional, no sea posible por la falta
de un puesto vacante propio de su cuerpo, escala o agrupación sin requisito de titulación o no reúna los
requisitos para su provisión, a salvo de lo previsto en el artículo 141.5 de esta ley.
b) Si cumplido el período de suspensión firme de funciones, en las condiciones señaladas en el artículo
155.4, el personal funcionario solicita el reingreso y no hubiera puesto vacante de su cuerpo, escala o
agrupación sin requisito de titulación o no reúna los requisitos para su provisión.
c) Cuando proceda de la situación de excedencia forzosa temporal, por transcurso del tiempo máximo de
permanencia en la misma o por incumplimiento de las obligaciones determinadas en el artículo 149.3 de
esta ley.

2. El personal funcionario de carrera en situación de excedencia forzosa tendrá derecho a la percepción de las
retribuciones básicas y al cincuenta por ciento del complemento de carrera profesional reconocido o, en su
defecto, al cincuenta por ciento del grado personal consolidado. El período de permanencia en tal situación
será computable a efectos de carrera profesional, trienios y derechos en el régimen de la Seguridad Social que
les sea de aplicación.
3. El personal funcionario de carrera al que, encontrándose en situación de excedencia forzosa, se le asigne un
destino en el marco de la aplicación de planes de ordenación del empleo público, por el que vea modificado su
lugar de residencia, tendrá derecho a las indemnizaciones que por tal concepto se establecen en la normativa
sobre la materia.

Artículo 152. Régimen jurídico de la excedencia forzosa.
1. El personal funcionario de carrera en situación de excedencia forzosa deberá participar en todos los
concursos que se convoquen para la provisión de puestos de trabajo de su cuerpo, escala, especialidad o
agrupación profesional sin requisito de titulación y, asimismo, podrá estar obligado, en función de que así se
considere necesario por el órgano competente en materia de función pública, a participar en los programas de
formación evaluada que oferte la administración correspondiente, con la finalidad de adaptar sus
conocimientos y destrezas a las necesidades funcionales de la Administración y a los posibles puestos de
trabajo que pueda cubrir.
2. En todo caso, la Administración dispondrá el reingreso obligatorio al servicio activo en el momento en que
exista vacante dotada presupuestariamente y el personal funcionario de carrera vendrá obligado a aceptar el
destino que se le adjudique, siempre que se trate de puestos de trabajo propios de su cuerpo, escala,
especialidad o agrupación profesional sin requisito de titulación, y cumpla los requisitos exigidos en las
relaciones de puestos de trabajo o instrumentos similares.
3. El personal funcionario de carrera que incumpliera las obligaciones a que se refiere este artículo o no se
reincorpore al servicio activo en el plazo de treinta días naturales, cuando la Administración así lo hubiera
dispuesto con carácter obligatorio, será declarado de oficio en situación de excedencia voluntaria por interés
particular, y deberá permanecer en la misma un mínimo de dos años continuados. El cómputo de dicho
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período de dos años se iniciará al día siguiente, respectivamente, de la fecha en la que se dé alguna de las
siguientes circunstancias:

a) Terminación del plazo de solicitudes para tomar parte en el concurso.
b) Último día habilitado para participar en los programas obligatorios de formación evaluada.
c) Finalización del plazo de treinta días naturales dispuestos por la Administración para la reincorporación
obligatoria al servicio activo del personal funcionario afectado.

4. El personal funcionario de carrera en situación de excedencia forzosa no podrá desempeñar puestos de
trabajo en el sector público bajo ningún tipo de relación funcionarial o contractual, sea esta de naturaleza
administrativa o laboral, así como tampoco puestos reservados al personal eventual o al personal directivo. Si
obtuviera un puesto de trabajo en el sector público, pasaría a la situación administrativa que correspondiera
conforme a lo previsto en esta ley.

Artículo 153. Suspensión de funciones.
1. La suspensión de funciones podrá ser provisional o firme.
2. El personal funcionario declarado en suspensión de funciones quedará privado, durante el período de
permanencia en tal situación, del ejercicio de sus funciones y de todos los derechos inherentes a su condición,
sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley para el supuesto de suspensión provisional.
3. El personal funcionario declarado en la situación de suspensión de funciones, durante el tiempo de
cumplimiento de la pena o sanción, no podrá prestar servicios en ninguna administración pública,
organismos públicos, agencias o entidades públicas de derecho público o privado, fundaciones, empresas o
sociedades públicas y demás entidades instrumentales dependientes y vinculadas al sector público de las
mismas, incluidas las reguladas en el artículo 7 de esta ley.

Artículo 154. Suspensión provisional de funciones.
1. Podrá acordarse la suspensión de funciones con carácter provisional como consecuencia de la tramitación
de un procedimiento judicial o expediente disciplinario cuando, con carácter excepcional, así lo exija la
protección del interés público.
2. La suspensión provisional durante la tramitación de un expediente disciplinario será declarada por el
órgano competente para ordenar su incoación. El tiempo de suspensión provisional durante la tramitación de
un expediente disciplinario no podrá exceder de seis meses, salvo que la demora hubiera sido imputable al
personal funcionario expedientado.
3. El tiempo de suspensión provisional del personal funcionario sometido a procedimiento judicial podrá
prolongarse durante toda la tramitación de la causa penal. En todo caso, si durante la misma el órgano judicial
decretara su prisión provisional u otras medidas que determinen la imposibilidad de desarrollar su trabajo, se
le declarará en suspensión provisional por el tiempo en que se extiendan dichas medidas. La declaración de
suspensión provisional en este caso, será efectuada por el órgano competente en materia de función pública
de cada administración o entidad pública, con efectos desde la decisión judicial.
4. Asimismo, el personal funcionario suspenso provisional perderá el puesto de trabajo en aquellos casos en
que la medida cautelar exceda del período de seis meses como consecuencia de la paralización del
procedimiento por causas imputables a la persona afectada.
5. El personal funcionario suspenso provisional tendrá derecho a percibir en esta situación sus retribuciones
básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por hijas e hijos a su cargo, salvo en los supuestos de
incomparecencia o dilación del expediente imputable a él, que determinará la pérdida del derecho a toda
retribución.
6. Si, resuelto el expediente, la suspensión no fuera declarada firme, procederá la reincorporación inmediata
del personal funcionario a su puesto de trabajo, el abono de las retribuciones dejadas de percibir y el cómputo
como servicio activo del tiempo de permanencia en la situación de suspenso provisional, incluidos los
derechos en relación con la carrera profesional, el reconocimiento de trienios, la promoción interna y los
derechos en el régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación.
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Artículo 155. Suspensión firme de funciones.
1. La suspensión firme se impondrá en virtud de sentencia dictada en causa penal o en virtud de sanción
disciplinaria firme. La suspensión firme por sanción disciplinaria no podrá exceder de seis años, se cumplirá
desde que la sanción adquiera firmeza en vía administrativa, y a efectos de su cumplimiento se computará el
tiempo de suspensión provisional. La suspensión firme como consecuencia de sentencia judicial se impondrá
en sus propios términos.
2. La suspensión firme determinará la pérdida del puesto y destino cuando exceda de seis meses.
3. Una vez cumplida la sanción, el personal funcionario dispondrá de treinta días naturales para solicitar y
hacer efectivo el reingreso al servicio activo y, caso de no hacerlo, será declarado de oficio en la situación
administrativa de excedencia voluntaria por interés particular. Cuando la suspensión no fuese superior a seis
meses, la reincorporación será automática en el puesto y destino anterior.
4. Si, cumplida la sanción de suspensión que haya determinado la pérdida del puesto y destino, se solicita el
reingreso al servicio activo y no se concede en el plazo de seis meses por falta de vacante, será declarado en
excedencia forzosa con efectos desde la fecha de extinción de la responsabilidad penal o disciplinaria. Si se
concede durante ese plazo, la resolución de reingreso determinará los efectos económicos y administrativos
del mismo.
5. Mientras dure la suspensión firme no se podrá participar en los procesos para la provisión de puestos de
trabajo.

Artículo 156. Reingreso al servicio activo.
1. El personal funcionario deberá solicitar el reingreso en su administración de origen dentro del plazo
establecido para cada situación administrativa concreta.
2. El reingreso al servicio activo se acordará por resolución del órgano competente en materia de función
pública correspondiente y deberá efectuarse en la fecha que se determine en la misma, a partir de la cual
desplegará sus efectos económicos.
3. La falta de toma de posesión en el plazo establecido en la resolución, salvo causas justificadas, dará lugar a
la declaración de excedencia voluntaria por interés particular, y deberá permanecer en la misma un mínimo
de dos años continuados, contados a partir del día siguiente a la finalización del plazo establecido para
efectuar la solicitud de reingreso.
4. El reingreso al servicio activo estará condicionado al cumplimiento del régimen de incompatibilidades
aplicable al personal al servicio de las administraciones públicas. El reingreso al servicio activo se realizará a
un puesto o dotación sin titular que se adecue al cuerpo, escala, subescala, opción, agrupación profesional sin
requisito de titulación, clase o categoría, así como a las competencias profesionales que se acrediten mediante
el reconocimiento del grado de desarrollo profesional o, en su defecto, del grado personal consolidado por el
personal funcionario. Dicho reingreso no podrá realizarse a aquellos puestos comprometidos e identificados
de manera individualizada en procesos de selección o provisión definitiva.

Artículo 157. Reingreso al servicio activo proveniente de una situación que conlleve reserva de puesto.
1. El reingreso al servicio activo del personal funcionario que provenga de una situación que conlleve reserva
de puesto de trabajo se efectuará dentro del plazo establecido para cada situación, será efectivo a partir de la
fecha de la notificación de la resolución correspondiente y deberá realizarse en el plazo máximo de tres días a
contar desde el mismo día de la notificación.
2. Al personal funcionario que durante su permanencia en una situación que conlleva reserva de puesto de
trabajo haya perdido dicha reserva y cese posteriormente en su puesto de trabajo en virtud de lo dispuesto en
los artículos 95.1, apartados a) y c), 101 y 103 de esta ley se le adscribirá provisionalmente en su
administración de origen, con ocasión de su reingreso, en tanto no obtenga otro con carácter definitivo, a un
puesto de trabajo propio de su cuerpo, escala o agrupación profesional sin requisito de titulación para el que
cumpla los requisitos exigidos en la relación de puestos de trabajo, preferentemente en la misma localidad y,
en su defecto, en el mismo territorio histórico, conforme al procedimiento que establezca cada
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administración, y cuyo nivel no sea inferior en más de dos niveles al anteriormente desempeñado, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 105.5 de la propia ley.

Artículo 158.
Reingreso al servicio activo proveniente de una situación que no conlleve reserva de puesto.
1. El reingreso del personal funcionario que no tenga reserva de puesto de trabajo se producirá
preferentemente mediante la participación en los procedimientos de provisión de puestos de trabajo a través
de los sistemas de concurso y de libre designación. También podrán reingresar mediante su adscripción con
carácter provisional a una vacante propia de su cuerpo, escala o agrupación profesional sin requisito de
titulación, situación en la que permanecerán hasta tanto obtengan destino definitivo por alguno de los
procedimientos ordinarios de provisión de puestos de trabajo.
2. Al personal funcionario que reingrese por adscripción provisional, en tanto no obtenga otro con carácter
definitivo, se le adscribirá a un puesto de trabajo propio de su cuerpo, escala o agrupación profesional sin
requisito de titulación, para el que cumpla los requisitos en la relación de puestos de trabajo, conforme al
procedimiento que establezca cada una de las administraciones públicas vascas, y cuyo nivel no sea inferior en
más de dos niveles al de su grado consolidado.
3. El reingreso al servicio activo de personal funcionario que no tenga reserva de puesto de trabajo se
condicionará a la existencia de vacante dotada presupuestariamente y se efectuará conforme al siguiente
orden de prelación de las posibles situaciones administrativas en que puede encontrarse el personal
funcionario:

a) Excedencia forzosa temporal.
b) Expectativa de destino.
c) Excedencia forzosa.
d) Excedencia voluntaria por motivos de violencia de género.
e) Excedencia voluntaria por motivos de violencia terrorista.
f) Excedencia voluntaria para prestar servicios en el sector público en el caso regulado en el artículo 148.6
de esta ley.
g) Resto de excedencias voluntarias para prestar servicios en el sector público.
h) Excedencia voluntaria por agrupación familiar.
i) Excedencia voluntaria por interés particular.
j) Servicio en otras administraciones públicas.
k) Excedencia voluntaria incentivada.
l) Suspensión de funciones.

4. El personal funcionario que solicite el reingreso al servicio activo y no pueda obtenerlo, bien por falta de
vacante dotada presupuestariamente propia de su cuerpo, escala o agrupación profesional sin requisito de
titulación, bien porque existiendo dicha vacante no cumple los requisitos de acceso a la misma establecidos en
la relación de puestos de trabajo, pasará a la situación de excedencia forzosa hasta que sea posible el reingreso
al servicio activo con ocasión de vacante, salvo lo dispuesto en el artículo 141.5 y 149.4 de esta ley.

Artículo 159. Situaciones administrativas del personal funcionario interino.
1. Al personal funcionario interino se le aplicará, con las particularidades derivadas de la naturaleza de su
condición, las situaciones administrativas de servicio activo y suspensión de funciones.
2. Además de las situaciones previstas en el apartado anterior, el personal funcionario interino podrá
acogerse, manteniendo la reserva de su puesto, a las situaciones administrativas siguientes:

a) Excedencia por cuidado de familiares.
b) Excedencia por razón de violencia de género y por violencia terrorista.

3. El personal interino que se encuentre en situación de excedencia conforme al apartado segundo de este
artículo mantendrá la reserva del puesto y destino, salvo que se haya procedido a la provisión reglamentaria
del puesto por personal funcionario de carrera, deje de existir el supuesto de hecho que justificó el
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nombramiento como funcionario interino o concurra cualquiera de las circunstancias de cese previstas para
este tipo de personal en esta ley.

Artículo 160. Situaciones del personal laboral.
1. El personal laboral al servicio de las administraciones públicas vascas se regirá por el Estatuto de los
Trabajadores y por los convenios colectivos que les sean de aplicación.
2. Los convenios colectivos podrán determinar la aplicación de este título al personal laboral fijo incluido en su
ámbito de aplicación en todo aquello que resulte compatible con el Estatuto de los Trabajadores.

TÍTULO XI Derechos, deberes, código de conducta, incompatibilidades y responsabilidades del 
per

CAPÍTULO I Derechos del personal empleado público vasco. Permisos, vacaciones y régimen de jorn

Artículo 161. Derechos individuales del personal empleado público vasco.
El personal empleado público vasco tiene los siguientes derechos de carácter individual:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) A ser informado por sus jefes inmediatos de los fines, organización y funcionamiento de la unidad
administrativa correspondiente y, en especial, de su dependencia jerárquica y de las atribuciones, deberes y
responsabilidades que le incumben.
c) Al desempeño efectivo de las funciones y de las tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.
d) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna en los términos establecidos en esta ley.
e) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
f) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, identidad de género, propia imagen y dignidad en el trabajo.
i) A la atención y protección frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.
j) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación sexual,
religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o
social.
k) A acogerse a medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
l) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
m) A la protección y privacidad de los datos de carácter personal de los empleados públicos.
n) A las vacaciones, descansos y permisos. ñ) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en
las normas aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que le sea de aplicación.
p) A las prestaciones de asistencia sanitaria y de acción social que correspondan.
q) A la libre asociación profesional.
r) A la defensa jurídica y protección por parte de la Administración pública en los procedimientos que se sigan
ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos
públicos.
s) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
t) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
u) A la adaptación de los puestos de trabajo en condiciones de accesibilidad universal, incorporando las
adaptaciones necesarias para que las personas empleadas públicas con discapacidad puedan desarrollar sus
funciones.
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Artículo 162. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
El personal empleado público vasco tendrá los siguientes derechos individuales ejercidos colectivamente:
a) Derecho de libertad sindical.
b) Derecho a la negociación colectiva.
c) Derecho a la participación institucional en la determinación de las condiciones de trabajo.
d) Derecho de huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
e) Derecho de reunión.
f) Derecho al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada
caso.

Artículo 163. Permisos del personal empleado público vasco.
1. El personal empleado público dispondrá de los permisos regulados en la legislación básica de empleo
público, en las leyes y reglamentos aplicables, así como los que se prevean, en su caso, en los instrumentos de
negociación colectiva.
2. Al personal funcionario de carrera o interino de las administraciones públicas vascas que sea nombrado
personal funcionario en prácticas en cualquier otra administración pública, incluida o no en el ámbito de
aplicación de esta ley, se le concederá un permiso sin retribución durante el tiempo que dure el curso selectivo
o el período de prácticas, sin perjuicio de las retribuciones que tenga derecho a percibir con cargo a la
administración en la que aspire ingresar, de acuerdo con la normativa aplicable en dicha administración.
3. Al personal laboral le serán de aplicación los permisos que se prevén en la legislación laboral, en los
convenios colectivos y, en su caso, los previstos en la legislación básica de empleo público.
4. Las condiciones y períodos de disfrute de los permisos deberán garantizar las necesidades de prestación del
servicio público.

Artículo 164. Vacaciones.
1. El personal funcionario tendrá derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor.
2. A los efectos de lo previsto en este artículo, no se considerarán como hábiles los sábados, sin perjuicio de las
adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
3. Las condiciones y períodos de disfrute de las vacaciones deberán garantizar las necesidades de prestación
del servicio público, fijándose en cada caso las mismas previa negociación con la representación de personal.

Artículo 165. Jornada de trabajo.
Ordenación del tiempo de trabajo.
1. La jornada de trabajo es el tiempo durante el cual el personal empleado público debe permanecer en el
trabajo a disposición de la entidad correspondiente y en el ejercicio de su actividad y de sus funciones.
2. Las administraciones públicas vascas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de su
personal, previa negociación colectiva al efecto. La jornada de trabajo fijará su duración total anual y la
distribución de la misma. En todo caso, esta distribución deberá garantizar el tiempo de descanso
correspondiente a vacaciones y a permisos por asuntos particulares que corresponda al personal empleado
público.
3. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial. Reglamentariamente, se regulará la
jornada a tiempo parcial, así como la posibilidad de desempeñar parcialmente el trabajo desde el domicilio de
la persona empleada pública mediante la aplicación de instrumentos telemáticos.
4. La jornada del personal laboral se regirá por lo previsto en este artículo y por la legislación laboral que sea
de aplicación.

CAPÍTULO II Código ético y de conducta del personal empleado público vasco
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Artículo 166. Principios generales que inspiran el código ético y de conducta del personal empleado 
público vasco.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Estatuto Básico del Empleado Público en relación con el código de
conducta y los principios éticos y de conducta a observar por el personal funcionario, laboral y estatutario del
sector público, y de conformidad con la regla de que los valores y principios éticos corresponden a cada
institución y no a cada uno de los colectivos humanos que prestan servicio en su seno, en el ejercicio de sus
funciones, el personal empleado público vasco respetará los mismos principios generales que rigen el código
de conducta de los cargos públicos del sector público vasco, según lo dispuesto en la Ley 1/2014, de 26 de junio,
Reguladora del Código de Conducta y de los Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
2. De conformidad con lo dispuesto en el punto anterior, la actuación profesional del personal empleado
público vasco se llevará a cabo desde el respeto a los principios de integridad y transparencia y con plena
observancia de los principios de conducta individual, de calidad institucional y de relación con la ciudadanía
recogidos en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley 1/2014, de 26 de junio, Reguladora del Código de Conducta y de los
Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
3. El Gobierno Vasco, a propuesta de la Inspección General de Personal y Servicios, aprobará un código de
conducta para el personal empleado público del sector público de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Euskadi, que desarrollará los principios citados en el punto anterior e incluirá un sistema de
seguimiento y evaluación encaminado a garantizar su observancia real y efectiva.
4. Las administraciones públicas vascas aprobarán un código ético y de conducta para su personal en
desarrollo de los principios establecidos en los apartados anteriores.

CAPÍTULO III Responsabilidad y régimen de incompatibilidades

Artículo 167. Responsabilidad del personal empleado público vasco.
Las personas empleadas públicas son responsables de la buena gestión de los servicios encomendados, todo
ello sin perjuicio de la responsabilidad que corresponde a sus superiores jerárquicos, a los que en todo
momento deberán dar cuenta de las anomalías que hubieran observado en el servicio.

Artículo 168. Responsabilidad patrimonial.
Las administraciones públicas, cuando hubieren indemnizado a las personas lesionadas, se dirigirán de oficio
contra sus autoridades y su personal empleado público causantes de daños por dolo, culpa o negligencia
graves, por el incorrecto funcionamiento de los servicios públicos, mediante la instrucción del
correspondiente expediente, y previa audiencia de la persona interesada.

Artículo 169. Responsabilidad penal.
La responsabilidad penal, así como la responsabilidad civil derivada del delito, se exigirán de acuerdo con lo
establecido en la legislación correspondiente.

Artículo 170. Responsabilidad disciplinaria.
La responsabilidad disciplinaria del personal empleado público será efectiva de conformidad con lo dispuesto
en el título XII de esta ley.

Artículo 171. Régimen de incompatibilidades.
1. El personal empleado público vendrá obligado a observar estrictamente el régimen de incompatibilidades
establecido en la legislación vigente, y las administraciones públicas vascas, a la exigencia de su cumplimiento.
2. El desempeño de cualquier actividad en el sector público o privado requerirá, en todo caso, la previa y
expresa evaluación y, en su caso, la correspondiente autorización de compatibilidad, que únicamente se
otorgará en los supuestos previstos en la vigente legislación y conforme al procedimiento que
reglamentariamente se determine.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. La jornada de trabajo del personal empleado público podrá prestarse:

A) Exclusivamente a tiempo completo.

B) Exclusivamente a tiempo parcial.

C) A tiempo completo o a tiempo parcial.

D) A tiempo completo, salvo para el personal laboral, que podrá prestarla a tiempo parcial.

2. El reingreso al servicio activo del personal funcionario que provenga de una situación que conlleve reserva 
de puesto de trabajo deberá realizarse, como máximo:

A) En el plazo máximo de dos días, contados desde el día siguiente al de la notificación.

B) En el plazo máximo de cinco días, contados desde el día de la notificación.

C) En el plazo máximo de diez días, contados desde el día siguiente al de la notificación.

D) En el plazo máximo de tres días, contados desde el mismo día de la notificación.

3. Los cambios de situación administrativa del personal funcionario se acordarán y tramitarán de la siguiente 
manera:

A) Por resolución del órgano que ostente la jefatura del personal, previa autorización del órgano de destino y 
con reingreso obligatorio al servicio activo.

B) Por resolución del órgano competente en materia de empleo público de la administración u organismo 
público correspondiente, con anotación en el registro de personal.

C) Por acuerdo del órgano superior de cada unidad administrativa, sin necesidad de anotación en el registro de 
personal y con reingreso previo al servicio activo.

D) Por resolución de la administración de destino en todos los casos, aunque el personal funcionario 
permanezca vinculado a la administración de origen.

4. Entre los derechos individuales ejercidos colectivamente por el personal empleado público vasco se 
encuentra el derecho a:

A) La promoción interna automática.

B) La carrera profesional horizontal.

C) La inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

D) El planteamiento de conflictos colectivos de trabajo.

5. Durante la excedencia voluntaria por cuidado de familiares, el tiempo de permanencia será computable a 
efectos de (indique la correcta):

A) La carrera profesional, pero no a efectos de trienios ni de derechos en el régimen de la Seguridad Social.

B) Los trienios, los derechos en el régimen de la Seguridad Social y la carrera profesional.

C) Los trienios y la carrera profesional, pero no a efectos de derechos en el régimen de la Seguridad Social.

D) Los derechos en el régimen de la Seguridad Social, pero no a efectos de trienios ni de carrera profesional.

6. A efectos del cómputo de las vacaciones del personal funcionario, no se consideran días hábiles:

A) Los domingos, sin perjuicio de las adaptaciones horarias especiales.

B) Los días festivos, sin perjuicio de las necesidades del servicio público.

C) Los viernes, cuando coincidan con períodos de horario especial.

D) Los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones para horarios especiales.
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7. El personal funcionario de carrera en situación de excedencia forzosa que incumpla las obligaciones 
previstas o no se reincorpore al servicio activo en el plazo establecido será declarado de oficio en situación de 
excedencia voluntaria por interés particular y deberá permanecer en ella durante un período mínimo de:

A) Seis meses continuados.

B) Dos años continuados.

C) Un año continuado.

D) Tres años continuados.

8. ¿Quién aprobará el código de conducta para el personal empleado público del sector público de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi?

A) El Gobierno Vasco, a propuesta de la Inspección General de Personal y Servicios.

B) La Inspección General de Personal y Servicios, a propuesta del Gobierno Vasco.

C) El Parlamento Vasco, a propuesta de la consejería competente en materia de empleo público.

D) Cada administración pública vasca, mediante acuerdo de su órgano de gobierno.

9. El personal laboral al servicio de las administraciones públicas vascas se regirá por:

A) El Estatuto de los Trabajadores y los convenios colectivos que le sean de aplicación.

B) El texto legal regulador del empleo público vasco y los reglamentos administrativos, con exclusión de los 
convenios colectivos.

C) El régimen jurídico del personal funcionario y los acuerdos adoptados por el órgano competente en materia 
de personal.

D) Los convenios colectivos aplicables, aunque sus previsiones resulten incompatibles con el Estatuto de los 
Trabajadores.

10. La solicitud de reingreso al servicio activo en la administración de origen, tras el cese en la 
administración pública de destino, deberá realizarse en el plazo de:

A) Treinta días naturales desde la fecha del cese.

B) Treinta días hábiles desde la fecha del cese.

C) Dos meses naturales desde la fecha del cese.

D) Tres meses desde la fecha del cese.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 B · 4 D · 5 B · 6 D · 7 B · 8 A · 9 A · 10 A

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local: Disposiciones 
generales (Título I: artículos 1-10). Territorio y población (Capítulo I 
del Título II: artículos 12-18). Organización (Capítulo II del Título II: 

artículos 19-24 bis).

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 1 a 10 · arts. 12 a 18 · arts. 19 a 24 — 24 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1.
1. Los Municipios son entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de
participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los intereses
propios de las correspondientes colectividades.
2. La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idéntica autonomía para la gestión de los intereses
respectivos.

Artículo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación
del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de acción pública, según la
distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su
derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las
competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la
capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización, proximidad,
eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera.
2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas
mismas atribuyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes locales en las materias que regulen.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se declara que no es inconstitucional el apartado 2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21
de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 .

Artículo 3.
1. Son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio.
b) La Provincia.
c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:
a) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.
b) Las Áreas Metropolitanas.
c) Las Mancomunidades de Municipios. Se modifica el apartado 2 por el art. 1.2 de la Ley 27/2013, de 27 de
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diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones transitorias 4 y 5 de
la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las que estén en
constitución.

Artículo 4.
1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus
competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.
b) Las potestades tributaria y financiera.
c) La potestad de programación o planificación.
d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes.
e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos.
f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.
g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.
h) Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para los créditos
de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las comunidades
autónomas; así como la inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos previstos en las leyes.

2. Lo dispuesto en el número precedente podrá ser de aplicación a las entidades territoriales de ámbito
inferior al municipal y, asimismo, a las comarcas, áreas metropolitanas y demás entidades locales, debiendo
las leyes de las comunidades autónomas concretar cuáles de aquellas potestades serán de aplicación, excepto
en el supuesto de las mancomunidades, que se rigen por lo dispuesto en el apartado siguiente.
3. Corresponden a las mancomunidades de municipios, para la prestación de los servicios o la ejecución de las
obras de su competencia, las potestades señaladas en el apartado 1 de este artículo que determinen sus
Estatutos. En defecto de previsión estatutaria, les corresponderán todas las potestades enumeradas en dicho
apartado, siempre que sean precisas para el cumplimiento de su finalidad, y de acuerdo con la legislación
aplicable a cada una de dichas potestades, en ambos casos.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-
T-1990-624

Artículo 5.
Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias, las Entidades locales, de
acuerdo con la Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir, poseer, reivindicar,
permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras o servicios
públicos, obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 5 de la Sentencia del TC 214/1989, de 21 de
diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 Y por conexión todas las remisiones al mismo contenidas en la presente Ley.

Artículo 6.
1. Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y actúan de
acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.
2. Los Tribunales ejercen el control de legalidad de los acuerdos y actos de las entidades locales.

Artículo 7.
1. Las competencias de las Entidades Locales son propias o atribuidas por delegación.
2. Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, las Islas y demás Entidades Locales territoriales
solo podrán ser determinadas por Ley y se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad,
atendiendo siempre a la debida coordinación en su programación y ejecución con las demás Administraciones
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Públicas.
3. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
las Entidades Locales el ejercicio de sus competencias. Las competencias delegadas se ejercen en los términos
establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, según corresponda, con sujeción a las reglas
establecidas en el artículo 27, y preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia.
4. Las Entidades Locales solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por
delegación cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal,
de acuerdo con los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y
no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra Administración
Pública. A estos efectos, serán necesarios y vinculantes los informes previos de la Administración competente
por razón de materia, en el que se señale la inexistencia de duplicidades, y de la Administración que tenga
atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias. En todo caso, el
ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la legislación del Estado y de las
Comunidades Autónomas.
Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 8.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las Provincias y las islas podrán realizar la gestión
ordinaria de servicios propios de la Administración autonómica, de conformidad con los Estatutos de
Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 9.
Las normas de desarrollo de esta Ley que afecten a los Municipios, Provincias, islas u otras entidades locales
territoriales no podrán limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas entidades con carácter
singular, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley para los regímenes municipales o provinciales especiales.

Artículo 10.
1. La Administración Local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus relaciones recíprocas a los
deberes de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales
respectivos.
2. Procederá la coordinación de las competencias de las Entidades Locales entre sí y, especialmente, con las de
las restantes Administraciones públicas, cuando las actividades o los servicios locales trasciendan el interés
propio de las correspondientes Entidades, incidan o condicionen relevantemente los de dichas
Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de éstas.
3. En especial, la coordinación de las Entidades Locales tendrá por objeto asegurar el cumplimiento de la
legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
4. Las funciones de coordinación serán compatibles con la autonomía de las Entidades Locales.
Se modifica el apartado 3 y se añade el 4 por el art. 1.4 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

TÍTULO II El municipio

CAPÍTULO I Territorio y población

Artículo 12.
1. El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.
2. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. único.1 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 13.
1. La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos municipales, se regularán por la
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legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la alteración de términos municipales
pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provinciales. Requerirán en todo caso audiencia
de los municipios interesados y dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo superior de los
Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de la Administración que
ejerza la tutela financiera. Simultáneamente a la petición de este dictamen se dará conocimiento a la
Administración General del Estado.
2. La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población
territorialmente diferenciados, de al menos 4.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean
financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias
municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían siendo prestados.
3. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios
geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de
municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.
4. Los municipios, con independencia de su población, colindantes dentro de la misma provincia podrán
acordar su fusión mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del procedimiento previsto en la normativa
autonómica. El nuevo municipio resultante de la fusión no podrá segregarse hasta transcurridos diez años
desde la adopción del convenio de fusión. Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación lo
siguiente:

a) El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación de acuerdo con el artículo 124.1 del texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo se incrementará en 0,10.
b) El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria que le corresponda en ningún caso podrá ser
inferior al más elevado de los valores previos que tuvieran cada municipio por separado antes de la fusión
de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
c) Su financiación mínima será la suma de las financiaciones mínimas que tuviera cada municipio por
separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
d) De la aplicación de las reglas contenidas en las letras anteriores no podrá derivarse, para cada ejercicio,
un importe total superior al que resulte de lo dispuesto en el artículo 123 del citado texto refundido de la
Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
e) Se sumarán los importes de las compensaciones que, por separado, corresponden a los municipios que
se fusionen y que se derivan de la reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas de la disposición
adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de Reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
Reguladora de las Haciendas Locales, actualizadas en los mismos términos que los ingresos tributarios del
Estado en cada ejercicio respecto a 2004, así como la compensación adicional, regulada en la disposición
adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, actualizada en los mismos términos que los
ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2006.
f) Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos de los previstos en el artículo 26 que le
corresponda por razón de su aumento poblacional.
g) Durante, al menos, los cinco primeros años desde la adopción del convenio de fusión, tendrá preferencia
en la asignación de planes de cooperación local, subvenciones, convenios u otros instrumentos basados en
la concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse por la Ley de Presupuestos Generales del Estado. La fusión
conllevará: a) La integración de los territorios, poblaciones y organizaciones de los municipios, incluyendo
los medios personales, materiales y económicos, del municipio fusionado. A estos efectos, el Pleno de cada
Corporación aprobará las medidas de redimensionamiento para la adecuación de las estructuras
organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de su nueva situación. De la ejecución de
las citadas medidas no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los municipios afectados.
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b) El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido transitoriamente por la suma
de los concejales de los municipios fusionados en los términos previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de
junio, del Régimen Electoral General. c) Si se acordara en el Convenio de fusión, cada uno de los
municipios fusionados, o alguno de ellos podrá funcionar como forma de organización desconcentrada de
conformidad con lo previsto en el artículo 24 bis. d) El nuevo municipio se subrogará en todos los derechos
y obligaciones de los anteriores municipios, sin perjuicio de lo previsto en la letra e). e) Si uno de los
municipios fusionados estuviera en situación de déficit se podrán integrar, por acuerdo de los municipios
fusionados, las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables en un fondo,
sin personalidad jurídica y con contabilidad separada, adscrito al nuevo municipio, que designará un
liquidador al que le corresponderá la liquidación de este fondo. Esta liquidación deberá llevarse a cabo
durante los cinco años siguientes desde la adopción del convenio de fusión, sin perjuicio de los posibles
derechos que puedan corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que
ajustarse la contabilidad del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, a
propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado. f) El nuevo municipio aprobará un
nuevo presupuesto para el ejercicio presupuestario siguiente a la adopción del convenio de fusión.

5. Las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, en colaboración con la Comunidad Autónoma,
coordinarán y supervisarán la integración de los servicios resultantes del proceso de fusión.
6. El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos de los municipios
fusionados. La adopción de los acuerdos previstos en el artículo 47.2, siempre que traigan causa de una fusión,
será por mayoría simple de los miembros de la corporación. Se modifica el apartado 2 por el art. 128.1 del Real
Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40 Téngase en cuenta, para los
procedimientos de desanexión iniciados o en tramitación, lo que establece la disposición transitoria 11 de el
citado Real Decreto-ley.
Se modifica por el art. 1.5 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 14.
1. Los cambios de denominación de los Municipios solo tendrán carácter oficial cuando, tras haber sido
anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para la inscripción de todas las entidades a
que se refiere la presente Ley, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado».
2. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier otra lengua
española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

Artículo 15.
Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el que resida
habitualmente. Quien viva en varios municipios deberá inscribirse únicamente en el que habite durante más
tiempo al año. El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del municipio.
Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio. La condición de vecino se adquiere en el
mismo momento de su inscripción en el Padrón.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 16.
1. El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. Las certificaciones
que de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente para todos los efectos
administrativos. La inscripción en el Padrón Municipal sólo surtirá efecto de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 15 por el tiempo que subsista el hecho que la motivó y, en todo caso, deberá ser objeto de
renovación periódica cada dos años cuando se trate de la inscripción de extranjeros sin autorización de
residencia de larga duración, no pertenecientes a un Estado miembro de la Unión Europea, a Estados parte en
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el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o a otros Estados a los que, en virtud de un convenio
internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados mencionados
anteriormente. El transcurso del plazo señalado en el párrafo anterior será causa para acordar la caducidad de
las inscripciones que deban ser objeto de renovación periódica, siempre que el interesado no hubiese
procedido a tal renovación. En este caso, la caducidad podrá declararse sin necesidad de audiencia previa del
interesado.
2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios sólo los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos.
b) Sexo.
c) Domicilio habitual, con especificación de la referencia catastral, en el territorio fiscal común o el código
equivalente en los territorios forales, siempre que el domicilio cuente con referencia catastral o código
equivalente.
d) Nacionalidad.
e) Lugar y fecha de nacimiento.
f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros:

1.º Número de identidad de extranjero que conste en el certificado de inscripción en el Registro Central
de Extranjeros expedido por las autoridades españolas, o en su defecto, número del documento
acreditativo de la identidad o del pasaporte en vigor expedido por las autoridades del país de
procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de Estados miembros de la Unión Europea, de otros
Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o de Estados a los que, en virtud de un
convenio internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados
mencionados.
2.º Número de identidad de extranjero que conste en documento, en vigor, expedido por las autoridades
españolas o, en su defecto, por no ser titulares de estos, el número del pasaporte en vigor expedido por
las autoridades del país de procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de Estados no
comprendidos en el párrafo anterior, salvo que, por virtud de Tratado o Acuerdo Internacional, disfruten
de un régimen específico de exención de visado en materia de pequeño tráfico fronterizo con el
municipio en el que se pretenda el empadronamiento, en cuyo caso, se exigirá el correspondiente visado.

g) Certificado o título escolar o académico que se posea.
h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del Censo Electoral, siempre que se
garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Española. Asimismo, de
conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, la inscripción en el Padrón municipal podrá recoger la aportación voluntaria de
los datos relativos a la designación de las personas que pueden representar a cada vecino ante la
administración municipal a efectos padronales, el número de teléfono de contacto y la dirección de correo
electrónico.

3. Los datos obligatorios del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones públicas que lo soliciten
sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus
respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos
relevantes. También pueden servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los
términos previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública y en las leyes de
estadística de las Comunidades Autónomas con competencia en la materia. Los datos de aportación voluntaria
no serán susceptibles de cesión en ningún caso. Se modifica por el art. 128.2 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19
de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40 Téngase en cuenta, en relación con la nueva redacción dada al
artículo 16.2.c), lo que establece la disposición transitoria 9 de el citado Real Decreto-ley.
Se modifica la letra f) del apartado 2 por el art. 1.6 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Se añaden los párrafos
segundo y tercero al apartado 1 y se modifican los apartados 2.f) y 3 por el art. 3.1 a .3 de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre. Ref. BOE-
A-2003-21187
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Se modifica por el art. único.3 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 17.
1. La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al Ayuntamiento, de
acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. Con este fin, los distintos organismos de la
Administración General del Estado, competentes por razón de la materia, remitirán periódicamente a cada
Ayuntamiento información sobre las variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio
deben figurar en el Padrón municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente. La gestión del
Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios informáticos. Las Diputaciones Provinciales o
entidades equivalentes, Cabildos y Consejos insulares asumirán la gestión informatizada de los Padrones de
los municipios que, por su insuficiente capacidad económica y de gestión, no puedan mantener los datos de
forma automatizada.
2. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener actualizados sus
Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con la realidad. Si un ayuntamiento no
llevara a cabo dichas actuaciones, el Instituto Nacional de Estadística, previo informe del Consejo de
Empadronamiento, podrá requerirle previamente concretando la inactividad, y si fuere rechazado, sin
perjuicio de los recursos jurisdiccionales que procedan, podrá acudir a la ejecución sustitutoria prevista en el
artículo 60 de la presente ley.
3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística los datos de sus respectivos Padrones, en la
forma que reglamentariamente se determine por la Administración General del Estado, a fin de que pueda
llevarse a cabo la coordinación entre los Padrones de todos los municipios. El Instituto Nacional de
Estadística, en aras a subsanar posibles errores y evitar duplicidades, realizará las comprobaciones oportunas,
y comunicará a los Ayuntamientos las actuaciones y operaciones necesarias para que los datos padronales
puedan servir de base para la elaboración de estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras
resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas oficiales, y para que los Ayuntamientos puedan
remitir, debidamente actualizados, los datos del Censo Electoral. Corresponderá a la persona que ejerza la
Presidencia del Instituto Nacional de Estadística la resolución de las discrepancias que, en materia de
empadronamiento, surjan entre los Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes,
Cabildos y Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística, así como elevar al
Gobierno de la Nación la propuesta de cifras oficiales de población de los municipios españoles,
comunicándolo en los términos que reglamentariamente se determinan al Ayuntamiento interesado. El
Instituto Nacional de Estadística podrá ceder los datos de su base padronal a otras Administraciones Públicas
en las mismas condiciones señaladas en el artículo 16.3. Asimismo, el Instituto Nacional de Estadística
facilitará a los Institutos estadísticos de las Comunidades Autónomas, u órganos competentes en la materia,
los datos relativos a los padrones de los municipios de su ámbito territorial en las condiciones previstas en el
artículo 16.3, y con la periodicidad que se acuerde entre las partes.
4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento como órgano
colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los Entes Locales en materia padronal,
de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca. El Consejo será presidido por el Presidente del
Instituto Nacional de Estadística y estará formado por representantes de la Administración General del Estado
y de los Entes Locales. El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en cada provincia una
Sección Provincial bajo la presidencia del Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con representación
de los Entes Locales. El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones:

A) Elevar a la decisión de la persona que ejerza la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística
propuesta vinculante de resolución de las discrepancias que surjan en materia de empadronamiento entre
Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, Cabildos, Consejos insulares o entre
estos entes y el Instituto Nacional de Estadística.
B) Informar, con carácter vinculante, las propuestas que eleve al Gobierno el Presidente del Instituto
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Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los municipios españoles.
C) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de los padrones
municipales.
D) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria.

5. La Administración General del Estado, en colaboración con los Ayuntamientos y Administraciones de las
Comunidades Autónomas confeccionará un Padrón de españoles residentes en el extranjero, al que será de
aplicación las normas de esta Ley que regulan el Padrón municipal. Las personas inscritas en este Padrón se
considerarán vecinos del municipio español que figura en los datos de su inscripción únicamente a efectos del
ejercicio del derecho de sufragio, no constituyendo, en ningún caso, población del municipio. Se modifican los
apartados 1, 3 y 4 por el art. 128.3 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40
Se añade el párrafo segundo al apartado 2 y se modifica el último párrafo del apartado 3 por el art. 3.4 de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de
noviembre. Ref. BOE-A-2003-21187

Se modifica por el art. único.4 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 18.
1. Son derechos y deberes de los vecinos:

a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la legislación electoral.
b) Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo dispuesto en las leyes y, en su caso, cuando la
colaboración con carácter voluntario de los vecinos sea interesada por los órganos de gobierno y
administración municipal.
c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos municipales, y acceder a los
aprovechamientos comunales, conforme a las normas aplicables.
d) Contribuir mediante las prestaciones económicas y personales legalmente previstas a la realización de
las competencias municipales.
e) Ser informado, previa petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración municipal en relación
a todos los expedientes y documentación municipal, de acuerdo con lo previsto en el artículo 105 de la
Constitución.
f) Pedir la consulta popular en los términos previstos en la ley.
g) Exigir la prestación y, en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público, en el supuesto
de constituir una competencia municipal propia de carácter obligatorio.
h) Ejercer la iniciativa popular en los términos previstos en el artículo 70 bis.
i) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las leyes.

2. La inscripción de los extranjeros en el padrón municipal no constituirá prueba de su residencia legal en
España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente, especialmente en materia de
derechos y libertades de los extranjeros en España.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2 por el art. único.5 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

CAPÍTULO II Organización

Artículo 19.
1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales.
2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es
elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral
general.
3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto
en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común regulado en los artículos
siguientes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
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Artículo 20.
1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en
los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.
c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en
proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.
d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el título X, y
en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número
legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.
e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en
el artículo 116.

2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una organización
municipal complementaria a la prevista en el número anterior.
3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades
autónomas a las que se refiere el número anterior.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.2 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.b) conforme a la corrección de errores
publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados del apartado 1.c), si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y
del apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 21.
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal.
b) Representar al ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta ley y en la legislación
electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera otros órganos municipales cuando así se
establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.
e) Dictar bandos.
f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de
los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en el
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por ciento de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de puestos
de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
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h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la
separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.
i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.
j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos
de urbanización.
k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias
de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la
Alcaldía.
m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de infortunios públicos o
grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta inmediata al Pleno.
n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos. ñ) (Derogada)
o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
p) (Derogada)
q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la
Junta de Gobierno Local.
r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.
s) Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las
comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde.
3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios y
el despido del personal laboral, y las enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apartado 1 de este
artículo. No obstante, podrá delegar en la Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones
contempladas en el párrafo j).
Se deroga el apartado 1.ñ) y .p) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 1.f) por el art. 46.1 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786

Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.f) y .m) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se añade la letra m) y se reordena la anterior letra m) como n) por el art. 4.1 y .2 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se añade el párrafo n) al apartado 1 por el art. 4.1, 4.2 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 22.
1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde.
2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en el
régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; alteración del término
municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo 45; creación de
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órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de
aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.
c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal
de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística, así como los
convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos.
d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas.
e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación de los
presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las cuentas; todo
ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.
g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas.
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás Administraciones
públicas.
i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de
las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y régimen del
personal eventual.
j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de
competencia plenaria.
k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.
l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto -salvo las de tesorería, que
le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo ello de conformidad con lo
dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
n) (Derogada) ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su
contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.
o) (Derogada)
p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial.
q) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de
confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en todo
caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.
4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local, salvo
las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y p), y en el apartado 3 de este artículo.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido aprobado por Real Decreto
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena .

Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792

Se deroga el apartado 1.n) y .o) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el párrafo primero y las letras c) y o) del apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10701

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.4 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 23.
1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 65

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.
2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes.

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste de entre los miembros de la Junta
de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.
4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de Gobierno
Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las delegaciones especiales que,
para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a
aquélla.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.5 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 24.
1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios
podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y
competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de la
población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.
2. En los municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión desconcentrada
establecido en el artículo 128.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 24 bis.
1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de ámbito territorial
inferior al Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como forma de organización desconcentrada
del mismo para la administración de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de
caseríos, parroquias, aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o
aquella que establezcan las leyes.
2. La iniciativa corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento correspondiente.
Este último debe ser oído en todo caso.
3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración
desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Se añade por el art. 1.7 de la
Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones
transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las
que estén en constitución.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6

1. ¿A qué órgano municipal corresponde dictar bandos?

A) Al Pleno.

B) A la Junta de Gobierno Local.

C) Al Pleno y al Alcalde de forma conjunta.

D) Al Alcalde.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 66

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



2. De quién es competencia dictar bandos

A) Del Pleno

B) Del Ayuntamiento

C) Del Alcalde

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Según la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, el término municipal es:

A) El territorio en que el ayuntamiento ejerce su soberanía.

B) El territorio en que el ayuntamiento ejerce sus garantías.

C) El territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.

D) El territorio en que el ayuntamiento es soberano y garante.

4. ¿Cuál de las siguientes competencias del Alcalde es indelegable?

A) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la 
Junta de Gobierno Local.

B) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas municipales, salvo en 
los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos.

C) Dictar bandos.

D) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.

5. El artículo 4.1.a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, determina que, 
en su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus competencias, 
corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

A) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.

B) Las Ordenanzas son disposiciones administrativas de carácter general y de rango superior a la ley, elaboradas 
por los entes locales que, en la esfera de su competencia, los Ayuntamientos pueden aprobar.

C) La potestad reglamentaria es atribuida por la Ley, de suerte que aún sin la previa atribución legal la 
Administración puede actuar.

D) La potestad de gobernar y dirigir.

6. El nombramiento de los aspirantes que superen las pruebas establecidas y, en su caso, los 
correspondientes cursos selectivos, corresponderá al:

A) Al Alcalde

B) A la Junta de Gobierno

C) Al Pleno de la Corporación

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. El término municipal es (artículo 12 Ley 7/1985, de 2 de abril):

A) El nombre oficial de un municipio

B) El territorio en el que el ayuntamiento ejerce sus competencias

C) El espacio físico ocupado por el núcleo de población del municipio

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. ¿Cuál de las siguientes, según el artículo 3 de la LRBRL, no es una entidad local de carácter territorial?

A) Municipio.

B) Mancomunidad.

C) Isla, en los archipiélagos balear y canario.

D) Provincia.
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9. ¿Cuál de las siguientes entidades no gozan de la condición de entidad local, según el artículo 3 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local?

A) Las Mancomunidades de Municipios.

B) Las Comarcas.

C) Las Áreas Metropolitanas.

D) Los Distritos Municipales.

10. La creación de nuevos municipios, según la Ley de Bases de Régimen Local, solo podrá realizarse:

A) Sobre la base de núcleos de población territorialmente diferenciados

B) Sobre la base de núcleos de población de al menos 10.000 habitantes

C) La legislación actual reguladora del régimen local no permite la creación de nuevos municipios

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 C · 4 C · 5 A · 6 A · 7 B · 8 B · 9 D · 10 A

Te quedan 554 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi. 
Competencias municipales (Título III: artículos 14-24).

Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi

LILE-PV · BOE-A-2016-4171 · arts. 14 a 24 — 11 incluidos

TÍTULO III Competencias municipales

Artículo 14. Competencias de las entidades locales.
Principios generales.
1. Las competencias de las entidades locales que se establezcan por ley o norma foral se clasifican en propias,
transferidas o delegadas.
2. Tienen la consideración de competencias propias de los municipios las que, de acuerdo con el listado de
ámbitos materiales establecido en el artículo 17 de esta ley, se reconozcan con ese carácter en las leyes o, en su
caso, en las normas forales.
3. El autogobierno de los municipios se garantiza mediante la atribución de competencias propias y solo
excepcionalmente a través de competencias transferidas o delegadas.
4. Asimismo, las entidades locales podrán ejercitar cualquier tipo de actividad, servicio o prestación que,
desarrollada en interés de la comunidad local, no se encuadre dentro de las competencias propias,
transferidas o delegadas, siempre que, de acuerdo con lo expuesto en la presente ley, no se incurra en
supuestos de duplicidad y no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera de la hacienda de la entidad en su
conjunto.
5. La atribución de las competencias propias a las entidades locales territoriales se hará efectiva de acuerdo
con los principios de suficiencia financiera, proximidad a la ciudadanía, subsidiariedad y, en su caso,
diferenciación, de conformidad con lo previsto en la presente ley.

Artículo 15. Definición de competencia de las entidades locales territoriales.
1. Se entiende por competencia de las entidades locales territoriales el conjunto o haz de facultades y
funciones que, de acuerdo con lo previsto en las leyes o en las normas forales, corresponden a aquellas en un
ámbito material concreto o en un sector o institución particular.
2. Las funciones o facultades de las entidades locales territoriales podrán ser de carácter normativo o de
ordenación, de planificación, de programación, de fomento, de gestión, o ejecutivas.
3. En todo caso, la atribución de una competencia como propia a una entidad local territorial conllevará el
ejercicio por parte de esta de todas las facultades descritas en el apartado segundo de este artículo, salvo que
excepcionalmente se establezca en el enunciado legal un acota-miento funcional específico.

Artículo 16.
Cláusula universal de competencias municipales y actividades, servicios o prestaciones que no tengan el
carácter de competencias propias, transferidas o delegadas.
1. Los municipios podrán desarrollar actividades, servicios o prestaciones que, sin estar encuadradas dentro
del ámbito de las competencias propias, transferidas o delegadas, vayan encaminadas a ordenar y gestionar
cualquier ámbito de actividad que implique mejora en la calidad de vida de la ciudadanía y satisfaga cualquier
tipo de necesidades o intereses de la comunidad.
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2. No obstante, con el fin de evitar duplicidades en la ordenación o prestación de servicios, los municipios no
podrán asumir o ejercer competencias sobre determinadas actividades, servicios o prestaciones que, según el
sistema de atribución de competencias, estén reservadas expresamente por el ordenamiento jurídico a otro
nivel de gobierno.
3. A los efectos de la presente ley, se entiende por duplicidad cuando dos o más entes territoriales ejercen las
mismas funciones públicas, sobre las mismas materias competenciales, en un ámbito territorial coincidente o
en relación con la misma población y con la finalidad de satisfacer la misma necesidad social.
4. En cualquier caso, se entiende que no existe duplicidad cuando el ejercicio de una actividad, servicio o
prestación sea objeto de financiación específica por otras administraciones o responda a políticas o programas
impulsados por ellas.
5. La financiación del ejercicio de las actividades, servicios o prestaciones previstas en el apartado primero de
este artículo, salvo que así se prevea expresamente en una ley o norma foral o, excepcionalmente, sea objeto
de una política subvencional específica de las instituciones autonómicas o forales, corresponderá
exclusivamente al municipio que emprenda tales actividades, servicios o prestaciones.
6. Los municipios que no cumplan los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de
acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente y en las normas forales solo podrán desarrollar, en
su caso, las competencias establecidas en el apartado primero del presente artículo de acuerdo con lo que se
prevea en su plan económico-financiero correspondiente y en los términos en que se establezca por las
instituciones competentes.
7. Cuando el municipio quiera impulsar el ejercicio de actividades, servicios o prestaciones que no tengan el
carácter de competencias propias, delegadas o transferidas, deberá justificar en un informe el cumplimiento
de los requisitos relativos a la inexistencia de duplicidad y sostenibilidad financiera. El Gobierno Vasco
establecerá, por norma reglamentaria, el procedimiento de solicitud y los criterios para emitir los informes
preceptivos y necesarios por los correspondientes departamentos en aquellas actividades, servicios o
prestaciones en los que el municipio identifique que puede existir una posible duplicidad para aquellas
materias en las que ostente la competencia.
8. El informe previsto en el apartado anterior será solicitado por el alcalde, dando cuenta al pleno de la
entidad. La petición de informe será remitida a la administración competente por razón de la materia, así
como a la diputación foral que tenga atribuida la tutela financiera. Los informes que realicen dichas
instituciones serán vinculantes y motivados, pudiendo ser denegatorios, únicamente, por razón de existencia
de duplicidad o por motivo de afectación a la sostenibilidad financiera del municipio. El plazo para la emisión
de los precitados informes será de veinte días hábiles, pudiendo proseguir el municipio con sus pretensiones
en el supuesto de no emisión de los informes en el plazo señalado.

Artículo 17. Competencias propias de los municipios.
1. En el marco de lo dispuesto en la presente ley y en la legislación que sea de aplicación, los municipios
podrán ejercer competencias propias en los siguientes ámbitos materiales:

1) Ordenación y gestión de la protección civil, emergencias, prevención y extinción de incendios.
2) Ordenación y gestión de las relaciones de convivencia en el espacio público.
3) Ordenación y gestión del uso de servicios, equipamientos, infraestructuras e instalaciones de titularidad
pública.
4) Ordenación y gestión de la policía local, ordenación del tráfico, seguridad vial, estacionamiento de
vehículos y colaboración en la seguridad ciudadana.
5) Ordenación y gestión de la seguridad de las actividades organizadas en espacios públicos y en los lugares
y establecimientos de pública concurrencia.
6) Ordenación y gestión en materia de animales de compañía y potencialmente peligrosos.
7) Planificación, programación y gestión de viviendas.
8) Ordenación complementaria, promoción, gestión, defensa y protección del medio ambiente y desarrollo
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sostenible, incluida la protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas
urbanas.
9) Ordenación, gestión, ejecución y disciplina en materia urbanística.
10) Promoción, gestión, defensa y protección de la salud pública.
11) Ordenación y gestión de la defensa y protección de personas usuarias y consumidoras.
12) Ordenación, planificación y gestión, así como control sanitario de cementerios y servicios funerarios.
13) Ordenación, planificación y gestión de los servicios sociales.
14) Ordenación, programación y gestión en materia de garantía de ingresos e inclusión social.
15) Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios en el ciclo integral del agua de uso urbano.
Esta materia incluye el abastecimiento de agua en alta o aducción, abastecimiento de agua en baja,
saneamiento o recogida de las aguas residuales urbanas y pluviales de los núcleos de población y
depuración de las aguas residuales urbanas.
16) Ordenación, gestión y prestación del servicio de alumbrado público, limpieza viaria, acceso a núcleos
de población y pavimentación de vías urbanas, así como parques y jardines.
17) Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios de recogida y tratamiento de residuos sólidos
urbanos o municipales, así como planificación, programación y disciplina de la reducción de la producción
de residuos urbanos o municipales.
18) Ordenación, planificación, programación, gestión, disciplina y promoción de los servicios urbanos de
transporte público de personas que, por cualquier modo de transporte, se lleven a cabo íntegramente
dentro de sus respectivos términos municipales.
19) Ordenación y promoción del deporte y de actividades deportivas y gestión de equipamientos deportivos
de uso público.
20) Ordenación y promoción de la cultura y de actividades culturales y gestión de equipamientos culturales
de uso público.
21) Protección, gestión y conservación del patrimonio histórico municipal y elaboración y aprobación de
planes especiales de protección y catálogos.
22) Gestión y promoción del turismo local.
23) Participación en la programación de la enseñanza y en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad
obligatoria, así como conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios destinados a centros
públicos de educación infantil, de educación primaria y de educación especial. Asimismo, en relación con
los ámbitos anteriores, cooperación con la Administración educativa en la obtención de los solares
necesarios para la construcción de nuevos centros docentes públicos.
24) Ordenación y gestión de las actividades de servicios.
25) Desarrollo local económico y social y políticas o planes locales de empleo.
26) Planes de normalización, ordenación y gestión de las políticas de fomento y uso del euskera, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7 de esta ley.
27) Ordenación y gestión de las políticas de igualdad de género y fomento de la equidad.
28) Gestión del patrimonio municipal y regulación de su uso y destino y su conservación y mantenimiento,
de acuerdo, en su caso, con la normativa foral.
29) Ordenación, gestión y vigilancia de las actividades y los usos que se llevan a cabo en las playas, lagos y
montes, sin perjuicio de las competencias de los territorios históricos en esta materia. Ordenación del
acceso a las playas y prestación del servicio de limpieza de estas.
30) Ordenación y gestión de estructuras de participación ciudadana, transparencia, buen gobierno y acceso
a las nuevas tecnologías. Administración electrónica, racionalización y simplificación de procedimientos.
En particular, la promoción en el término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso
eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones.
31) Ordenación y gestión, incluidas conservación y mantenimiento, de las vías públicas urbanas y rurales
de titularidad municipal dentro del término municipal.
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32) Ordenación, gestión, disciplina y promoción en vías urbanas de su titularidad de la movilidad y
accesibilidad de personas, vehículos, sean o no a motor, y animales, y del transporte de personas y
mercancías, para lo que podrán fijar los medios materiales, técnicos y humanos que se consideren
necesario.
33) Ordenación y gestión de establecimientos públicos y actividades recreativas.
34) Ordenación y gestión del comercio interior. En concreto, lo relativo a la ordenación y gestión sobre
mercados, abastos, ferias, lonjas, mataderos y comercio ambulante, incluyendo igualmente la planificación
y ordenación del uso comercial al por menor y grandes equipamientos comerciales atendiendo a criterios
de ordenación urbanística y utilización racional del suelo, así como la ordenación, inspección y sanción en
materia de compraventa de vehículos y otros artículos en espacios públicos.
35) Gestión de las políticas de integración social en materia de inmigración, de acuerdo con la legislación
en materia de extranjería y en cooperación con las instituciones autonómicas.
36) Planificación, ordenación y gestión de políticas de juventud.
37) Planificación, ordenación y gestión de políticas en materia de cooperación para el desarrollo.

2. Con la finalidad de garantizar el principio de autonomía local, las leyes sectoriales del Parlamento Vasco o,
en su caso, las normas forales que atribuyan competencias propias en los ámbitos materiales contenidos en el
apartado primero del presente artículo salvaguardarán las facultades previstas para cada materia en el
apartado anterior. Cualquier limitación de tales facultades reservadas a los municipios deberá ser motivada
adecuadamente de acuerdo con los principios de subsidiariedad y de proporcionalidad, así como
materializada normativamente de forma expresa.
3. En todo caso, las leyes y normas forales podrán, al atribuir competencias como propias a los municipios,
ampliar las facultades que definen el ámbito de autonomía municipal previsto en el apartado primero del
presente artículo, garantizando la suficiencia financiera de los municipios titulares de esas competencias en
los términos que se prevén en el título IX y en las disposiciones adicionales de esta ley que regulan, en su caso,
regímenes específicos de ejercicio de las competencias y de financiación en función de determinadas materias.

Artículo 18. Atribución de competencias municipales propias por ley o norma foral: exigencias.
1. Las competencias propias de los municipios deberán ser determinadas, en todo caso, por ley del Parlamento
Vasco o norma foral, debiéndose evaluar la conveniencia de tal atribución de conformidad con los principios
recogidos en el artículo 14.5 de esta ley. En estos procesos se tendrán especialmente en cuenta los principios
de proximidad y subsidiariedad, de acuerdo con lo previsto en la Carta Europea de Autonomía Local.
2. Se dará igual cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado anterior cuando se trate del
desarrollo reglamentario de aquellas leyes sectoriales o normas forales que conlleven una concreción de
servicios, actividades o prestaciones derivadas de competencias atribuidas como propias a los municipios.
3. Las leyes y normas forales que atribuyan competencias propias a los municipios, así como los desarrollos
reglamentarios de aquellas leyes sectoriales o normas forales que impliquen una concreción de servicios,
actividades o prestaciones derivadas de competencias atribuidas como propias, deberán recoger en un anexo
específico la dotación de recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de los municipios, sin que
ello conlleve en su conjunto un mayor gasto para las administraciones públicas vascas en su totalidad, salvo
que así lo autorice el Consejo Vasco de Finanzas Públicas, previa consulta evacuada al efecto.
4. Asimismo, en aquellos casos en que el desarrollo reglamentario de leyes sectoriales en ámbitos de
competencia propia de los municipios implique la concreción de servicios, actividades o prestaciones, deberá
garantizarse lo previsto en el apartado anterior.
5. Las leyes y normas forales atributivas de competencias a los municipios deberán determinar expresamente,
de acuerdo con lo previsto en este artículo, las potestades o funciones que se despliegan sobre cada ámbito
material, garantizando que no se produzca ninguna duplicidad en los términos previstos en los apartados 3 y 4
del artículo 16 de esta ley.

Artículo 19. Garantía y prestación de las competencias municipales.
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1. Las competencias propias implican la titularidad de las funciones o potestades por parte de los municipios
sobre los ámbitos materiales previamente acotados por la legislación sectorial autonómica o por el poder
normativo foral, con respeto a lo previsto en el artículo 17 de la presente ley.
2. El ejercicio de las competencias propias se podrá efectuar por el mismo municipio o mediante fórmulas
asociativas municipales previstas en la legislación vigente que faciliten, en su caso, la realización de obras y la
gestión o prestación de servicios derivados de aquellas competencias, en los términos que los propios
municipios afectados determinen.
3. Por medio de normas forales de los territorios históricos o, en su caso, las de la Comunidad Autónoma de
conformidad con lo dispuesto en el título VIII de esta ley, se podrán establecer, asimismo, fórmulas
institucionales de intermunicipalidad o, en su defecto, demarcaciones supramunicipales que garanticen de
forma complementaria y subsidiaria a las fórmulas asociativas la ordenación y prestación de las competencias
municipales en aquellos casos en que, por razones de eficiencia o por motivos de economías de escala, ello sea
necesario para una mejora de los resultados de gestión. La implantación de tales fórmulas institucionales
exigirá el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación básica, en esta ley y en la normativa foral
que sea de aplicación.
4. En todo caso, los órganos forales competentes, en los términos establecidos en la legislación básica de
régimen local y en la propia normativa foral, asistirán técnicamente a los municipios de su respectivo
territorio histórico para garantizar la efectividad plena de las competencias municipales atribuidas por las
leyes y, en su caso, por las normas forales.

Artículo 20. Delegación y transferencia de competencias.
1. Las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma de Euskadi y los órganos forales de los territorios
históricos podrán transferir o delegar sus propias competencias en los municipios o entidades locales.
2. Mediante la transferencia y delegación de competencias se podrá hacer efectivo el principio de
diferenciación.

Artículo 21. Transferencia de competencias.
1. Mediante ley del Parlamento Vasco, o por medio de norma foral, se podrán transferir a las entidades locales
territoriales competencias propias de la Comunidad Autónoma o del territorio histórico respectivo.
2. La ley o la norma foral que proceda a la transferencia determinará el régimen jurídico de la misma.
3. En todo caso, cualquier transferencia de competencias a las entidades locales territoriales deberá ir
acompañada de una financiación suficiente para su correcto ejercicio.
4. Las instituciones competentes de la Comunidad Autónoma o del territorio histórico podrán reservarse,
cuando se estime oportuno y siempre a través de la ley o norma foral que regule esa transferencia, facultades
de ordenación, planificación, coordinación general y control.

Artículo 22. Delegación de competencias.
1. Las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma de Euskadi y los órganos forales de los territorios
históricos, en el caso de no atribuirlas como propias a los ayuntamientos, podrán delegar sus competencias
propias en los municipios u otras entidades locales.
2. Cuando las instituciones vascas competentes procedan a delegar competencias en varios municipios o en
otras entidades locales seguirán, en todo caso, criterios de homogeneidad en tales procesos de delegación.
3. La delegación de competencias tendrá por objeto mejorar la eficiencia en la prestación de los servicios
públicos y evitar las duplicidades administrativas en los términos previstos en los apartados 3 y 4 del artículo
16 de la presente ley, así como salvaguardar la suficiencia financiera de las entidades locales y los principios de
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
4. Toda delegación deberá ir acompañada de la necesaria financiación. Sin la dotación que garantice la
prestación de los servicios delegados, la delegación será nula. El incumplimiento de las obligaciones
financieras establecidas en el acuerdo de delegación conllevará la aplicación del sistema de compensaciones
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financieras previstas en el artículo 24 de la presente ley.

Artículo 23. Condiciones y procedimiento para la delegación de competencias.
1. La Comunidad Autónoma podrá delegar el ejercicio de sus competencias propias en los municipios o en
otras entidades locales. La delegación se hará por medio de disposición o acuerdo del Gobierno Vasco.
2. La delegación respetará, en todo caso, la potestad de autoorganización de la entidad local. La competencia
delegada se ejercerá con plena responsabilidad, sin perjuicio de las facultades de dirección y control que
puedan establecerse en su regulación respectiva.
3. Para la efectividad de la delegación se requerirá la aceptación expresa de la entidad local y la cesión en uso
de los medios materiales, las dotaciones económicas y financieras, y, en su caso, la adscripción de los recursos
humanos necesarios para su ejercicio.
4. La disposición o acuerdo de delegación deberá recoger, al menos, las siguientes cuestiones:

a) Normas legales que justifican la delegación.
b) Funciones cuya ejecución se delega.
c) Medios materiales, personales, económicos y financieros que, en su caso, se ponen a disposición de la
entidad local, así como la valoración y el procedimiento de revisión.
d) Valoración del coste efectivo del servicio.
e) Fecha de efectividad de la delegación y plazo de la misma.
f) Condiciones, instrucciones y directrices emitidas por la Comunidad Autónoma, así como mecanismos de
control, facultades que se reserva y procedimiento de formulación de requerimientos que podrá conllevar,
en su caso, la revocación de la delegación.
g) Obligaciones de la entidad local a la que se le delega el ejercicio de la competencia.

5. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el decreto de delegación podrá suponer, previa
audiencia a la entidad local y acuerdo del Consejo de Gobierno, la suspensión de la delegación y la sustitución
del ejercicio de las competencias por el Gobierno Vasco. Las entidades locales podrán renunciar a la
delegación en los casos establecidos en la disposición o acuerdo de delegación. En estos casos, el Gobierno
Vasco determinará los mecanismos de liquidación de los recursos y cargas derivados del ejercicio o no de las
competencias delegadas.
6. Los territorios históricos, a través de los órganos forales competentes y en uso de sus potestades de
autoorganización, establecerán el régimen general de la delegación de sus competencias, de acuerdo con lo
previsto en las leyes.

Artículo 24.
Garantía de financiación en los supuestos de competencias delegadas y de convenios de colaboración de la
Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi o de las diputaciones forales vascas con las entidades
locales.
1. Las delegaciones de competencias o los convenios de colaboración que se suscriban con las entidades
locales vascas por la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi o por las diputaciones forales a
partir de la entrada en vigor de la presente ley, siempre que conlleven obligaciones financieras, deberán
incluir una cláusula de garantía del cumplimiento de tales compromisos financieros que consista en la
autorización al Consejo Vasco de Finanzas Públicas para acordar, con aplicación en el ejercicio presupuestario
posterior, un sistema de retención de las transferencias financieras no realizadas a las entidades locales por la
institución competente en el ejercicio presupuestario anterior y su asignación al municipio o municipios
afectados, en caso de incumplimiento de pago en los términos establecidos. Esa transferencia deberá ser
compensada en los tres primeros meses del ejercicio presupuestario siguiente a aquel en que se hubiese
incumplido la correspondiente obligación de pago.
2. Los acuerdos de delegación de competencias y los convenios de colaboración suscritos por la
Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi o por las diputaciones forales con las entidades locales
vascas que a la entrada en vigor de la presente ley deban ser objeto de prórroga, expresa o tácita, por tiempo
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determinado, solo podrán volver a prorrogarse en el caso de que incluyan en tales acuerdos o instrumentos la
cláusula de garantía prevista en el apartado anterior.
3. El procedimiento de aplicación de las retenciones establecidas y de las transferencias de fondos previstas en
los apartados anteriores será establecido por el propio acuerdo del Consejo Vasco de Finanzas Públicas.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. Cuando un municipio pretenda impulsar actividades, servicios o prestaciones que no tengan el carácter de 
competencias propias, delegadas o transferidas, el informe preceptivo será solicitado por:

A) El alcalde, dando cuenta al pleno de la entidad.

B) El pleno de la entidad, a propuesta de la alcaldía.

C) La diputación foral que tenga atribuida la tutela financiera.

D) La administración competente por razón de la materia, previa audiencia municipal.

2. En relación con la garantía y prestación de las competencias municipales, ¿a quién corresponde asistir 
técnicamente a los municipios para garantizar la efectividad plena de dichas competencias?

A) A los órganos forales competentes, respecto de los municipios de su respectivo territorio histórico.

B) A la Comunidad Autónoma, respecto de todos los municipios de la Comunidad Autónoma.

C) A las fórmulas asociativas municipales, respecto de los municipios que las integren.

D) A los propios municipios, respecto de las entidades supramunicipales de su territorio.

3. La delegación de competencias en municipios u otras entidades locales deberá ir acompañada de:

A) La necesaria financiación, cuya ausencia determinará la nulidad de la delegación.

B) La autorización de todos los municipios afectados, cuya ausencia impedirá su efectividad.

C) La asignación de medios personales, aunque no sea necesaria la dotación financiera.

D) La aprobación de un sistema de compensaciones, sin que resulte exigible una financiación específica.

4. La atribución de las competencias propias a las entidades locales territoriales se hará efectiva de acuerdo 
con los principios de:

A) Autonomía financiera, proximidad a la ciudadanía, coordinación y diferenciación.

B) Suficiencia financiera, participación ciudadana, subsidiariedad y uniformidad.

C) Proximidad a la ciudadanía, cooperación, descentralización y solidaridad territorial.

D) Suficiencia financiera, proximidad a la ciudadanía, subsidiariedad y, en su caso, diferenciación.

5. En relación con los servicios correspondientes al ciclo integral del agua de uso urbano, ¿qué facultades 
pueden ejercer los municipios?

A) Ordenación, gestión y prestación del abastecimiento de agua en baja, sin incluir el saneamiento ni la 
depuración de las aguas residuales urbanas.

B) Ordenación, gestión, prestación y control del abastecimiento, saneamiento y depuración, incluidos los 
servicios de agua en alta o aducción y la recogida de aguas residuales y pluviales.

C) Planificación y control exclusivo de la depuración de aguas residuales industriales y de la distribución de 
agua para usos agrícolas.

D) Ordenación y gestión del abastecimiento de agua y de los servicios funerarios, incluidos el saneamiento y la 
limpieza de los núcleos de población.
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6. Tienen la consideración de competencias propias de los municipios las que:

A) Se atribuyan exclusivamente mediante delegación de la Administración autonómica o foral.

B) Se ejerzan por cualquier entidad local cuando resulten de interés para la comunidad local.

C) Se establezcan por acuerdo municipal dentro de los ámbitos materiales que determine cada entidad local.

D) Se reconozcan con ese carácter en las leyes o, en su caso, en las normas forales, de acuerdo con el listado de 
ámbitos materiales previsto legalmente.

7. Cualquier limitación de las facultades reservadas a los municipios en sus ámbitos materiales de 
competencia propia deberá:

A) Ser acordada por los municipios afectados conforme a los principios de eficacia y coordinación y recogida de 
forma expresa en un reglamento.

B) Ser motivada adecuadamente de acuerdo con los principios de subsidiariedad y proporcionalidad y 
materializarse normativamente de forma expresa.

C) Ser justificada por razones de interés general conforme a los principios de jerarquía y descentralización y 
establecerse mediante convenio.

D) Ser autorizada por la Administración autonómica conforme a los principios de cooperación y suficiencia 
financiera y publicarse en el boletín oficial correspondiente.

8. ¿Qué principio podrá hacerse efectivo mediante la transferencia y delegación de competencias?

A) El principio de autonomía financiera.

B) El principio de diferenciación.

C) El principio de coordinación administrativa.

D) El principio de solidaridad territorial.

9. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el decreto de delegación podrá dar lugar a la 
suspensión de la delegación y a la sustitución del ejercicio de las competencias por el Gobierno Vasco:

A) Previa audiencia a la entidad local y acuerdo del Consejo de Gobierno.

B) Previo informe de la entidad local y acuerdo del órgano competente de la propia entidad.

C) De forma automática, sin necesidad de audiencia ni acuerdo expreso.

D) Previa autorización de los órganos forales competentes y audiencia al Gobierno Vasco.

10. ¿Qué se entiende por competencia de las entidades locales territoriales?

A) El conjunto de potestades tributarias que corresponden a las entidades locales en todo el territorio.

B) El conjunto de servicios y recursos económicos atribuidos a las entidades locales para el ejercicio de sus 
funciones.

C) El conjunto o haz de facultades y funciones que corresponden a las entidades locales en un ámbito material 
concreto o en un sector o institución particular, conforme a las leyes o normas forales.

D) El conjunto de funciones ejecutivas que las entidades locales ejercen exclusivamente en virtud de sus propias 
ordenanzas.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 A · 4 D · 5 B · 6 D · 7 B · 8 B · 9 A · 10 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas. De los interesados en el 

procedimiento (Título I: artículos 3-12).

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 3 a 12 — 10 incluidos

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.
3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.
4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
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apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo
acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El
documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.
7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los
que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación
salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en
cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el
interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal, este
registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los registros
generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se
inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo
podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.
b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.
c) Fecha de inscripción.
d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.
e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
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deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:
a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
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una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos
en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo
dispuesto en la letra c).
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3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.2 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de acciones.
e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

A) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

B) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

C) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

D) Todas son correctas.

2. ¿Qué sistemas permiten a la ciudadanía identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas?

A) Sistemas basados en certificados electrónicos y reconocimiento facial.

B) Sistemas de clave consensuada y hash.

C) Sistemas basados en certificados electrónicos y de clave concertada.

D) Firma manuscrita digitalizada.

3. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que 
no comparecieran en él:

A) Tienen el deber de proporcionarlos a la Administración actuante si esta lo solicita

B) No están obligados a proporcionarlos a la Administración actuante

C) No están obligados a proporcionarlos a la Administración actuante, salvo que esta lo solicite

D) Tienen el deber de proporcionarlos a la Administración actuante

4. De acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se 
advierte la existencia de personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya 
identificación resulte del expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte ¿cómo 
deberá actuar la Administración?

A) Se comunicará a dichas personas la tramitación del procedimiento.

B) Se requerirá a quien haya iniciado el procedimiento para que mejore la solicitud en plazo de diez días hábiles.

C) Se publicará la iniciación del procedimiento y la lista de las personas identificadas como titulares de derechos 
o intereses legítimos y directos.

D) Se someterá el procedimiento a audiencia pública durante un plazo diez días hábiles.

5. ¿Tienen capacidad de obrar los grupos de afectados o las entidades sin personalidad jurídica?

A) No, la Ley 39/2015 exige siempre personalidad jurídica propia.

B) Sí, cuando la Ley así lo declare expresamente.

C) Sí, siempre que tengan un presupuesto propio y un representante nombrado.

D) Solo si se trata de comunidades de vecinos en procedimientos sancionadores.
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6. Cuando los interesados utilicen un sistema de firmas de los regulados en el artículo 10 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (sistemas de firma 
electrónica reconocida o cualificada y avanzada, sistema de sello electrónico reconocido o cualificado o 
avanzado, etc):

A) Su identidad se entenderá acreditada mediante el propio acto de la firma.

B) No, deberá, además, presentar el documento nacional de identidad.

C) La firma siempre será manuscrita.

D) Ninguna de las respuestas anteriores son ciertas.

7. De conformidad con el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de procedimiento administrativo 
común de las Administraciones Públicas, se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

A) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

B) Quienes lo promuevan como titulares de intereses individuales o colectivos.

C) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento en cuanto haya recaído resolución definitiva.

D) Cualquier persona con capacidad de obrar que se persone en el procedimiento.

8. La capacidad de obrar de las personas físicas ante las administraciones públicas:

A) Es una aptitud jurídica que ostentan las personas con capacidad jurídica, mayores de edad y/o emancipadas, 
y que no se encuentren sujetas a una curatela representativa por discapacidad invalidante, sin perjuicio de las 
especialidades de los menores.

B) Es una aptitud jurídica general que ostenta cualquier persona desde el momento de su nacimiento, que no se 
puede ver limitada por ninguna situación personal específica y que atribuye a la persona la capacidad de ser 
titular de derechos y obligaciones ante la administración pública.

C) Es un derecho inherente a cualquier persona, protegido constitucionalmente y susceptible de recurso de 
amparo ante el Tribunal Constitucional ante su vulneración, que le concede a su titular la condición de 
interesado en un procedimiento administrativo.

D) Es un derecho inherente a cualquier persona, protegido legalmente y susceptible de recurso contencioso-
administrativo ante los Tribunales de instancia de este orden ante su vulneración, que le concede a su titular la 
condición de interesado en un procedimiento administrativo.

9. Di cuál de estas afirmaciones es cierta:

A) Los interesados se podrán relacionar con las Administraciones Públicas únicamente a través de medios 
electrónicos.

B) Los interesados se habrán de relacionar con las Administraciones Públicas, siempre y en todo caso, por 
medios no electrónicos.

C) Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la 
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.

D) Los interesados podrán relacionarse por medios electrónicos siempre y cuando estén debidamente 
representados.
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10. Según el artículo 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. ¿Puede un menor de edad formular un escrito ante el Ayuntamiento de 
Piedrabuena?

A) Sí, siempre que esté acompañado de sus padres o de quienes ostenten su representación.

B) No, deberá formularlo quien ostente su patria potestad.

C) Sí, para ejercer y defender derechos cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la 
persona que ejerza su patria potestad.

D) Sí, para ejercer y defender derechos cuya actuación esté prohibida por el ordenamiento jurídico sin la 
persona que ejerza su patria potestad.

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 D · 4 A · 5 B · 6 A · 7 A · 8 A · 9 C · 10 C

Te quedan 167 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas. Obligación de resolver y silencio 
administrativo (artículos 21 y 24 del Capítulo I del Título II). De los 
actos administrativos: requisitos, eficacia, de los actos, nulidad y 

anulabilidad (Título III. artículos 34-52).

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · art. 21 · art. 24 · arts. 34 a 52 — 21 incluidos

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 21. Obligación de resolver.
1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos
cualquiera que sea su forma de iniciación. En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del
procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con
indicación de los hechos producidos y las normas aplicables. Se exceptúan de la obligación a que se refiere el
párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los
procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable o
comunicación a la Administración.
2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del
correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de
Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea.
3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses.
Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.
b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el
registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación.

4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos
informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de
duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo. En todo caso, las
Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de
los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que
pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del
acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez
días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la
Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará
además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.
5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un
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incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada
del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste,
podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo.
6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así
como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente
responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución
expresa en plazo. El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad
disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable.

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la
Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo
máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una
norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo
contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga
el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés
general. El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de
petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia
que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público,
impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. El sentido del silencio también será
desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio
iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la
desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado
el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase
resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este
apartado.
2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo
finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir
a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte
procedente.
3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al
siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción
del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al
vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la
Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos
desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la
misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en
Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el
órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el
procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose
el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro
electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

TÍTULO III De los actos administrativos
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CAPÍTULO I Requisitos de los actos administrativos

Artículo 34. Producción y contenido.
1. Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del
interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los requisitos y al procedimiento
establecido.
2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y
adecuado a los fines de aquéllos.

Artículo 35. Motivación.
1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.
b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.
c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.
d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales previstas en el artículo 56.
e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.
f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.
g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en
procedimientos iniciados de oficio.
h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.
i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se
realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo
caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte.

Artículo 36. Forma.
1. Los actos administrativos se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su
naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia.
2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia
escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario
que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se
tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de
forma verbal, con expresión de su contenido.
3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como
nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano
competente, que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen los efectos del acto para
cada interesado.

CAPÍTULO II Eficacia de los actos

Artículo 37. Inderogabilidad singular.
1. Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una
disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que
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dictó la disposición general.
2. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así
como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47.

Artículo 38. Ejecutividad.
Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo
dispuesto en esta Ley.

Artículo 39. Efectos.
1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y
producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.
2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación,
publicación o aprobación superior.
3. Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos
anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho
necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o
intereses legítimos de otras personas.
4. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el ejercicio de su propia
competencia deberán ser observadas por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan
jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra Administración.
5. Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus competencias, un acto que
necesariamente tenga por base otro dictado por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es
ilegal, podrá requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, y, de
rechazar el requerimiento, podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos casos, quedará
suspendido el procedimiento para dictar resolución.

Artículo 40. Notificación.
1. El órgano que dicte las resoluciones y actos administrativos los notificará a los interesados cuyos derechos e
intereses sean afectados por aquéllos, en los términos previstos en los artículos siguientes.
2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya
sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía
administrativa, la expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el
órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados
puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.
3. Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los demás requisitos
previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones
que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o
interponga cualquier recurso que proceda.
4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la
obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la
notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación
debidamente acreditado.
5. Las Administraciones Públicas podrán adoptar las medidas que consideren necesarias para la protección de
los datos personales que consten en las resoluciones y actos administrativos, cuando éstos tengan por
destinatarios a más de un interesado.

Artículo 41. Condiciones generales para la práctica de las notificaciones.
1. Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el
interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. No obstante lo anterior, las Administraciones podrán
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practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:
a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su
representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación
personal en ese momento.
b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la
notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante. Con
independencia del medio utilizado, las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia
de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus
fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma.
La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente. Los interesados que no estén
obligados a recibir notificaciones electrónicas, podrán decidir y comunicar en cualquier momento a la
Administración Pública, mediante los modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las
notificaciones sucesivas se practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos.
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de practicar electrónicamente
las notificaciones para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por
razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. Adicionalmente, el interesado podrá
identificar un dispositivo electrónico y/o una dirección de correo electrónico que servirán para el envío de
los avisos regulados en este artículo, pero no para la práctica de notificaciones.

2. En ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las siguientes notificaciones:
a) Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de
conversión en formato electrónico.
b) Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques.

3. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará por el medio
señalado al efecto por aquel. Esta notificación será electrónica en los casos en los que exista obligación de
relacionarse de esta forma con la Administración. Cuando no fuera posible realizar la notificación de acuerdo
con lo señalado en la solicitud, se practicará en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier medio que
permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, la
identidad y el contenido del acto notificado.
4. En los procedimientos iniciados de oficio, a los solos efectos de su iniciación, las Administraciones Públicas
podrán recabar, mediante consulta a las bases de datos del Instituto Nacional de Estadística, los datos sobre el
domicilio del interesado recogidos en el Padrón Municipal, remitidos por las Entidades Locales en aplicación
de lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.
5. Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará
constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y el medio, dando por
efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento.
6. Con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las
Administraciones Públicas enviarán un aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico
del interesado que éste haya comunicado, informándole de la puesta a disposición de una notificación en la
sede electrónica de la Administración u Organismo correspondiente o en la dirección electrónica habilitada
única. La falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida.
7. Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación la de
aquélla que se hubiera producido en primer lugar.

Artículo 42. Práctica de las notificaciones en papel.
1. Todas las notificaciones que se practiquen en papel deberán ser puestas a disposición del interesado en la
sede electrónica de la Administración u Organismo actuante para que pueda acceder al contenido de las
mismas de forma voluntaria.
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2. Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el
momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de catorce
años que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. Si nadie se hiciera cargo de la notificación,
se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación,
intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. En caso de que
el primer intento de notificación se haya realizado antes de las quince horas, el segundo intento deberá
realizarse después de las quince horas y viceversa, dejando en todo caso al menos un margen de diferencia de
tres horas entre ambos intentos de notificación. Si el segundo intento también resultara infructuoso, se
procederá en la forma prevista en el artículo 44.
3. Cuando el interesado accediera al contenido de la notificación en sede electrónica, se le ofrecerá la
posibilidad de que el resto de notificaciones se puedan realizar a través de medios electrónicos.

Artículo 43. Práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos.
1. Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de
la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante
ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo. A los efectos previstos en este artículo, se
entiende por comparecencia en la sede electrónica, el acceso por el interesado o su representante
debidamente identificado al contenido de la notificación.
2. Las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el momento en que se produzca el
acceso a su contenido. Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido
expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días
naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.
3. Se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 con la puesta a disposición de la
notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica
habilitada única.
4. Los interesados podrán acceder a las notificaciones desde el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración, que funcionará como un portal de acceso.

Artículo 44. Notificación infructuosa.
Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o bien,
intentada ésta, no se hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el
«Boletín Oficial del Estado». Asimismo, previamente y con carácter facultativo, las Administraciones podrán
publicar un anuncio en el boletín oficial de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, en el tablón de edictos
del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado o Sección Consular de la Embajada
correspondiente. Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación
complementarias a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de publicar el
correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 45. Publicación.
1. Los actos administrativos serán objeto de publicación cuando así lo establezcan las normas reguladoras de
cada procedimiento o cuando lo aconsejen razones de interés público apreciadas por el órgano competente.
En todo caso, los actos administrativos serán objeto de publicación, surtiendo ésta los efectos de la
notificación, en los siguientes casos:

a) Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas o cuando la
Administración estime que la notificación efectuada a un solo interesado es insuficiente para garantizar la
notificación a todos, siendo, en este último caso, adicional a la individualmente realizada.
b) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia competitiva de
cualquier tipo. En este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar el medio donde se
efectuarán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares distintos.
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2. La publicación de un acto deberá contener los mismos elementos que el artículo 40.2 exige respecto de las
notificaciones. Será también aplicable a la publicación lo establecido en el apartado 3 del mismo artículo. En
los supuestos de publicaciones de actos que contengan elementos comunes, podrán publicarse de forma
conjunta los aspectos coincidentes, especificándose solamente los aspectos individuales de cada acto.
3. La publicación de los actos se realizará en el diario oficial que corresponda, según cual sea la
Administración de la que proceda el acto a notificar.
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44, la publicación de actos y comunicaciones que, por disposición
legal o reglamentaria deba practicarse en tablón de anuncios o edictos, se entenderá cumplida por su
publicación en el Diario oficial correspondiente.

Artículo 46. Indicación de notificaciones y publicaciones.
Si el órgano competente apreciase que la notificación por medio de anuncios o la publicación de un acto
lesiona derechos o intereses legítimos, se limitará a publicar en el Diario oficial que corresponda una somera
indicación del contenido del acto y del lugar donde los interesados podrán comparecer, en el plazo que se
establezca, para conocimiento del contenido íntegro del mencionado acto y constancia de tal conocimiento.
Adicionalmente y de manera facultativa, las Administraciones podrán establecer otras formas de notificación
complementarias a través de los restantes medios de difusión que no excluirán la obligación de publicar en el
correspondiente Diario oficial.

CAPÍTULO III Nulidad y anulabilidad

Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes:

a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.
b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.
c) Los que tengan un contenido imposible.
d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.
e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las
normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.
f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o
derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.
g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de Ley.

2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las
leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y
las que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

Artículo 48. Anulabilidad.
1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento
jurídico, incluso la desviación de poder.
2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos
formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados.
3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la
anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo.

Artículo 49. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de los actos.
1. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean
independientes del primero.
2. La nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de las partes del mismo
independientes de aquélla, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto administrativo
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no hubiera sido dictado.

Artículo 50. Conversión de actos viciados.
Los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitutivos de otro distinto
producirán los efectos de éste.

Artículo 51. Conservación de actos y trámites.
El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.

Artículo 52. Convalidación.
1. La Administración podrá convalidar los actos anulables, subsanando los vicios de que adolezcan.
2. El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispuesto en el artículo 39.3 para la
retroactividad de los actos administrativos.
3. Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el
órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.
4. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convalidado el acto mediante el
otorgamiento de la misma por el órgano competente.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. Señale la respuesta correcta. Un vicio de procedimiento:

A) Es determinante de la nulidad de pleno derecho del acto resolutorio

B) Es determinante de la anulabilidad del mismo

C) Puede serlo de uno o de otro, dependiendo de la gravedad de dicha infracción formal

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Complete la siguiente frase según el artículo 43 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas: “Cuando la notificación por medios electrónicos sea 
de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando 
hayan transcurrido (...) desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.”

A) Diez días hábiles.

B) Cinco días naturales.

C) Cinco días hábiles.

D) Diez días naturales.

3. ¿Es convalidable un acto nulo?

A) Sólo si no da lugar a indefensión

B) Nunca

C) Es convalidable, subsanando los vicios de que adolezca

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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4. En base a lo recogido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en relación con los actos administrativos, ¿cuál de las siguientes respuestas es 
correcta?

A) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y 
producirán efectos desde el día siguiente a la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.

B) La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, 
publicación o aprobación superior.

C) No podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos anulados.

D) Cuando una AP deba dictar un acto basado en otro de distinta AP y lo entienda ilegal, podrá requerir a esta 
para que anule o revise el acto, según el art. 50 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

5. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho: (artículo 35.1)

A) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.

B) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes

C) Los actos que se separen del dictamen de órganos consultivos.

D) Todas las respuestas son correctas.

6. ¿Qué actos, a tenor de lo establecido en el artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, serán motivados con sucinta referencia de hechos y 
fundamentos de derecho?

A) Los que declaren la inadmisión de los procedimientos de arbitraje.

B) Los que apliquen el dictamen de órganos consultivos.

C) Los que acuerden las pruebas propuestas por los interesados.

D) Los que acuerden el desistimiento por la Administración en procedimientos iniciados a instancia de parte.

7. Sobre el precedente administrativo, señale la opción correcta:

A) El precedente administrativo es una fuente del Derecho equiparable a la costumbre y obliga siempre a 
resolver en el mismo sentido.

B) El precedente administrativo es irrelevante: la Administración puede apartarse libremente de sus decisiones 
anteriores sin motivación.

C) La Administración no puede separarse del precedente administrativo salvo autorización legal o judicial 
expresa.

D) No es fuente del Derecho en sentido propio, pero su existencia puede incidir en el deber de motivación y en 
la aplicación del principio de igualdad y de interdicción de la arbitrariedad cuando se resuelve en sentido 
distinto.

8. El artículo 36.1 de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas señala que los actos administrativos se producirán:

A) Por escrito

B) Por escrito a través de medios electrónicos

C) Por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de 
expresión y constancia

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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9. Según el principio de la autotutela ejecutiva:

A) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y 
producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.

B) Las resoluciones administrativas de carácter particular podrán vulnerar lo establecido en una disposición de 
carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la 
disposición general.

C) Serán anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento 
jurídico, salvo la desviación de poder.

D) Los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitutivos de otro distinto 
producirán los efectos de éste.

10. Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos o no se haya podido practicar la 
notificación, previamente a la publicación en el BOE y con carácter facultativo, las Administraciones podrán 
publicar un anuncio en:

A) En el boletín oficial de la Comunidad Autónoma o de la Provincia.

B) En el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado.

C) El tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado o Sección 
Consular de la Embajada correspondiente.

D) Todas son correctas.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 B · 4 B · 5 D · 6 A · 7 D · 8 C · 9 A · 10 D

Te quedan 771 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas. El procedimiento administrativo, 

regulación, principios y fases del procedimiento (Título IV: artículos 
53-105).

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 53 a 105 — 53 incluidos

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO I Garantías del procedimiento

Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo.
1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento administrativo,
tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la
condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su
instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. Quienes se
relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar
la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la
Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta
a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o
en las sedes electrónicas que correspondan.
b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.
c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.
d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.
e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser
tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.
f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.
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2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de procedimientos administrativos de
naturaleza sancionadora, los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos:

a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y
de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la
autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.
b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo
contrario.

CAPÍTULO II Iniciación del procedimiento

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 54. Clases de iniciación.
Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado.

Artículo 55. Información y actuaciones previas.
1. Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente podrá abrir un período de información
o actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de
iniciar el procedimiento.
2. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora las actuaciones previas se orientarán a
determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del
procedimiento, la identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las
circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. Las actuaciones previas serán realizadas por los
órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en
defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la
iniciación o resolución del procedimiento.

Artículo 56. Medidas provisionales.
1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolver, podrá adoptar, de oficio o a
instancia de parte y de forma motivada, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la
eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello, de acuerdo
con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad.
2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para iniciar o instruir el
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia inaplazable y para la protección
provisional de los intereses implicados, podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que
resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días
siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. En todo caso, dichas medidas
quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no
contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.
3. De acuerdo con lo previsto en los dos apartados anteriores, podrán acordarse las siguientes medidas
provisionales, en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil:

a) Suspensión temporal de actividades.
b) Prestación de fianzas.
c) Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de servicios por razones de
sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del establecimiento por estas u otras causas previstas en la
normativa reguladora aplicable.
d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en metálico por aplicación de
precios ciertos.
e) El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble.
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f) La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere ilícita y cuya
prohibición o cesación se pretenda.
g) Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se reclamen.
h) La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones Públicas.
i) Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los interesados, prevean expresamente
las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la resolución.

4. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a
los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.
5. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de
oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta
en el momento de su adopción. En todo caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa
que ponga fin al procedimiento correspondiente.

Artículo 57. Acumulación.
El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su
iniciación, podrá disponer, de oficio o a instancia de parte, su acumulación a otros con los que guarde
identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el
procedimiento. Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

Sección 2.ª Iniciación del procedimiento de oficio por la administración

Artículo 58. Iniciación de oficio.
Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o
como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia.

Artículo 59. Inicio del procedimiento a propia iniciativa.
Se entiende por propia iniciativa, la actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento por el órgano que tiene atribuida la competencia
de iniciación.

Artículo 60. Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior.
1. Se entiende por orden superior, la emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente
para la iniciación del procedimiento.
2. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, la orden expresará, en la medida de lo posible, la
persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción
administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los
hechos se produjeron.

Artículo 61. Inicio del procedimiento por petición razonada de otros órganos.
1. Se entiende por petición razonada, la propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier
órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar el mismo y que ha tenido conocimiento de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento, bien ocasionalmente o bien por tener atribuidas
funciones de inspección, averiguación o investigación.
2. La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien deberá comunicar al
órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación.
3. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, las peticiones deberán especificar, en la medida de lo
posible, la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir
infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado
en que los hechos se produjeron.
4. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial, la petición deberá individualizar la lesión producida
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en una persona o grupo de personas, su relación de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su
evaluación económica si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo.

Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia.
1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación
legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera
justificar la iniciación de oficio de un procedimiento administrativo.
2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan y el relato de los
hechos que se ponen en conocimiento de la Administración. Cuando dichos hechos pudieran constituir una
infracción administrativa, recogerán la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los
presuntos responsables.
3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas la no iniciación
del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el
procedimiento.
4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción de esta naturaleza y existan otros
infractores, el órgano competente para resolver el procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la
multa que le correspondería u otro tipo de sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en
aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y
cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma y
se repare el perjuicio causado. Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del
pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no pecuniario, cuando no
cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba que aporten
un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga. En ambos casos será necesario que
el denunciante cese en la participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados
con el objeto de la denuncia.
5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento.

Artículo 63. Especialidades en el inicio de los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. Los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de oficio por acuerdo del órgano
competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se
encomendará a órganos distintos. Se considerará que un órgano es competente para iniciar el procedimiento
cuando así lo determinen las normas reguladoras del mismo.
2. En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento.
3. No se podrán iniciar nuevos procedimientos de carácter sancionador por hechos o conductas tipificadas
como infracciones en cuya comisión el infractor persista de forma continuada, en tanto no haya recaído una
primera resolución sancionadora, con carácter ejecutivo.

Artículo 64. Acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con traslado de cuantas actuaciones
existan al respecto, y se notificará a los interesados, entendiendo en todo caso por tal al inculpado. Asimismo,
la incoación se comunicará al denunciante cuando las normas reguladoras del procedimiento así lo prevean.
2. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos:

a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.
b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que
pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.
c) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del
régimen de recusación de los mismos.
d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia,
indicando la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su
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responsabilidad, con los efectos previstos en el artículo 85.
e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano competente para iniciar el
procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo de conformidad
con el artículo 56.
f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos para
su ejercicio, así como indicación de que, en caso de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el
contenido del acuerdo de iniciación, éste podrá ser considerado propuesta de resolución cuando contenga
un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.

3. Excepcionalmente, cuando en el momento de dictar el acuerdo de iniciación no existan elementos
suficientes para la calificación inicial de los hechos que motivan la incoación del procedimiento, la citada
calificación podrá realizarse en una fase posterior mediante la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá
ser notificado a los interesados.

Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad
patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado al que se refiere el
artículo 67.
2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados,
concediéndoles un plazo de diez días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información
estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del
mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presuntamente lesionados no se
personen en el plazo establecido.

Sección 3.ª Inicio del procedimiento a solicitud del interesado

Artículo 66. Solicitudes de iniciación.
1. Las solicitudes que se formulen deberán contener:

a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente.
b) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que desea que se practique la
notificación. Adicionalmente, los interesados podrán aportar su dirección de correo electrónico y/o
dispositivo electrónico con el fin de que las Administraciones Públicas les avisen del envío o puesta a
disposición de la notificación.
c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.
d) Lugar y fecha.
e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio.
f) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código de identificación.
Las oficinas de asistencia en materia de registros estarán obligadas a facilitar a los interesados el código de
identificación si el interesado lo desconoce. Asimismo, las Administraciones Públicas deberán mantener y
actualizar en la sede electrónica correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes.

2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento
idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas
reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa.
3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados electrónicamente o en las
oficinas de asistencia en materia de registros de la Administración, podrán éstos exigir el correspondiente
recibo que acredite la fecha y hora de presentación.
4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas de presentación masiva que permitan
a los interesados presentar simultáneamente varias solicitudes. Estos modelos, de uso voluntario, estarán a
disposición de los interesados en las correspondientes sedes electrónicas y en las oficinas de asistencia en
materia de registros de las Administraciones Públicas. Los solicitantes podrán acompañar los elementos que
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estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y
tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.
5. Los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comprobaciones automáticas de la información
aportada respecto de datos almacenados en sistemas propios o pertenecientes a otras Administraciones u
ofrecer el formulario cumplimentado, en todo o en parte, con objeto de que el interesado verifique la
información y, en su caso, la modifique y complete.
6. Cuando la Administración en un procedimiento concreto establezca expresamente modelos específicos de
presentación de solicitudes, éstos serán de uso obligatorio por los interesados.

Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando
no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el
acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o
psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de
las secuelas. En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía
administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el derecho a
reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia definitiva. En los
casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen
Jurídico del Sector Público, el derecho a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del
Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea.
2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los interesados se deberán especificar las
lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la
evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión
efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.

Artículo 68. Subsanación y mejora de la solicitud.
1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y, en su caso, los que señala el
artículo 67 u otros exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un
plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos
previstos en el artículo 21.
2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser
ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la
aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales.
3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del
solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta,
que se incorporará al procedimiento.
4. Si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3 presenta su solicitud
presencialmente, las Administraciones Públicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su
presentación electrónica. A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en
la que haya sido realizada la subsanación.

Artículo 69. Declaración responsable y comunicación.
1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado
en el que éste manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa
vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la
documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida,
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y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el período de tiempo
inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán
estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsable. Las
Administraciones podrán requerir en cualquier momento que se aporte la documentación que acredite el
cumplimiento de los mencionados requisitos y el interesado deberá aportarla.
2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación aquel documento mediante el que los interesados
ponen en conocimiento de la Administración Pública competente sus datos identificativos o cualquier otro
dato relevante para el inicio de una actividad o el ejercicio de un derecho.
3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán, el reconocimiento o ejercicio de un
derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de
comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas. No obstante lo
dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la
actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente.
4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore a
una declaración responsable o a una comunicación, o la no presentación ante la Administración competente
de la declaración responsable, la documentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento
de lo declarado, o la comunicación, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o
actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las
responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. Asimismo, la resolución de la
Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de
restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la
actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto
durante un período de tiempo determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las
normas sectoriales de aplicación.
5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de
declaración responsable y de comunicación, fácilmente accesibles a los interesados.
6. Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una comunicación para iniciar una
misma actividad u obtener el reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea
posible la exigencia de ambas acumulativamente.

CAPÍTULO III Ordenación del procedimiento

Artículo 70. Expediente Administrativo.
1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de
antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla.
2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos
documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos,
así como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá
constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada.
3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo
previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de
Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo
autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e
inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación
siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes
electrónicos.
4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como
la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes,
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor
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emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos,
solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento.

Artículo 71. Impulso.
1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través
de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad.
2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea
naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que
quede constancia. El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de
responsabilidad disciplinaria del infractor y, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo.
3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas
que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en
especial, del cumplimiento de los plazos establecidos.

Artículo 72. Concentración de trámites.
1. De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán en un solo acto todos los trámites
que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.
2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación
cursada el plazo legal establecido al efecto.

Artículo 73. Cumplimiento de trámites.
1. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de diez días a
partir del siguiente al de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma
correspondiente se fije plazo distinto.
2. En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que alguno de los actos de
los interesados no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un
plazo de diez días para cumplimentarlo.
3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores, se les podrá declarar decaídos en
su derecho al trámite correspondiente. No obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus
efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por
transcurrido el plazo.

Artículo 74. Cuestiones incidentales.
Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de
actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.

CAPÍTULO IV Instrucción del procedimiento

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 75. Actos de instrucción.
1. Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en
virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio y a través de medios electrónicos,
por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas
actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.
2. Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedimientos deberán
garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables y la tramitación
ordenada de los expedientes, así como facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos.
3. Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma
que resulte más conveniente para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones
laborales o profesionales.
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4. En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los
principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento.

Artículo 76. Alegaciones.
1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir
alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio. Unos y otros serán tenidos en cuenta por el
órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución.
2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan
paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que pueden ser
subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere
razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria.

Sección 2.ª Prueba

Artículo 77. Medios y período de prueba.
1. Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de
prueba admisible en Derecho, cuya valoración se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
2. Cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la naturaleza del
procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un período de prueba por un plazo no
superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes.
Asimismo, cuando lo considere necesario, el instructor, a petición de los interesados, podrá decidir la apertura
de un período extraordinario de prueba por un plazo no superior a diez días.
3. El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando sean
manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada. 3 bis. Cuando el interesado
alegue discriminación y aporte indicios fundados sobre su existencia, corresponderá a la persona a quien se
impute la situación discriminatoria la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente
probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo
anterior, el órgano administrativo podrá recabar informe de los organismos públicos competentes en materia
de igualdad.
4. En los procedimientos de carácter sancionador, los hechos declarados probados por resoluciones judiciales
penales firmes vincularán a las Administraciones Públicas respecto de los procedimientos sancionadores que
substancien.
5. Los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los
que, observándose los requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquéllos
harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario.
6. Cuando la prueba consista en la emisión de un informe de un órgano administrativo, organismo público o
Entidad de derecho público, se entenderá que éste tiene carácter preceptivo.
7. Cuando la valoración de las pruebas practicadas pueda constituir el fundamento básico de la decisión que se
adopte en el procedimiento, por ser pieza imprescindible para la correcta evaluación de los hechos, deberá
incluirse en la propuesta de resolución.
Se añade el apartado 3 bis por la disposición final 4 de la Ley 15/2022, de 12 de julio. Ref. BOE-A-2022-11589#df-4

Artículo 78. Práctica de prueba.
1. La Administración comunicará a los interesados, con antelación suficiente, el inicio de las actuaciones
necesarias para la realización de las pruebas que hayan sido admitidas.
2. En la notificación se consignará el lugar, fecha y hora en que se practicará la prueba, con la advertencia, en
su caso, de que el interesado puede nombrar técnicos para que le asistan.
3. En los casos en que, a petición del interesado, deban efectuarse pruebas cuya realización implique gastos
que no deba soportar la Administración, ésta podrá exigir el anticipo de los mismos, a reserva de la liquidación
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definitiva, una vez practicada la prueba. La liquidación de los gastos se practicará uniendo los comprobantes
que acrediten la realidad y cuantía de los mismos.

Sección 3.ª Informes

Artículo 79. Petición.
1. A efectos de la resolución del procedimiento, se solicitarán aquellos informes que sean preceptivos por las
disposiciones legales, y los que se juzguen necesarios para resolver, citándose el precepto que los exija o
fundamentando, en su caso, la conveniencia de reclamarlos.
2. En la petición de informe se concretará el extremo o extremos acerca de los que se solicita.

Artículo 80. Emisión de informes.
1. Salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes.
2. Los informes serán emitidos a través de medios electrónicos y de acuerdo con los requisitos que señala el
artículo 26 en el plazo de diez días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos del
procedimiento permita o exija otro plazo mayor o menor.
3. De no emitirse el informe en el plazo señalado, y sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el
responsable de la demora, se podrán proseguir las actuaciones salvo cuando se trate de un informe preceptivo,
en cuyo caso se podrá suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver el procedimiento en los
términos establecidos en la letra d) del apartado 1 del artículo 22.
4. Si el informe debiera ser emitido por una Administración Pública distinta de la que tramita el procedimiento
en orden a expresar el punto de vista correspondiente a sus competencias respectivas, y transcurriera el plazo
sin que aquél se hubiera emitido, se podrán proseguir las actuaciones. El informe emitido fuera de plazo podrá
no ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución.

Artículo 81. Solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. En el caso de los procedimientos de responsabilidad patrimonial será preceptivo solicitar informe al
servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la presunta lesión indemnizable, no pudiendo exceder de diez
días el plazo de su emisión.
2. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros o a la que se
establezca en la correspondiente legislación autonómica, así como en aquellos casos que disponga la Ley
Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, será preceptivo solicitar dictamen del Consejo de
Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. A estos efectos, el órgano instructor,
en el plazo de diez días a contar desde la finalización del trámite de audiencia, remitirá al órgano competente
para solicitar el dictamen una propuesta de resolución, que se ajustará a lo previsto en el artículo 91, o, en su
caso, la propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el procedimiento. El dictamen
se emitirá en el plazo de dos meses y deberá pronunciarse sobre la existencia o no de relación de causalidad
entre el funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño
causado y la cuantía y modo de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en esta Ley.
3. En el caso de reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento
anormal de la Administración de Justicia, será preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial
que será evacuado en el plazo máximo de dos meses. El plazo para dictar resolución quedará suspendido por el
tiempo que medie entre la solicitud del informe y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de los
citados dos meses.

Sección 4.ª Participación de los interesados

Artículo 82. Trámite de audiencia.
1. Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrán
de manifiesto a los interesados o, en su caso, a sus representantes, para lo que se tendrán en cuenta las
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limitaciones previstas en su caso en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. La audiencia a los interesados será
anterior a la solicitud del informe del órgano competente para el asesoramiento jurídico o a la solicitud del
Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, en el caso que
éstos formaran parte del procedimiento.
2. Los interesados, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, podrán alegar y presentar los
documentos y justificaciones que estimen pertinentes.
3. Si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar alegaciones ni
aportar nuevos documentos o justificaciones, se tendrá por realizado el trámite.
4. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en
cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado.
5. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial a los que se refiere el artículo 32.9 de la Ley de
Régimen Jurídico del Sector Público, será necesario en todo caso dar audiencia al contratista, notificándole
cuantas actuaciones se realicen en el procedimiento, al efecto de que se persone en el mismo, exponga lo que
a su derecho convenga y proponga cuantos medios de prueba estime necesarios.

Artículo 83. Información pública.
1. El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de éste lo requiera,
podrá acordar un período de información pública.
2. A tal efecto, se publicará un anuncio en el Diario oficial correspondiente a fin de que cualquier persona
física o jurídica pueda examinar el expediente, o la parte del mismo que se acuerde. El anuncio señalará el
lugar de exhibición, debiendo estar en todo caso a disposición de las personas que lo soliciten a través de
medios electrónicos en la sede electrónica correspondiente, y determinará el plazo para formular alegaciones,
que en ningún caso podrá ser inferior a veinte días.
3. La incomparecencia en este trámite no impedirá a los interesados interponer los recursos procedentes
contra la resolución definitiva del procedimiento. La comparecencia en el trámite de información pública no
otorga, por sí misma, la condición de interesado. No obstante, quienes presenten alegaciones u observaciones
en este trámite tienen derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada, que podrá ser común
para todas aquellas alegaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales.
4. Conforme a lo dispuesto en las leyes, las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas, medios
y cauces de participación de las personas, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones
reconocidas por la ley en el procedimiento en el que se dictan los actos administrativos.

CAPÍTULO V Finalización del procedimiento

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 84. Terminación.
1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la
solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad.
2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas
sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso.

Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores.
1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el
procedimiento con la imposición de la sanción que proceda.
2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y
otra de carácter no pecuniario pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el
presunto responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación del
procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la determinación de la
indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción.
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3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para
resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta,
siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de
iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier
acción o recurso en vía administrativa contra la sanción. El porcentaje de reducción previsto en este apartado
podrá ser incrementado reglamentariamente.

Artículo 86. Terminación convencional.
1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto
de Derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre
materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen
encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que
lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o
insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin.
2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la identificación de las partes
intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y el plazo de vigencia, debiendo publicarse o no
según su naturaleza y las personas a las que estuvieran destinados.
3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros u órgano equivalente de las
Comunidades Autónomas, los acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano.
4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos
administrativos, ni de las responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios, relativas al
funcionamiento de los servicios públicos.
5. En los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, el acuerdo alcanzado entre las partes
deberá fijar la cuantía y modo de indemnización de acuerdo con los criterios que para calcularla y abonarla
establece el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

Sección 2.ª Resolución

Artículo 87. Actuaciones complementarias.
Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la
realización de las actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento. No tendrán la
consideración de actuaciones complementarias los informes que preceden inmediatamente a la resolución
final del procedimiento. El acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los
interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para formular las alegaciones que tengan por pertinentes
tras la finalización de las mismas. Las actuaciones complementarias deberán practicarse en un plazo no
superior a quince días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación de las
actuaciones complementarias.

Artículo 88. Contenido.
1. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y
aquellas otras derivadas del mismo. Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas
por los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse sobre las mismas, poniéndolo antes de
manifiesto a aquéllos por un plazo no superior a quince días, para que formulen las alegaciones que estimen
pertinentes y aporten, en su caso, los medios de prueba.
2. En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado, la resolución será congruente con las peticiones
formuladas por éste, sin que en ningún caso pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la potestad de
la Administración de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.
3. Las resoluciones contendrán la decisión, que será motivada en los casos a que se refiere el artículo 35.
Expresarán, además, los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que
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hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar
cualquier otro que estimen oportuno.
4. Sin perjuicio de la forma y lugar señalados por el interesado para la práctica de las notificaciones, la
resolución del procedimiento se dictará electrónicamente y garantizará la identidad del órgano competente,
así como la autenticidad e integridad del documento que se formalice mediante el empleo de alguno de los
instrumentos previstos en esta Ley.
5. En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o
insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso, aunque podrá acordarse la inadmisión de las
solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento jurídico o manifiestamente
carentes de fundamento, sin perjuicio del derecho de petición previsto por el artículo 29 de la Constitución.
6. La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto
de la misma.
7. Cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recaiga en un mismo órgano, será
necesario que el instructor eleve al órgano competente para resolver una propuesta de resolución. En los
procedimientos de carácter sancionador, la propuesta de resolución deberá ser notificada a los interesados en
los términos previstos en el artículo siguiente.

Artículo 89. Propuesta de resolución en los procedimientos de carácter sancionador.
1. El órgano instructor resolverá la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin que sea
necesaria la formulación de la propuesta de resolución, cuando en la instrucción procedimiento se ponga de
manifiesto que concurre alguna de las siguientes circunstancias:

a) La inexistencia de los hechos que pudieran constituir la infracción.
b) Cuando los hechos no resulten acreditados.
c) Cuando los hechos probados no constituyan, de modo manifiesto, infracción administrativa.
d) Cuando no exista o no se haya podido identificar a la persona o personas responsables o bien aparezcan
exentos de responsabilidad.
e) Cuando se concluyera, en cualquier momento, que ha prescrito la infracción.

2. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, una vez concluida la instrucción del procedimiento,
el órgano instructor formulará una propuesta de resolución que deberá ser notificada a los interesados. La
propuesta de resolución deberá indicar la puesta de manifiesto del procedimiento y el plazo para formular
alegaciones y presentar los documentos e informaciones que se estimen pertinentes.
3. En la propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los hechos que se consideren probados y su
exacta calificación jurídica, se determinará la infracción que, en su caso, aquéllos constituyan, la persona o
personas responsables y la sanción que se proponga, la valoración de las pruebas practicadas, en especial
aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, así como las medidas provisionales que, en
su caso, se hubieran adoptado. Cuando la instrucción concluya la inexistencia de infracción o responsabilidad
y no se haga uso de la facultad prevista en el apartado primero, la propuesta declarará esa circunstancia.

Artículo 90. Especialidades de la resolución en los procedimientos sancionadores.
1. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, además del contenido previsto en los dos artículos
anteriores, la resolución incluirá la valoración de las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan
los fundamentos básicos de la decisión, fijarán los hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, la
infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se imponen, o bien la declaración de no
existencia de infracción o responsabilidad.
2. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento,
con independencia de su diferente valoración jurídica. No obstante, cuando el órgano competente para
resolver considere que la infracción o la sanción revisten mayor gravedad que la determinada en la propuesta
de resolución, se notificará al inculpado para que aporte cuantas alegaciones estime convenientes en el plazo
de quince días.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 107

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



3. La resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva cuando no quepa contra ella ningún recurso
ordinario en vía administrativa, pudiendo adoptarse en la misma las disposiciones cautelares precisas para
garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva y que podrán consistir en el mantenimiento de las medidas
provisionales que en su caso se hubieran adoptado. Cuando la resolución sea ejecutiva, se podrá suspender
cautelarmente, si el interesado manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso contencioso-
administrativo contra la resolución firme en vía administrativa. Dicha suspensión cautelar finalizará cuando:

a) Haya transcurrido el plazo legalmente previsto sin que el interesado haya interpuesto recurso
contencioso-administrativo.
b) Habiendo el interesado interpuesto recurso contencioso-administrativo:

1.º No se haya solicitado en el mismo trámite la suspensión cautelar de la resolución impugnada.
2.º El órgano judicial se pronuncie sobre la suspensión cautelar solicitada, en los términos previstos en
ella.

4. Cuando las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a las Administraciones y la cuantía
destinada a indemnizar estos daños no hubiera quedado determinada en el expediente, se fijará mediante un
procedimiento complementario, cuya resolución será inmediatamente ejecutiva. Este procedimiento será
susceptible de terminación convencional, pero ni ésta ni la aceptación por el infractor de la resolución que
pudiera recaer implicarán el reconocimiento voluntario de su responsabilidad. La resolución del
procedimiento pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad 
patrimonial.
1. Una vez recibido, en su caso, el dictamen al que se refiere el artículo 81.2 o, cuando éste no sea preceptivo,
una vez finalizado el trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo
para su formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando no
se estimase procedente formalizar la propuesta de terminación convencional, el órgano competente resolverá
en los términos previstos en el apartado siguiente.
2. Además de lo previsto en el artículo 88, en los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, será
necesario que la resolución se pronuncie sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el
funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado,
la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo con los criterios que para calcularla y
abonarla se establecen en el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.
3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído y se notifique resolución
expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución es contraria a la
indemnización del particular.

Artículo 92. Competencia para la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
En el ámbito de la Administración General del Estado, los procedimientos de responsabilidad patrimonial se
resolverán por el Ministro respectivo o por el Consejo de Ministros en los casos del artículo 32.3 de la Ley de
Régimen Jurídico del Sector Público o cuando una ley así lo disponga. En el ámbito autonómico y local, los
procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por los órganos correspondientes de las
Comunidades Autónomas o de las Entidades que integran la Administración Local. En el caso de las Entidades
de Derecho Público, las normas que determinen su régimen jurídico podrán establecer los órganos a quien
corresponde la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. En su defecto, se aplicarán
las normas previstas en este artículo.

Sección 3.ª Desistimiento y renuncia

Artículo 93. Desistimiento por la Administración.
En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, motivadamente, en los supuestos y
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con los requisitos previstos en las Leyes.

Artículo 94. Desistimiento y renuncia por los interesados.
1. Todo interesado podrá desistir de su solicitud o, cuando ello no esté prohibido por el ordenamiento jurídico,
renunciar a sus derechos.
2. Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia
sólo afectará a aquellos que la hubiesen formulado.
3. Tanto el desistimiento como la renuncia podrán hacerse por cualquier medio que permita su constancia,
siempre que incorpore las firmas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.
4. La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y declarará concluso el procedimiento
salvo que, habiéndose personado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo
de diez días desde que fueron notificados del desistimiento o renuncia.
5. Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general o fuera conveniente
sustanciarla para su definición y esclarecimiento, la Administración podrá limitar los efectos del desistimiento
o la renuncia al interesado y seguirá el procedimiento.

Sección 4.ª Caducidad

Artículo 95. Requisitos y efectos.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa
imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad
del procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias
para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al
interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.
2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de
trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto
que la pérdida de su derecho al referido trámite.
3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración,
pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los casos en los que sea
posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no haberse producido la prescripción, podrán
incorporarse a éste los actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la
caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán cumplimentarse los trámites de alegaciones,
proposición de prueba y audiencia al interesado.
4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o
fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.

CAPÍTULO VI De la tramitación simplificada del procedimiento administrativo común

Artículo 96. Tramitación simplificada del procedimiento administrativo común.
1. Cuando razones de interés público o la falta de complejidad del procedimiento así lo aconsejen, las
Administraciones Públicas podrán acordar, de oficio o a solicitud del interesado, la tramitación simplificada
del procedimiento. En cualquier momento del procedimiento anterior a su resolución, el órgano competente
para su tramitación podrá acordar continuar con arreglo a la tramitación ordinaria.
2. Cuando la Administración acuerde de oficio la tramitación simplificada del procedimiento deberá notificarlo
a los interesados. Si alguno de ellos manifestara su oposición expresa, la Administración deberá seguir la
tramitación ordinaria.
3. Los interesados podrán solicitar la tramitación simplificada del procedimiento. Si el órgano competente
para la tramitación aprecia que no concurre alguna de las razones previstas en el apartado 1, podrá desestimar
dicha solicitud, en el plazo de cinco días desde su presentación, sin que exista posibilidad de recurso por parte
del interesado. Transcurrido el mencionado plazo de cinco días se entenderá desestimada la solicitud.
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4. En el caso de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas,
si una vez iniciado el procedimiento administrativo el órgano competente para su tramitación considera
inequívoca la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión, así como la
valoración del daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá acordar de oficio la suspensión del
procedimiento general y la iniciación de un procedimiento simplificado.
5. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, se podrá adoptar la tramitación simplificada del
procedimiento cuando el órgano competente para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo
previsto en su normativa reguladora, existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como
leve, sin que quepa la oposición expresa por parte del interesado prevista en el apartado 2.
6. Salvo que reste menos para su tramitación ordinaria, los procedimientos administrativos tramitados de
manera simplificada deberán ser resueltos en treinta días, a contar desde el siguiente al que se notifique al
interesado el acuerdo de tramitación simplificada del procedimiento, y constarán únicamente de los siguientes
trámites:

a) Inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado.
b) Subsanación de la solicitud presentada, en su caso.
c) Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo de cinco días.
d) Trámite de audiencia, únicamente cuando la resolución vaya a ser desfavorable para el interesado.
e) Informe del servicio jurídico, cuando éste sea preceptivo.
f) Informe del Consejo General del Poder Judicial, cuando éste sea preceptivo.
g) Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma en los
casos en que sea preceptivo. Desde que se solicite el Dictamen al Consejo de Estado, u órgano equivalente,
hasta que éste sea emitido, se producirá la suspensión automática del plazo para resolver. El órgano
competente solicitará la emisión del Dictamen en un plazo tal que permita cumplir el plazo de resolución
del procedimiento. El Dictamen podrá ser emitido en el plazo de quince días si así lo solicita el órgano
competente. En todo caso, en el expediente que se remita al Consejo de Estado u órgano consultivo
equivalente, se incluirá una propuesta de resolución. Cuando el Dictamen sea contrario al fondo de la
propuesta de resolución, con independencia de que se atienda o no este criterio, el órgano competente para
resolver acordará continuar el procedimiento con arreglo a la tramitación ordinaria, lo que se notificará a
los interesados. En este caso, se entenderán convalidadas todas las actuaciones que se hubieran realizado
durante la tramitación simplificada del procedimiento, a excepción del Dictamen del Consejo de Estado u
órgano consultivo equivalente.
h) Resolución.

7. En el caso que un procedimiento exigiera la realización de un trámite no previsto en el apartado anterior,
deberá ser tramitado de manera ordinaria.

CAPÍTULO VII Ejecución

Artículo 97. Título.
1. Las Administraciones Públicas no iniciarán ninguna actuación material de ejecución de resoluciones que
limite derechos de los particulares sin que previamente haya sido adoptada la resolución que le sirva de
fundamento jurídico.
2. El órgano que ordene un acto de ejecución material de resoluciones estará obligado a notificar al particular
interesado la resolución que autorice la actuación administrativa.

Artículo 98. Ejecutoriedad.
1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán inmediatamente
ejecutivos, salvo que:

a) Se produzca la suspensión de la ejecución del acto.
b) Se trate de una resolución de un procedimiento de naturaleza sancionadora contra la que quepa algún
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recurso en vía administrativa, incluido el potestativo de reposición.
c) Una disposición establezca lo contrario.
d) Se necesite aprobación o autorización superior.

2. Cuando de una resolución administrativa, o de cualquier otra forma de finalización del procedimiento
administrativo prevista en esta ley, nazca una obligación de pago derivada de una sanción pecuniaria, multa o
cualquier otro derecho que haya de abonarse a la Hacienda pública, éste se efectuará preferentemente, salvo
que se justifique la imposibilidad de hacerlo, utilizando alguno de los medios electrónicos siguientes:

a) Tarjeta de crédito y débito.
b) Transferencia bancaria.
c) Domiciliación bancaria.
d) Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano competente en materia de Hacienda Pública.

Artículo 99. Ejecución forzosa.
Las Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes en cada caso, podrán proceder, previo
apercibimiento, a la ejecución forzosa de los actos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda
la ejecución de acuerdo con la Ley, o cuando la Constitución o la Ley exijan la intervención de un órgano
judicial.

Artículo 100. Medios de ejecución forzosa.
1. La ejecución forzosa por las Administraciones Públicas se efectuará, respetando siempre el principio de
proporcionalidad, por los siguientes medios:

a) Apremio sobre el patrimonio.
b) Ejecución subsidiaria.
c) Multa coercitiva.
d) Compulsión sobre las personas.

2. Si fueran varios los medios de ejecución admisibles se elegirá el menos restrictivo de la libertad individual.
3. Si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que requieran la autorización
de su titular, las Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la
oportuna autorización judicial.

Artículo 101. Apremio sobre el patrimonio.
1. Si en virtud de acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad líquida se seguirá el procedimiento
previsto en las normas reguladoras del procedimiento de apremio.
2. En cualquier caso no podrá imponerse a los administrados una obligación pecuniaria que no estuviese
establecida con arreglo a una norma de rango legal.

Artículo 102. Ejecución subsidiaria.
1. Habrá lugar a la ejecución subsidiaria cuando se trate de actos que por no ser personalísimos puedan ser
realizados por sujeto distinto del obligado.
2. En este caso, las Administraciones Públicas realizarán el acto, por sí o a través de las personas que
determinen, a costa del obligado.
3. El importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirá conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.
4. Dicho importe podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de la ejecución, a reserva de la
liquidación definitiva.

Artículo 103. Multa coercitiva.
1. Cuando así lo autoricen las Leyes, y en la forma y cuantía que éstas determinen, las Administraciones
Públicas pueden, para la ejecución de determinados actos, imponer multas coercitivas, reiteradas por lapsos
de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, en los siguientes supuestos:

a) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la persona del obligado.
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b) Actos en que, procediendo la compulsión, la Administración no la estimara conveniente.
c) Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona.

2. La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan imponerse con tal carácter y compatible
con ellas.

Artículo 104. Compulsión sobre las personas.
1. Los actos administrativos que impongan una obligación personalísima de no hacer o soportar podrán ser
ejecutados por compulsión directa sobre las personas en los casos en que la ley expresamente lo autorice, y
dentro siempre del respeto debido a su dignidad y a los derechos reconocidos en la Constitución.
2. Si, tratándose de obligaciones personalísimas de hacer, no se realizase la prestación, el obligado deberá
resarcir los daños y perjuicios, a cuya liquidación y cobro se procederá en vía administrativa.

Artículo 105. Prohibición de acciones posesorias.
No se admitirán a trámite acciones posesorias contra las actuaciones de los órganos administrativos realizadas
en materia de su competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10

1. Según el artículo 64 Ley 39/2015, el acuerdo de iniciación, en los procedimientos sancionadores deberá 
contener al menos, señale la respuesta incorrecta:

A) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.

B) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que pudieran 
corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.

C) Identificación del instructor y, en su caso, el tramitador del procedimiento, con expresa indicación del 
régimen de recusación de los mismos.

D) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia, indicando 
la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad.

2. Según el artículo 63 de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán:

A) Siempre de oficio por acuerdo del órgano competente

B) De oficio o a instancia del interesado

C) Por petición razonada de otros órganos o de interesados

D) Por petición razonada de otros órganos

3. Según el artículo 67 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, el derecho a reclamar la responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas en los casos de daños físicos o psíquicos a las personas prescribirá:

A) Al año de producirse el hecho que motive la indemnización.

B) Al año de producirse el acto que motive la indemnización.

C) Al año de producirse la publicación del acto que motive la indemnización.

D) Al año, empezando a computarse el plazo desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.

4. El plazo del trámite de audiencia de los interesados en un procedimiento administrativo es de:

A) Un mes para efectuar las alegaciones que estimen pertinentes

B) 20 días naturales

C) Un plazo no inferior a diez días ni superior a quince

D) Un plazo no inferior a diez ni superior a veinte
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5. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados:

A) Deberán realizarse en el plazo de diez días a partir del siguiente al de la notificación del correspondiente 
acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto.

B) Deberán realizarse en el plazo de treinta días a partir del siguiente al de la notificación del correspondiente 
acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto.

C) Deberán realizarse en el plazo de veinte días a partir del siguiente al de la notificación del correspondiente 
acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto.

D) Deberán realizarse en el plazo de un mes a partir del siguiente al de la notificación del correspondiente acto, 
salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto.

6. Mediante el trámite de audiencia, los interesados en un procedimiento pueden alegar lo que estimen 
pertinente:

A) En cualquier momento del procedimiento.

B) En un plazo no inferior a diez días ni superior a quince.

C) En el plazo que la Administración estime conveniente.

D) Ninguna respuesta es correcta.

7. Los hechos constatados por funcionarios públicos tendrán valor probatorio en el procedimiento 
sancionador, siempre que:

A) Los funcionarios ostenten la condición de autoridad y constaten dichos hechos con absoluta certeza.

B) Los funcionarios formalicen dichos hechos en documento público ante su superior jerárquico.

C) Los hechos se hayan conocido en el ejercicio de sus funciones y así conste por escrito en el procedimiento.

D) Los funcionarios tengan la condición de autoridad y formalicen dichos hechos en documento público, 
observando los requisitos legales.

8. Establece el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sobre la subsanación y mejora de la solicitud, 
que si la solicitud no reúne los requisitos…

A) En un plazo de 15 días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos.

B) En un plazo de 10 días naturales subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos.

C) En un plazo de 5 días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos.

D) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta.

9. Según la Ley 39/2015, el procedimiento administrativo común se estructura, con carácter general, en las 
siguientes fases:

A) Iniciación, resolución, instrucción y ejecución

B) Iniciación, ordenación, instrucción y finalización

C) Ordenación, iniciación, instrucción y resolución

D) Instrucción, iniciación, resolución y ejecución

10. En cuanto a los medios de ejecución forzosa:

A) Si en virtud de acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad líquida se seguirá el procedimiento 
previsto en las normas reguladoras del procedimiento de apremio.

B) Habrá lugar a la ejecución subsidiaria cuando se trate de actos que por no ser personalísimos puedan ser 
realizados por sujeto distinto del obligado.

C) Las Administraciones pueden imponer multas coercitivas en el supuesto de actos personalísimos en que no 
proceda la compulsión directa sobre la persona del obligado.

D) Todas son correctas.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 D · 4 C · 5 A · 6 B · 7 D · 8 D · 9 B · 10 D
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Te quedan 621 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 11

Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales. Los bienes de las 

Entidades Locales: concepto y clasificación. (Título I: artículos 1-8).

RD 1372/1986 bienes de las entidades locales

RBEL · BOE-A-1986-17958 · arts. 1 a 8 — 8 incluidos

TÍTULO PRIMERO Bienes

CAPÍTULO PRIMERO Concepto y clasificación de los bienes

Artículo 1.
1. El patrimonio de las Entidades locales estará constituido por el conjunto de bienes, derechos y acciones que
les pertenezcan.
2. El régimen de bienes de las Entidades locales se regirá:

a) Por la legislación básica del Estado en materia de régimen local.
b) Por la legislación básica del Estado reguladora del régimen jurídico de los bienes de las
Administraciones Públicas.
c) Por la legislación que en el ámbito de sus competencias dicten las Comunidades Autónomas.
d) En defecto de la legislación a que se refieren los apartados anteriores, por la legislación estatal no básica
en materia de régimen local y bienes públicos.
e) Por las Ordenanzas propias de cada Entidad.
f) Supletoriamente por las restantes normas de los ordenamientos jurídicos, administrativo y civil.

3. En todo caso, se aplicará el derecho estatal de conformidad con el artículo 149.3 de la Constitución.

Artículo 2.
1. Los bienes de las Entidades locales se clasificarán en bienes de dominio público y bienes patrimoniales.
2. Los bienes de dominio público serán de uso o servicio público.
3. Tienen la consideración de comunales aquellos bienes que siendo de dominio público, su aprovechamiento
corresponde al común de los vecinos.
4. Los bienes comunales solo podrán pertenecer a los Municipios y a las Entidades locales menores.

Artículo 3.
1. Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, aguas de fuentes y estanques,
puentes y demás obras publicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean
de la competencia de la Entidad local.
2. Sin perjuicio de la vinculación del suelo a su destino urbanístico desde la aprobación de los planes, la
afectación de los inmuebles al uso público se producirá, en todo caso, en el momento de la cesión de derecho a
la administración actuante conforme a la legislación urbanística.

Artículo 4.
Son bienes de servicio público los destinados directamente al cumplimiento de fines públicos de
responsabilidad de las Entidades locales, tales como Casas Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general,
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edificios que sean de las mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, montes
catalogados, escuelas, cementerios, elementos de transporte, piscinas y campos de deporte, y, en general,
cualesquiera otros bienes directamente destinados a la prestación de servicios públicos o administrativos.

Artículo 5.
Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son inalienables, inembargables e imprescriptibles
y no están sujetos a tributo alguno.

Artículo 6.
1. Son bienes patrimoniales o de propios los que siendo propiedad de la Entidad Local no estén destinados a
uso público ni afectados a algún servicio público y puedan constituir fuentes de ingresos para el erario de la
Entidad.
2. Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación especifica y, en su defecto, por las normas de Derecho
privado.

Artículo 7.
1. Se clasificarán como bienes patrimoniales las parcelas sobrantes y los efectos no utilizables.
2. Se conceptuarán parcelas sobrantes aquellas porciones de terreno propiedad de las Entidades locales que
por su reducida extensión, forma irregular o emplazamiento, no fueren susceptibles de uso adecuado.
3. Para declarar un terreno parcela sobrante se requerirá expediente de calificación jurídica, en la forma que
previene el artículo siguiente y con la excepción que señala su número 3.
4. Se considerarán efectos no utilizables todos aquellos bienes que por su deterioro, depreciación o deficiente
estado de conservación resultaren inaplicables a los servicios municipales o al normal aprovechamiento,
atendida su naturaleza y destino, aunque los mismos no hubieren sido dados de baja en el Inventario.

Artículo 8.
1. La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las Entidades locales requiere expediente en el que
se acrediten su oportunidad y legalidad.
2. El expediente deberá ser resuelto, previa información publica durante un mes, por la Corporación local
respectiva, mediante «acuerdo adoptado» con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de
miembros de la misma.
3. En cualquier caso, la incorporación al patrimonio de la Entidad local de los bienes desafectados, incluso
cuando procedan de deslinde de dominio público, no se entenderá efectuada hasta la recepción formal por el
órgano competente de la Corporación de los bienes que se trate, y en tanto la misma no tenga lugar seguirán
teniendo aquellos el carácter de dominio público.
4. No obstante, la alteración se produce automáticamente en los siguientes supuestos:

a) Aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana y de los proyectos de obras y servicios.
b) Adscripción de bienes patrimoniales por más de veinticinco años a un uso o servicio público o comunal.
c) La entidad adquiera por usucapión, con arreglo al derecho civil, el dominio de una cosa que viniere
estando destinada a un uso o servicio público o comunal.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 11

1. La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público es una competencia que le 
corresponde:

A) Al Pleno.

B) A la Junta de Gobierno si el Pleno ha delegado la misma en los municipios de gran población.

C) Al/A la Presidente/a si el Pleno le ha delegado la competencia

D) Al Pleno siempre que el valor de los bienes superen el 10% de los recursos ordinarios del presupuesto.

2. Según el artículo 8 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, la alteración de la calificación 
jurídica de los bienes de una entidad local:

A) Requiere acuerdo del pleno aprobado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de 
concejales.

B) Es competencia del Alcalde.

C) Requiere acuerdo del pleno aprobado con el voto favorable de la mayoría simple del número legal de 
concejales.

D) Los ayuntamientos no pueden alterar la calificación jurídica de sus bienes.

3. Si no consta la afectación de un bien local, se presume:

A) De uso público

B) De servicio público

C) Patrimonial

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. De acuerdo con el art. 3 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Bienes de las Entidades Locales, son bienes de uso público local:

A) Los caminos, plazas, calles, paseos, parques, aguas de fuentes y estanques y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización general, cuya titularidad sea de la Entidad Local

B) Las parcelas sobrantes y los bienes o efectos no utilizables

C) Los bienes adjudicados a las Entidades Locales en virtud del procedimiento recaudatorio seguido contra los 
deudores tributarios

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones es incorrecta?

A) Son bienes patrimoniales o de propios los que siendo propiedad de la Entidad Local no estén destinados a uso 
público ni afectados a algún servicio público y puedan constituir fuentes de ingresos para el erario de la Entidad.

B) Las parcelas sobrantes y los efectos no utilizables se clasifican como bienes de dominio público.

C) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las Entidades locales requiere expediente en el que se 
acrediten su oportunidad y legalidad.

D) La alteración se produce automáticamente en determinados supuestos.

6. Las parcelas sobrantes y los efectos no utilizables se clasifican como (artículo 7 Real Decreto 1372/1986, de 
13 de junio):

A) Bienes demaniales

B) Bienes comunales

C) Bienes patrimoniales

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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7. Son bienes de servicio público:

A) Los destinados directamente al cumplimiento de fines públicos de responsabilidad de las Entidades Locales.

B) Los bienes de dominio público y bienes patrimoniales.

C) Las obras públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de la 
competencia de la entidad local.

D) Las parcelas sobrantes.

8. Conforme al Reglamento de Bienes de las Entidades Locales

A) El régimen de bienes de las entidades locales se regirá por la legislación básica del Estado en materia de 
Régimen Local, la legislación básica del Estado reguladora del régimen jurídico de los bienes de las 
Administraciones Públicas, la legislación que en el ámbito de sus competencias dicten las Comunidades 
Autónomas, en defecto de la legislación a que se refieren los apartados anteriores, por la legislación estatal no 
básica en materia de Régimen Local y Bienes Públicos, por las Ordenanzas propias de cada entidad y 
supletoriamente por las restantes normas de los ordenamientos jurídicos, administrativo y civil

B) El régimen de bienes de las entidades locales se regirá por la legislación básica del Estado en materia de 
Régimen Local, la legislación del Estado reguladora del régimen jurídico de los bienes de las Administraciones 
Públicas, la legislación que en el ámbito de sus competencias dicten las Comunidades Autónomas, en defecto de 
la legislación a que se refieren los apartados anteriores, por la legislación estatal no básica en materia de 
Régimen Local y bienes públicos, por los bandos aprobados por el Alcalde y supletoriamente por las restantes 
normas de los ordenamientos jurídicos, administrativo y civil

C) El Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales, se ha derogado por la entrada en vigor de una directiva comunitaria de 2021

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. Para los bienes inmuebles patrimoniales de las entidades locales rige la siguiente regla:

A) Pueden ser objeto de prescripción adquisitiva por terceros de acuerdo con lo dispuesto en el Código civil y en 
las leyes especiales.

B) No pueden ser objeto de prescripción adquisitiva.

C) El dominio sobre dichos bienes, puede ser adquirido por un tercero por posesión no interrumpida durante 20 
años, sin necesidad de título ni buena fe.

D) Únicamente pueden ser objeto de prescripción adquisitiva por posesión continuada con buena fe y justo 
título.

10. Según el artículo 8.2 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Bienes de las Entidades Locales, el expediente de alteración de la calificación jurídica de los bienes de las 
Entidades Locales:

A) Deberá ser resuelto, previa información pública durante un mes, por la Corporación local (Pleno) respectiva, 
mediante acuerdo adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la 
misma.

B) Deberá ser resuelto, previa información pública durante un mes, por Resolución del Alcalde-Presidente de la 
Corporación local respectiva, mediante acuerdo adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del 
número legal de miembros de la misma.

C) Deberá ser resuelto, previa información pública durante veinte días, por la Corporación local (Pleno) 
respectiva, mediante acuerdo adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de 
miembros de la misma.

D) Deberá ser resuelto, previa información pública durante veinte días, por Resolución del Alcalde-Presidente 
de la Corporación local respectiva, mediante acuerdo adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del 
número legal de miembros de la misma.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 C · 4 D · 5 B · 6 C · 7 A · 8 A · 9 A · 10 A
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Te quedan 30 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 119

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 12

Decreto 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de 
Servicios de las Corporaciones Locales. Los servicios de las Entidades 

Locales: gestión directa y gestión indirecta, concepto y formas 
(Artículos 41-44, 67-101 del Capítulo Tercero del Título Tercero; 

artículos 113 -147 del Capítulo Quinto del Título Tercero).

Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales

RSCL · BOE-A-1955-10057 · arts. 41 a 44 · arts. 67 a 75 · arts. 85 a 101 · arts. 113 a 147 — 65 incluidos

TÍTULO TERCERO Servicios de las Corporaciones locales

CAPÍTULO TERCERO Gestión directa de servicios

Seccion 1.ª De los servicios en general

Artículo 41.
Se entenderá por gestión directa la que para prestar los servicios de su competencia realicen las
Corporaciones locales por sí mismas o mediante Organismos exclusivamente dependientes de ellas.

Artículo 42.
1. Para el establecimiento de la gestión directa de servicios que no tengan carácter económico, mercantil o
industrial bastará el acuerdo de la Corporación en pleno.
2. Se comprenderán también entre los servicios a que se refiere el párrafo anterior, los de carácter obligatorio
mínimo a que se refieren los artículos 102 y siguientes y 245 y siguientes de la Ley.

Artículo 43.
1. Serán atendidas necesariamente por gestión directa las funciones que impliquen ejercicio de autoridad.
2. Los servicios relacionados con las actividades benéficas podrán prestarse por gestión directa o por
concierto. Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 203, de 22 de
julio de 1955. Ref. BOE-A-1955-10464

Artículo 44.
En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 101, 107 y 242 de la Ley, las Corporaciones locales que
asuman la gestión directa de los servicios relacionados en sus artículos 101 a 103, 107, 164 a 167, 242 a 245 y
285, los prestarán en virtud de la propia competencia que en ellos se les atribuye directamente y, por tanto, sin
requerir concesión de ninguna clase para establecerlos y desarrollarlos.

Sección 3.ª Formas de gestión directa

Artículo 67.
La gestión directa de los servicios comprenderá las siguientes formas:

1.ª Gestión por la Corporación:
a) sin órgano especial de administración; o b) con órgano especial de administración. 2.ª Fundación pública
del servicio. 3.ª Sociedad privada, municipal o provincial.
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Se deja sin efecto en la forma indicada por el art. 1.7.2 del Real Decreto 1710/1979, de 16 de junio. Ref. BOE-A-1979-16931 .

Artículo 68.
1. En la gestión directa sin órgano especial, la Corporación local interesada asumirá su propio riesgo y ejercerá
sin intermediarios y de modo exclusivo todos los poderes de decisión y gestión, realizando el servicio
mediante funcionarios de plantilla y obreros retribuidos con fondos del Presupuesto ordinario.
2. El régimen financiero del servicio se desenvolverá dentro de los límites del indicado Presupuesto.
3. Podrá designarse un Administrador del servicio, que sea funcionario de plantilla, sin facultades para el
manejo de caudales ni para la adopción de resoluciones.

Artículo 69.
1. Serán atendidos necesariamente por gestión directa sin órgano especial los servicios que impliquen
ejercicio de autoridad.
2. La gestión directa sin órgano especial de administración de servicios económicos municipalizados o
provincializados sólo será aplicable a los previstos por el párrafo 2 del artículo 172 de la Ley.

Artículo 70.
Todos los servicios, salvo los indicados en el párrafo 1 del artículo anterior, podrán presentarse en régimen de
gestión directa con órgano especial de administración.
Se deja sin efecto en la forma indicada por el art. 1.7.2 del Real Decreto 1710/1979, de 16 de junio. Ref. BOE-A-1979-16931 .

Artículo 71.
Los servicios municipalizados o provincializados en régimen de gestión directa con órgano especial estarán a
cargo de un Consejo de Administración y de un Gerente.

Artículo 72.
El Consejo de Administración asumirá el gobierno y la gestión superior del servicio, con sujeción a un
presupuesto especial, cuya aplicación le estará atribuida, y sus acuerdos serán recurribles en alzada ante la
Corporación y los de ésta ejecutivos e impugnables ante los Tribunales competentes.

Artículo 73.
1. El Consejo de Administración será nombrado por la Corporación interesada, sin que exceda de cinco el
número de sus miembros en los Municipios de población inferior a 20.000 habitantes ni de nueve en los de
población superior o en los casos de provincialización, y habrán de pertenecer al mismo, como Concejales o
Diputados, la mitad más uno de los componentes y reclutarse el resto entre las categorías a que alude el
artículo 57.
2. El Presidente del Consejo de Administración será designado por el de la Corporación, y el nombramiento
habrá de recaer en uno de sus miembros pertenecientes a aquél.

Artículo 74.
1. El Consejo propondrá al Presidente de la Corporación una terna para la designación del Gerente.
2. El nombramiento deberá recaer en persona especialmente capacitada y será objeto de contrato con el
Organismo por periodo que no exceda de diez años, al termino de los cuales podrá ser prorrogado.
3. Si el designado fuere funcionario de la Corporación, quedará en la situación de excedencia activa que regula
el artículo 60 del Reglamento de Funcionarios de Administración local.

Artículo 75.
Serán funciones del Gerente:
a) ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo;
b) dirigir e inspeccionar los servicios;
c) representar administrativamente al órgano especial;
d) ordenar todos los pagos que tengan consignación expresa;
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e) asistir a las sesiones del Consejo, con voz y sin voto; y f) las demás que el consejo le confiera.

Artículo 85.
Las Corporaciones locales podrán realizar los servicios de su competencia dotándolos de personalidad jurídica
pública en los supuestos siguientes:
a) cuando lo exigiere una Ley especial;
b) cuando por compra, donación o disposición fundacional, en este caso con arreglo a la voluntad del
fundador, adquirieren de los particulares bienes adscritos a determinado fin; y c) cuando el adecuado
desarrollo de las funciones de beneficencia, de cultura o de naturaleza económica lo aconsejaren.

Artículo 86.
1. Los servicios personalizados poseerán patrimonio especial, afecto a los fines específicos de la Institución
que se constituye.
2. Dichos servicios se regirán por Estatuto propio, el cual habrá de ser aprobado por la Corporación local, pero
respetando en las fundaciones la voluntad del fundador.

Artículo 87.
El Estatuto determinará los órganos de gobierno y su competencia, así como las facultades de tutela de la
Corporación que instituya la fundación.

Artículo 88.
1. Los beneficios que se obtuvieren en la prestación de los servicios, una vez cubiertos los gastos y el fondo de
reserva, se destinarán íntegramente a mejorar y ampliar las instalaciones, y sólo cuando se tratare de
Establecimiento de crédito pasarán a la Hacienda de la Entidad local con destino a sus atenciones.
2. Al disolverse la Institución, la Corporación le sucederá universalmente.

Artículo 89.
1. La gestión directa de los servicios económicos podrá serlo en régimen de Empresa privada, que adoptará la
forma de responsabilidad limitada o de Sociedad anónima, y se constituirá y actuará con sujeción a las normas
legales que regulen dichas Compañías mercantiles, sin perjuicio de las adaptaciones previstas por este
Reglamento.
2. La Corporación interesada será propietaria exclusiva del capital de la Empresa y no podrá transferirlo ni
destinarlo a otras finalidades, salvo en los supuestos regulados por la Sección cuarta.
3. El capital de estas Empresas habrá de ser desembolsado desde el momento de su constitución.

Artículo 90.
La dirección y administración de la Empresa estará a cargo de los siguientes órganos:
1.º La Corporación interesada, que asumirá las funciones de Junta general.
2.º El Consejo de Administración.
3.º La Gerencia.

Artículo 91.
Los Estatutos de la Empresa determinarán la competencia de cada uno de dichos órganos y la forma de
designación y funcionamiento de los dos últimos.

Artículo 92.
1. El funcionamiento de la Corporación constituida en Junta general de la Empresa se acomodará, en cuanto al
procedimiento y a la adopción de acuerdos, a los preceptos de la Ley y del Reglamento de Organización,
funcionamiento y régimen jurídico de las Corporaciones locales, aplicándose las normas reguladoras del
régimen de las Sociedades anónimas en las restantes cuestiones sociales.
2. La Corporación, en funciones de Junta general de la Empresa, tendrá las siguientes facultades:
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a) nombrar el Consejo de Administración;
b) fijar la remuneración de los Consejeros;
c) modificar los Estatutos;
d) aumentar o disminuir el capital;
e) emitir obligaciones;
f) aprobar el inventario y balance anual; y g) las demás que la Ley de Sociedades anónimas atribuye a la
Junta general.

Artículo 93.
1. Los Consejeros serán designados libremente por la Junta general entre personas especialmente capacitadas
y por periodos no inferiores a dos años ni superiores a seis.
2. El número de Consejeros no excederá del fijado en el artículo 73.
3. Los miembros de la Corporación podrán formar parte del Consejo de Administración hasta un máximo del
tercio del mismo y afectaran a los Consejeros las incapacidades e incompatibilidades que para ejercer cargos
representativos señalan la Ley y el Reglamento de Organización, funcionamiento y régimen jurídico de las
Corporaciones locales.

Artículo 94.
El Consejo de Administración tendrá plenas facultades de dirección, gestión y ejecución respecto de la
empresa, dentro de las normas estatutarias y de los preceptos de la legislación mercantil, sin perjuicio de las
que se reservaren a la Corporación como Junta general y al Gerente.

Sección 4.ª De la transformación y de la extinción de las municipalizaciones y provincializacio

Artículo 95.
Las municipalizaciones y provincializaciones serán por tiempo indefinido, salvo disposición o acuerdo en
contrario.

Artículo 96.
La Corporación podrá acordar la sustitución del régimen de monopolio por el de libre concurrencia, y a la
inversa, con los mismos requisitos del acuerdo inicial de municipalización o provincialización.

Artículo 97.
1. La alteración de la forma de gestión del servicio municipalizado o provincializado procederá en los
supuestos siguientes:

1.º De modo obligatorio, cuando se produjeren algunas de las circunstancias determinadas en el artículo
425 de la Ley.
2.º En los casos previstos por los números 1.º y 6.º del artículo siguiente.

2. En todo caso deberán cumplirse los requisitos fijados en el artículo 99.
Se deja sin efecto en la forma indicada por el art. 1.7.3 del Real Decreto 1710/1979, de 16 de junio. Ref. BOE-A-1979-16931 .

Artículo 98.
Las municipalizaciones o las provincializaciones cesarán:
1.º En los casos expresamente previstos en los actos constituyentes.
2.º Por resultar más desventajoso para los usuarios que el régimen de libre iniciativa privada o el de gestión
indirecta.
3.º Como consecuencia de perdidas que reduzcan el capital a su tercera parte, salvo lo dispuesto en el párrafo 2
del artículo 175 de la Ley.
4.º Por quiebra de la Empresa, si el servicio se prestare en forma de Sociedad.
5.º Por imposibilidad material de realizar el fin previsto.
6.º En cualquier tiempo, por acuerdo de la Corporación interesada, adoptado con el «quórum» de las tres
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cuartas partes del número legal de sus miembros.
Se deroga el apartado 6 en la forma indicada por la disposición derogatoria de la Ley 40/1981, de 28 de octubre Ref. BOE-A-1981-26083 según lo
establecido en el art. 3 del Real Decreto 3183/1981 de 29 diciembre. Ref. BOE-A-1981-30207 .

Se deja sin efecto en la forma indicada por el art. 1.7.3 del Real Decreto 1710/1979, de 16 de junio. Ref. BOE-A-1979-16931 .

Artículo 99.
1. En los supuestos del número 6.º del artículo anterior, se requerirá la autorización del mismo órgano de la
Administración del Estado que hubiere autorizado la constitución de la Empresa.
2. En los demás casos se limitará el citado órgano a comprobar la realidad de la causa alegada, que deberá
serle comunicada con la máxima urgencia.
3. La propuesta de liquidación será elevada por la Corporación interesada al Ministerio de la Gobernación, que
podrá modificarla en la forma que estime procedente.
Se deja sin efecto en la forma indicada por el art. 1.7.3 del Real Decreto 1710/1979, de 16 de junio. Ref. BOE-A-1979-16931 .

Artículo 100.
El cese definitivo de la municipalización o provincialización determinará su transformación en servicio
gestionado por concesión o arrendamiento, o, con la enajenación en pública subasta de los elementos e
instalaciones que no fueren útiles para otras funciones de la Corporación, la devolución a la iniciativa privada
del cometido de satisfacer las necesidades atendidas por el servicio.

Artículo 101.
1. Si la municipalización o provincialización cesare en el plazo de diez años, los propietarios de bienes o
Empresas expropiados podrán recobrarlos, a cuyo efecto la Corporación deberá notificarles el término de la
municipalización.
2. El precio que perciba la Corporación será el mismo que hubiere pagado el expropiado incrementado con las
partidas de nuevo establecimiento o mejora contabilizadas desde la expropiación y revalorado todo con
arreglo a las mismas normas que sirvieron para el justiprecio de la Empresa al ser expropiada.
3. La recuperación de los bienes expropiados no entrañará convalidación de las condiciones primitivas de su
explotación, que podrán modificarse con arreglo a las nuevas circunstancias.

CAPÍTULO QUINTO Gestión indirecta de los servicios

Sección 1.ª Formas de gestión indirecta

Artículo 113.
Los servicios de competencia de las Corporaciones locales podrán prestarse indirectamente con arreglo a las
siguientes formas:
a) concesión b) arrendamiento y c) concierto.

Sección 2.ª De la concesión

Artículo 114.
1. Los servicios de competencia de las Entidades locales podrán prestarse mediante concesión administrativa,
salvo en los casos en que esté ordenada la gestión directa.
2. La concesión podrá comprender:

a) la construcción de una obra o instalación y la subsiguiente gestión del servicio a que estuvieren afectas; o
b) el mero ejercicio del servicio público, cuando no requiera obras o instalaciones permanentes o
estuvieren ya establecidas.

3. En virtud de lo dispuesto por la Ley de Régimen local, corresponderá exclusivamente al Ayuntamiento o a la
Diputación, según los casos, el otorgamiento de las concesiones para prestar, dentro de su respectivo territorio
jurisdiccional, los servicios que los artículos 101 a 103, 107 y 164 a 167 atribuyen a la competencia municipal, y
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los 242 a 245 y 285 y siguientes, a la provincial.

Artículo 115.
En toda concesión de servicios se fijarán las cláusulas con arreglo a las cuales se otorgare, que serán las que se
juzguen convenientes y, como mínimo, las siguientes:
1.ª Servicio objeto de la concesión y características del mismo.
2.ª Obras e instalaciones que hubiere de realizar el concesionario y quedaren sujetas a reversión, y obras e
instalaciones a su cargo, pero no comprendidas en aquélla.
3.ª Obras e instalaciones de la Corporación cuyo goce se entregare al concesionario.
4.ª Plazo de la concesión, según las características del servicio y las inversiones que hubiere de realizar el
concesionario sin que pueda exceder de cincuenta años.
5.ª Situación respectiva de la Corporación y del concesionario durante el plazo de vigencia de la concesión.
6.ª Tarifas que hubieren de percibirse del público, con descomposición de sus factores constitutivos, como
base de futuras revisiones.
7.ª Clase, cuantía, plazos y formas de entrega de la subvención al concesionario, si se otorgare.
8.ª Canon o participación que hubiere de satisfacer, en su caso, el concesionario a la Corporación.
9.ª Deber del concesionario de mantener en buen estado las obras e instalaciones.
10.ª Otras obligaciones y derechos recíprocos de la Corporación y el concesionario.
11.ª Relaciones con los usuarios.
12.ª Sanciones por incumplimiento de la concesión.
13.ª Régimen de transición, en el último periodo de la concesión en garantía de la debida reversión o
devolución, en su caso, de las instalaciones, bienes y material integrantes del servicio.
14.ª Casos de resolución y caducidad.

Artículo 116.
1. Serán nulas las concesiones que se otorgaren sin ajustarse a las formalidades que se establecen en los
artículos siguientes y, para lo no dispuesto en ellos, en el Reglamento de Contratación de las Corporaciones
locales.
2. Serán nulas las cláusulas por las que la Corporación concedente renunciare a fiscalizar el servicio o imponer
modificaciones, al rescate si lo aconsejare el interés público o a declarar la caducidad en casos de infracción
grave.
3. Serán también nulas las cláusulas que establecieran la irrevisibilidad de las tarifas en el transcurso de la
concesión, o confiriesen al concesionario derecho de preferencia a la gestión del servicio una vez extinguido el
plazo de la otorgada.

Artículo 117.
1. Cuando algún particular solicitare por su propia iniciativa la concesión de un servicio deberá presentar
Memoria sobre el que se tratare de establecer y en la que justifique la conveniencia de prestarlo en régimen de
concesión. 2 La Corporación examinará la petición y, considerando la necesidad o no del establecimiento del
servicio y la conveniencia para los intereses generales de su gestión por concesión, la admitirá a trámite o la
rechazará de plano. 3. Si se pidiere subvención de fondos la Corporación deberá expresar, en el supuesto de
admisión, si acepta o rechaza en principio la cláusula y, en caso afirmativo, la partida del Presupuesto a cuyo
cargo hubiere de imputarse.

Artículo 118.
1. La Corporación encargará a sus técnicos la redacción del proyecto correspondiente o convocará concurso de
proyectos, durante el plazo mínimo de un mes y en la forma dispuesta por el Reglamento de Contratación de
las Corporaciones locales.
2. Si optare por la última solución, en las bases del concurso podrá ofrecer:

a) adquirir el proyecto, mediante pago de cierta suma;
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b) obligar al que resultare adjudicatario de la ejecución de aquél a pagar su importe;
c) derecho de tanteo sobre la adjudicación, a tenor de lo preceptuado en el párrafo 2 del artículo 123.

Artículo 119.
En el supuesto de que se hubiere convocado concurso de proyectos, la Corporación elegirá, con arreglo a las
bases del mismo, el que fuere más conveniente a los intereses públicos, en el cual podrá introducir las
modificaciones que considerare oportunas.

Artículo 120.
1. Si el concurso otorgare alguno de los beneficios a que se refieren los apartados b) y c) del párrafo 2 del
artículo 118, el proyecto elegido será tasado contradictoriamente por peritos, nombrados uno por la
Corporación y otro por el adjudicatario, y si mediare discordia la resolverá el Jurado provincial de
Expropiación.
2. En la tasación se incluirán los gastos materiales de toda índole que ocasionare la redacción del proyecto, así
como los honorarios del facultativo que lo hubiere redactado, con arreglo a las tarifas que los rigieren o, en su
defecto, a lo que fuere uso y costumbre para trabajos semejantes; incrementado por el interés de dicha
valoración, al 4 por 100, desde su presentación, por un 10 por 100 de beneficio y por los gastos de tasación.

Artículo 121.
El período de reclamaciones a que se refiere el artículo 312 de la Ley se sustituirá en las concesiones por una
información pública, durante treinta días, referida a los pliegos, proyectos, Reglamentos y tarifas.

Artículo 122.
1. Aprobado por la Corporación el proyecto que, redactado por particulares o por la misma Corporación,
hubiere de servir de base a la concesión del servicio, se convocará licitación pública para adjudicarla.
2. Podrá tomar parte en la licitación cualquier persona, además de los presentadores de proyectos en el
concurso previo si se hubiere celebrado.
3. Si el proyecto proveyere la subvención con fondos públicos al concesionario, la Corporación podrá disponer
que la licitación verse sobre la rebaja en el importe de aquélla.
4. En otro caso, y en el de igualdad en la baja, la licitación se referirá al abaratamiento de las tarifas-tipo
señaladas en el proyecto, y, si se produjere empate, sucesivamente a los siguientes extremos; ventajas a los
usuarios económicamente débiles; mayor anticipación en el plazo de reversión, si la hubiere; y más
rendimientos para la Administración, en forma de canon o participación en los beneficios.
5. La Corporación podrá, sin embargo, disponer que la licitación se refiera simultáneamente a todos o varios
de los extremos señalados en los párrafos 3 y 4 u otros que ordenare, asignando a cada uno de ellos uno o más
puntos fijados en las bases de la convocatoria, para efectuar la adjudicación a quien obtuviere la puntuación
más alta.
6. En los supuestos regulados en los párrafos 3 y 4, los licitadores presentaran, en plicas separadas, sus
propuestas relativas a cada uno de los extremos que sucesivamente comprendiere la licitación, indicando en el
sobre a cuál de ellos se refiere para limitar la apertura a los que fueren relevantes.

Artículo 123.
1. El peticionario iniciador a que alude el artículo 117 tendrá derecho de tanteo si participare en la licitación y
entre su propuesta económica y la que hubiere resultado elegida no existiere diferencia superior a un 10 por
100.
2. El propio derecho corresponderá en iguales circunstancias al titular del proyecto que hubiere resultado
elegido en el concurso previo de proyectos, de haberse celebrado, si en las bases se le otorgare, como premio,
tal derecho a tenor de lo previsto en el apartado c) del párrafo 2 del artículo 118.
3. Podrá ejercerse este derecho en el acto de la apertura de plicas, que se prolongará al efecto treinta minutos
después de la adjudicación provisional.
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4. Si hicieren uso del derecho de tanteo las personas a que se refieren los párrafos 1 y 2, se otorgará, de las dos,
a quien hubiere presentado la propuesta más económica, y si existiere empate entre ambas se resolverá por
pujas a la llana, en la forma dispuesta por la norma 4.ª del artículo 34 del Reglamento de Contratación de las
Corporaciones locales, partiendo de la propuesta sobre la que se ejercitare el indicado privilegio.
5. En el acta de la licitación se hará constar si se hizo uso o no del derecho de tanteo. Redactado el apartado 1
conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 203, de 22 de julio de 1955. Ref. BOE-A-1955-10464

Artículo 124.
La concesión será otorgada por el Ayuntamiento pleno o por la Diputación Provincial.

Artículo 125.
1. La garantía se devolverá al concesionario si hubiere de realizar obras revertibles a la Entidad local, cuando
acreditare tenerlas efectuadas por valor equivalente a la tercera parte de las comprendidas en la concesión.
2. En el plazo de quince días, el concesionario deberá abonar el valor de tasación del proyecto, si lo ordenaren
las bases de la licitación o hubiere obtenido la adjudicación en virtud de lo dispuesto por el párrafo 1, en
relación con el 4, del artículo 123.
3. Constituida la garantía definitiva y, en su caso, pagado o consignado el valor del proyecto, se formalizará la
concesión con arreglo al capítulo IV del Reglamento de Contratación de las Corporaciones locales.

Artículo 126.
1. En la ordenación jurídica de la concesión se tendrá como principio básico que el servicio concedido seguirá
ostentando en todo momento la calificación de servicio público de la Corporación local a cuya competencia
estuviere atribuido.
2. En el régimen de la concesión se diferenciará:

a) el servicio objeto de la misma, cuyas características serán libremente modificables por el poder
concedente y por motivos de interés público; y b) la retribución económica del concesionario cuyo
equilibrio, a tenor de las bases que hubieren servido para su otorgamiento, deberá mantenerse en todo
caso y en función de la necesaria amortización, durante el plazo de concesión, del coste de establecimiento
del servicio que hubiere satisfecho, así como de los gastos de explotación y normal beneficio industrial.

3. Los actos de los concesionarios realizados en el ejercicio de las funciones delegadas serán recurribles en
reposición ante la Corporación concedente, frente a cuya resolución se admitirá recurso jurisdiccional con
arreglo a la Ley.

Artículo 127.
1. La Corporación concedente ostentará, sin perjuicio de las que procedan, las potestades siguientes:

1.ª Ordenar discrecionalmente, como podría disponer si gestionare directamente el servicio, las
modificaciones en el concedido que aconsejare el interés público, y, entre otras:

a) la variación en la calidad, cantidad, tiempo o lugar de las prestaciones en que el servicio consista; y b) la
alteración de las tarifas a cargo del público y en la forma de retribución del concesionario. 2.ª Fiscalizar la
gestión del concesionario, a cuyo efecto podrá inspeccionar el servicio, sus obras, instalaciones y locales y
la documentación relacionada con el objeto de la concesión, y dictar las órdenes para mantener o
restablecer la debida prestación. 3.ª Asumir temporalmente la ejecución directa del servicio en los casos en
que no lo prestare o no lo pudiere prestar el concesionario, por circunstancias imputables o no al mismo.
4.ª Imponer al concesionario las correcciones pertinentes por razón de las infracciones que cometiere. 5.ª
Rescatar la concesión. 6.ª Suprimir el servicio.

2. La Corporación concedente deberá:
1.º Otorgar al concesionario la protección adecuada para que pueda prestar el servicio debidamente.
2.º Mantener el equilibrio financiero de la concesión, para lo cual:

a) compensará económicamente al concesionario por razón de las modificaciones que le ordenare
introducir en el servicio y que incrementaren los costos o disminuyeren la retribución; y b) revisará las

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 127

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



tarifas y subvención cuando, aun sin mediar modificaciones en el servicio, circunstancias sobrevenidas e
imprevisibles determinaren, en cualquier sentido, la ruptura de la economía de la concesión. 3.º
Indemnizar al concesionario por los daños y perjuicios que le ocasionare la asunción directa de la gestión
del servicio, si ésta se produjere por motivos de interés público independientes de culpa del concesionario.
4.º Indemnizar al concesionario por el rescate de la concesión o en caso de supresión del servicio.
Redactados los apartados 1.3º y el 2.1º conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 203, de
22 de julio de 1955. Ref. BOE-A-1955-10464

Artículo 128.
1. Serán obligaciones generales del concesionario:

1.ª Prestar el servicio del modo dispuesto en la concesión u ordenado posteriormente por la Corporación
concedente, incluso en el caso de que circunstancias sobrevenidas e imprevisibles ocasionaren una
subversión en la economía de la concesión, y sin más interrupciones que las que se habrían producido en
el supuesto de gestión directa municipal o provincial.
2.ª Admitir al goce del servicio a toda persona que cumpla los requisitos dispuestos reglamentariamente.
3.ª Indemnizar a terceros de los daños que les ocasionare el funcionamiento del servicio, salvo si se
hubieren producido por actos realizados en cumplimiento de una cláusula impuesta por la Corporación
con carácter ineludible.
4.ª No enajenar bienes afectos a la concesión que hubieren de revestir a la entidad concedente, ni gravarlos,
salvo autorización expresa de la Corporación.
5.ª Ejercer, por sí, la concesión y no cederla o traspasarla a terceros sin la anuencia de la Corporación, que
sólo podrá autorizarla en las circunstancias que señala el párrafo 2 del artículo 52 del Reglamento de
Contratación de las Corporaciones locales.

2. La concesión otorgará al concesionario las facultades necesarias para prestar el servicio.
3. Serán derechos del concesionario:

1.º Percibir la retribución correspondiente por la prestación del servicio.
2.º Obtener compensación económica que mantenga el equilibrio financiero de la concesión en los casos en
que concurra cualquier de las circunstancias a que se refieren los números 2.º, 3.º y 4.º del párrafo 2 del
artículo anterior.
3.º Utilizar los bienes de dominio público necesarios para el servicio.
4.º Recabar de la Corporación los procedimientos de expropiación forzosa, imposición de servidumbres y
desahucio administrativo para la adquisición del dominio, derechos reales o uso de los bienes precisos para
el funcionamiento del servicio.

4. La Corporación concedente podrá otorgar al concesionario:
1.º Reconocimiento de vecindad a su persona, dependientes y operarios en el Municipio de la concesión,
para el disfrute de los aprovechamientos comunales.
2.º Utilización de la vía de apremio para la percepción de las prestaciones económicas que adeuden los
usuarios por razón del servicio.

Artículo 129.
1. El concesionario percibirá, como retribución:

a) las contribuciones especiales que se devengaren por el establecimiento del servicio, salvo cláusula en
contrario; y b) las tasas a cargo de los usuarios, con arreglo a tarifa aprobada en la forma dispuesta por el
artículo 179 de la Ley.

2. También podrá consistir la retribución, juntamente con alguno de los conceptos anteriores, o
exclusivamente si el servicio hubiere de prestarse gratuitamente, en subvención a cargo de los fondos de la
Corporación.
3. En todo caso, la retribución prevista para el concesionario deberá ser calculada de modo que permita,
mediante una buena y ordenada administración, amortizar durante el plazo de la concesión el costo de
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establecimiento del servicio y cubrir los gastos de explotación y un margen normal de beneficio industrial.
4. Si como forma de retribución, total o parcial, se acordare el otorgamiento de subvención, ésta no podrá
revestir la forma de garantía de rendimiento mínimo ni cualquier otra modalidad susceptible de estimular el
aumento de gastos de explotación, y, en general, una gestión económica deficiente por el concesionario y el
traslado de las resultas de la misma a la Entidad concedente.
5. La retribución será revisable en los casos a que aluden los artículos 127 y 128.

Artículo 130.
1. Si la Corporación otorgare al concesionario la utilización de la vía de apremio para percibir las prestaciones
económicas de los usuarios derivadas de la concesión, concretará el concepto o conceptos a los que sea
aplicable la ejecución.
2. También determinará si la substanciación del procedimiento ejecutivo ha de estar a cargo de los Agentes
ejecutivos de la Corporación o si comprende la posibilidad de que el concesionario proponga Agentes
ejecutivos particulares, los cuales deberán reunir los requisitos de capacidad e idoneidad exigibles, para los de
la Corporación local concedente, que deberá aprobar los nombramientos y tendrá facultad de revocarlos, en
cualquier momento, si se extralimitaren en sus funciones.
3. Llegado el caso de que el concesionario hubiere de ejercitar la vía de apremio, expedirá la correspondiente
certificación de descubierto y la entregará al Interventor de fondos de la Corporación.
4. El Interventor comprobará si la certificación se halla en forma legal, si los débitos contenidos en la misma
son precisa y exclusivamente por los conceptos a los que se contraiga la concesión de la vía de apremio, y si se
ha agotado el plazo de recaudación voluntaria; y cuando procediere, el Presidente de la Corporación expedirá
providencia de apremio.
5. El procedimiento de apremio constará de un solo grado, que implicara un recargo del 5 por 100 a favor del
ejecutor.
6. Decretado el apremio, la certificación será entregada a la Agencia ejecutiva de la Corporación o al
concesionario, según los casos, para el desarrollo de las ulteriores fases del procedimiento.

Artículo 131.
1. El Pliego de condiciones detallará la situación y el estado de conservación en que habrán de encontrarse las
obras y el material afectos a la concesión en el momento de reversión de la misma.
2. Con anterioridad a ésta, en el plazo que señalare el Pliego de condiciones y, en todo caso, como mínimo, en
el de un mes por cada año de duración de la concesión, la gestión del servicio se regulará del modo siguiente:

1.º La Corporación designará un Interventor técnico de la Empresa concesionaria, el cual vigilará la
conservación de las obras y del material e informará a la Corporación sobre las reparaciones y reposiciones
necesarias para mantenerlos en las condiciones previstas.
2.º En caso de desobediencia sistemática del concesionario a las disposiciones de la Corporación sobre
conservación de las obras e instalaciones o de mala fe en la ejecución de las mismas, la Corporación podrá
disponer el secuestro de la Empresa y, si fuere preciso, solicitar del Ministerio de la Gobernación que
continúe hasta el término de la concesión.

Artículo 132.
Si el concesionario cometiese alguna infracción de carácter leve, se le impondrán multas en la forma y cuantía
previstas en el Pliego de condiciones.

Artículo 133.
1. Si el concesionario incurriese en infracción de carácter grave que pusiera en peligro la buena prestación del
servicio público, incluida la desobediencia a órdenes de modificación, la Administración podrá declarar en
secuestro la concesión, con el fin de asegurar aquel provisionalmente.
2. El acuerdo de la Corporación deberá ser notificado al concesionario, y si éste, dentro del plazo que se le
hubiere fijado, no corrigiera la deficiencia, se ejecutará el secuestro. Redactado el apartado 1 conforme a la
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corrección de errores publicada en BOE núm. 203, de 22 de julio de 1955. Ref. BOE-A-1955-10464

Artículo 134.
1. En virtud del secuestro, la Administración se encargará directamente del funcionamiento del servicio y de la
percepción de los derechos establecidos, utilizando para ello el mismo personal y material del concesionario,
sin que pueda alterar las condiciones de su prestación.
2. Con ese fin, la Corporación designará un Interventor técnico que sustituirá plena o parcialmente a los
elementos directivos de la Empresa.
3. La explotación se efectuará por cuenta y riesgo del concesionario, a quien se entregará, al finalizar el
secuestro, el saldo activo que resultare después de satisfechos todos los gastos, incluso los haberes del
Interventor.

Artículo 135.
1. El secuestro tendrá carácter temporal, y su duración máxima será:

a) la que se hubiese establecido en el Pliego de condiciones; o b) en su defecto, la que determinare la
Corporación interesada, sin que pueda exceder de dos años ni de la tercera parte del plazo que restare para
el término de la concesión.

2. La Corporación podrá acordar y el concesionario pedir en cualquier momento el cese del secuestro, y
deberá accederse a la solicitud si justificare estar en condiciones de proseguir la gestión normal de la Empresa.

Artículo 136.
1. Procederá la declaración de caducidad de la concesión en los supuestos previstos en el Pliego de
condiciones y, en todo caso, en los siguientes:

a) si levantado el secuestro, el concesionario volviera a incurrir en las infracciones que lo hubieren
determinado o en otras similares; y b) si el concesionario incurriera en infracción gravísima de sus
obligaciones esenciales.

2. La declaración de caducidad en el caso previsto en el apartado b) del párrafo anterior, requerirá previa
advertencia al concesionario, con expresión de las deficiencias que hubieren de motivarla.
3. En dicho supuesto, la caducidad podrá declararse cuando, transcurrido un plazo prudencial no se hubieren
corregido las deficiencias advertidas imputables al concesionario.

Artículo 137.
1. La declaración de caducidad se acordará por la Corporación y determinará el cese de la gestión del
concesionario, la incautación de los elementos de la Empresa afectos al servicio, para asegurar la prestación
del mismo, y la convocatoria de licitación para adjudicar nuevamente la concesión.
2. A este efecto, en el plazo de un mes desde que la caducidad hubiere sido ejecutada, la Corporación incoará
expediente de justiprecio de la concesión, sin modificar ninguna de las cláusulas de la misma y con
intervención del titular caducado, que se decidirá en defecto de acuerdo por el Jurado Provincial de
expropiación y conforme al procedimiento de la Ley de expropiación forzosa.
3. Acordada la tasación o aprobada por el Jurado provincial de expropiación, la Corporación convocará, en el
plazo de un mes, licitación sobre dicha base, para adjudicar nuevamente la concesión con arreglo al mismo
Pliego de condiciones que viniere rigiendo anteriormente; y el producto de la licitación se entregará al
concesionario caducado.
4. Si la primera licitación quedare desierta, se convocará la segunda con baja del 25 por 100 del precio de
tasación; y si también quedare desierta, los bienes e instalaciones de la concesión pasarán definitivamente a la
Corporación sin pago de indemnización alguna.
5. Si la Corporación no deseare continuar la gestión del servicio por concesión, abonará al titular caducado la
indemnización que le correspondería en caso de rescate. Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 203, de 22 de julio de 1955. Ref. BOE-A-1955-10464
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Sección 3.ª Del arrendamiento

Artículo 138.
1. Las Corporaciones locales podrán disponer la prestación de los servicios mediante arrendamiento de las
instalaciones de su pertenencia.
2. No podrán ser prestados en esta forma los servicios de beneficencia y asistencia sanitaria, incendios y
Establecimientos de Crédito.
3. Serán utilizable esta forma de gestión indirecta cuando se hubieren de tener primordialmente en cuenta los
intereses económicos de la Corporación contratante en orden a la disminución de los costos o al aumento de
los ingresos.

Artículo 139.
1. La duración del contrato de arrendamiento de instalaciones para la prestación de servicios no podrá
exceder de diez años.
2. La garantía representará el importe de un trimestre, por lo menos, del canon, sin exceder del de una
anualidad.
3. Los arrendatarios estarán obligados a conservar en perfecto estado las obras e instalaciones, destinándolas
exclusivamente al uso pactado, a realizar por su cuenta todas las reparaciones necesarias, respondiendo
incluso de los deterioros producidos por los usuarios; y a devolverlas, al terminar el contrato, en el mismo
estado en que las recibieron.

Artículo 140.
1. Serán causas de resolución del contrato, además de las señaladas en el Reglamento de Contratación de las
Corporaciones locales, la demora en el pago por más de treinta días y la infracción de lo dispuesto en el
párrafo 4 del artículo anterior.
2. Se entenderán aplicables a este contrato las disposiciones contenidas en la Sección anterior, en cuanto no
resultaren incompatibles con las de esta forma de gestión.

Artículo 141.
1. Cuando la Corporación contratare el arriendo de servicios personales aportando el contratista, además de
los suyos propios, o sin ellos, los del personal indispensable y el material que se estime conveniente, aquélla
abonará, también en metálico o en compensaciones de otra especie, el precio del servicio.
2. La duración máxima del contrato será de diez años.

Artículo 142.
1. No podrán ser contratados servicios personales cuando atendieren necesidades permanentes, en cuyo caso
deberá crearse la oportuna plaza de funcionario y proveerla reglamentariamente.
2. Cuando se tratare de servicios transitorios, el contrato deberá llevarse a cabo mediante concurso, a no ser
que afectare a obreros no cualificados, y se fijará un plazo que no podrá exceder de dos años y será
improrrogable.

Sección 4.ª Del concierto

Artículo 143.
Las Corporaciones locales podrán prestar los servicios de su competencia mediante concierto con otras
Entidades públicas o privadas y con los particulares, utilizando los que unas u otros tuvieran establecidos, sin
que el concierto origine nueva persona jurídica entre las mismas.

Artículo 144.
1. La duración de los conciertos no podrá exceder de diez años, y quedarán automáticamente sin efecto desde
el momento en que la Corporación interesada tuviere instalado y en disposición de funcionar un servicio
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análogo al concertado.
2. No obstante, se podrán autorizar por el Ministerio de la Gobernación sucesivas prórrogas de igual duración,
siempre que la Corporación demostrare la imposibilidad de instalar el servicio por su cuenta o la mayor
economía de esta forma de prestación, sin menoscabo de eficacia para el público.
Se deja sin efecto en la forma indicada por el art. 1.7.4 del Real Decreto 1710/1979, de 16 de junio. Ref. BOE-A-1979-16931 .

Artículo 145.
1. El concierto podrá establecerse con personas o Entidades radicantes dentro o fuera del territorio de la
Entidad local.
2. Cuando el concierto se estableciera entre dos Corporaciones locales o entre una de éstas y el Estado y otra
de carácter paraestatal, no requerirá prestación de garantía.

Artículo 146.
El pago de los servicios concertados se fijará en un tanto alzado inalterable, ya de carácter conjunto por la
totalidad del servicio en un tiempo determinado, o por unidades a precio fijo.

Artículo 147.
1. Las Diputaciones provinciales no podrán concertar la totalidad de los servicios mínimos obligatorios de
carácter benéfico-sanitario.
2. Cuando se tratare de concertar más de uno de los servicios previstos en el artículo 245 de la Ley, será
necesaria la autorización del Ministerio de la Gobernación.
Se deja sin efecto en la forma indicada por el art. 1.7.5 del Real Decreto 1710/1979, de 16 de junio. Ref. BOE-A-1979-16931 .

PONTE A PRUEBA

6 preguntas del Tema 12

1. Señale la respuesta correcta: Según el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, el 
concesionario tendrá derecho a percibir como retribución:

A) Los impuestos que le ceda la Administración.

B) Los ingresos que estime pertinentes el concesionario para garantizar el equilibrio económico de la concesión.

C) Las contribuciones especiales, en todo caso, aunque exista cláusula en contrario en los pliegos.

D) Las tasas a cargo de los usuarios, con arreglo a tarifa aprobada.

2. Según el art. 114 del Decreto de 17 de junio de 1955 por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las 
Corporaciones locales, la concesión administrativa… (señale la incorrecta):

A) Es una forma de gestión directa

B) Tiene que estar referida a un servicio de competencia de la Corporación

C) Se fijarán las cláusulas con arreglo a las cuales se otorgue

D) Puede comprender la construcción de una obra o instalación

3. Señale la respuesta correcta: Según el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, el concierto:

A) Es una forma directa de prestar un servicio de la competencia de las Corporaciones Locales.

B) No es una forma de prestar el servicio de la competencia de las Corporaciones Locales.

C) Es una forma indirecta de prestar un servicio de la competencia de las Corporaciones Locales.

D) Es una forma de prestar un servicio que no es aplicación a las entidades locales.
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4. De conformidad con el Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de 
las Corporaciones Locales:

A) La gestión directa de los servicios económicos habrá de realizarse necesariamente por parte de la propia 
Corporación.

B) Los servicios municipalizados en régimen de gestión directa sin órgano especial estarán a cargo de un 
Consejo de Administración y de un Gerente.

C) La gestión indirecta de los servicios económicos podrá serlo en régimen de empresa privada, que adoptará la 
forma de responsabilidad limitada o de Sociedad anónima, y se constituirá y actuará con sujeción a las normas 
legales que regulen dichas Compañías mercantiles.

D) La gestión directa de los servicios económicos podrá serlo en régimen de empresa privada, que adoptará la 
forma de responsabilidad limitada o de Sociedad anónima, y se constituirá y actuará con sujeción a las normas 
legales que regulen dichas Compañías mercantiles.

5. Serán atendidas necesariamente:

A) Por gestión directa las funciones que impliquen ejercicio de autoridad.

B) En régimen de libre concurrencia las funciones que impliquen ejercicio de autoridad.

C) Por gestión directa las funciones que no impliquen ejercicio de autoridad.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

6. Los servicios municipales en los que se realicen funciones que impliquen el ejercicio de la autoridad serán 
ejercidos:

A) En régimen de gestión interesada.

B) En régimen de monopolio.

C) En régimen de gestión directa.

D) En régimen de gestión directa con algunas excepciones previstas en la legislación sectorial.

SOLUCIONES 1 D · 2 A · 3 C · 4 D · 5 A · 6 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 12, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 13

Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del euskera. 
(Artículos 1-8).

Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del 
Euskera

LNL-PV · BOE-A-2012-5539 · arts. 1 a 8 — 8 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
El uso del euskera y el castellano se ajustará en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco,
a lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones que en desarrollo de esta Ley dicten el Parlamento y el
Gobierno Vascos.

Artículo 2.
La lengua propia del País Vasco es el euskera.

Artículo 3.
Las lenguas oficiales en la Comunidad Autónoma del País Vasco son el euskera y el castellano.

Artículo 4.
Los poderes públicos velarán y adoptarán las medidas oportunas para que nadie sea discriminado por razón de
la lengua en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

TÍTULO PRIMERO

CAPÍTULO ÚNICO De los derechos de los ciudadanos y deberes de los poderes públicos en materia l

Artículo 5.
1. Todos los ciudadanos del País Vasco tienen derecho a conocer y usar las lenguas oficiales, tanto oralmente
como por escrito.
2. Se reconocen a los ciudadanos del País Vasco los siguientes derechos lingüísticos fundamentales:

a) Derecho a relacionarse en euskera o en castellano oralmente y/o por escrito con la Administración y con
cualquier Organismo o Entidad radicado en la Comunidad Autónoma.
b) Derecho a recibir la enseñanza en ambas lenguas oficiales.
c) Derecho a recibir en euskera publicaciones periódicas, programaciones de radio y televisión y de otros
medios de comunicación.
d) Derecho a desarrollar actividades profesionales, laborales, políticas y sindicales en euskera.
e) Derecho a expresarse en euskera en cualquier reunión.

3. Los poderes públicos garantizarán el ejercicio de estos derechos, en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma, a fin de que sean efectivos y reales.

TÍTULO SEGUNDO De las actuaciones de los poderes públicos

CAPÍTULO PRIMERO Del uso del euskera en la Administración Pública dentro del ámbito territorial
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Artículo 6.
1. Se reconoce a todos los ciudadanos el derecho a usar tanto el euskera como el castellano en sus relaciones
con la Administración Pública en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, y a ser atendidos en la
lengua oficial que elijan. A tal efecto se adoptarán las medidas oportunas y se arbitrarán los medios necesarios
para garantizar de forma progresiva el ejercicio de este derecho.
2. En los expedientes o procedimientos en los que intervenga más de una persona, los poderes públicos
utilizarán aquella lengua que establezcan de mutuo acuerdo las partes que concurran. En caso de no haber
acuerdo se utilizará la que disponga la persona que haya promovido el expediente o procedimiento, sin
perjuicio del derecho de las partes a ser informadas en la lengua que deseen.
Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado por la Sentencia del TC 169/1983, de 29 de junio. Ref. BOE-
T-1986-17827 .

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-
T-1986-17827 .

Artículo 7.
1. La inscripción de documentos en los registros públicos dependientes de la Comunidad Autónoma, ya sean
del Gobierno Vasco, Entes Autónomos del mismo, Administraciones Forales, Administración Local, u otros, se
hará en la lengua oficial en que aparezcan extendidos.
2. En los registros públicos no dependientes de la Comunidad Autónoma, el Gobierno Vasco promoverá, de
acuerdo con los órganos competentes, la normalización del uso del euskera.
3. A efectos de exhibición y/o expedición de certificaciones, se garantizará la traducción a cualquiera de las
lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 8.
1. Toda disposición normativa o resolución oficial que emane de los poderes públicos sitos en la Comunidad
Autónoma del País Vasco deberá estar redactada en forma bilingüe a efectos de publicidad oficial. La
incorporación de la perspectiva de normalización del uso del euskera en el procedimiento de elaboración de
disposiciones de carácter general que se elaboren en el Gobierno Vasco se realizará mediante la emisión de un
informe preceptivo de asesoramiento, en el que se propondrán medidas dirigidas a la normalización del uso
del euskera en el ámbito objetivo de la disposición que se tramite. Asimismo, se emitirá un pronunciamiento
respecto a la adecuación a la normativa vigente en materia lingüística, sin perjuicio de las funciones que
puedan corresponder a otros órganos informantes 2. Todo acto en el que intervengan los poderes públicos
sitos en la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como las notificaciones y comunicaciones
administrativas, deberán ir redactados en forma bilingüe, salvo que los interesados privados elijan
expresamente la utilización de una de las lenguas oficiales de a Comunidad Autónoma.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1 de la Ley 6/2022, de 30 de junio. Ref. BOE-A-2022-12588#df

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 3 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-T-1986-17827 .

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 13
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.
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1. Respecto de los registros públicos no dependientes de la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
corresponde al Gobierno Vasco:

A) Garantizar directamente la inscripción de todos los documentos en euskera

B) Imponer a los órganos competentes el uso exclusivo del euskera

C) Acordar la traducción automática de todos los documentos inscritos

D) Promover, de acuerdo con los órganos competentes, la normalización del uso del euskera

2. A efectos de publicidad oficial, toda disposición normativa o resolución oficial que emane de los poderes 
públicos sitos en la Comunidad Autónoma del País Vasco deberá estar redactada:

A) Exclusivamente en euskera, con traducción al castellano cuando así lo soliciten los interesados.

B) En castellano, sin perjuicio de que pueda publicarse también una versión en euskera.

C) En cualquiera de las lenguas oficiales, según determine el órgano competente en cada caso.

D) En forma bilingüe.

3. En relación con el uso del euskera en los registros públicos, señale la opción correcta:

A) La inscripción de documentos en los registros públicos dependientes de la Comunidad Autónoma se hará 
siempre en euskera, con independencia de la lengua en que estén extendidos.

B) En los registros públicos no dependientes de la Comunidad Autónoma, el Gobierno Vasco impondrá 
directamente la normalización del uso del euskera, sin necesidad de acuerdo alguno.

C) La inscripción de documentos en los registros públicos dependientes de la Comunidad Autónoma se hará en 
la lengua oficial en que aparezcan extendidos, y se garantizará la traducción a cualquiera de las lenguas oficiales 
para la exhibición o expedición de certificaciones.

D) La inscripción de documentos se hará únicamente en castellano, aunque para la exhibición o expedición de 
certificaciones podrá solicitarse su traducción al euskera.

4. Respecto de los registros públicos no dependientes de la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
corresponde al Gobierno Vasco:

A) Garantizar directamente la inscripción de todos los documentos exclusivamente en euskera.

B) Acordar por sí solo la normalización del uso del euskera, sin intervención de otros órganos.

C) Promover, de acuerdo con los órganos competentes, la normalización del uso del euskera.

D) Limitar la normalización del uso del euskera a los registros dependientes de la Administración Local.

5. En los expedientes o procedimientos en los que intervenga más de una persona, los poderes públicos 
utilizarán la lengua:

A) Que elija la mayoría de las personas que intervengan en el expediente o procedimiento

B) Que establezcan de mutuo acuerdo las partes que concurran

C) Que determine la persona que haya promovido el expediente o procedimiento

D) Que corresponda al castellano cuando no exista una elección expresa

6. En las relaciones con la Administración Pública en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco, los ciudadanos tienen derecho a:

A) Utilizar exclusivamente el euskera y ser atendidos en esta lengua por la Administración Pública.

B) Usar tanto el euskera como el castellano y ser atendidos en la lengua oficial que elijan.

C) Utilizar cualquiera de las lenguas oficiales, aunque la Administración Pública solo estará obligada a 
atenderles en castellano.

D) Usar el euskera o el castellano únicamente cuando se relacionen con órganos de la Administración 
autonómica.
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7. En sus relaciones con la Administración Pública en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco, los ciudadanos tienen derecho a:

A) Utilizar exclusivamente el euskera y ser atendidos necesariamente en dicha lengua.

B) Utilizar tanto el euskera como el castellano y ser atendidos en la lengua oficial que elijan.

C) Utilizar cualquiera de las lenguas oficiales, pero ser atendidos únicamente en castellano.

D) Utilizar ambas lenguas oficiales solo cuando así lo autorice previamente la Administración Pública.

8. ¿Qué lenguas son objeto de regulación conjunta en la Comunidad Autónoma del País Vasco?

A) El euskera y el castellano.

B) El euskera y el francés.

C) El castellano y el inglés.

D) El euskera, el castellano y el francés.

9. La garantía del ejercicio de los derechos lingüísticos reconocidos a los ciudadanos del País Vasco 
corresponde a:

A) Las Administraciones públicas, únicamente dentro de sus respectivos términos municipales, para asegurar 
su aplicación ordinaria.

B) Los organismos y entidades radicados en la Comunidad Autónoma, exclusivamente respecto de las relaciones 
escritas.

C) Los ciudadanos y las entidades privadas, en todo el territorio del Estado, para hacer efectivo el uso preferente 
del euskera.

D) Los poderes públicos, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, a fin de que tales derechos sean 
efectivos y reales.

10. Toda disposición normativa o resolución oficial que emane de los poderes públicos sitos en la Comunidad 
Autónoma del País Vasco deberá estar redactada:

A) Únicamente en euskera cuando tenga por destinatarios a los poderes públicos de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco

B) En forma bilingüe únicamente cuando se trate de una disposición de carácter general elaborada por el 
Gobierno Vasco

C) En forma bilingüe a efectos de publicidad oficial

D) En la lengua oficial que elijan expresamente los interesados privados afectados por la disposición o 
resolución

SOLUCIONES 1 D · 2 D · 3 C · 4 C · 5 B · 6 B · 7 B · 8 A · 9 D · 10 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 13, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 14

Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres. El principio de igualdad y la tutela contra la 

discriminación (Título I: artículos 3-13). Políticas públicas para la 
igualdad (Titulo II: artículos 14-35).

LO 3/2007 igualdad efectiva

LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · arts. 3 a 13 · arts. 14 a 35 — 33 incluidos

TÍTULO I El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas.
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas
jurídicas.

Artículo 5.
Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesionales,
y en las condiciones de trabajo. El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos
en la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación
profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de
despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier
organización cuyos miembros ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las
mismas. No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia
de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea,
haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.
2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.
3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.
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Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el
embarazo o la maternidad.

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación,
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias.
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a
través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas
discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas.
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso.
2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva.
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la
relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.
2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.
3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Artículo 13. Prueba.
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona
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demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. A los
efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.
2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.

TÍTULO II Políticas públicas para la igualdad

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos.
A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos:
1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres.
2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas
económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las
diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos
que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico.
3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación del principio
de igualdad de trato y de oportunidades.
4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y en la toma de
decisiones.
5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar y
todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo.
6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de colectivos de especial
vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con
discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, para las
cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva.
7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad de los efectos derivados
del embarazo, parto y lactancia.
8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar de las
mujeres y los hombres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la
atención a la familia.
9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones públicas y los agentes
sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas.
10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las relaciones entre
particulares.
11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de las
relaciones sociales, culturales y artísticas.
12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual manera en la política
española de cooperación internacional para el desarrollo.

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter
transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma
activa, en la adopción y ejecución de sus disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de
políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades.

Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos.
Los Poderes Públicos procurarán atender al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los
nombramientos y designaciones de los cargos de responsabilidad que les correspondan.
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Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades.
El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado, aprobará periódicamente un Plan
Estratégico de Igualdad de Oportunidades, que incluirá medidas para alcanzar el objetivo de igualdad entre
mujeres y hombres y eliminar la discriminación por razón de sexo.

Artículo 18. Informe periódico.
En los términos que reglamentariamente se determinen, el Gobierno elaborará un informe periódico sobre el
conjunto de sus actuaciones en relación con la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres.
De este informe se dará cuenta a las Cortes Generales.

Artículo 19. Informes de impacto de género.
Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social,
cultural y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar un informe
sobre su impacto por razón de género.

Artículo 20. Adecuación de las estadísticas y estudios.
Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta Ley y que se garantice la integración de modo
efectivo de la perspectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos, en la elaboración de sus
estudios y estadísticas, deberán:
a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de datos que lleven a
cabo.
b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que posibiliten un mejor
conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de
mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a analizar.
c) Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el conocimiento de la
incidencia de otras variables cuya concurrencia resulta generadora de situaciones de discriminación múltiple
en los diferentes ámbitos de intervención.
d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables incluidas puedan ser
explotadas y analizadas en función de la variable de sexo.
e) Explotar los datos de que disponen de modo que se puedan conocer las diferentes situaciones, condiciones,
aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención.
f) Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas existentes con objeto de contribuir al
reconocimiento y valoración del trabajo de las mujeres y evitar la estereotipación negativa de determinados
colectivos de mujeres. Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el órgano
competente, podrá justificarse el incumplimiento de alguna de las obligaciones anteriormente especificadas.

Artículo 21. Colaboración entre las Administraciones públicas.
1. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas cooperarán
para integrar el derecho de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de sus respectivas competencias
y, en especial, en sus actuaciones de planificación. En el seno de la Conferencia Sectorial de la Mujer podrán
adoptarse planes y programas conjuntos de actuación con esta finalidad.
2. Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el ejercicio de sus competencias y colaborarán,
a tal efecto, con el resto de las Administraciones públicas.

Artículo 22. Acciones de planificación equitativa de los tiempos.
Con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre mujeres y hombres, las corporaciones
locales podrán establecer Planes Municipales de organización del tiempo de la ciudad. Sin perjuicio de las
competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado podrá prestar asistencia técnica para la elaboración
de estos planes.

CAPÍTULO II Acción administrativa para la igualdad
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Artículo 23. La educación para la igualdad de mujeres y hombres.
El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los derechos y libertades
fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres. Asimismo, el sistema
educativo incluirá, dentro de sus principios de calidad, la eliminación de los obstáculos que dificultan la
igualdad efectiva entre mujeres y hombres y el fomento de la igualdad plena entre unas y otros.

Artículo 24. Integración del principio de igualdad en la política de educación.
1. Las Administraciones educativas garantizarán un igual derecho a la educación de mujeres y hombres a
través de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones educativas, del principio de igualdad de
trato, evitando que, por comportamientos sexistas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan
desigualdades entre mujeres y hombres.
2. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollarán, con tal
finalidad, las siguientes actuaciones:

a) La atención especial en los currículos y en todas las etapas educativas al principio de igualdad entre
mujeres y hombres.
b) La eliminación y el rechazo de los comportamientos y contenidos sexistas y estereotipos que supongan
discriminación entre mujeres y hombres, con especial consideración a ello en los libros de texto y
materiales educativos.
c) La integración del estudio y aplicación del principio de igualdad en los cursos y programas para la
formación inicial y permanente del profesorado.
d) La promoción de la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de control y de gobierno
de los centros docentes.
e) La cooperación con el resto de las Administraciones educativas para el desarrollo de proyectos y
programas dirigidos a fomentar el conocimiento y la difusión, entre las personas de la comunidad
educativa, de los principios de coeducación y de igualdad efectiva entre mujeres y hombres.
f) El establecimiento de medidas educativas destinadas al reconocimiento y enseñanza del papel de las
mujeres en la Historia.

Artículo 25. La igualdad en el ámbito de la educación superior.
1. En el ámbito de la educación superior, las Administraciones públicas en el ejercicio de sus respectivas
competencias fomentarán la enseñanza y la investigación sobre el significado y alcance de la igualdad entre
mujeres y hombres.
2. En particular, y con tal finalidad, las Administraciones públicas promoverán:

a) La inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de enseñanzas en materia de igualdad entre
mujeres y hombres.
b) La creación de postgrados específicos.
c) La realización de estudios e investigaciones especializadas en la materia.

Artículo 26. La igualdad en el ámbito de la creación y producción artística e intelectual.
1. Las autoridades públicas, en el ámbito de sus competencias, velarán por hacer efectivo el principio de
igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en todo lo concerniente a la creación y
producción artística e intelectual y a la difusión de la misma.
2. Los distintos organismos, agencias, entes y demás estructuras de las administraciones públicas que de modo
directo o indirecto configuren el sistema de gestión cultural, desarrollarán las siguientes actuaciones:

a) Adoptar iniciativas destinadas a favorecer la promoción específica de las mujeres en la cultura y a
combatir su discriminación estructural y/o difusa.
b) Políticas activas de ayuda a la creación y producción artística e intelectual de autoría femenina,
traducidas en incentivos de naturaleza económica, con el objeto de crear las condiciones para que se
produzca una efectiva igualdad de oportunidades.
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c) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en la oferta artística y cultural pública.
d) Que se respete y se garantice la representación equilibrada en los distintos órganos consultivos,
científicos y de decisión existentes en el organigrama artístico y cultural.
e) Adoptar medidas de acción positiva a la creación y producción artística e intelectual de las mujeres,
propiciando el intercambio cultural, intelectual y artístico, tanto nacional como internacional, y la
suscripción de convenios con los organismos competentes.
f) En general y al amparo del artículo 11 de la presente Ley, todas las acciones positivas necesarias para
corregir las situaciones de desigualdad en la producción y creación intelectual artística y cultural de las
mujeres.

Artículo 27. Integración del principio de igualdad en la política de salud.
1. Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán, en su formulación, desarrollo y evaluación, las
distintas necesidades de mujeres y hombres y las medidas necesarias para abordarlas adecuadamente.
2. Las Administraciones públicas garantizarán un igual derecho a la salud de las mujeres y hombres, a través
de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones de la política de salud, del principio de igualdad
de trato, evitando que por sus diferencias biológicas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan
discriminaciones entre unas y otros.
3. Las Administraciones públicas, a través de sus Servicios de Salud y de los órganos competentes en cada caso,
desarrollarán, de acuerdo con el principio de igualdad de oportunidades, las siguientes actuaciones:

a) La adopción sistemática, dentro de las acciones de educación sanitaria, de iniciativas destinadas a
favorecer la promoción específica de la salud de las mujeres, así como a prevenir su discriminación.
b) El fomento de la investigación científica que atienda las diferencias entre mujeres y hombres en relación
con la protección de su salud, especialmente en lo referido a la accesibilidad y el esfuerzo diagnóstico y
terapéutico, tanto en sus aspectos de ensayos clínicos como asistenciales.
c) La consideración, dentro de la protección, promoción y mejora de la salud laboral, del acoso sexual y el
acoso por razón de sexo.
d) La integración del principio de igualdad en la formación del personal al servicio de las organizaciones
sanitarias, garantizando en especial su capacidad para detectar y atender las situaciones de violencia de
género.
e) La presencia equilibrada de mujeres y hombres en los puestos directivos y de responsabilidad
profesional del conjunto del Sistema Nacional de Salud.
f) La obtención y el tratamiento desagregados por sexo, siempre que sea posible, de los datos contenidos en
registros, encuestas, estadísticas u otros sistemas de información médica y sanitaria.

Artículo 28. Sociedad de la Información.
1. Todos los programas públicos de desarrollo de la Sociedad de la Información incorporarán la efectiva
consideración del principio de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución.
2. El Gobierno promoverá la plena incorporación de las mujeres en la Sociedad de la Información mediante el
desarrollo de programas específicos, en especial, en materia de acceso y formación en tecnologías de la
información y de las comunicaciones, contemplando las de colectivos de riesgo de exclusión y del ámbito
rural.
3. El Gobierno promoverá los contenidos creados por mujeres en el ámbito de la Sociedad de la Información.
4. En los proyectos del ámbito de las tecnologías de la información y la comunicación sufragados total o
parcialmente con dinero público, se garantizará que su lenguaje y contenidos sean no sexistas.

Artículo 29. Deportes.
1. Todos los programas públicos de desarrollo del deporte incorporarán la efectiva consideración del principio
de igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución.
2. El Gobierno promoverá el deporte femenino y favorecerá la efectiva apertura de las disciplinas deportivas a
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las mujeres, mediante el desarrollo de programas específicos en todas las etapas de la vida y en todos los
niveles, incluidos los de responsabilidad y decisión.

Artículo 30. Desarrollo rural.
1. A fin de hacer efectiva la igualdad entre mujeres y hombres en el sector agrario, el Ministerio de
Agricultura, Pesca y Alimentación y el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales desarrollarán la figura jurídica
de la titularidad compartida, para que se reconozcan plenamente los derechos de las mujeres en el sector
agrario, la correspondiente protección de la Seguridad Social, así como el reconocimiento de su trabajo.
2. En las actuaciones encaminadas al desarrollo del medio rural, se incluirán acciones dirigidas a mejorar el
nivel educativo y de formación de las mujeres, y especialmente las que favorezcan su incorporación al
mercado de trabajo y a los órganos de dirección de empresas y asociaciones.
3. Las Administraciones públicas promoverán nuevas actividades laborales que favorezcan el trabajo de las
mujeres en el mundo rural.
4. Las Administraciones públicas promoverán el desarrollo de una red de servicios sociales para atender a
menores, mayores y dependientes como medida de conciliación de la vida laboral, familiar y personal de
hombres y mujeres en mundo rural.
5. Los poderes públicos fomentarán la igualdad de oportunidades en el acceso a las tecnologías de la
información y la comunicación mediante el uso de políticas y actividades dirigidas a la mujer rural, y la
aplicación de soluciones alternativas tecnológicas allá donde la extensión de estas tecnologías no sea posible.

Artículo 31. Políticas urbanas, de ordenación territorial y vivienda.
1. Las políticas y planes de las Administraciones públicas en materia de acceso a la vivienda incluirán medidas
destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad entre mujeres y hombres. Del mismo modo, las políticas
urbanas y de ordenación del territorio tomarán en consideración las necesidades de los distintos grupos
sociales y de los diversos tipos de estructuras familiares, y favorecerán el acceso en condiciones de igualdad a
los distintos servicios e infraestructuras urbanas.
2. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, fomentará el acceso a la vivienda de las mujeres en
situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las que hayan sido víctimas de la violencia de género, en
especial cuando, en ambos casos, tengan hijos menores exclusivamente a su cargo.
3. Las Administraciones públicas tendrán en cuenta en el diseño de la ciudad, en las políticas urbanas, en la
definición y ejecución del planeamiento urbanístico, la perspectiva de género, utilizando para ello,
especialmente, mecanismos e instrumentos que fomenten y favorezcan la participación ciudadana y la
transparencia.

Artículo 32. Política española de cooperación para el desarrollo.
1. Todas las políticas, planes, documentos de planificación estratégica, tanto sectorial como geográfica, y
herramientas de programación operativa de la cooperación española para el desarrollo, incluirán el principio
de igualdad entre mujeres y hombres como un elemento sustancial en su agenda de prioridades, y recibirán
un tratamiento de prioridad transversal y específica en sus contenidos, contemplando medidas concretas para
el seguimiento y la evaluación de logros para la igualdad efectiva en la cooperación española al desarrollo.
2. Además, se elaborará una Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres para la cooperación
española, que se actualizará periódicamente a partir de los logros y lecciones aprendidas en los procesos
anteriores.
3. La Administración española planteará un proceso progresivo, a medio plazo, de integración efectiva del
principio de igualdad y del enfoque de género en desarrollo (GED), en todos los niveles de su gestión, que haga
posible y efectiva la aplicación de la Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres, que contemple
actuaciones específicas para alcanzar la transversalidad en las actuaciones de la cooperación española, y la
promoción de medidas de acción positiva que favorezcan cambios significativos en la implantación del
principio de igualdad, tanto dentro de la Administración como en el mandato de desarrollo de la propia
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cooperación española.

Artículo 33. Contratos de las Administraciones públicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, a través de sus órganos de
contratación y, en relación con la ejecución de los contratos que celebren, podrán establecer condiciones
especiales con el fin de promover la igualdad entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, de acuerdo
con lo establecido en la legislación de contratos del sector público.

Artículo 34. Contratos de la Administración General del Estado.
1. Anualmente, el Consejo de Ministros, a la vista de la evolución e impacto de las políticas de igualdad en el
mercado laboral, determinará los contratos de la Administración General del Estado y de sus organismos
públicos que obligatoriamente deberán incluir entre sus condiciones de ejecución medidas tendentes a
promover la igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, conforme a lo previsto en la
legislación de contratos del sector público. En el Acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrán
establecerse, en su caso, las características de las condiciones que deban incluirse en los pliegos atendiendo a
la naturaleza de los contratos y al sector de actividad donde se generen las prestaciones.
2. Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos de cláusulas administrativas particulares la
preferencia en la adjudicación de los contratos de las proposiciones presentadas por aquellas empresas que,
en el momento de acreditar su solvencia técnica o profesional, cumplan con las directrices del apartado
anterior, siempre que estas proposiciones igualen en sus términos a las más ventajosas desde el punto de vista
de los criterios objetivos que sirvan de base a la adjudicación y respetando, en todo caso, la prelación
establecida en el apartado primero de la disposición adicional octava del Texto Refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

Artículo 35. Subvenciones públicas.
Las Administraciones públicas, en los planes estratégicos de subvenciones que adopten en el ejercicio de sus
competencias, determinarán los ámbitos en que, por razón de la existencia de una situación de desigualdad de
oportunidades entre mujeres y hombres, las bases reguladoras de las correspondientes subvenciones puedan
incluir la valoración de actuaciones de efectiva consecución de la igualdad por parte de las entidades
solicitantes. A estos efectos podrán valorarse, entre otras, las medidas de conciliación de la vida personal,
laboral y familiar, de responsabilidad social de la empresa, o la obtención del distintivo empresarial en
materia de igualdad regulado en el Capítulo IV del Título IV de la presente Ley.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 14

1. Discriminación Indirecta por Razón de Sexo según lo establecido en la Ley Orgánica 3/2007 y la Ley 7/2023, 
¿cuándo se considera que existe discriminación indirecta por razón de sexo?

A) Cuando una persona es tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable.

B) Cuando se produce un trato desfavorable a las mujeres relacionado con el embarazo o la maternidad.

C) Cuando un comportamiento de naturaleza sexual tiene el propósito de atentar contra la dignidad de una 
persona.

D) Cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja 
particular con respecto a personas del otro, salvo justificación objetiva y proporcionalidad de los medios.
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2. De acuerdo con el art. 10 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por 
razón de sexo:

A) Se considerarán anulables y sin efecto.

B) Darán lugar a responsabilidad.

C) Se considerarán nulos y no podrán dar lugar a responsabilidad.

D) Se considerarán inexistentes y no podrán dar lugar a responsabilidad.

3. La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio:

A) Fundamental.

B) Rector.

C) Informador.

D) Jurídico.

4. Todos los programas públicos de desarrollo de la Sociedad de la Información incorporarán la efectiva 
consideración del principio de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución, 
pero ¿a quién corresponde promover la plena incorporación de las mujeres en la Sociedad de la Información 
según el artículo 28 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres?:

A) Al Gobierno.

B) A las Administraciones Públicas.

C) A los entes de comunicación social.

D) Todas son correctas

5. Según la Ley Orgánica 3/2007 para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, la igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres es:

A) Un derecho administrativo.

B) Una recomendación que rige exclusivamente en el ámbito de las relaciones laborales.

C) Un principio informador del ordenamiento jurídico.

D) Una limitación para las Administraciones Públicas y los empresarios.

6. Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de 
sexo se considerarán, según el artículo 10 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres:

A) Nulos y sin efecto.

B) Revisables.

C) Anulables.

D) Irregulares.

7. El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado, aprobará un Plan Estratégico de 
Igualdad de Oportunidades, que incluirá medidas para alcanzar el objetivo de igualdad entre mujeres y 
hombres y eliminar la discriminación por razón de sexo. ¿Cuándo se aprobará?

A) Anualmente.

B) Semestralmente.

C) Periódicamente.

D) Cada dos años.
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8. Según la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, el Gobierno 
aprobará un Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades

A) Periódicamente el Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado

B) Mensualmente el Gobierno, en las materias que no sean de la competencia del Estado

C) Anualmente el Congreso, en las materias que sean de la competencia del Estado

D) Anualmente el Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado

9. El Título I de la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres se denomina:

A) "El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación".

B) "Objeto y ámbito de la Ley".

C) "Políticas públicas para la igualdad".

D) "El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades".

10. Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de 
sexo se considerarán:

A) Anulable.

B) Nulos y sin efectos.

C) Irregulares.

D) Revisables.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 C · 4 A · 5 C · 6 A · 7 C · 8 A · 9 A · 10 B

Te quedan 108 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 14, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 15

Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos Laborales. 
Objeto, ámbito de aplicación y definiciones (Capítulo I: artículos 1-4). 

Derechos y obligaciones (Capítulo III: artículos 14-29).

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales

LPRL · BOE-A-1995-24292 · arts. 1 a 4 · arts. 14 a 29 — 20 incluidos

CAPÍTULO I Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales.
La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones
relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho
ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma.
1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación
de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. A
tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales
para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del
trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia
preventiva, en los términos señalados en la presente disposición. Para el cumplimiento de dichos fines, la
presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones públicas, así como por los
empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.
2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en
todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en
los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales
reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de
carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones específicas que se establecen para fabricantes, importadores y
suministradores, y de los derechos y obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos.
Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les
sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de un trabajo personal, con
las peculiaridades derivadas de su normativa específica. Cuando en la presente Ley se haga referencia a
trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en estos términos, respectivamente, de una
parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la Administración pública para la que
presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los
socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que prestan
sus servicios.
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2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el ámbito
de las funciones públicas de: –Policía, seguridad y resguardo aduanero. –Servicios operativos de protección
civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública. –Fuerzas Armadas y
actividades militares de la Guardia Civil. No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica que se dicte
para regular la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios en las
indicadas actividades.
3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica. En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a la
presente Ley aquellas actividades cuyas características justifiquen una regulación especial, lo que se llevará a
efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en
la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.
4. (Suprimido).
Se suprime el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680#ap Se modifican los apartados 1
y 2 por la disposición final 2.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.
2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.
3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.
4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.
5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.
6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.
7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.
b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.
c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
de los riesgos mencionados.
d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja
de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.
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CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.
3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.
4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.
5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 15. Principios de la acción preventiva.
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.
b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
c) Combatir los riesgos en su origen.
d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.
e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.
f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.
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h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.
3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.
4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.
5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva 1.
La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en
el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y
aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente. Este plan de
prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones,
las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención
de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 2. Los instrumentos
esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados a cabo por
fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva
a que se refieren los párrafos siguientes:
a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse
con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del
acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones
que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos
específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las
condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido. Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera
necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los
trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.
b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales
riesgos. Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad
preventiva el plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales
necesarios para su ejecución. El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. Las
actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como consecuencia
de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de protección
requeridos. 2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la
planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del
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nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se
determinen. 3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de
la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención
resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas
de estos hechos.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 8.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica el título y los apartados 1 y 2 por el art. 2.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad
y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un
riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas
necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.
b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se
puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante
medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores.
1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.
b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.
c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley. En las
empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante,
deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de
trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las
cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo
V de la presente Ley. Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.
1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.
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2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia.
El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de
personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas
necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores,
designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación
necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes
señaladas. Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean
necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia
médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y eficacia
de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente.
1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su
trabajo, el empresario estará obligado a:

a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de
las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.
b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato
el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad
mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y
determinada reglamentariamente.
c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la
de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos
puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los
representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad
de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la
autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. El
acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del
personal.
4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las
medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido
negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud.
1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en
función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador
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preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los
representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para
verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás
trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. En
todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.
2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la información
relacionada con su estado de salud.
3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores
afectados.
4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. El acceso a la información médica de carácter personal se
limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los
trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del
trabajador. No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia
de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en
relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir
o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus
funciones en materia preventiva.
5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de los
trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la finalización de
la relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.
6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario
con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación.
1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta
ley.
b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto
en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.
c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y,
en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 16 de esta ley.
d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del
citado artículo.
e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la
notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.
3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
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trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.
4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Se modifican las letras a),
b) y c) del apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin,
establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de
riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos
en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.
2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones
adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y
prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus
respectivos trabajadores.
3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.
4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa
contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que
tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados
por la empresa principal.
5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.
6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.
Se añade el apartado 6 por el art. 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A
tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas,
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en aquellos
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su discapacidad
física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas
relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se encuentren
manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los
respectivos puestos de trabajo.
2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan
incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a
agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la
procreación, tanto en los aspectos de la fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de
adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.
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1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la
determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir
negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una
posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.
2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura
de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y
compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos. El cambio de puesto o
función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de
movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su
reincorporación al anterior puesto. En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo
anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto
no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de
retribuciones de su puesto de origen.
3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse
por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del
contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores,
durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.
4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la
Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del
médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá,
asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo
durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto
de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.
5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para
la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y
justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el apartado 4 por la disposición adicional 12.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref.
BOE-A-2007-6115 Se modifca por el art. 10 de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-1999-21568

Artículo 27. Protección de los menores.
1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los
puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de
su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes,
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores. A
tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
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desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos
existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará a dichos
jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra
b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
de su seguridad y salud.
2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la
contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo 
temporal.
1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados
por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y
salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de una
relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una diferencia de trato
por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de
la seguridad y la salud de los trabajadores. La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán
plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los párrafos anteriores.
2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su
actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los
que vayan a estar expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes
profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos
del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del
puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que
vayan a estar expuestos.
3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su estado
de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.
4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección
y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación
de los trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de
forma adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.
5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable
de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en
materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo. La empresa de trabajo temporal
será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia de la salud que se
establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior,
la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores afectados,
antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a
desempeñar y de las cualificaciones requeridas. La empresa usuaria deberá informar a los representantes de
los trabajadores en la misma de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de
trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los derechos
reconocidos en la presente Ley.

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
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de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.
2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.
3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.
4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.
5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 15

1. La normativa básica en materia de seguridad y salud en el trabajo está contenida en:

A) El Reglamento de Seguridad y Salud Laboral

B) La Ley de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL)

C) La Ley de Procedimiento Laboral

D) La Ley de Seguridad e Higiene en el Trabajo

2. En relación con el ámbito de aplicación de la ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales, ¿cuál de las 
siguientes colectividades se encuentra excluida de su aplicación directa?

A) Las sociedades cooperativas en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de su trabajo 
personal, con las peculiaridades de su normativa específica.

B) Los trabajadores por cuenta ajena cuyas relaciones laborales están reguladas en el Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores.

C) Los servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y 
calamidad pública, debido a sus particularidades críticas.

D) El personal con relación de carácter administrativo o estatutario al servicio de las Administraciones Públicas, 
con las peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo.
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3. La Ley de Prevención de Riesgos Laborales tiene por objeto:

A) Promover la seguridad de los trabajadores

B) Regular las cotizaciones de la Seguridad Social

C) Definir las condiciones de los Convenios Laborales

D) Fijar los días festivos anuales.

4. Según la Ley de Prevención de Riesgos los trabajadores deberán:

A) Utilizar correctamente los medios y equipos de protección que se les entregue.

B) Coordinar las actividades de prevención de riesgos.

C) Elaborar estudios básicos de seguridad y salud.

D) Realizar los reconocimientos médicos pertinentes.

5. Según la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, se entenderá como «equipo 
de trabajo»:

A) Cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada en el trabajo

B) Cualquier máquina o equipo que exista en la empresa destinada a proteger los riesgos derivados del trabajo

C) Cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja de uno o varios 
riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo

D) Todas las respuestas son incorrectas

6. La Ley de Prevención de Riesgos Laborales dispone que esta Ley y sus normas de desarrollo serán de 
aplicación:

A) Solo en el ámbito de las relaciones laborales reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores.

B) En las relaciones laborales (Estatuto de los Trabajadores) y en las relaciones administrativas o estatutarias del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las peculiaridades contempladas en esta Ley o sus 
normas de desarrollo.

C) En el ámbito de las relaciones laborales reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, pero no en el de las relaciones de carácter administrativo del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas.

D) En el ámbito de las relaciones laborales reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, pero no en el de las relaciones de carácter estatutario del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas.

7. A los efectos de la Ley 31/1995 de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales y sus normas de 
desarrollo, se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» (art. 4):

A) Cualquier característica que pueda tener una influencia significativa en la generación de riesgos para la 
seguridad y la salud del trabajador.

B) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo.

C) Aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un 
daño grave para la salud de los trabajadores.

D) Las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 159

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



8. Conforme al artículo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales se 
considera “condición de trabajo” cualquier característica del mismo que pueda tener una influencia 
significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador, quedando 
específicamente incluidas en esta definición:

A) Las características generales de los puestos trabajos y la ventilación de los mismos.

B) Todas aquellas características del trabajo excluidas las relativas a su organización y ordenación, que influya 
en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador.

C) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus 
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.

D) Todas son correctas.

9. Según la Ley 31/1995 ¿Qué debe hacer un trabajador si detecta una situación que entraña un riesgo grave e 
inminente para la seguridad?

A) Informar al comité de empresa únicamente

B) Actuar por iniciativa propia sin comunicarlo

C) Informar de inmediato a su superior jerárquico directo

D) Solicitar la baja médica preventiva

10. La Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece los principios generales relativos a la prevención de 
los riesgos profesionales para:

A) La protección de la seguridad y de la salud.

B) La eliminación o disminución de los riesgos derivados del trabajo.

C) La información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia 
preventiva.

D) Todas las respuestas son correctas.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 A · 4 A · 5 A · 6 B · 7 C · 8 C · 9 C · 10 D

Te quedan 150 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 15, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 16

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales. Disposiciones 

generales (Título I: artículos 1-3). Principios (Título II: artículos 4-10). 
Derechos de las personas (Título III: artículos 11-18).

LO 3/2018 protección de datos

LOPDGDD · BOE-A-2018-16673 · arts. 1 a 3 · arts. 4 a 10 · arts. 11 a 18 — 18 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento
de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. El derecho
fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 de la
Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.
b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de la
Constitución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier
tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado
de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.
2. Esta ley orgánica no será de aplicación:

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por
su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.
b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.
c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado
reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos
realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el
ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la
Propiedad y Mercantiles.
4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los
procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.
5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos
de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se
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regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806#df-4

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus herederos podrán
dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo
anterior no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la
persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.
2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán
también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su
caso su rectificación o supresión. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.
3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes
legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de
cualquier persona física o jurídica interesada. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en las
medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II Principios de protección de datos

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.
c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.
d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
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profesional de conformidad con su normativa aplicable.
3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.
2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.
3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.
2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.
2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 163

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, detección
o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo
cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas
de rango legal.
2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.
3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a condenas
e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán
posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III Derechos de las personas

CAPÍTULO I Transparencia e información

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.
2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
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ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.
3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.
4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.
5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.
6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.
7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.
2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.
4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con
el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
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Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los sistemas
de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos
21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 16

1. De acuerdo al artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
Garantía de los Derechos Digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente 
podrá fundarse en su consentimiento cuando sea:

A) Mayor de 12 años.

B) Mayor de 14 años.

C) Mayor de 16 años en cualquier caso solo será lícito si consta el titular de la patria potestad o tutela.

D) Mayor de 12 años.

2. ¿Cuál de los siguientes NO es un derecho del afectado en el tratamiento de datos de carácter personal en 
virtud de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales?

A) Supresión u olvido.

B) Limitación del tratamiento.

C) Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.

D) Rectificación.

3. ¿Qué establece la Ley Orgánica 3/2018 sobre el consentimiento para el tratamiento de datos personales? 
(Artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2018):

A) No es necesario el consentimiento si los datos son recabados en eventos públicos.

B) El consentimiento debe ser libre, específico, informado e inequívoco.

C) El consentimiento puede ser implícito en todas las situaciones.

D) No es necesario si el responsable del tratamiento es una entidad pública.

4. Según dispone el artículo 1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales 
y garantía de los derechos digitales, el derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos 
personales, amparado por el artículo 18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en:

A) El Reglamento (UE) 2016/679.

B) Esta ley orgánica.

C) El Reglamento (UE) 2016/679 y en esta Ley Orgánica.

D) Ninguna es correcta. Artículo 1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales.
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5. Según el artículo 3 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, ¿pueden los herederos solicitar al responsable o encargado del tratamiento 
de datos el acceso a los datos de carácter personal de la persona fallecida?

A) No, porque el tratamiento de los datos personales de personas fallecidas no entra dentro del ámbito de 
aplicación de la citada Ley Orgánica.

B) Únicamente si el fallecido fuese una persona menor de edad.

C) No, salvo que los datos requieran su rectificación o supresión.

D) Sí, salvo que el fallecido lo hubiere prohibido expresamente o así lo establezca una ley.

6. A los efectos establecidos en el artículo 13 de la LO 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y Garantía de los Derechos Digitales, se podrá considerar repetitivo el ejercicio del derecho de 
acceso en más de una ocasión durante el plazo de:

A) 2 meses, a menos que exista causa legítima para ello.

B) 6 meses, a menos que exista causa legítima para ello.

C) 3 meses, a menos que exista causa legítima para ello.

D) 4 meses, a menos que exista causa legítima para ello.

7. Conforme a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, los herederos de la persona fallecida cuando la persona fallecida hubiera prohibido 
expresamente el acceso a sus datos:

A) No pueden acceder a ningún dato.

B) Pueden acceder a los datos de carácter patrimonial.

C) Pueden acceder a los datos personales en el supuesto de que estén autorizados a dicho acceso por el 
responsable o encargado del tratamiento.

D) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

8. Son derechos de las personas en materia de protección de datos, conforme a la Ley Orgánica 3/2018, los 
siguientes (señale la correcta):

A) Acceso, rectificación, supresión, limitación del tratamiento, portabilidad y oposición

B) Conexión, modificación, comunicación e información

C) Interconexión, prueba y motivación

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

9. Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse 
en su consentimiento cuando sea:

A) Mayor de 13 años.

B) Mayor de 14 años.

C) Mayor de 16 años.

D) Mayor de 18 años.
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10. ¿Qué objeto, entre otros, tiene la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales?

A) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía de conformidad con el mandato establecido en el artículo 
18.4 de la Constitución

B) Garantizar los derechos personales de la ciudadanía de conformidad con el mandato establecido en el 
artículo 18.4 de la Constitución

C) Garantizar los derechos fundamentales de la ciudadanía de conformidad con el mandamiento establecido en 
el artículo 18.4 de la Constitución

D) Garantizar los derechos analógicos de la ciudadanía de conformidad con el mandato establecido en el 
artículo 18.4 de la Constitución

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 B · 4 C · 5 D · 6 B · 7 B · 8 A · 9 B · 10 A

Te quedan 122 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 16, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 17

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno. Transparencia de la actividad 

pública (Título I: artículos 2-24).

Ley 19/2013 transparencia y buen gobierno

LTBG · BOE-A-2013-12887 · arts. 2 a 24 — 24 incluidos

TÍTULO I Transparencia de la actividad pública

CAPÍTULO I Ámbito subjetivo de aplicación

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la Administración Local.
b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social así como las mutuas de accidentes
de trabajo y enfermedades profesionales colaboradoras de la Seguridad Social.
c) Los organismos autónomos, las Agencias Estatales, las entidades públicas empresariales y las entidades
de Derecho Público que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley,
tengan atribuidas funciones de regulación o supervisión de carácter externo sobre un determinado sector o
actividad.
d) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas a cualquiera de las
Administraciones Públicas o dependientes de ellas, incluidas las Universidades públicas.
e) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.
f) La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucional y el
Consejo General del Poder Judicial, así como el Banco de España, el Consejo de Estado, el Defensor del
Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas, en
relación con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.
g) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de las entidades
previstas en este artículo sea superior al 50 por 100.
h) Las fundaciones del sector público previstas en la legislación en materia de fundaciones.
i) Las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y entidades previstos en este
artículo. Se incluyen los órganos de cooperación previstos en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en la medida en que, por su peculiar naturaleza y por carecer de una estructura administrativa
propia, le resulten aplicables las disposiciones de este título. En estos casos, el cumplimiento de las
obligaciones derivadas de la presente Ley serán llevadas a cabo por la Administración que ostente la
Secretaría del órgano de cooperación.

2. A los efectos de lo previsto en este título, se entiende por Administraciones Públicas los organismos y
entidades incluidos en las letras a) a d) del apartado anterior.

Artículo 3. Otros sujetos obligados.
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Las disposiciones del capítulo II de este título serán también aplicables a:
a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales.
b) Las entidades privadas que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en una
cuantía superior a 100.000 euros o cuando al menos el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan carácter de
ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros.

Artículo 4. Obligación de suministrar información.
Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en los artículos anteriores que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas estarán obligadas a suministrar a la Administración, organismo
o entidad de las previstas en el artículo 2.1 a la que se encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la
información necesaria para el cumplimiento por aquéllos de las obligaciones previstas en este título. Esta
obligación se extenderá a los adjudicatarios de contratos del sector público en los términos previstos en el
respectivo contrato.

CAPÍTULO II Publicidad activa

Artículo 5. Principios generales.
1. Los sujetos enumerados en el artículo 2.1 publicarán de forma periódica y actualizada la información cuyo
conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento
y control de la actuación pública.
2. Las obligaciones de transparencia contenidas en este capítulo se entienden sin perjuicio de la aplicación de
la normativa autonómica correspondiente o de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más
amplio en materia de publicidad.
3. Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la información pública previstos en el
artículo 14 y, especialmente, el derivado de la protección de datos de carácter personal, regulado en el artículo
15. A este respecto, cuando la información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se
llevará a cabo previa disociación de los mismos.
4. La información sujeta a las obligaciones de transparencia será publicada en las correspondientes sedes
electrónicas o páginas web y de una manera clara, estructurada y entendible para los interesados y,
preferiblemente, en formatos reutilizables. Se establecerán los mecanismos adecuados para facilitar la
accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información publicada así como su
identificación y localización. Cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente
fines de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumplimiento de las
obligaciones derivadas de esta Ley podrá realizarse utilizando los medios electrónicos puestos a su disposición
por la Administración Pública de la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas
percibidas.
5. Toda la información será comprensible, de acceso fácil y gratuito y estará a disposición de las personas con
discapacidad en una modalidad suministrada por medios o en formatos adecuados de manera que resulten
accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

Artículo 6. Información institucional, organizativa y de planificación.
1. Los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de este título publicarán información relativa a las
funciones que desarrollan, la normativa que les sea de aplicación así como a su estructura organizativa. A
estos efectos, incluirán un organigrama actualizado que identifique a los responsables de los diferentes
órganos y su perfil y trayectoria profesional.
2. Las Administraciones Públicas publicarán los planes y programas anuales y plurianuales en los que se fijen
objetivos concretos, así como las actividades, medios y tiempo previsto para su consecución. Su grado de
cumplimiento y resultados deberán ser objeto de evaluación y publicación periódica junto con los indicadores
de medida y valoración, en la forma en que se determine por cada Administración competente. En el ámbito
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de la Administración General del Estado corresponde a las inspecciones generales de servicios la evaluación
del cumplimiento de estos planes y programas.

Artículo 6 bis. Registro de actividades de tratamiento.
Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de
los Derechos Digitales, publicarán su inventario de actividades de tratamiento en aplicación del artículo 31 de
la citada Ley Orgánica.
Se añade por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-11

Artículo 7. Información de relevancia jurídica.
Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán:
a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas planteadas por los particulares
u otros órganos en la medida en que supongan una interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.
b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya iniciativa les corresponda, cuando se
soliciten los dictámenes a los órganos consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo
ningún dictamen la publicación se realizará en el momento de su aprobación.
c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea preceptiva la solicitud de
dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos hayan sido solicitados a los órganos consultivos
correspondientes sin que ello suponga, necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública.
d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los textos normativos, en
particular, la memoria del análisis de impacto normativo regulada por el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio.
e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser sometidos a un período de
información pública durante su tramitación.

Artículo 8. Información económica, presupuestaria y estadística.
1. Teniendo en cuenta las competencias legislativas de las Comunidades Autónomas, los sujetos incluidos en el
ámbito de aplicación de este título deberán hacer pública, como mínimo, la información relativa a los actos de
gestión administrativa con repercusión económica o presupuestaria que se indican a continuación:

a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de la licitación y de adjudicación, el
procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha
publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así
como las modificaciones del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de
desistimiento y renuncia de los contratos. La publicación de la información relativa a los contratos
menores podrá realizarse trimestralmente. Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje
en volumen presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos previstos
en la legislación de contratos del sector público. Además, se publicará información estadística sobre el
porcentaje de participación en contratos adjudicados, tanto en relación con su número como en relación
con su valor, de la categoría de microempresas, pequeñas y medianas empresas (pymes), entendidas como
tal según el anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, para cada uno
de los procedimientos y tipologías previstas en la legislación de contratos del sector público. La publicación
de esta información se realizará semestralmente, a partir de un año de la publicación de la norma.
b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de
duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso, las
obligaciones económicas convenidas. Igualmente, se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen,
con indicación de su objeto, presupuesto, duración, obligaciones económicas y las subcontrataciones que
se realicen con mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la
misma.
c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo o finalidad y
beneficiarios.
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d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e información actualizada
y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera de las Administraciones Públicas.
e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización por
parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.
f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables de las entidades
incluidas en el ámbito de la aplicación de este título. Igualmente, se harán públicas las indemnizaciones
percibidas, en su caso, con ocasión del abandono del cargo.
g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a los empleados
públicos así como las que autoricen el ejercicio de actividad privada al cese de los altos cargos de la
Administración General del Estado o asimilados según la normativa autonómica o local.
h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes locales, en los términos
previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. Cuando el reglamento
no fije los términos en que han de hacerse públicas estas declaraciones se aplicará lo dispuesto en la
normativa de conflictos de intereses en el ámbito de la Administración General del Estado. En todo caso, se
omitirán los datos relativos a la localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad
y seguridad de sus titulares.
i) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad de los servicios
públicos que sean de su competencia, en los términos que defina cada administración competente.

2. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la que se refieren las letras a) y
b) del apartado primero de este artículo cuando se trate de contratos o convenios celebrados con una
Administración Pública. Asimismo, habrán de publicar la información prevista en la letra c) en relación a las
subvenciones que reciban cuando el órgano concedente sea una Administración Pública.
3. Las Administraciones Públicas publicarán la relación de los bienes inmuebles que sean de su propiedad o
sobre los que ostenten algún derecho real.
Se modifica el apartado 1.a) por el art. único de la Ley 14/2022, de 8 de julio. Ref. BOE-A-2022-11392#au

Artículo 9. Control.
1. El cumplimiento por la Administración General del Estado de las obligaciones contenidas en este capítulo
será objeto de control por parte del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
2. En ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, el Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, de acuerdo con el procedimiento que se prevea reglamentariamente, podrá dictar resoluciones en
las que se establezcan las medidas que sea necesario adoptar para el cese del incumplimiento y el inicio de las
actuaciones disciplinarias que procedan.
3. El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa reguladas en este capítulo tendrá la
consideración de infracción grave a los efectos de aplicación a sus responsables del régimen disciplinario
previsto en la correspondiente normativa reguladora.

Artículo 10. Portal de la Transparencia.
1. La Administración General del Estado desarrollará un Portal de la Transparencia, dependiente del
Ministerio de la Presidencia, que facilitará el acceso de los ciudadanos a toda la información a la que se
refieren los artículos anteriores relativa a su ámbito de actuación.
2. El Portal de la Transparencia incluirá, en los términos que se establezcan reglamentariamente, la
información de la Administración General del Estado, cuyo acceso se solicite con mayor frecuencia.
3. La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la Administración Local podrán adoptar otras
medidas complementarias y de colaboración para el cumplimiento de las obligaciones de transparencia
recogidas en este capítulo.
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Artículo 11. Principios técnicos.
El Portal de la Transparencia contendrá información publicada de acuerdo con las prescripciones técnicas que
se establezcan reglamentariamente que deberán adecuarse a los siguientes principios:
a) Accesibilidad: se proporcionará información estructurada sobre los documentos y recursos de información
con vistas a facilitar la identificación y búsqueda de la información.
b) Interoperabilidad: la información publicada será conforme al Esquema Nacional de Interoperabilidad,
aprobado por el Real Decreto 4/2010, de 8 enero, así como a las normas técnicas de interoperabilidad.
c) Reutilización: se fomentará que la información sea publicada en formatos que permita su reutilización, de
acuerdo con lo previsto en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector
público y en su normativa de desarrollo.

CAPÍTULO III Derecho de acceso a la información pública

Sección 1.ª Régimen general

Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública.
Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo
105.b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley. Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas
competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica.

Artículo 13. Información pública.
Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte,
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan
sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 14. Límites al derecho de acceso.
1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para:

a) La seguridad nacional.
b) La defensa.
c) Las relaciones exteriores.
d) La seguridad pública.
e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios.
f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
h) Los intereses económicos y comerciales.
i) La política económica y monetaria.
j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.
k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.
l) La protección del medio ambiente.

2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección y atenderá
a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado
superior que justifique el acceso.
3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª se dicten en aplicación de este artículo
serán objeto de publicidad previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran y sin perjuicio
de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 20, una vez hayan sido notificadas a los interesados.

Artículo 15. Protección de datos personales.
1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación sindical, religión
o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso
y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con
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anterioridad a que se solicitase el acceso. Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al
origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos
a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al
infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del
afectado o si aquel estuviera amparado por una norma con rango de ley.
2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros
derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se
concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano.
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la
solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. Para la
realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración los siguientes
criterios:

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de
la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.
b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan
la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos.
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente
contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos.
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento
puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad.

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los
datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.
5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos
a través del ejercicio del derecho de acceso.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-11

Artículo 16. Acceso parcial.
En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el artículo 14 no afecte a la totalidad de
la información, se concederá el acceso parcial previa omisión de la información afectada por el límite salvo
que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de sentido. En este caso, deberá indicarse al
solicitante que parte de la información ha sido omitida.

Sección 2.ª Ejercicio del derecho de acceso a la información pública

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la presentación de la
correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del órgano administrativo o entidad que posea la
información. Cuando se trate de información en posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a la Administración, organismo o entidad
de las previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas.
2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de:

a) La identidad del solicitante.
b) La información que se solicita.
c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones.
d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada.

3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información. Sin embargo, podrá exponer
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los motivos por los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la
resolución. No obstante, la ausencia de motivación no será por si sola causa de rechazo de la solicitud.
4. Los solicitantes de información podrán dirigirse a las Administraciones Públicas en cualquiera de las
lenguas cooficiales del Estado en el territorio en el que radique la Administración en cuestión.

Artículo 18. Causas de inadmisión.
1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.
b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, borradores,
opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas.
c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.
d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente.
e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de
transparencia de esta Ley.

2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la letra d) del apartado anterior,
el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente
para conocer de la solicitud.

Artículo 19. Tramitación.
1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que se dirige, éste la remitirá al
competente, si lo conociera, e informará de esta circunstancia al solicitante.
2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, se pedirá al solicitante que la concrete
en un plazo de diez días, con indicación de que, en caso de no hacerlo, se le tendrá por desistido, así como de
la suspensión del plazo para dictar resolución.
3. Si la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, debidamente identificados, se
les concederá un plazo de quince días para que puedan realizar las alegaciones que estimen oportunas. El
solicitante deberá ser informado de esta circunstancia, así como de la suspensión del plazo para dictar
resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación.
4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que se dirige, haya sido
elaborada o generada en su integridad o parte principal por otro, se le remitirá la solicitud a éste para que
decida sobre el acceso.

Artículo 20. Resolución.
1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros
afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el
órgano competente para resolver. Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la
complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante.
2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso parcial o a través de
una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un
tercero. En este último supuesto, se indicará expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar
cuando haya transcurrido el plazo del artículo 22.2.
3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la vulneración de alguno de los
límites al acceso se indicará esta circunstancia al desestimarse la solicitud.
4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se
entenderá que la solicitud ha sido desestimada.
5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública son recurribles directamente ante
la Jurisdicción Contencioso-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de interposición de la reclamación
potestativa prevista en el artículo 24.
6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de infracción
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grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente
normativa reguladora.

Artículo 21. Unidades de información.
1. Las Administraciones Públicas incluidas en el ámbito de aplicación de este título establecerán sistemas para
integrar la gestión de solicitudes de información de los ciudadanos en el funcionamiento de su organización
interna.
2. En el ámbito de la Administración General del Estado, existirán unidades especializadas que tendrán las
siguientes funciones:

a) Recabar y difundir la información a la que se refiere el capítulo II del título I de esta Ley.
b) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.
c) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información solicitada.
d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información.
e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.
f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la información cuyo acceso
se solicita con más frecuencia.
g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identificados los distintos tipos de
información que obre en poder del órgano.
h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de las disposiciones de esta
Ley.

3. El resto de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este título identificarán claramente el
órgano competente para conocer de las solicitudes de acceso.

Artículo 22. Formalización del acceso.
1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el
solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la
notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.
2. Si ha existido oposición de tercero, el acceso sólo tendrá lugar cuando, habiéndose concedido dicho acceso,
haya transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso administrativo sin que se haya formalizado o
haya sido resuelto confirmando el derecho a recibir la información.
3. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo puede
acceder a ella.
4. El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias o la trasposición de la
información a un formato diferente al original podrá dar lugar a la exigencia de exacciones en los términos
previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa
autonómica o local que resulte aplicable.

Sección 3.ª Régimen de impugnaciones

Artículo 23. Recursos.
1. La reclamación prevista en el artículo siguiente tendrá la consideración de sustitutiva de los recursos
administrativos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dictadas por los órganos previstos
en el artículo 2.1.f) sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo.

Artículo 24. Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá interponerse una reclamación ante
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía
contencioso-administrativa.
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2. La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del
acto impugnado o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.
3. La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de derechos o
intereses de terceros se otorgará, previamente a la resolución de la reclamación, trámite de audiencia a las
personas que pudieran resultar afectadas para que aleguen lo que a su derecho convenga.
4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses, transcurrido el cual, la
reclamación se entenderá desestimada.
5. Las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se publicarán, previa disociación de los
datos de carácter personal que contuvieran, por medios electrónicos y en los términos en que se establezca
reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los interesados. El Presidente del Consejo de Transparencia
y Buen Gobierno comunicará al Defensor del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicación de este artículo.
6. La competencia para conocer de dichas reclamaciones corresponderá al Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas atribuyan dicha competencia a un
órgano específico, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 17

1. ¿Cuáles son los principios técnicos del Portal de la Transparencia, recogidos en el artículo 11 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno?

A) Relevancia, veracidad y proporcionalidad.

B) Accesibilidad, interoperabilidad y reutilización.

C) Interoperabilidad, interconexión y proporcionalidad.

D) Accesibilidad, proporcionalidad y seguridad.

2. El derecho de acceso a la información pública podrá ser ejercido por:

A) Solo funcionarios públicos

B) Solo ciudadanos españoles

C) Solo interesados

D) Todas las personas

3. Según el art. 20 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, ¿en qué plazo deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados, que así lo hayan 
solicitado?

A) En el plazo máximo de tres meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

B) En el plazo máximo de dos meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

C) En el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

D) En el plazo máximo de seis meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

4. El artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, establece que el plazo máximo para resolver y notificar la resolución de una reclamación será 
de:

A) Tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada.

B) Tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada.

C) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada.

D) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada.
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5. De acuerdo con el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso a la 
información pública podrá interponerse:

A) Una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su 
impugnación en vía contencioso-administrativa.

B) Una reclamación ante el órgano competente para resolver, con carácter potestativo y previo a su 
impugnación en vía contencioso-administrativa.

C) Una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su 
impugnación en vía administrativa ante el órgano competente para resolver.

D) Una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su 
impugnación en vía administrativa ante el órgano superior jerárquico al competente para resolver.

6. El Portal de la Transparencia contendrá información publicada de acuerdo con las prescripciones técnicas 
que se establezcan reglamentariamente que deberán adecuarse a los principios de (artículo 11 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno): (señala la 
incorrecta)

A) Accesibilidad

B) Tipificación

C) Interoperabilidad

D) Reutilización

7. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública deberá ser resuelto en el 
plazo de:

A) Dos meses sin que pueda ser ampliado.

B) Un mes pudiendo ser ampliado otro mes más en ciertos casos.

C) Veinte días a dos meses cuando el volumen o la complejidad de la información que se solicita así lo hagan 
necesario.

D) Quince días, debiendo comunicar al solicitante su posible ampliación en ciertos casos.

8. El artículo 18.1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno, indica que, se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:

A) Relativas a seguridad pública.

B) Relativas a política económica y monetaria.

C) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.

D) Relativas a la garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.

9. De acuerdo con lo establecido en el artículo 20 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, la resolución en la que se conceda o deniegue el acceso a la 
información:

A) Deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados en el plazo máximo de treinta días desde la 
recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

B) Deberá notificarse al solicitante en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el 
órgano competente para resolver.

C) Deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de 
un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

D) Podrá notificarse a los terceros afectados en el plazo máximo de treinta días desde la recepción de la solicitud 
por el órgano competente para resolver.
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10. Según el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución de una reclamación, será de:

A) Tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada.

B) Tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada.

C) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada.

D) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada.

SOLUCIONES 1 B · 2 D · 3 C · 4 A · 5 A · 6 B · 7 B · 8 C · 9 C · 10 A

Te quedan 103 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 17, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 18

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Título 
Preliminar: objeto y ámbito de aplicación de la Ley (Capítulo I, Sección 
I: arts. 1 a 3). Contratos del sector público (Capítulo II, Sección 2ª: arts. 

12 al 27).

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 1 a 3 · arts. 12 a 27 — 19 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

CAPÍTULO I Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto y finalidad.
1. La presente Ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, a fin de garantizar que la misma
se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los
procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores; y de asegurar, en conexión con el
objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto, y el principio de integridad, una eficiente utilización
de los fondos destinados a la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de servicios
mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguarda de la libre
competencia y la selección de la oferta económicamente más ventajosa.
2. Es igualmente objeto de esta Ley la regulación del régimen jurídico aplicable a los efectos, cumplimiento y
extinción de los contratos administrativos, en atención a los fines institucionales de carácter público que a
través de los mismos se tratan de realizar.
3. En toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y preceptiva criterios sociales y
medioambientales siempre que guarde relación con el objeto del contrato, en la convicción de que su
inclusión proporciona una mejor relación calidad-precio en la prestación contractual, así como una mayor y
mejor eficiencia en la utilización de los fondos públicos. Igualmente se facilitará el acceso a la contratación
pública de las pequeñas y medianas empresas, así como de las empresas de economía social.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Son contratos del sector público y, en consecuencia, están sometidos a la presente Ley en la forma y
términos previstos en la misma, los contratos onerosos, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que
celebren las entidades enumeradas en el artículo 3. Se entenderá que un contrato tiene carácter oneroso en los
casos en que el contratista obtenga algún tipo de beneficio económico, ya sea de forma directa o indirecta.
2. Están también sujetos a la presente Ley, en los términos que en ella se señalan, los contratos
subvencionados por entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores que celebren otras
personas físicas o jurídicas en los supuestos previstos en el artículo 23 relativo a los contratos subvencionados
sujetos a una regulación armonizada.
3. La aplicación de esta Ley a los contratos que celebren las Comunidades Autónomas y las entidades que
integran la Administración Local, o los organismos dependientes de las mismas, así como a los contratos
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subvencionados por cualquiera de estas entidades, se efectuará en los términos previstos en la Disposición
final primera de la presente Ley relativa a los títulos competenciales.
4. A los efectos de identificar las prestaciones que son objeto de los contratos regulados en esta Ley, se utilizará
el «Vocabulario común de contratos públicos», aprobado por el Reglamento (CE) n.º 2195/2002 del Parlamento
Europeo y del Consejo de 5 de noviembre de 2002, por el que se aprueba el Vocabulario común de contratos
públicos (CPV), o normativa comunitaria que le sustituya.

Artículo 3. Ámbito subjetivo.
1. A los efectos de esta Ley, se considera que forman parte del sector público las siguientes entidades:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las
Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla y las Entidades que integran la Administración Local.
b) Las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social.
c) Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las autoridades administrativas
independientes.
d) Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y la legislación de régimen local, así como los consorcios
regulados por la legislación aduanera.
e) Las fundaciones públicas. A efectos de esta Ley, se entenderá por fundaciones públicas aquellas que
reúnan alguno de los siguientes requisitos:

1.º Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una o
varias entidades integradas en el sector público, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su
constitución.
2.º Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos
aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público con carácter permanente.
3.º Que la mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del sector público.

f) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
g) Las Entidades Públicas Empresariales a las que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen
Jurídico del Sector Público, y cualesquiera entidades de derecho público con personalidad jurídica propia
vinculadas a un sujeto que pertenezca al sector público o dependientes del mismo.
h) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de entidades de
las mencionadas en las letras a), b), c), d), e), g) y h) del presente apartado sea superior al 50 por 100, o en
los casos en que sin superar ese porcentaje, se encuentre respecto de las referidas entidades en el supuesto
previsto en el artículo 5 del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Real Decreto
Legislativo 4/2015, de 23 de octubre.
i) Los fondos sin personalidad jurídica.
j) Cualesquiera entidades con personalidad jurídica propia, que hayan sido creadas específicamente para
satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o
varios sujetos pertenecientes al sector público financien mayoritariamente su actividad, controlen su
gestión, o nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o
vigilancia.
k) Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.
l) A los efectos de esta Ley, se entiende que también forman parte del sector público las Diputaciones
Forales y las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco en lo que respecta a su actividad
de contratación.

2. Dentro del sector público, y a los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de Administraciones Públicas
las siguientes entidades:

a) Las mencionadas en las letras a), b), c), y l) del apartado primero del presente artículo.
b) Los consorcios y otras entidades de derecho público, en las que dándose las circunstancias establecidas
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en la letra d) del apartado siguiente para poder ser considerados poder adjudicador y estando vinculados a
una o varias Administraciones Públicas o dependientes de las mismas, no se financien mayoritariamente
con ingresos de mercado. Se entiende que se financian mayoritariamente con ingresos de mercado cuando
tengan la consideración de productor de mercado de conformidad con el Sistema Europeo de Cuentas.

3. Se considerarán poderes adjudicadores, a efectos de esta Ley, las siguientes entidades:
a) Las Administraciones Públicas.
b) Las fundaciones públicas.
c) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
d) Todas las demás entidades con personalidad jurídica propia distintas de las expresadas en las letras
anteriores que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no
tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos que deban considerarse poder
adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3, bien financien mayoritariamente su actividad;
bien controlen su gestión; o bien nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de
administración, dirección o vigilancia.
e) Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.

4. Los partidos políticos, en el sentido definido en el artículo 1 de la Ley Orgánica 8/2007, de Financiación de
los Partidos Políticos; así como las organizaciones sindicales reguladas en la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de
agosto, de Libertad Sindical, y las organizaciones empresariales y asociaciones profesionales a las que se
refiere la Ley 19/1977, de 1 de abril, sobre regulación del derecho de asociación sindical, además de las
fundaciones y asociaciones vinculadas a cualquiera de ellos, cuando cumplan los requisitos para ser poder
adjudicador de acuerdo con la letra d) del apartado 3 del presente artículo, y respecto de los contratos sujetos a
regulación armonizada deberán actuar conforme a los principios de publicidad, concurrencia, transparencia,
igualdad y no discriminación sin perjuicio del respeto a la autonomía de la voluntad y de la confidencialidad
cuando sea procedente. Los sujetos obligados deberán aprobar unas instrucciones internas en materia de
contratación que se adecuarán a lo previsto en el párrafo anterior y a la normativa comunitaria, y que deberán
ser informadas antes de su aprobación por el órgano al que corresponda su asesoramiento jurídico. Estas
instrucciones deberán publicarse en sus respectivas páginas web.
5. Asimismo, quedarán sujetos a esta Ley las Corporaciones de derecho público cuando cumplan los requisitos
para ser poder adjudicador de acuerdo con el apartado tercero, letra d) del presente artículo.

CAPÍTULO II Contratos del sector público

Sección 1.ª Delimitación de los tipos contractuales

Artículo 12. Calificación de los contratos.
1. Los contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro y servicios que celebren las
entidades pertenecientes al sector público se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la presente
sección.
2. Los restantes contratos del sector público se calificarán según las normas de derecho administrativo o de
derecho privado que les sean de aplicación.

Artículo 13. Contrato de obras.
1. Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto, o la realización de
alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I.
b) La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del
sector público contratante que ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra.

2. Por «obra» se entenderá el resultado de un conjunto de trabajos de construcción o de ingeniería civil,
destinado a cumplir por sí mismo una función económica o técnica, que tenga por objeto un bien inmueble.
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También se considerará «obra» la realización de trabajos que modifiquen la forma o sustancia del terreno o de
su vuelo, o de mejora del medio físico o natural.
3. Los contratos de obras se referirán a una obra completa, entendiendo por esta la susceptible de ser
entregada al uso general o al servicio correspondiente, sin perjuicio de las ampliaciones de que
posteriormente pueda ser objeto y comprenderá todos y cada uno de los elementos que sean precisos para la
utilización de la obra. No obstante lo anterior, podrán contratarse obras definidas mediante proyectos
independientes relativos a cada una de las partes de una obra completa, siempre que estas sean susceptibles
de utilización independiente, en el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser sustancialmente
definidas y preceda autorización administrativa del órgano de contratación que funde la conveniencia de la
referida contratación. Se podrán celebrar contratos de obras sin referirse a una obra completa en los
supuestos previstos en el apartado 4 del artículo 30 de la presente Ley cuando la responsabilidad de la obra
completa corresponda a la Administración por tratarse de un supuesto de ejecución de obras por la propia
Administración Pública.

Artículo 14. Contrato de concesión de obras.
1. La concesión de obras es un contrato que tiene por objeto la realización por el concesionario de algunas de
las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, incluidas las de restauración y reparación de
construcciones existentes, así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el
que la contraprestación a favor de aquel consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la obra en el
sentido del apartado cuarto siguiente, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
2. El contrato podrá comprender, además, el siguiente contenido:

a) La adecuación, reforma y modernización de la obra para adaptarla a las características técnicas y
funcionales requeridas para la correcta prestación de los servicios o la realización de las actividades
económicas a las que sirve de soporte material.
b) Las actuaciones de reposición y gran reparación que sean exigibles en relación con los elementos que ha
de reunir cada una de las obras para mantenerse apta a fin de que los servicios y actividades a los que
aquellas sirven puedan ser desarrollados adecuadamente de acuerdo con las exigencias económicas y las
demandas sociales.

3. El contrato de concesión de obras podrá también prever que el concesionario esté obligado a proyectar,
ejecutar, conservar, reponer y reparar aquellas obras que sean accesorias o estén vinculadas con la principal y
que sean necesarias para que esta cumpla la finalidad determinante de su construcción y que permitan su
mejor funcionamiento y explotación, así como a efectuar las actuaciones ambientales relacionadas con las
mismas que en ellos se prevean. En el supuesto de que las obras vinculadas o accesorias puedan ser objeto de
explotación o aprovechamiento económico, estos corresponderán al concesionario conjuntamente con la
explotación de la obra principal, en la forma determinada por los pliegos respectivos.
4. El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el apartado primero de este artículo, deberá implicar
la transferencia al concesionario de un riesgo operacional en la explotación de dichas obras abarcando el
riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. Se entiende por riesgo de demanda el que se debe a la
demanda real de las obras o servicios objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las
obras o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de los servicios no se ajuste a
la demanda. Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional cuando no esté garantizado
que, en condiciones normales de funcionamiento, el mismo vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a
cubrir los costes en que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de las obras que sean objeto
de la concesión. La parte de los riesgos transferidos al concesionario debe suponer una exposición real a las
incertidumbres del mercado que implique que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el
concesionario no es meramente nominal o desdeñable.

Artículo 15. Contrato de concesión de servicios.
1. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores
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encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya
prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el derecho a
explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
2. El derecho de explotación de los servicios implicará la transferencia al concesionario del riesgo operacional,
en los términos señalados en el apartado cuarto del artículo anterior.

Artículo 16. Contrato de suministro.
1. Son contratos de suministro los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) del apartado 3 de este artículo respecto de los contratos que
tengan por objeto programas de ordenador, no tendrán la consideración de contrato de suministro los
contratos relativos a propiedades incorporales o valores negociables.
3. En todo caso, se considerarán contratos de suministro los siguientes:

a) Aquellos en los que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y por
precio unitario sin que la cuantía total se defina con exactitud al tiempo de celebrar el contrato, por estar
subordinadas las entregas a las necesidades del adquirente.
b) Los que tengan por objeto la adquisición y el arrendamiento de equipos y sistemas de
telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos y programas, y la cesión del
derecho de uso de estos últimos, en cualquiera de sus modalidades de puesta a disposición, a excepción de
los contratos de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, que se considerarán
contratos de servicios.
c) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el empresario deban ser
elaboradas con arreglo a características peculiares fijadas previamente por la entidad contratante, aun
cuando esta se obligue a aportar, total o parcialmente, los materiales precisos.
d) Los que tengan por objeto la adquisición de energía primaria o energía transformada.

Artículo 17. Contrato de servicios.
Son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una
actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos en
que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por precio unitario. No podrán ser
objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos.

Artículo 18. Contratos mixtos.
1. Se entenderá por contrato mixto aquel que contenga prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta
clase. Únicamente podrán celebrarse contratos mixtos en las condiciones establecidas en el artículo 34.2 de la
presente Ley. El régimen jurídico de la preparación y adjudicación de los contratos mixtos se determinará de
conformidad con lo establecido en este artículo; y el de sus efectos, cumplimiento y extinción se determinará
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122.2. Para la determinación de las normas que regirán la
adjudicación de los contratos mixtos cuyo objeto contenga prestaciones de varios contratos regulados en esta
Ley, se estará a las siguientes reglas:

a) Cuando un contrato mixto comprenda prestaciones propias de dos o más contratos de obras, suministros
o servicios se atenderá al carácter de la prestación principal. En el caso de los contratos mixtos que
comprendan en parte servicios especiales del anexo IV, y en parte otros servicios, o en el caso de los
contratos mixtos compuestos en parte por servicios y en parte por suministros, el objeto principal se
determinará en función de cuál sea el mayor de los valores estimados de los respectivos servicios o
suministros.
b) Cuando el contrato mixto contenga prestaciones de los contratos de obras, suministros o servicios, por
una parte, y contratos de concesiones de obra o concesiones de servicios, de otra, se actuará del siguiente
modo:

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 184

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



1.º Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
2.º Si las distintas prestaciones son separables y se decide adjudicar un contrato único, se aplicarán las
normas relativas a los contratos de obras, suministros o servicios cuando el valor estimado de las
prestaciones correspondientes a estos contratos supere las cuantías establecidas en los artículos 20, 21 y
22 de la presente Ley, respectivamente. En otro caso, se aplicarán las normas relativas a los contratos de
concesión de obras y concesión de servicios.

2. Cuando el contrato mixto contemple prestaciones de contratos regulados en esta Ley con prestaciones de
otros contratos distintos de los regulados en la misma, para determinar las normas aplicables a su
adjudicación se atenderá a las siguientes reglas:

a) Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
b) Si las prestaciones son separables y se decide celebrar un único contrato, se aplicará lo dispuesto en esta
Ley.

3. No obstante lo establecido en el apartado 1, en los casos en que un elemento del contrato mixto sea una obra
y esta supere los 50.000 euros, deberá elaborarse un proyecto y tramitarse de conformidad con los artículos
231 y siguientes de la presente Ley. En el supuesto de que el contrato mixto contenga elementos de una
concesión de obras o de una concesión de servicios, deberá acompañarse del correspondiente estudio de
viabilidad y, en su caso, del anteproyecto de construcción y explotación de las obras previstos en los artículos
247, 248 y 285 de la presente Ley.

Sección 2.ª Contratos sujetos a una regulación armonizada

Artículo 19. Delimitación general.
1. Son contratos sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras, los de concesión de obras, los de
concesión de servicios, los de suministro, y los de servicios, cuyo valor estimado, calculado conforme a las
reglas que se establecen en el artículo 101, sea igual o superior a las cuantías que se indican en los artículos
siguientes, siempre que la entidad contratante tenga el carácter de poder adjudicador. Tendrán también la
consideración de contratos sujetos a regulación armonizada los contratos subvencionados por estas entidades
a los que se refiere el artículo 23.
2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, no se consideran sujetos a regulación armonizada,
cualquiera que sea su valor estimado, los contratos siguientes:

a) Los que tengan por objeto la adquisición, el desarrollo, la producción o la coproducción de programas
destinados a servicios de comunicación audiovisual o servicios de comunicación radiofónica, que sean
adjudicados por proveedores del servicio de comunicación audiovisual o radiofónica, o los relativos al
tiempo de radiodifusión o al suministro de programas que sean adjudicados a proveedores del servicio de
comunicación audiovisual o radiofónica. A efectos de la presente letra, por «servicio de comunicación
audiovisual» y «proveedor del servicio de comunicación» se entenderá, respectivamente, lo mismo que en
el artículo 1, apartado 1, letras a) y d), de la Directiva 2010/13/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de
10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y
administrativas de los Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación
audiovisual. Por «programa» se entenderá lo mismo que en el artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha
Directiva, si bien se incluirán también los programas radiofónicos y los contenidos de los programas
radiofónicos. Además, a efectos de la presente disposición, «contenidos del programa» tendrá el mismo
significado que «programa».
b) Los incluidos dentro del ámbito definido por el artículo 346 del Tratado de Funcionamiento de la Unión
Europea que se concluyan en el sector de la defensa.
c) Los declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de
seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los que lo exija la protección de intereses
esenciales para la seguridad del Estado, cuando la protección de los intereses esenciales de que se trate no
pueda garantizarse mediante la aplicación de las normas que rigen los contratos sujetos a regulación
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armonizada en esta Ley. La declaración de que concurre la circunstancia relativa a la protección de
intereses esenciales para la seguridad del Estado deberá hacerse de forma expresa en cada caso por el
titular del Departamento ministerial del que dependa el órgano de contratación en el ámbito de la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes
de la Seguridad Social y demás entidades públicas integrantes del sector público estatal, por el órgano
competente de las Comunidades Autónomas, de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, o por el
órgano al que esté atribuida la competencia para celebrar el correspondiente contrato en las Entidades
locales. La competencia para efectuar esta declaración no será susceptible de delegación, salvo que una ley
expresamente lo autorice.
d) Aquellos cuyo objeto principal sea permitir a los órganos de contratación la puesta a disposición o la
explotación de redes públicas de comunicaciones o la prestación al público de uno o varios servicios de
comunicaciones electrónicas. A efectos del presente apartado «red pública de comunicaciones» y «servicio
de comunicaciones electrónicas» tendrán el mismo significado que el que figura en la Directiva 2002/21/CE,
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las
redes y los servicios de comunicaciones electrónicas.
e) Aquellos que tengan por objeto cualquiera de los siguientes servicios jurídicos:

1.º La representación y defensa legal de un cliente por un procurador o un abogado, ya sea en un
arbitraje o una conciliación celebrada en un Estado o ante una instancia internacional de conciliación o
arbitraje, o ya sea en un procedimiento judicial ante los órganos jurisdiccionales o las autoridades
públicas de un Estado o ante órganos jurisdiccionales o instituciones internacionales.
2.º El asesoramiento jurídico prestado como preparación de uno de los procedimientos mencionados en
el apartado anterior de la presente letra, o cuando exista una probabilidad alta de que el asunto sobre el
que se asesora será objeto de dichos procedimientos, siempre que el asesoramiento lo preste un
abogado.
3.º Los servicios de certificación y autenticación de documentos que deban ser prestados por un notario
público.
4.º Los servicios jurídicos prestados por administradores, tutores u otros servicios jurídicos cuyos
prestadores sean designados por un órgano jurisdiccional o designados por ley para desempeñar
funciones específicas bajo la supervisión de dichos órganos jurisdiccionales.
5.º Otros servicios jurídicos que estén relacionados, incluso de forma ocasional, con el ejercicio del
poder público.

f) Los que tengan por objeto servicios de defensa civil, protección civil y prevención de riesgos laborales
prestados por organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro e incluidos en los siguientes códigos CPV:
75250000-3, 75251000-0, 75251100-1, 75251110-4, 75251120-7, 75252000-7, 75222000- 8; 98113100-9;
85143000-3, salvo los servicios de transporte en ambulancia de pacientes.
g) Los que tengan por objeto servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril o en metro, así
como las concesiones de servicios de transporte de viajeros, sin perjuicio de la aplicación del Reglamento
(UE) n.º 1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los servicios
públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera y por el que se derogan los Reglamentos (CEE)
n.º 1191/69 y (CEE) n.º 1107/70 del Consejo.
h) Los contratos de concesión adjudicados para:

1.º La puesta a disposición o la explotación de redes fijas destinadas a prestar un servicio al público en
relación con la producción, el transporte o la distribución de agua potable;
2.º El suministro de agua potable a dichas redes. Asimismo, tampoco se considerarán sujetos a
regulación armonizada los contratos de concesión que se refieran a uno de los objetos siguientes o a
ambos que estén relacionadas con una de las actividades contempladas en los números 1.º y 2.º
anteriores: I. Proyectos de ingeniería hidráulica, irrigación o drenaje, siempre que el volumen de agua
destinado al abastecimiento de agua potable represente más del 20 por ciento del volumen total de agua
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disponible gracias a dichos proyectos o a dichas instalaciones de irrigación o drenaje, o II. Eliminación o
tratamiento de aguas residuales.

Artículo 20. Contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios sujetos a una 
regulación armonizada: Umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de
servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 5.404.000 euros.
2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos de obras
que se adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida la obra iguale o
supere la cantidad indicada en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la regulación armonizada a la
adjudicación de cada lote. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los órganos de contratación podrán
exceptuar de estas normas a los lotes cuyo valor estimado sea inferior a un millón de euros, siempre que el
importe acumulado de los lotes exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de
los mismos.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1 por el art. 2.a) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 21. Contratos de suministro sujetos a una regulación armonizada: Umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de suministro cuyo valor estimado sea igual o superior a
las siguientes cantidades:

a) 140.000 euros, cuando se trate de contratos adjudicados por la Administración General del Estado, sus
Organismos Autónomos, o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social. No obstante,
cuando los contratos se adjudiquen por órganos de contratación que pertenezcan al sector de la defensa,
este umbral solo se aplicará respecto de los contratos de suministro que tengan por objeto los productos
enumerados en el anexo II.
b) 216.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro distintos, por razón del sujeto contratante o
por razón de su objeto, de los contemplados en la letra anterior.

2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos que se
adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida el suministro iguale o
supere las cantidades indicadas en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la regulación armonizada a
la adjudicación de cada lote. No obstante, los órganos de contratación podrán exceptuar de estas normas a los
lotes cuyo valor estimado sea inferior a 80.000 euros, siempre que el importe acumulado de los lotes
exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de los mismos.
Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.c) y b) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.b) y c) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 22. Contratos de servicios sujetos a una regulación armonizada: umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a
las siguientes cantidades:

a) 140.000 euros, cuando los contratos hayan de ser adjudicados por la Administración General del Estado,
sus Organismos Autónomos, o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.
b) 216.000 euros, cuando los contratos hayan de adjudicarse por entidades del sector público distintas a la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos o las Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social.
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c) 750.000 euros, cuando se trate de contratos que tengan por objeto los servicios sociales y otros servicios
específicos enumerados en el anexo IV.

2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos que se
adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida la contratación de
servicios iguale o supere los importes indicados en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la
regulación armonizada a la adjudicación de cada lote. No obstante, los órganos de contratación podrán
exceptuar de estas normas a los lotes cuyo valor estimado sea inferior a 80.000 euros, siempre que el importe
acumulado de los lotes exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de los
mismos.
Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.b) y c) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 23. Contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada.
1. Son contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras y los contratos de
servicios definidos conforme a lo previsto en los artículos 13 y 17, respectivamente, que sean subvencionados,
de forma directa y en más de un 50 por 100 de su importe, por entidades que tengan la consideración de
poderes adjudicadores, siempre que pertenezcan a alguna de las categorías siguientes:

a) Contratos de obras que tengan por objeto actividades de ingeniería civil de la sección F, división 45,
grupo 45.2 de la Nomenclatura General de Actividades Económicas de las Comunidades Europeas (NACE), o
la construcción de hospitales, centros deportivos, recreativos o de ocio, edificios escolares o universitarios
y edificios de uso administrativo, siempre que su valor estimado sea igual o superior a 5.404.000 euros.
b) Contratos de servicios vinculados a un contrato de obras de los definidos en la letra a), cuyo valor
estimado sea igual o superior a 216.000 euros.

2. Las normas previstas para los contratos subvencionados se aplicarán a aquellos celebrados por particulares
o por entidades del sector público que no tengan la consideración de poderes adjudicadores, en conjunción,
en este último caso, con las establecidas en el Título II del Libro Tercero de esta Ley. Cuando el contrato
subvencionado se adjudique por entidades del sector público que tengan la consideración de poder
adjudicador, se aplicarán las normas de contratación previstas para estas entidades, de acuerdo con su
naturaleza, salvo la relativa a la determinación de la competencia para resolver el recurso especial en materia
de contratación y para adoptar medidas cautelares en el procedimiento de adjudicación, que se regirá, en todo
caso, por la regla establecida en el apartado 2 del artículo 47.
Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.a) y b) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Sección 3.ª Contratos administrativos y contratos privados

Artículo 24. Régimen jurídico aplicable a los contratos del sector público.
Los contratos del sector público podrán estar sometidos a un régimen jurídico de derecho administrativo o de
derecho privado.

Artículo 25. Contratos administrativos.
1. Tendrán carácter administrativo los contratos siguientes, siempre que se celebren por una Administración
Pública:

a) Los contratos de obra, concesión de obra, concesión de servicios, suministro y servicios. No obstante,
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tendrán carácter privado los siguientes contratos:
1.º Los contratos de servicios que tengan por objeto servicios financieros con número de referencia CPV
de 66100000-1 a 66720000-3 y los que tengan por objeto la creación e interpretación artística y literaria y
los de espectáculos con número de referencia CPV de 79995000-5 a 79995200-7, y de 92000000-1 a
92700000-8, excepto 92230000-2, 92231000-9 y 92232000-6.
2.º Aquellos cuyo objeto sea la suscripción a revistas, publicaciones periódicas y bases de datos.

b) Los contratos declarados así expresamente por una Ley, y aquellos otros de objeto distinto a los
expresados en la letra anterior, pero que tengan naturaleza administrativa especial por estar vinculados al
giro o tráfico específico de la Administración contratante o por satisfacer de forma directa o inmediata una
finalidad pública de la específica competencia de aquella.

2. Los contratos administrativos se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos, modificación y
extinción, por esta Ley y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de
derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado. No obstante, a los contratos
administrativos especiales a que se refiere la letra b) del apartado anterior les serán de aplicación, en primer
término, sus normas específicas.

Artículo 26. Contratos privados.
1. Tendrán la consideración de contratos privados:

a) Los que celebren las Administraciones Públicas cuyo objeto sea distinto de los referidos en las letras a) y
b) del apartado primero del artículo anterior.
b) Los celebrados por entidades del sector público que siendo poder adjudicador no reúnan la condición de
Administraciones Públicas.
c) Los celebrados por entidades del sector público que no reúnan la condición de poder adjudicador.

2. Los contratos privados que celebren las Administraciones Públicas se regirán, en cuanto a su preparación y
adjudicación, en defecto de normas específicas, por las Secciones 1.ª y 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro
Segundo de la presente Ley con carácter general, y por sus disposiciones de desarrollo, aplicándose
supletoriamente las restantes normas de derecho administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado,
según corresponda por razón del sujeto o entidad contratante. En lo que respecta a su efectos, modificación y
extinción, estos contratos se regirán por el derecho privado. No obstante lo establecido en el párrafo anterior,
a los contratos mencionados en los números 1.º y 2.º de la letra a) del apartado primero del artículo anterior,
les resultarán de aplicación, además del Libro Primero de la presente Ley, el Libro Segundo de la misma en
cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán aplicables las normas de
derecho privado, salvo lo establecido en los artículos de esta Ley relativos a las condiciones especiales de
ejecución, modificación, cesión, subcontratación y resolución de los contratos, que les serán de aplicación
cuando el contrato esté sujeto a regulación armonizada.
3. Los contratos privados que celebren los poderes adjudicadores que no pertenezcan a la categoría de
Administraciones Públicas mencionados en la letra b) del apartado primero del presente artículo, cuyo objeto
esté comprendido en el ámbito de la presente Ley, se regirán por lo dispuesto en el Título I del Libro Tercero
de la misma, en cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán
aplicables las normas de derecho privado, y aquellas normas a las que se refiere el párrafo primero del artículo
319 en materia medioambiental, social o laboral, de condiciones especiales de ejecución, de modificación del
contrato, de cesión y subcontratación, de racionalización técnica de la contratación; y la causa de resolución
del contrato referida a la imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados,
cuando no sea posible modificar el contrato conforme a los artículos 204 y 205.
4. Los contratos que celebren las Entidades del Sector Público que no posean la condición de poder
adjudicador, se regirán por lo dispuesto en los artículos 321 y 322. En lo que se refiere a sus efectos,
modificación y extinción se regularán por las normas de derecho privado que les resulten de aplicación.

Artículo 27. Jurisdicción competente.
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1. Serán competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo las siguientes cuestiones:
a) Las relativas a la preparación, adjudicación, efectos, modificación y extinción de los contratos
administrativos.
b) Las que se susciten en relación con la preparación y adjudicación de los contratos privados de las
Administraciones Públicas. Adicionalmente, respecto de los contratos referidos en los números 1.º y 2.º de
la letra a) del apartado primero del artículo 25 de la presente Ley que estén sujetos a regulación
armonizada, las impugnaciones de las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en
los artículos 204 y 205 de la presente Ley, por entender que la modificación debió ser objeto de una nueva
adjudicación.
c) Las referidas a la preparación, adjudicación y modificaciones contractuales, cuando la impugnación de
estas últimas se base en el incumplimiento de lo establecido en los artículos 204 y 205 de la presente Ley,
cuando se entienda que dicha modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación de los contratos
celebrados por los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública.
d) Las relativas a la preparación y adjudicación de los contratos de entidades del sector público que no
tengan el carácter de poderes adjudicadores.
e) Los recursos interpuestos contra las resoluciones que se dicten por los órganos administrativos de
resolución de los recursos previstos en el artículo 44 de esta Ley, así como en el artículo 321.5.
f) Las cuestiones que se susciten en relación con la preparación, adjudicación y modificación de los
contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23 de la presente Ley.

2. El orden jurisdiccional civil será el competente para resolver:
a) Las controversias que se susciten entre las partes en relación con los efectos y extinción de los contratos
privados de las entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores, sean o no
Administraciones Públicas, con excepción de las modificaciones contractuales citadas en las letras b) y c)
del apartado anterior.
b) De las cuestiones referidas a efectos y extinción de los contratos que celebren las entidades del sector
público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores.
c) El conocimiento de las cuestiones litigiosas relativas a la financiación privada del contrato de concesión
de obra pública o de concesión de servicios, salvo en lo relativo a las actuaciones en ejercicio de las
obligaciones y potestades administrativas que, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley, se atribuyen a la
Administración concedente, y en las que será competente el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 18

1. El contrato por el que un Ayuntamiento encarga la redacción de un proyecto de obras es:

A) Un contrato menor de obras.

B) Un contrato privado.

C) Un contrato de servicios.

D) Un contrato administrativo especial.

2. No son contratos típicos regulados por la ley de contratos del Sector Público: (art. 12)

A) Los contratos de compraventa.

B) Los contratos de concesión de servicios

C) Los contratos de suministro.

D) Los contratos de servicios.
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3. Complete la frase: Los contratos típicos que recoge la Ley de Contratos del sector público son:

A) Contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro y servicios.

B) Contratos de obras, concesión de obras, suministro y servicios.

C) Contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro, servicios y mixtos.

D) Ninguna es correcta

4. De acuerdo con el art. 25 de la Ley 9/2017, de contratos del Sector Público (LCSP), los contratos 
administrativos se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos, modificación y extinción, por: 
(art. 25.2)

A) La LCSP; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho público y, en su defecto, las normas 
de derecho privado.

B) Las disposiciones de desarrollo de la LCSP; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho 
administrativo y, en su defecto, las normas de derecho público.

C) La LCSP y sus disposiciones de desarrollo, supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho 
administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado.

D) Por las normas de derecho privado que les resulten de aplicación.

5. Según el artículo 15 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público, el contrato de 
concesión de servicios es aquel en cuya virtud se encomienda a título oneroso a una o varias personas, 
naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea de titularidad o competencia:

A) De uno o varios poderes adjudicadores.

B) De una o varias administraciones públicas.

C) De una o varias entidades gestoras.

D) De un ente que pertenezca al sector público.

6. El Instituto Canario de Igualdad, en calidad de Organismo Autónomo de la Consejería de Presidencia, 
Justicia e Igualdad, tiene a efectos del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, LCSP, la condición de:

A) Sector público, Administración Pública y poder adjudicador

B) Únicamente de sector público y Administración Pública

C) Únicamente de Administración Pública

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. Dentro del ámbito de aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público se encuentran:

A) Las Fundaciones Públicas.

B) Los Entes Locales.

C) Los Organismos Autónomos.

D) Todas las anteriores.

8. No es un tipo de contrato del sector público:

A) Contratos de obras

B) Concesión de obras

C) Concesión de servicios

D) Concesión de suministro

9. La LCSP regula (art. 1 LCSP):

A) Los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos públicos

B) Los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos de las administraciones públicas

C) Los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos administrativos

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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10. Se considerarán poderes adjudicadores:

A) Las Administraciones Públicas y las fundaciones públicas

B) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social

C) Las dos respuestas anteriores son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 A · 4 C · 5 A · 6 A · 7 D · 8 D · 9 C · 10 C

Te quedan 149 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 18, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 19

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Libro 
II, Título I: expediente de contratación (Capítulo I, Sección 1ª: arts. 116 

al 124). De la adjudicación de los contratos de las Administraciones 
Públicas (Capítulo I, Sección 2ª: arts. 131 al 141 y del art. 150 al 154).

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 116 a 124 · arts. 131 a 141 · arts. 150 a 154 — 25 incluidos

LIBRO SEGUNDO De los contratos de las Administraciones Públicas

TÍTULO I Disposiciones generales

CAPÍTULO I De las actuaciones relativas a la contratación de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De la preparación de los contratos de las Administraciones Públicas

Artículo 116. Expediente de contratación: iniciación y contenido.
1. La celebración de contratos por parte de las Administraciones Públicas requerirá la previa tramitación del
correspondiente expediente, que se iniciará por el órgano de contratación motivando la necesidad del contrato
en los términos previstos en el artículo 28 de esta Ley y que deberá ser publicado en el perfil de contratante.
En aquellos contratos cuya ejecución requiera de la cesión de datos por parte de entidades del sector público al
contratista, el órgano de contratación en todo caso deberá especificar en el expediente de contratación cuál
será la finalidad del tratamiento de los datos que vayan a ser cedidos.
2. El expediente deberá referirse a la totalidad del objeto del contrato, sin perjuicio de lo previsto en el
apartado 7 del artículo 99 para los contratos adjudicados por lotes.
3. Al expediente se incorporarán el pliego de cláusulas administrativas particulares y el de prescripciones
técnicas que hayan de regir el contrato. En el caso de que el procedimiento elegido para adjudicar el contrato
sea el de diálogo competitivo regulado en la subsección 5.ª, de la Sección 2.ª, del Capítulo I, del Título I, del
Libro II, los pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas serán sustituidos por el
documento descriptivo a que hace referencia el apartado 1 del artículo 174. En el caso de procedimientos para
adjudicar los contratos basados en acuerdos marco invitando a una nueva licitación a las empresas parte del
mismo, regulados en el artículo 221.4, los pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas
serán sustituidos por el documento de licitación a que hace referencia el artículo 221.5 último párrafo.
Asimismo, deberá incorporarse el certificado de existencia de crédito o, en el caso de entidades del sector
público estatal con presupuesto estimativo, documento equivalente que acredite la existencia de financiación,
y la fiscalización previa de la intervención, en su caso, en los términos previstos en la Ley 47/2003, de 26 de
noviembre, General Presupuestaria.
4. En el expediente se justificará adecuadamente:

a) La elección del procedimiento de licitación.
b) La clasificación que se exija a los participantes.
c) Los criterios de solvencia técnica o profesional, y económica y financiera, y los criterios que se tendrán
en consideración para adjudicar el contrato, así como las condiciones especiales de ejecución del mismo.
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d) El valor estimado del contrato con una indicación de todos los conceptos que lo integran, incluyendo
siempre los costes laborales si existiesen.
e) La necesidad de la Administración a la que se pretende dar satisfacción mediante la contratación de las
prestaciones correspondientes; y su relación con el objeto del contrato, que deberá ser directa, clara y
proporcional.
f) En los contratos de servicios, el informe de insuficiencia de medios.
g) La decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato, en su caso.

5. Si la financiación del contrato ha de realizarse con aportaciones de distinta procedencia, aunque se trate de
órganos de una misma Administración pública, se tramitará un solo expediente por el órgano de contratación
al que corresponda la adjudicación del contrato, debiendo acreditarse en aquel la plena disponibilidad de
todas las aportaciones y determinarse el orden de su abono, con inclusión de una garantía para su efectividad.
Se modifica el apartado 1 por el art. 5.4 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-
A-2019-15790#a5 Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria tercera del citado Real
Decreto-ley.

Artículo 117. Aprobación del expediente.
1. Completado el expediente de contratación, se dictará resolución motivada por el órgano de contratación
aprobando el mismo y disponiendo la apertura del procedimiento de adjudicación. Dicha resolución implicará
también la aprobación del gasto, salvo en el supuesto excepcional de que el presupuesto no hubiera podido ser
establecido previamente, o que las normas de desconcentración o el acto de delegación hubiesen establecido
lo contrario, en cuyo caso deberá recabarse la aprobación del órgano competente. Esta resolución deberá ser
objeto de publicación en el perfil de contratante.
2. Los expedientes de contratación podrán ultimarse incluso con la adjudicación y formalización del
correspondiente contrato, aun cuando su ejecución, ya se realice en una o en varias anualidades, deba
iniciarse en el ejercicio siguiente. A estos efectos podrán comprometerse créditos con las limitaciones que se
determinen en las normas presupuestarias de las distintas Administraciones Públicas sujetas a esta Ley.

Artículo 118. Expediente de contratación en contratos menores.
1. Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado inferior a 40.000 euros, cuando se trate de
contratos de obras, o a 15.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, sin perjuicio de
lo dispuesto en el artículo 229 en relación con las obras, servicios y suministros centralizados en el ámbito
estatal.
2. En los contratos menores la tramitación del expediente exigirá la emisión de un informe del órgano de
contratación justificando de manera motivada la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto
con el fin de evitar la aplicación de los umbrales descritos en el apartado anterior.
3. Asimismo se requerirá la aprobación del gasto y la incorporación al mismo de la factura correspondiente,
que deberá reunir los requisitos que las normas de desarrollo de esta Ley establezcan.
4. En el contrato menor de obras, deberá añadirse, además, el presupuesto de las obras, sin perjuicio de que
deba existir el correspondiente proyecto cuando sea requerido por las disposiciones vigentes. Deberá
igualmente solicitarse el informe de las oficinas o unidades de supervisión a que se refiere el artículo 235
cuando el trabajo afecte a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.
5. Lo dispuesto en el apartado 2.º de este artículo no será de aplicación en aquellos contratos cuyo pago se
verifique a través del sistema de anticipos de caja fija u otro similar para realizar pagos menores, siempre y
cuando el valor estimado del contrato no exceda de 5.000 euros.
6. Los contratos menores se publicarán en la forma prevista en el artículo 63.4.
Se modifica por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero. Ref. BOE-A-2020-1651#df

Artículo 119. Tramitación urgente del expediente.
1. Podrán ser objeto de tramitación urgente los expedientes correspondientes a los contratos cuya celebración
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responda a una necesidad inaplazable o cuya adjudicación sea preciso acelerar por razones de interés público.
A tales efectos el expediente deberá contener la declaración de urgencia hecha por el órgano de contratación,
debidamente motivada.
2. Los expedientes calificados de urgentes se tramitarán siguiendo el mismo procedimiento que los ordinarios,
con las siguientes especialidades:

a) Los expedientes gozarán de preferencia para su despacho por los distintos órganos que intervengan en la
tramitación, que dispondrán de un plazo de cinco días para emitir los respectivos informes o cumplimentar
los trámites correspondientes. Cuando la complejidad del expediente o cualquier otra causa igualmente
justificada impida cumplir el plazo antes indicado, los órganos que deban evacuar el trámite lo pondrán en
conocimiento del órgano de contratación que hubiese declarado la urgencia. En tal caso el plazo quedará
prorrogado hasta diez días.
b) Acordada la apertura del procedimiento de adjudicación, los plazos establecidos en esta Ley para la
licitación, adjudicación y formalización del contrato se reducirán a la mitad, salvo los siguientes:

1.º El plazo de quince días hábiles establecido en el apartado 3 del artículo 153, como período de espera
antes de la formalización del contrato.
2.º El plazo de presentación de proposiciones en el procedimiento abierto en los contratos de obras,
suministros y servicios sujetos a regulación armonizada, que se podrá reducir de conformidad con lo
indicado en la letra b) del apartado 3) del artículo 156.
3.º Los plazos de presentación de solicitudes y de proposiciones en los procedimientos restringido y de
licitación con negociación en los contratos de obras, suministros y servicios sujetos a regulación
armonizada, que se podrán reducir según lo establecido en el segundo párrafo del apartado 1 del
artículo 161 y en la letra b) del apartado 1 del artículo 164, según el caso.
4.º Los plazos de presentación de solicitudes en los procedimientos de diálogo competitivo y de
asociación para la innovación en contratos de obras, suministros y servicios sujetos a regulación
armonizada, no serán susceptibles de reducirse.
5.º El plazo de 6 días a más tardar antes de que finalice el plazo fijado para la presentación de ofertas,
para que los servicios dependientes del órgano de contratación faciliten al candidato o licitador la
información adicional solicitada, será de 4 días a más tardar antes de que finalice el citado plazo en los
contratos de obras, suministros y servicios sujetos a regulación armonizada siempre que se adjudiquen
por procedimientos abierto y restringido. La reducción anterior no se aplicará a los citados contratos
cuando el procedimiento de adjudicación sea uno distinto del abierto o del restringido.
6.º Los plazos establecidos en el artículo 159 respecto a la tramitación del procedimiento abierto
simplificado, de conformidad con lo señalado en el apartado 5 de dicho artículo. Las reducciones de
plazo establecidas en los puntos 2.º, 3.º y 5.º anteriores no se aplicarán en la adjudicación de los contratos
de concesiones de obras y concesiones de servicios sujetos a regulación armonizada cualquiera que sea
el procedimiento de adjudicación utilizado, no siendo los plazos a que se refieren dichos puntos, en
estos contratos, susceptibles de reducción alguna.

c) El plazo de inicio de la ejecución del contrato no podrá exceder de un mes, contado desde la
formalización.

Artículo 120. Tramitación de emergencia.
1. Cuando la Administración tenga que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos,
de situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional, se estará al
siguiente régimen excepcional:

a) El órgano de contratación, sin obligación de tramitar expediente de contratación, podrá ordenar la
ejecución de lo necesario para remediar el acontecimiento producido o satisfacer la necesidad
sobrevenida, o contratar libremente su objeto, en todo o en parte, sin sujetarse a los requisitos formales
establecidos en la presente Ley, incluso el de la existencia de crédito suficiente. En caso de que no exista
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crédito adecuado y suficiente, una vez adoptado el acuerdo, se procederá a su dotación de conformidad con
lo establecido en la Ley General Presupuestaria.
b) Si el contrato ha sido celebrado por la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos,
Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social o demás entidades públicas estatales, se
dará cuenta de dichos acuerdos al Consejo de Ministros en el plazo máximo de treinta días.
c) El plazo de inicio de la ejecución de las prestaciones no podrá ser superior a un mes, contado desde la
adopción del acuerdo previsto en la letra a). Si se excediese este plazo, la contratación de dichas
prestaciones requerirá la tramitación de un procedimiento ordinario.
d) Ejecutadas las actuaciones objeto de este régimen excepcional, se observará lo dispuesto en esta Ley
sobre cumplimiento de los contratos, recepción y liquidación de la prestación. En el supuesto de que el
libramiento de los fondos necesarios se hubiera realizado a justificar, transcurrido el plazo establecido en
la letra c) anterior, se rendirá la cuenta justificativa del mismo, con reintegro de los fondos no invertidos.

2. Las restantes prestaciones que sean necesarias para completar la actuación acometida por la
Administración y que no tengan carácter de emergencia se contratarán con arreglo a la tramitación ordinaria
regulada en esta Ley.

Artículo 121. Pliegos de cláusulas administrativas generales.
1. El Consejo de Ministros, a iniciativa de los Ministerios interesados, a propuesta del Ministro de Hacienda y
Función Pública, y previo dictamen del Consejo de Estado, podrá aprobar pliegos de cláusulas administrativas
generales, que deberán ajustarse en su contenido a los preceptos de esta Ley y de sus disposiciones de
desarrollo, para su utilización en los contratos que se celebren por los órganos de contratación de la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la
Seguridad Social y demás entidades que gocen de la condición de Administraciones Públicas integrantes del
sector público estatal.
2. Las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la Administración Local podrán aprobar pliegos
de cláusulas administrativas generales, de acuerdo con sus normas específicas, previo dictamen del Consejo
de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva, si lo hubiera.

Artículo 122. Pliegos de cláusulas administrativas particulares.
1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán aprobarse previamente a la autorización del
gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su
adjudicación, y solo podrán ser modificados con posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En
otro caso, la modificación del pliego conllevará la retroacción de actuaciones.
2. En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán los criterios de solvencia y adjudicación
del contrato; las consideraciones sociales, laborales y ambientales que como criterios de solvencia, de
adjudicación o como condiciones especiales de ejecución se establezcan; los pactos y condiciones definidores
de los derechos y obligaciones de las partes del contrato; la previsión de cesión del contrato salvo en los casos
en que la misma no sea posible de acuerdo con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 214.1; la
obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio
Colectivo sectorial de aplicación; y las demás menciones requeridas por esta Ley y sus normas de desarrollo.
En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y
extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en ellos. Téngase en
cuenta que se declara que el párrafo primero del apartado 2 no es conforme con el orden constitucional de
competencias, salvo los incisos relativos a la necesidad de incluir «los pactos y condiciones definidores de los
derechos y obligaciones de las partes del contrato» y «En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen
jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes
prestaciones fusionadas en ellos», en los términos del fundamento jurídico 7 A) d), por la Sentencia del TC
68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614 Los pliegos podrán también especificar si va a exigirse la
transferencia de derechos de propiedad intelectual o industrial, sin perjuicio de lo establecido en el artículo
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308 respecto de los contratos de servicios. Los pliegos deberán mencionar expresamente la obligación del
futuro contratista de respetar la normativa vigente en materia de protección de datos. Sin perjuicio de lo
establecido en el artículo 28.2 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en aquellos
contratos cuya ejecución requiera el tratamiento por el contratista de datos personales por cuenta del
responsable del tratamiento, adicionalmente en el pliego se hará constar:

a) La finalidad para la cual se cederán dichos datos.
b) La obligación del futuro contratista de someterse en todo caso a la normativa nacional y de la Unión
Europea en materia de protección de datos, sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del apartado
1 del artículo 202.
c) La obligación de la empresa adjudicataria de presentar antes de la formalización del contrato una
declaración en la que ponga de manifiesto dónde van a estar ubicados los servidores y desde dónde se van a
prestar los servicios asociados a los mismos.
d) La obligación de comunicar cualquier cambio que se produzca, a lo largo de la vida del contrato, de la
información facilitada en la declaración a que se refiere la letra c) anterior.
e) La obligación de los licitadores de indicar en su oferta, si tienen previsto subcontratar los servidores o
los servicios asociados a los mismos, el nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a las
condiciones de solvencia profesional o técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a encomendar su
realización. En los pliegos correspondientes a los contratos a que se refiere el párrafo anterior las
obligaciones recogidas en las letras a) a e) anteriores en todo caso deberán ser calificadas como esenciales
a los efectos de lo previsto en la letra f) del apartado 1 del artículo 211.

3. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares podrán establecer penalidades, conforme a lo
prevenido en el apartado 1 del artículo 192, para los casos de incumplimiento o de cumplimiento defectuoso
de la prestación que afecten a características de la misma, en especial cuando se hayan tenido en cuenta para
definir los criterios de adjudicación, o atribuir a la puntual observancia de estas características el carácter de
obligación contractual esencial a los efectos señalados en la letra f) del apartado 1 del artículo 211. Asimismo,
para los casos de incumplimiento de lo prevenido en los artículos 130 y 201. 3 bis. Las Administraciones
públicas incorporarán en los pliegos de cláusulas administrativas particulares condiciones especiales de
ejecución o criterios de adjudicación dirigidos a la promoción de la igualdad de trato y no discriminación por
razón de orientación sexual, identidad sexual, expresión de género y características sexuales, siempre que
exista vinculación con el objeto del contrato.
4. Los contratos se ajustarán al contenido de los pliegos de cláusulas administrativas particulares, cuyas
cláusulas se consideran parte integrante de los mismos.
5. La aprobación de los pliegos de cláusulas administrativas particulares corresponderá al órgano de
contratación, que podrá, asimismo, aprobar modelos de pliegos particulares para determinadas categorías de
contratos de naturaleza análoga.
6. La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado deberá informar con carácter previo todos los
pliegos de cláusulas administrativas particulares en que se proponga la inclusión de estipulaciones contrarias
a los correspondientes pliegos generales.
7. En la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social y demás Administraciones Públicas integrantes del sector público estatal, la
aprobación de los pliegos y de los modelos requerirá el informe previo del Servicio Jurídico respectivo. Este
informe no será necesario cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares se ajuste a un modelo de
pliego que haya sido previamente objeto de este informe. Se añade el apartado 3 bis por la disposición final
17.2 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-17 Se declara que el párrafo primero del
apartado 2 no es conforme con el orden constitucional de competencias, salvo los incisos relativos a la
necesidad de incluir «los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes del
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contrato» y «En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos,
cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en
ellos», en los términos del fundamento jurídico 7 A) d), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref.
BOE-A-2021-6614 Se modifica el apartado 2 por el art. 5.5 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref.
BOE-A-2019-15790#a5 Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria tercera del citado Real
Decreto-ley.

Artículo 123. Pliego de prescripciones técnicas generales.
Previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, el Consejo de Ministros, a propuesta
del Ministro correspondiente, podrá establecer los pliegos de prescripciones técnicas generales a que hayan
de ajustarse la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social y demás entidades que gocen de la condición de Administraciones Públicas
integrantes del sector público estatal.

Artículo 124. Pliego de prescripciones técnicas particulares.
El órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y
siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación, los pliegos y
documentos que contengan las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la realización de la
prestación y definan sus calidades, sus condiciones sociales y ambientales, de conformidad con los requisitos
que para cada contrato establece la presente Ley, y solo podrán ser modificados con posterioridad por error
material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del pliego conllevará la retroacción de
actuaciones.

Sección 2.ª De la adjudicación de los contratos de las Administraciones Públicas

Artículo 131. Procedimiento de adjudicación.
1. Los contratos que celebren las Administraciones Públicas se adjudicarán con arreglo a las normas de la
presente sección.
2. La adjudicación se realizará, ordinariamente utilizando una pluralidad de criterios de adjudicación basados
en el principio de mejor relación calidad-precio, y utilizando el procedimiento abierto o el procedimiento
restringido, salvo los contratos de concesión de servicios especiales del Anexo IV, que se adjudicarán mediante
este último procedimiento. En los supuestos del artículo 168 podrá seguirse el procedimiento negociado sin
publicidad; en los casos previstos en el artículo 167 podrá recurrirse al diálogo competitivo o a la licitación con
negociación, y en los indicados en el artículo 177 podrá emplearse el procedimiento de asociación para la
innovación.
3. Los contratos menores podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario con capacidad de obrar y
que cuente con la habilitación profesional necesaria para realizar la prestación, cumpliendo con las normas
establecidas en el artículo 118.
4. En los contratos relativos a la prestación de asistencia sanitaria en supuestos de urgencia y con un valor
estimado inferior a 30.000 euros, no serán de aplicación las disposiciones de esta Ley relativas a la preparación
y adjudicación del contrato. Para proceder a la contratación en estos casos bastará con que, además de
justificarse la urgencia, se determine el objeto de la prestación, se fije el precio a satisfacer por la asistencia y
se designe por el órgano de contratación la empresa a la que corresponderá la ejecución.
5. En los concursos de proyectos se seguirá el procedimiento regulado en la Subsección 7.ª de esta sección.

Artículo 132. Principios de igualdad, transparencia y libre competencia.
1. Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento igualitario y no
discriminatorio y ajustarán su actuación a los principios de transparencia y proporcionalidad. En ningún caso
podrá limitarse la participación por la forma jurídica o el ánimo de lucro en la contratación, salvo en los
contratos reservados para entidades recogidas en la disposición adicional cuarta.
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2. La contratación no será concebida con la intención de eludir los requisitos de publicidad o los relativos al
procedimiento de adjudicación que corresponda, ni de restringir artificialmente la competencia, bien
favoreciendo o perjudicando indebidamente a determinados empresarios.
3. Los órganos de contratación velarán en todo el procedimiento de adjudicación por la salvaguarda de la libre
competencia. Así, tanto ellos como la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado o, en su caso, los
órganos consultivos o equivalentes en materia de contratación pública de las Comunidades Autónomas, y los
órganos competentes para resolver el recurso especial a que se refiere el artículo 44 de esta Ley, notificarán a
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a las autoridades autonómicas de
competencia, cualesquiera hechos de los que tengan conocimiento en el ejercicio de sus funciones que puedan
constituir infracción a la legislación de defensa de la competencia. En particular, comunicarán cualquier
indicio de acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela
entre los licitadores, que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear
la competencia en el proceso de contratación.

Artículo 133. Confidencialidad.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente en materia de acceso a la información pública y de las
disposiciones contenidas en la presente Ley relativas a la publicidad de la adjudicación y a la información que
debe darse a los candidatos y a los licitadores, los órganos de contratación no podrán divulgar la información
facilitada por los empresarios que estos hayan designado como confidencial en el momento de presentar su
oferta. El carácter de confidencial afecta, entre otros, a los secretos técnicos o comerciales, a los aspectos
confidenciales de las ofertas y a cualesquiera otras informaciones cuyo contenido pueda ser utilizado para
falsear la competencia, ya sea en ese procedimiento de licitación o en otros posteriores. El deber de
confidencialidad del órgano de contratación así como de sus servicios dependientes no podrá extenderse a
todo el contenido de la oferta del adjudicatario ni a todo el contenido de los informes y documentación que, en
su caso, genere directa o indirectamente el órgano de contratación en el curso del procedimiento de licitación.
Únicamente podrá extenderse a documentos que tengan una difusión restringida, y en ningún caso a
documentos que sean públicamente accesibles. El deber de confidencialidad tampoco podrá impedir la
divulgación pública de partes no confidenciales de los contratos celebrados, tales como, en su caso, la
liquidación, los plazos finales de ejecución de la obra, las empresas con las que se ha contratado y
subcontratado, y, en todo caso, las partes esenciales de la oferta y las modificaciones posteriores del contrato,
respetando en todo caso lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos
de Carácter Personal.
2. El contratista deberá respetar el carácter confidencial de aquella información a la que tenga acceso con
ocasión de la ejecución del contrato a la que se le hubiese dado el referido carácter en los pliegos o en el
contrato, o que por su propia naturaleza deba ser tratada como tal. Este deber se mantendrá durante un plazo
de cinco años desde el conocimiento de esa información, salvo que los pliegos o el contrato establezcan un
plazo mayor que, en todo caso, deberá ser definido y limitado en el tiempo.

Artículo 134. Anuncio de información previa.
1. Los órganos de contratación podrán publicar un anuncio de información previa con el fin de dar a conocer
aquellos contratos de obras, suministros o servicios que, estando sujetos a regulación armonizada, tengan
proyectado adjudicar en el plazo a que se refiere el apartado 5 del presente artículo.
2. Los anuncios de información previa a que se refiere el apartado anterior se publicarán, con el contenido
establecido en el Anexo III. A, a elección del órgano de contratación, en el «Diario Oficial de la Unión
Europea» o en el perfil de contratante del órgano de contratación a que se refiere el artículo 63 que se
encuentre alojado en la Plataforma de Contratación del Sector Público o servicio de información equivalente a
nivel autonómico.
3. Los anuncios de información previa se enviarán a la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea o, en su
caso, se publicarán en el perfil de contratante, lo antes posible, una vez tomada la decisión por la que se
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autorice el programa en el que se contemple la celebración de los correspondientes contratos, en el caso de los
de obras, o una vez iniciado el ejercicio presupuestario, en los restantes. En cualquier caso, los poderes
adjudicadores deberán poder demostrar la fecha de envío del anuncio de información previa. La Oficina de
Publicaciones de la Unión Europea confirmará al poder adjudicador la recepción del anuncio y la publicación
de la información enviada, indicando la fecha de dicha publicación. Esta confirmación constituirá prueba de la
publicación.
4. En el caso de que el anuncio de información previa se publique en el «Diario Oficial de la Unión Europea»,
no se publicará a nivel nacional antes de aquella publicación. No obstante, podrá en todo caso publicarse a
nivel nacional si los poderes adjudicadores no han recibido notificación de su publicación a las cuarenta y
ocho horas de la confirmación de la recepción del anuncio por parte de la Oficina de Publicaciones de la Unión
Europea.
5. En el caso de que la publicación del anuncio de información previa a que se refiere el primer apartado se
vaya a efectuar en el perfil de contratante del órgano de contratación, este último deberá enviar a la Oficina de
Publicaciones de la Unión Europea el anuncio de la publicación en su perfil. El anuncio de información previa
no se publicará en el perfil de contratante antes de que se envíe a la Oficina de Publicaciones de la Unión
Europea el anuncio de su publicación en la citada forma, e indicará la fecha de dicho envío.
6. El periodo cubierto por el anuncio de información previa será de un máximo de 12 meses a contar desde la
fecha de envío del citado anuncio a la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea o, en su caso, a partir de la
fecha de envío también a esta última, del anuncio de publicación en el perfil de contratante a que se refiere el
apartado cuarto anterior. Sin embargo, en el caso de los contratos de servicios que tengan por objeto alguno de
los servicios especiales del Anexo IV, el anuncio de información previa podrá abarcar un plazo superior a 12
meses.
7. La publicación del anuncio previo a que se refiere el primer apartado de este artículo, cumpliendo con las
condiciones establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 156 y en el apartado 1 del artículo 164, permitirá
reducir los plazos para la presentación de proposiciones en los procedimientos abiertos y restringidos en la
forma que en esos preceptos se determina.

Artículo 135. Anuncio de licitación.
1. El anuncio de licitación para la adjudicación de contratos de las Administraciones Públicas, a excepción de
los procedimientos negociados sin publicidad, se publicará en el perfil de contratante. En los contratos
celebrados por la Administración General del Estado, o por las entidades vinculadas a la misma que gocen de
la naturaleza de Administraciones Públicas, el anuncio de licitación se publicará además en el «Boletín Oficial
del Estado». Cuando los contratos estén sujetos a regulación armonizada la licitación deberá publicarse,
además, en el «Diario Oficial de la Unión Europea», debiendo los poderes adjudicadores poder demostrar la
fecha de envío del anuncio de licitación. La Oficina de Publicaciones de la Unión Europea confirmará al poder
adjudicador la recepción del anuncio y la publicación de la información enviada, indicando la fecha de dicha
publicación. Esta confirmación constituirá prueba de la publicación.
2. Cuando el órgano de contratación lo estime conveniente, los procedimientos para la adjudicación de
contratos de obras, suministros, servicios, concesiones de obras y concesiones de servicios no sujetos a
regulación armonizada podrán ser anunciados, además, en el «Diario Oficial de la Unión Europea».
3. Los anuncios de licitación y los anuncios de información previa a que se refiere la disposición adicional
trigésima sexta no se publicarán en los lugares indicados en el primer párrafo del apartado primero anterior
antes de su publicación en el «Diario Oficial de la Unión Europea», en el caso en que deban ser publicados en
dicho Diario Oficial, debiendo indicar la fecha de aquel envío, de la que los servicios dependientes del órgano
de contratación dejarán prueba suficiente en el expediente, y no podrán contener indicaciones distintas a las
incluidas en dicho anuncio. No obstante, en todo caso podrán publicarse si el órgano de contratación no ha
recibido notificación de su publicación a las 48 horas de la confirmación de la recepción del anuncio enviado.
4. Los anuncios de licitación de contratos contendrán la información recogida en el anexo III.
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5. En los contratos de concesión de servicios especiales del anexo IV la convocatoria de licitación se realizará
en todo caso mediante el anuncio de información previa a que se refiere la Disposición adicional trigésima
sexta.

Artículo 136. Plazos de presentación de las solicitudes de participación y de las proposiciones.
1. Los órganos de contratación fijarán los plazos de presentación de las ofertas y solicitudes de participación
teniendo en cuenta el tiempo que razonablemente pueda ser necesario para preparar aquellas, atendida la
complejidad del contrato, y respetando, en todo caso, los plazos mínimos fijados en esta Ley.
2. Los órganos de contratación deberán ampliar el plazo inicial de presentación de las ofertas y solicitudes de
participación, de forma que todos los posibles interesados en la licitación puedan tener acceso a toda la
información necesaria para elaborar estas, cuando por cualquier razón los servicios dependientes del órgano
de contratación no hubieran atendido el requerimiento de información que el interesado hubiera formulado
con la debida antelación, en los términos señalados en el apartado 3 del artículo 138. Esta causa no se aplicará
cuando la información adicional solicitada tenga un carácter irrelevante a los efectos de poder formular una
oferta o solicitud que sean válidas. En todo caso se considerará información relevante a los efectos de este
artículo la siguiente:

a) Cualquier información adicional trasmitida a un licitador.
b) Cualquier información asociada a elementos referidos en los pliegos y documentos de contratación. Los
órganos de contratación deberán ampliar el plazo inicial de presentación de las ofertas y solicitudes de
participación, asimismo, en el caso en que se introduzcan modificaciones significativas en los pliegos de la
contratación, sin perjuicio de lo señalado en los artículos 122.1 y 124. En todo caso se considerará
modificación significativa de los pliegos la que afecte a: a) La clasificación requerida. b) El importe y plazo
del contrato.
c) Las obligaciones del adjudicatario.
d) Al cambio o variación del objeto del contrato. La duración de la prórroga en todo caso será proporcional
a la importancia de la información solicitada por el interesado.

3. Cuando las proposiciones solo puedan realizarse después de una visita sobre el terreno o previa consulta «in
situ» de la documentación que se adjunte al pliego, los plazos mínimos para la presentación de las ofertas y
solicitudes de participación que establece esta Ley, se ampliarán de forma que todos los que interesados
afectados puedan tener conocimiento de toda la información necesaria para preparar aquellas.
4. La presentación de proposiciones o la recepción de la documentación en formato electrónico necesaria para
la presentación de las mismas en cualquier procedimiento, no podrá suponer la exigencia de cantidad alguna
a los licitadores.

Artículo 137. Reducción de plazos en caso de tramitación urgente.
En caso de que el expediente de contratación haya sido declarado de tramitación urgente, los plazos
establecidos en esta Sección se reducirán en la forma prevista en la letra b) del apartado 2 del artículo 119 y en
las demás disposiciones de esta Ley.

Artículo 138. Información a interesados.
1. Los órganos de contratación ofrecerán acceso a los pliegos y demás documentación complementaria por
medios electrónicos a través del perfil de contratante, acceso que será libre, directo, completo y gratuito, y que
deberá poder efectuarse desde la fecha de la publicación del anuncio de licitación o, en su caso, del envío de la
invitación a los candidatos seleccionados.
2. Excepcionalmente, en los casos que se señalan a continuación, los órganos de contratación podrán dar
acceso a los pliegos y demás documentación complementaria de la licitación, valiéndose de medios no
electrónicos. En ese caso el anuncio de licitación o la invitación a los candidatos seleccionados advertirán de
esta circunstancia; y el plazo de presentación de las proposiciones o de las solicitudes de participación se
prolongará cinco días, salvo en el supuesto de tramitación urgente del expediente a que se refiere el artículo
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119. El acceso no electrónico a los pliegos y demás documentación complementaria de la licitación estará
justificado cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Cuando se den circunstancias técnicas que lo impidan, en los términos señalados en la Disposición
adicional decimoquinta.
b) Por razones de confidencialidad, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 133.
c) En el caso de las concesiones de obras y de servicios, por motivos de seguridad excepcionales.

3. Los órganos de contratación proporcionarán a todos los interesados en el procedimiento de licitación, a más
tardar 6 días antes de que finalice el plazo fijado para la presentación de ofertas, aquella información adicional
sobre los pliegos y demás documentación complementaria que estos soliciten, a condición de que la hubieren
pedido al menos 12 días antes del transcurso del plazo de presentación de las proposiciones o de las solicitudes
de participación, salvo que en los pliegos que rigen la licitación se estableciera otro plazo distinto. En los
expedientes que hayan sido calificados de urgentes, el plazo de seis días a más tardar antes de que finalice el
plazo fijado para la presentación de ofertas será de 4 días a más tardar antes de que finalice el citado plazo en
los contratos de obras, suministros y servicios sujetos a regulación armonizada siempre que se adjudiquen por
procedimientos abierto y restringido. En los casos en que lo solicitado sean aclaraciones a lo establecido en los
pliegos o resto de documentación y así lo establezca el pliego de cláusulas administrativas particulares, las
respuestas tendrán carácter vinculante y, en este caso, deberán hacerse públicas en el correspondiente perfil
de contratante en términos que garanticen la igualdad y concurrencia en el procedimiento de licitación.

Artículo 139. Proposiciones de los interesados.
1. Las proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y documentación que rigen la licitación,
y su presentación supone la aceptación incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus
cláusulas o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la mesa y al órgano de
contratación para consultar los datos recogidos en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas
del Sector Público o en las listas oficiales de operadores económicos de un Estado miembro de la Unión
Europea.
2. Las proposiciones serán secretas y se arbitrarán los medios que garanticen tal carácter hasta el momento de
apertura de las proposiciones, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 143, 175 y 179 en cuanto a la
información que debe facilitarse a los participantes en una subasta electrónica, en un diálogo competitivo, o
en un procedimiento de asociación para la innovación.
3. Cada licitador no podrá presentar más de una proposición, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 142
sobre admisibilidad de variantes y en el artículo 143 sobre presentación de nuevos precios o valores en el seno
de una subasta electrónica. Tampoco podrá suscribir ninguna propuesta en unión temporal con otros si lo ha
hecho individualmente o figurar en más de una unión temporal. La infracción de estas normas dará lugar a la
no admisión de todas las propuestas por él suscritas.
4. En la proposición deberá indicarse, como partida independiente, el importe del Impuesto sobre el Valor
Añadido que deba ser repercutido.

Artículo 140. Presentación de la documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos previos.
1. En relación con la presentación de la documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos
previos, se observarán las reglas establecidas a continuación:

a) Las proposiciones en el procedimiento abierto deberán ir acompañadas de una declaración responsable
que se ajustará al formulario de documento europeo único de contratación de conformidad con lo indicado
en el artículo siguiente, que deberá estar firmada y con la correspondiente identificación, en la que el
licitador ponga de manifiesto lo siguiente:

1.º Que la sociedad está válidamente constituida y que conforme a su objeto social puede presentarse a la
licitación, así como que el firmante de la declaración ostenta la debida representación para la
presentación de la proposición y de aquella.
2.º Que cuenta con la correspondiente clasificación, en su caso, o que cumple los requisitos de solvencia

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Cuadrilla de Añana 202

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



económica, financiera y técnica o profesional exigidos, en las condiciones que establezca el pliego de
conformidad con el formulario normalizado del documento europeo único de contratación a que se
refiere el artículo siguiente.
3.º Que no está incursa en prohibición de contratar por sí misma ni por extensión como consecuencia de
la aplicación del artículo 71.3 de esta Ley.
4.º La designación de una dirección de correo electrónico en que efectuar las notificaciones, que deberá
ser «habilitada» de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional decimoquinta, en los casos
en que el órgano de contratación haya optado por realizar las notificaciones a través de la misma. Esta
circunstancia deberá recogerse en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

b) En el caso de solicitudes de participación en los procedimientos restringido, de licitación con
negociación, en el diálogo competitivo y en el de asociación para la innovación, la declaración responsable
a que se refiere la letra a) anterior pondrá de manifiesto adicionalmente que se cumple con los requisitos
objetivos que se hayan establecido de acuerdo con el artículo 162 de la presente Ley, en las condiciones que
establezca el pliego de conformidad con el formulario normalizado del documento europeo único de
contratación a que se refiere el artículo siguiente.
c) En los casos en que el empresario recurra a la solvencia y medios de otras empresas de conformidad con
el artículo 75 de la presente Ley, cada una de ellas también deberá presentar una declaración responsable
en la que figure la información pertinente para estos casos con arreglo al formulario normalizado del
documento europeo único de contratación a que se refiere el artículo siguiente. La presentación del
compromiso a que se refiere el apartado 2 del artículo 75 se realizará de conformidad con lo dispuesto en el
apartado tercero del presente artículo.
d) En todos los supuestos en que en el procedimiento se exija la constitución de garantía provisional, se
aportará el documento acreditativo de haberla constituido.
e) En todos los supuestos en que varios empresarios concurran agrupados en una unión temporal, se
aportará una declaración responsable por cada empresa participante en la que figurará la información
requerida en estos casos en el formulario del documento europeo único de contratación a que se refiere el
artículo siguiente. Adicionalmente a la declaración o declaraciones a que se refiere el párrafo anterior se
aportará el compromiso de constituir la unión temporal por parte de los empresarios que sean parte de la
misma de conformidad con lo exigido en el apartado 3 del artículo 69 de esta Ley.
f) Además de la declaración responsable a que se refiere la letra a) anterior, las empresas extranjeras, en
los casos en que el contrato vaya a ejecutarse en España, deberán aportar una declaración de sometimiento
a la jurisdicción de los juzgados y tribunales españoles de cualquier orden, para todas las incidencias que
de modo directo o indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia, en su caso, al fuero jurisdiccional
extranjero que pudiera corresponder al licitante.
g) Cuando el pliego prevea la división en lotes del objeto del contrato, si los requisitos de solvencia
económica y financiera o técnica y profesional exigidos variaran de un lote a otro, se aportará una
declaración responsable por cada lote o grupo de lotes al que se apliquen los mismos requisitos de
solvencia.

2. Cuando de conformidad con la presente Ley, el pliego de cláusulas administrativas particulares o el
documento descriptivo exijan la acreditación de otras circunstancias distintas de las que comprende el
formulario del documento europeo único de contratación a que se refiere el artículo siguiente, los mismos
deberán indicar la forma de su acreditación.
3. El órgano o la mesa de contratación podrán pedir a los candidatos o licitadores que presenten la totalidad o
una parte de los documentos justificativos, cuando consideren que existen dudas razonables sobre la vigencia
o fiabilidad de la declaración, cuando resulte necesario para el buen desarrollo del procedimiento y, en todo
caso, antes de adjudicar el contrato. No obstante lo anterior, cuando el empresario esté inscrito en el Registro
Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o figure en una base de datos nacional de un
Estado miembro de la Unión Europea, como un expediente virtual de la empresa, un sistema de
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almacenamiento electrónico de documentos o un sistema de precalificación, y estos sean accesibles de modo
gratuito para los citados órganos, no estará obligado a presentar los documentos justificativos u otra prueba
documental de los datos inscritos en los referidos lugares.
4. Las circunstancias relativas a la capacidad, solvencia y ausencia de prohibiciones de contratar a las que se
refieren los apartados anteriores, deberán concurrir en la fecha final de presentación de ofertas y subsistir en
el momento de perfección del contrato.

Artículo 141. Declaración responsable y otra documentación.
1. Los órganos de contratación incluirán en el pliego, junto con la exigencia de declaración responsable, el
modelo al que deberá ajustarse la misma. El modelo que recoja el pliego seguirá el formulario de documento
europeo único de contratación aprobado en el seno de la Unión Europea, sin perjuicio de lo establecido en la
letra c) del apartado 4 del artículo 159.
2. En los casos en que se establezca la intervención de mesa de contratación, esta calificará la declaración
responsable y la documentación a la que se refiere el artículo anterior. Cuando esta aprecie defectos
subsanables, dará un plazo de tres días al empresario para que los corrija.

Artículo 150. Clasificación de las ofertas y adjudicación del contrato.
1. La mesa de contratación o, en su defecto, el órgano de contratación clasificará, por orden decreciente, las
proposiciones presentadas para posteriormente elevar la correspondiente propuesta al órgano de
contratación, en el caso de que la clasificación se realice por la mesa de contratación. Para realizar la citada
clasificación, se atenderá a los criterios de adjudicación señalados en el pliego, pudiéndose solicitar para ello
cuantos informes técnicos se estime pertinentes. Cuando el único criterio a considerar sea el precio, se
entenderá que la mejor oferta es la que incorpora el precio más bajo. En los contratos sujetos a regulación
armonizada que celebren cualquiera de las entidades sujetas a la presente ley, si se apreciasen indicios
fundados de conductas colusorias en el procedimiento de contratación en tramitación, en el sentido definido
en el artículo 1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, el órgano de contratación, de
oficio o a instancia de la mesa de contratación, los trasladará con carácter previo a la adjudicación del contrato
a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a la autoridad de competencia
autonómica correspondiente con el fin de que, en el plazo de 20 días hábiles, emita un informe sobre el
carácter fundado o no de tales indicios. El traslado a que alude el párrafo anterior deberá incluir una
explicación detallada sobre los indicios detectados y sobre las razones para considerar su carácter
presuntamente colusorio e irá acompañado del expediente de contratación, incluida la totalidad de las ofertas
presentadas por todos los licitadores, sin perjuicio del deber de confidencialidad previsto en el art. 133 LCSP.
La autoridad de defensa de la competencia podrá solicitar documentación adicional al órgano de contratación
siempre que guarde relación con los indicios mencionados en la remisión. En este supuesto, deberá ponerse la
documentación requerida a disposición de la autoridad de competencia en un plazo máximo de 3 días hábiles.
La remisión de esta documentación a la autoridad de defensa de la competencia correspondiente supondrá la
inmediata suspensión de la licitación, la cual no será notificada a los licitadores ni tampoco será objeto de
publicación. El órgano de contratación deberá mantener en todo momento la debida confidencialidad de estas
actuaciones. Una vez recibido el informe de la autoridad de competencia, si el mismo no concluye que existen
tales indicios fundados de conductas colusorias, el órgano de contratación dictará resolución alzando la
suspensión, que tampoco será objeto de notificación ni publicación, y continuará con la tramitación del
procedimiento de contratación sin la exclusión de ningún licitador por este motivo. En caso de que el informe
concluyese que existen indicios fundados de conducta colusoria, el órgano de contratación notificará y
publicará la suspensión y remitirá a los licitadores afectados la documentación necesaria para que en un plazo
de diez días hábiles aleguen cuanto tengan por conveniente en defensa de sus derechos. El órgano de
contratación cuidará de que los licitadores afectados reciban toda la documentación necesaria para el ejercicio
de su derecho, pero sin revelar aspectos de las ofertas del resto de licitadores, si ya se hubiesen presentado, y
con respeto al deber de confidencialidad previsto en el artículo 133 de esta ley. Una vez evacuado este trámite,
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el órgano de contratación podrá recabar de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su
caso, de la autoridad de competencia autonómica correspondiente los informes que juzgue necesarios para
resolver, que deberán ser emitidos en el plazo improrrogable de 3 días hábiles. A la vista de los informes
obrantes en el procedimiento, de las alegaciones y pruebas de los licitadores afectados y de las medidas que en
su caso estos acrediten haber adoptado para evitar futuras infracciones, el órgano de contratación resolverá de
forma motivada lo que proceda en el plazo de 10 días hábiles. Si el órgano de contratación resuelve que existen
indicios fundados de conductas colusorias excluirá del procedimiento de contratación a los licitadores
responsables de dicha conducta y lo notificará a todos los licitadores, alzando la suspensión y continuando el
procedimiento de contratación con los licitadores restantes, si los hubiere. Si resuelve que no existen indicios
fundados de conducta colusoria, alzará la suspensión y continuará la tramitación del procedimiento de
contratación sin la exclusión de ningún licitador por este motivo. En caso de no recibir el informe de la
autoridad de competencia en el plazo de 20 días hábiles, el órgano de contratación podrá acordar continuar
con la tramitación del procedimiento o iniciar el procedimiento contradictorio establecido en este apartado.
En este último caso, si el órgano de contratación recibiera el informe de la autoridad de competencia antes de
haber dictado su resolución, no procederá acordar la exclusión de ningún licitador cuando dicho informe no
concluya que existen indicios fundados de conducta colusoria. Igualmente, si el órgano de contratación
recibiera el informe en el mencionado sentido una vez dictada la resolución que acuerde la exclusión de algún
licitador, podrá revocar dicha resolución si así lo considera procedente siempre que aún no se hubiera
adjudicado el contrato. El órgano de contratación comunicará la resolución de adjudicación del contrato a la
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a la autoridad de competencia autonómica
correspondiente, por medios electrónicos el mismo día en que se acuerde. Esta comunicación hará decaer
cualquier solicitud de informe que no hubiera sido atendida hasta esa fecha, no pudiendo las autoridades de
competencia emitir el informe a partir de ese momento.
2. Una vez aceptada la propuesta de la mesa por el órgano de contratación, los servicios correspondientes
requerirán al licitador que haya presentado la mejor oferta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 145
para que, dentro del plazo de diez días hábiles, a contar desde el siguiente a aquel en que hubiera recibido el
requerimiento, presente la documentación justificativa de las circunstancias a las que se refieren las letras a) a
c) del apartado 1 del artículo 140 si no se hubiera aportado con anterioridad, tanto del licitador como de
aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra, sin perjuicio de lo establecido en el segundo párrafo
del apartado 3 del citado artículo; de disponer efectivamente de los medios que se hubiese comprometido a
dedicar o adscribir a la ejecución del contrato conforme al artículo 76.2; y de haber constituido la garantía
definitiva que sea procedente. Los correspondientes certificados podrán ser expedidos por medios
electrónicos, informáticos o telemáticos, salvo que se establezca otra cosa en los pliegos. De no
cumplimentarse adecuadamente el requerimiento en el plazo señalado, se entenderá que el licitador ha
retirado su oferta, procediéndose a exigirle el importe del 3 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA
excluido, en concepto de penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la garantía provisional, si se
hubiera constituido, sin perjuicio de lo establecido en la letra a) del apartado 2 del artículo 71. En el supuesto
señalado en el párrafo anterior, se procederá a recabar la misma documentación al licitador siguiente, por el
orden en que hayan quedado clasificadas las ofertas.
3. El órgano de contratación adjudicará el contrato dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción de
la documentación. En los procedimientos negociados, de diálogo competitivo y de asociación para la
innovación, la adjudicación concretará y fijará los términos definitivos del contrato. No podrá declararse
desierta una licitación cuando exista alguna oferta o proposición que sea admisible de acuerdo con los
criterios que figuren en el pliego.
4. Si como consecuencia del contenido de la resolución de un recurso especial del artículo 44 fuera preciso que
el órgano de contratación acordase la adjudicación del contrato a otro licitador, se concederá a este un plazo
de diez días hábiles para que cumplimente los trámites que resulten oportunos.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 27.7 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-27
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Artículo 151. Resolución y notificación de la adjudicación.
1. La resolución de adjudicación deberá ser motivada y se notificará a los candidatos y licitadores, debiendo
ser publicada en el perfil de contratante en el plazo de 15 días.
2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1 del artículo 155, la notificación y la publicidad a que se
refiere el apartado anterior deberán contener la información necesaria que permita a los interesados en el
procedimiento de adjudicación interponer recurso suficientemente fundado contra la decisión de
adjudicación, y entre ella en todo caso deberá figurar la siguiente:

a) En relación con los candidatos descartados, la exposición resumida de las razones por las que se haya
desestimado su candidatura.
b) Con respecto a los licitadores excluidos del procedimiento de adjudicación, los motivos por los que no se
haya admitido su oferta, incluidos, en los casos contemplados en el artículo 126, apartados 7 y 8, los
motivos de la decisión de no equivalencia o de la decisión de que las obras, los suministros o los servicios
no se ajustan a los requisitos de rendimiento o a las exigencias funcionales; y un desglose de las
valoraciones asignadas a los distintos licitadores, incluyendo al adjudicatario.
c) En todo caso, el nombre del adjudicatario, las características y ventajas de la proposición del
adjudicatario determinantes de que haya sido seleccionada la oferta de este con preferencia respecto de las
que hayan presentado los restantes licitadores cuyas ofertas hayan sido admitidas; y, en su caso, el
desarrollo de las negociaciones o el diálogo con los licitadores. En la notificación se indicará el plazo en que
debe procederse a la formalización del contrato conforme al apartado 3 del artículo 153 de la presente Ley.

3. La notificación se realizará por medios electrónicos de conformidad con lo establecido en la disposición
adicional decimoquinta.

Artículo 152.
Decisión de no adjudicar o celebrar el contrato y desistimiento del procedimiento de adjudicación por la
Administración.
1. En el caso en que el órgano de contratación desista del procedimiento de adjudicación o decida no adjudicar
o celebrar un contrato para el que se haya efectuado la correspondiente convocatoria, lo notificará a los
candidatos o licitadores, informando también a la Comisión Europea de esta decisión cuando el contrato haya
sido anunciado en el «Diario Oficial de la Unión Europea».
2. La decisión de no adjudicar o celebrar el contrato o el desistimiento del procedimiento podrán acordarse
por el órgano de contratación antes de la formalización. En estos casos se compensará a los candidatos aptos
para participar en la licitación o licitadores por los gastos en que hubiesen incurrido en la forma prevista en el
anuncio o en el pliego o, en su defecto, de acuerdo con los criterios de valoración empleados para el cálculo de
la responsabilidad patrimonial de la Administración, a través de los trámites del procedimiento administrativo
común.
3. Solo podrá adoptarse la decisión de no adjudicar o celebrar el contrato por razones de interés público
debidamente justificadas en el expediente. En este caso, no podrá promoverse una nueva licitación de su
objeto en tanto subsistan las razones alegadas para fundamentar la decisión.
4. El desistimiento del procedimiento deberá estar fundado en una infracción no subsanable de las normas de
preparación del contrato o de las reguladoras del procedimiento de adjudicación, debiendo justificarse en el
expediente la concurrencia de la causa. El desistimiento no impedirá la iniciación inmediata de un
procedimiento de licitación.
5. En el supuesto de acuerdos marco, el desistimiento y la decisión de no adjudicarlos o celebrarlos
corresponde al órgano de contratación que inició el procedimiento para su celebración. En el caso de
contratos basados en un acuerdo marco y en el de contratos específicos en el marco de un sistema dinámico
de adquisición, el desistimiento y la decisión de no adjudicarlos o celebrarlo se realizará por el órgano de
contratación de oficio, o a propuesta del organismo destinatario de la prestación.

Artículo 153. Formalización de los contratos.
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1. Los contratos que celebren las Administraciones Públicas deberán formalizarse en documento
administrativo que se ajuste con exactitud a las condiciones de la licitación, constituyendo dicho documento
título suficiente para acceder a cualquier registro público. No obstante, el contratista podrá solicitar que el
contrato se eleve a escritura pública, corriendo de su cargo los correspondientes gastos. En ningún caso se
podrán incluir en el documento en que se formalice el contrato cláusulas que impliquen alteración de los
términos de la adjudicación. En los contratos basados en un acuerdo marco o en los contratos específicos
dentro de un sistema dinámico de adquisición, no resultará necesaria la formalización del contrato.
2. En el caso de los contratos menores definidos en el artículo 118 se acreditará su existencia con los
documentos a los que se refiere dicho artículo.
3. Si el contrato es susceptible de recurso especial en materia de contratación conforme al artículo 44, la
formalización no podrá efectuarse antes de que transcurran quince días hábiles desde que se remita la
notificación de la adjudicación a los licitadores y candidatos. Las Comunidades Autónomas podrán
incrementar este plazo, sin que exceda de un mes. Los servicios dependientes del órgano de contratación
requerirán al adjudicatario para que formalice el contrato en plazo no superior a cinco días a contar desde el
siguiente a aquel en que hubiera recibido el requerimiento, una vez transcurrido el plazo previsto en el párrafo
anterior sin que se hubiera interpuesto recurso que lleve aparejada la suspensión de la formalización del
contrato. De igual forma procederá cuando el órgano competente para la resolución del recurso hubiera
levantado la suspensión. En los restantes casos, la formalización del contrato deberá efectuarse no más tarde
de los quince días hábiles siguientes a aquel en que se realice la notificación de la adjudicación a los licitadores
y candidatos en la forma prevista en el artículo 151.
4. Cuando por causas imputables al adjudicatario no se hubiese formalizado el contrato dentro del plazo
indicado se le exigirá el importe del 3 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA excluido, en concepto
de penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la garantía definitiva, si se hubiera constituido, sin
perjuicio de lo establecido en la letra b) del apartado 2 del artículo 71. En este caso, el contrato se adjudicará al
siguiente licitador por el orden en que hubieran quedado clasificadas las ofertas, previa presentación de la
documentación establecida en el apartado 2 del artículo 150 de la presente Ley, resultando de aplicación los
plazos establecidos en el apartado anterior.
5. Si las causas de la no formalización fueren imputables a la Administración, se indemnizará al contratista de
los daños y perjuicios que la demora le pudiera ocasionar.
6. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 36.1 y 131.3 para los contratos menores, y en el artículo 36.3
para los contratos basados en un acuerdo marco y los contratos específicos en el marco de un sistema
dinámico de adquisición, y salvo que la tramitación del expediente de contratación sea por emergencia de
acuerdo con lo previsto en el artículo 120, no podrá procederse a la ejecución del contrato con carácter previo
a su formalización.

Artículo 154. Anuncio de formalización de los contratos.
1. La formalización de los contratos deberá publicarse, junto con el correspondiente contrato, en un plazo no
superior a quince días tras el perfeccionamiento del contrato en el perfil de contratante del órgano de
contratación. Cuando el contrato esté sujeto a regulación armonizada, el anuncio de formalización deberá
publicarse, además, en el «Diario Oficial de la Unión Europea».
2. En los contratos celebrados por la Administración General del Estado, o por las entidades vinculadas a la
misma que gocen de la naturaleza de Administraciones Públicas el anuncio de formalización se publicará
además, en el plazo señalado en el apartado anterior, en el «Boletín Oficial del Estado».
3. El órgano de contratación, cuando proceda, enviará el anuncio de formalización al «Diario Oficial de la
Unión Europea» a más tardar 10 días después de la formalización del contrato. Los anuncios de formalización
no se publicarán en los lugares indicados en los apartados primero y segundo del presente artículo antes de su
publicación en el «Diario Oficial de la Unión Europea», en el caso en que deban ser publicados en dicho Diario
Oficial, debiendo indicar la fecha de aquel envío, de la que los servicios dependientes del órgano de
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contratación dejarán prueba suficiente en el expediente, y no podrán contener indicaciones distintas a las
incluidas en dicho anuncio. No obstante, en todo caso podrán publicarse si el órgano de contratación no ha
recibido notificación de su publicación a las 48 horas de la confirmación de la recepción del anuncio enviado.
4. La adjudicación de los contratos basados en un acuerdo marco o de los contratos específicos en el marco de
un sistema dinámico de adquisición, ya perfeccionados en virtud de lo establecido en el artículo 36.3, se
publicará trimestralmente por el órgano de contratación dentro de los 30 días siguientes al fin de cada
trimestre, en la forma prevista en el presente artículo.
5. Los contratos menores serán objeto de publicación en las condiciones establecidas en el apartado 4 del
artículo 63.
6. Los anuncios de formalización de contratos contendrán la información recogida en el anexo III.
7. Podrán no publicarse determinados datos relativos a la celebración del contrato cuando se considere,
justificándose debidamente en el expediente, que la divulgación de esa información puede obstaculizar la
aplicación de una norma, resultar contraria al interés público o perjudicar intereses comerciales legítimos de
empresas públicas o privadas o la competencia leal entre ellas, o cuando se trate de contratos declarados
secretos o reservados o cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a la
legislación vigente, o cuando lo exija la protección de los intereses esenciales de la seguridad del Estado y así
se haya declarado de conformidad con lo previsto en la letra c) del apartado 2 del artículo 19. En todo caso,
previa la decisión de no publicar unos determinados datos relativos a la celebración del contrato, los órganos
de contratación deberán solicitar la emisión de informe por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno a
que se refiere la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen
gobierno, en el que se aprecie si el derecho de acceso a la información pública prevalece o no frente a los
bienes que se pretenden salvaguardar con su no publicación, que será evacuado en un plazo máximo de diez
días. No obstante lo anterior, no se requerirá dicho informe por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno
en caso de que con anterioridad se hubiese efectuado por el órgano de contratación consulta sobre una
materia idéntica o análoga, sin perjuicio de la justificación debida de su exclusión en el expediente en los
términos establecidos en este apartado.
Téngase en cuenta que se declara que los párrafos segundo y tercero del apartado 7 no son conformes con el orden constitucional de competencias,
en los términos del fundamento jurídico 7 B) e), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

Se declara que los párrafos segundo y tercero del apartado 7 no son conformes con el orden constitucional de competencias, en los términos del
fundamento jurídico 7 B) e), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 19

1. Respecto de la tramitación del expediente de un contrato menor, según la LCSP:

A) No aplica el informe que justifique necesidad y no fraccionamiento.

B) Se requiere informe que justifique necesidad y no fraccionamiento por ser contrato menor.

C) Sólo se requiere justificación del no fraccionamiento.

D) Sólo se requiere justificación de necesidad.

2. Según el art. 116.4 f) Ley 9/2017 LCSP, en el expediente de contrato de servicios se justificará 
adecuadamente, entre otros:

A) El informe de insuficiencia de medios.

B) El informe de equilibrio presupuestario.

C) El informe de régimen jurídico aplicable.

D) El informe de sostenibilidad financiera.
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3. Según el art. 138 de la LCSP, los órganos de contratación ofrecerán acceso a los pliegos y a la 
documentación complementaria. El acceso será:

A) Libre

B) Directo

C) Completo y gratuito

D) Todas las respuestas son correctas

4. En el expediente de contratación de conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público, deberán 
aprobarse previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación 
del contrato, o de no existir esta, antes de:

A) El pliego de cláusulas administrativas particulares y únicamente el pliego de prescripciones técnicas 
particulares cuando el objeto del contrato sea una obra o servicio.

B) El pliego de cláusulas administrativas particulares y el pliego de prescripciones técnicas particulares.

C) El pliego de cláusulas administrativas particulares y únicamente el pliego de prescripciones técnicas 
particulares cuando el objeto del contrato sea una obra.

D) El pliego de cláusulas administrativas particulares.

5. Señale la respuesta correcta, según lo recogido en el artículo 116 de la Ley 9/2017

A) La celebración de contratos por parte de las Administraciones Públicas requerirá la previa tramitación del 
correspondiente expediente de contratación y que deberá ser publicado en el perfil de contratante

B) El expediente podrá o no referirse a la totalidad del objeto del contrato, sin perjuicio de lo previsto en el 
apartado 7 del artículo 99 para los contratos adjudicados por lotes

C) Al expediente solo se incorporará el pliego de cláusulas administrativas particulares. No hará falta la 
incorporación del certificado de existencia de crédito o, en el caso de entidades del sector público estatal con 
presupuesto estimativo, documento equivalente que acredite la existencia de financiación, y la fiscalización 
previa de la intervención

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. El momento decisivo para apreciar la concurrencia de los requisitos de capacidad y solvencia exigidos para 
contratar con la Administración será:

A) El de finalización del plazo de presentación de las proposiciones

B) El de la firma del contrato

C) El de presentación de la documentación

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. Si el contrato fuese susceptible de recurso especial en materia de contratación, la formalización:

A) No podrá efectuarse antes de que transcurran quince días naturales desde que se remita la notificación de la 
adjudicación a los licitadores y candidatos.

B) No podrá efectuarse antes de que transcurran veinte días hábiles desde que se remita la notificación de la 
adjudicación a los licitadores y candidatos.

C) No podrá efectuarse antes de que transcurran quince días hábiles desde que se remita la notificación de la 
adjudicación a los licitadores y candidatos.

D) No podrá efectuarse antes de que transcurran diez días hábiles desde que se remita la notificación de la 
adjudicación a los licitadores y candidatos.
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8. De acuerdo con el artículo 120.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, si en la tramitación de emergencia se excede el plazo de 
inicio de la ejecución de las prestaciones:

A) Este plazo sólo podrá prorrogarse por un plazo máximo de 10 días adicionales.

B) Si es culpa del contratista, éste dispondrá de un plazo de 3 días para justificar la demora.

C) La contratación de dichas prestaciones requerirá la tramitación de un procedimiento ordinario.

D) El órgano de contratación podrá acordar la suspensión del contrato, previa audiencia al contratista.

9. De conformidad con el artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, se 
consideran contratos menores los contratos de obras de valor estimado inferior a:

A) 140.000 euros.

B) 40.000 euros.

C) 18.000 euros.

D) 15.000 euros.

10. El contrato menor es:

A) Un contrato de obra con valor estimado inferior a 40.000 euros.

B) Un contrato de servicios con valor estimado inferior a 15.000 euros.

C) Un contrato de suministros con valor estimado inferior a 15.000 euros.

D) Todas las respuestas son correctas.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 D · 4 B · 5 A · 6 A · 7 C · 8 C · 9 B · 10 D

Te quedan 122 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 19, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 20

Norma Foral 63/89 de 20 de noviembre de Cuadrillas del Territorio 
Histórico de Álava.

Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi

LILE-PV · BOE-A-2016-4171 · arts. 12 a 13 — 2 incluidos

TÍTULO II El municipio y las demás entidades locales vascas

CAPÍTULO II Otras entidades locales

Artículo 12. Entidades locales y competencias de los territorios históricos.
1. La presente ley salvaguarda y reconoce las competencias normativas y ejecutivas de los territorios históricos
vascos en relación con las entidades locales inframunicipales y supramunicipales.
2. En particular, se garantiza la existencia de los concejos, las hermandades y las cuadrillas del territorio
histórico de Álava, siempre que así lo prevean las normas forales de ese territorio.
3. Asimismo, los órganos forales de los territorios históricos, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación
básica de régimen local, lo previsto en esta ley y sus propias competencias, ampararán y garantizarán las
peculiaridades históricas de las entidades locales de sus respectivos ámbitos territoriales.

Artículo 13. Entidades locales menores.
Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación básica de régimen local, los órganos forales de los respectivos
territorios históricos vascos son los competentes para ejercer las competencias normativas y ejecutivas, así
como las de carácter económico-financiero, sobre las entidades locales menores.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 20

1. Cuál de estos entes no se considera entidad local

A) Áreas Metropolitanas

B) Mancomunidades de Municipios

C) Comarcas

D) Todas tienen la condición de entidad local

2. Las Mancomunidades, el procedimiento de aprobación de sus estatutos se determina por:

A) La legislación del Estado

B) La legislación de las Comunidades Autónomas

C) La Ley 7/1985, de 2 de abril

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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3. Además del Municipio, la Provincia y la Isla en los archipiélagos balear y canario gozan, asimismo, de la 
condición de Entidades Locales…

A) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades Autónomas 
de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.

B) Las Áreas Metropolitanas.

C) Las Mancomunidades de Municipios.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

4. ¿Tienen las mancomunidades la condición de entidad local?

A) Sí

B) No

C) Sólo cuando son de municipios pero no cuando están formadas por diferentes comarcas

D) Depende de cómo se hayan constituido

5. ¿En qué artículo de la Ley 7/1985, de 2 de abril se definen las Áreas Metropolitanas?

A) Artículo 44.1

B) Artículo 43.3

C) Artículo 43.1

D) Artículo 43.2

6. Las Mancomunidades de municipios se caracterizan por

A) Tener personalidad y capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines

B) Tener por objeto la ejecución en común de obras y servicios de la competencia de los municipios que la 
integran

C) Por regirse a través de sus propios estatutos

D) Todas son correctas

7. El artículo 141.4 de la Constitución Española establece que en los archipiélagos, las Islas tendrán su 
administración propia en forma de:

A) Cabildos o Consejos

B) Cabildos o Consejos y pedanías

C) Cabildos o Consejos, comarcas o pedanías

D) Cabildos y otras entidades menores

8. Los Estatutos de las Mancomunidades no comprenderán:

A) El lugar en que radique sus órganos de gobierno y administración.

B) Las provincias a las que pertenecen los municipios.

C) Los recursos económicos.

D) Las causas de disolución.

9. En relación con las Entidades de Ámbito Territorial Inferior al Municipio:

A) Se crean para la ejecución en común de obras y servicios de su competencia.

B) Han perdido la condición de Entidades Locales en la reforma legal de 2013.

C) Son agrupaciones cuyas características determinan intereses comunes precisados de una gestión propia o 
demanda la prestación de servicios de dicho ámbito.

D) Se tratan de Entidades Locales integradas por Municipios de grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos 
núcleos de población existan vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la planificación conjunta 
y la coordinación de determinados servicios y obras.
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10. Son entidades locales territoriales, conforme con la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local:

A) Únicamente el Municipio y la Isla en los archipiélagos balear y canario

B) El Municipio y la Provincia exclusivamente

C) El Municipio, la Provincia y la Isla en los archipiélagos balear y canario

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 D · 4 A · 5 D · 6 D · 7 A · 8 B · 9 B · 10 C

Te quedan 48 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 20, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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